
INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados, por la que informa el turno que le corresponde a las iniciativas con pro-
yecto de decreto y a las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el
orden del día del jueves 14 de abril de 2016, de conformidad con los artículos
100, numeral 1; y 102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados.

INICIATIVAS 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Beatriz Vélez Núñez, del Grupo Parlamentario del Partido 
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 19 de la Ley General de Salud. Se remite a la Comisión de Salud, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE ASISTENCIA SOCIAL

Del diputado Ricardo David García Portilla, del Grupo Parlamentario del 
Partido Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto que 
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reforma los artículos 3o., 4o. y 10 de la Ley de Asistencia Social. Se turna a la
Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY SOBRE EL ESCUDO, LA BANDERA Y EL HIMNO NACIONALES

De las diputadas Eloisa Chavarrias Barajas y Patricia García García, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno
Nacionales. Se remite a la Comisión de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . 

LEY DE AVIACIÓN CIVIL

Del diputado Jorge López Martín, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga di-
versos artículos de la Ley de Aviación Civil. Se turna a la Comisión de Trans-
portes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De los diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios de los Partidos 
Revolucionario Institucional y de la Revolución Democrática, iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 116 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Se remite a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS
TRABAJADORES DEL ESTADO

De la diputada Beatriz Vélez Núñez, del Grupo Parlamentario del Partido 
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 162 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado. Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previ-
sión Social y de Seguridad Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIAY
LEY GENERAL DE CONTABILIDAD GUBERNAMENTAL

De la diputada Gina Andrea Cruz Blackledge, del Grupo Parlamentario del 
Partido Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma los ar-
tículos 107 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y
53 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. Se remite a las Comi-
siones Unidas de Presupuesto y Cuenta Pública y de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR

De la diputada María Verónica Agundis Estrada, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma los 
artículos 203, 209 y 212 de la Ley Federal del Derecho de Autor. Se turna a la
Comisión de Cultura y Cinematografía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DE DESARROLLO SUSTENTABLE DE LA CAÑA DE AZÚCAR

De la diputada Mariana Arámbula Meléndez, del Grupo Parlamentario del 
Partido Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de
Azúcar. Se remite a la Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego, para 
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE VÍCTIMAS

De la diputada Emma Margarita Alemán Olvera, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma los 
artículos 4o. y 5o. de la Ley General de Víctimas. Se turna a la Comisión de
Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROPOSICIONES 

EXENTAR A LOS SERVICIOS DE TRANSPORTE FEDERAL DE LAS MEDIDAS
DE RESTRICCIÓN VEHICULAR DEL PROGRAMA TEMPORAL HOY NO
CIRCULA

De los diputados del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Comisión
Ambiental de la Megalópolis, a fin de exentar a los servicios de transporte 
federal de las medidas de restricción vehicular del Programa Temporal Hoy No
Circula. Se remite a la Comisión de Transportes, para dictamen y a la Comisión
Distrito Federal, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TOMAR DIVERSAS ACCIONES, DERIVADO DE LA CONTAMINACIÓN
DEL AMBIENTE EN EL CENTRO DEL PAÍS

Del diputado Santiago Torreblanca Engell, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los
gobiernos de la megalópolis a tomar diversas acciones, derivado de la conta-
minación del ambiente en el centro del país. Se turna a la Comisión de Trans-
portes, para dictamen y a la Comisión Distrito Federal, para opinión. . . . . . . . 

SUSPENDER LA CONSTRUCCIÓN DEL PROYECTO CARRETERO 
TOLUCA-NAUCALPAN

Del diputado Omar Ortega Álvarez, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta a diversas autoridades, a fin de suspender la construcción del proyecto
carretero Toluca-Naucalpan. Se remite a la Comisión de Infraestructura, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ELABORE UN PROYECTO DE NOM QUE REGULE LA CONTAMINACIÓN
ATMOSFÉRICA Y ESTABLEZCA LOS REQUISITOS, ESPECIFICACIONES Y
PARÁMETROS PARA LA INSTALACIÓN DE SISTEMAS DE RECUPERACIÓN
DE VAPORES DE GASOLINA

De los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Semarnat, para que a través de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y
de Protección al Medio Ambiente del sector Hidrocarburos, elabore un proyecto
de NOM que regule la contaminación atmosférica y establezca los requisitos,
especificaciones y parámetros para la instalación de sistemas de recuperación
de vapores de gasolina en estaciones de servicio y de autoconsumo de combus-
tible. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEGISLAR Y APLICAR LAS NORMAS RELATIVAS A MOTOCICLISTAS

Del diputado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez, del Grupo Parlamentario de
Morena, proposición con punto de acuerdo, que exhorta a los congresos de los
estados y a la Comisión Nacional de Seguridad Pública, a fin de legislar y 
aplicar las normas relativas a motociclistas. Se remite a la Comisión de Trans-
portes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COORDINACIÓN CON LAS ORGANIZACIONES PATRONALES, IMPLE-
MENTEN DIVERSAS ACCIONES PARA LA MEJORA DE LA CALIDAD
DEL AIRE

De los diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat, a
las autoridades municipales y estatales de las zonas metropolitanas del territorio
nacional y a las autoridades de la Zona Metropolitana del Valle de México, 
para que en coordinación con las organizaciones patronales, implementen 
diversas acciones para la mejora de la calidad del aire. Se turna a la Comisión
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen y  a la Comisión del
Distrito Federal, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROMUEVA EL TRABAJO DE OFICINA EN CASA, CON EL PROPÓSITO
DE REDUCIR DESPLAZAMIENTOS DE SUS TRABAJADORES

De la diputada Melissa Torres Sandoval, del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
Ejecutivo federal, para que promueva el trabajo de oficina en casa, con el pro-
pósito de reducir desplazamientos de sus trabajadores y así contribuir a la 
disminución de emisiones contaminantes. Se remite a la Comisión  de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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REALIZAR LAS GESTIONES QUE PERMITAN CUMPLIR CON EL
PERSONAL COMPETENTE, TANTO EN NÚMERO DE PERSONAS, 
COMO PERFIL DE ESPECIALIZACIÓN ADECUADO DE LA PLANTILLA
BÁSICA EN EL HOSPITAL DE CARDIOLOGÍA NÚMERO 34

De la diputada María Guadalupe Oyervides Valdez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por
el que se exhorta al IMSS, a fin de realizar las gestiones que permitan cumplir
con el personal competente, tanto en número de personas, como perfil de espe-
cialización adecuado de la plantilla básica en el Hospital de Cardiología número
34. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GARANTIZAR LAS CONDICIONES ECOLÓGICAS Y DE SALUBRIDAD
EN LA PRESA GENERAL VICENTE GUERRERO EN EL MUNICIPIO DE
PADILLA, TAMAULIPAS

De la diputada Elva Lidia Valles Olvera, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Semarnat, a la Conagua, a la Profepa y al gobierno del estado de Tamaulipas, a
fin de garantizar las condiciones ecológicas y de salubridad en la presa General
Vicente Guerrero en el municipio de Padilla, Tamaulipas. Se remite a la Comi-
sión de Recursos Hidráulicos, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIFUNDA EL ESTADO QUE GUARDA LA ATENCIÓN DE LA MUERTE
MATERNO INFANTIL

De la diputada María Cristina Teresa García Bravo, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo,
por el que se exhorta a la Secretaría de Salud, para que difunda el estado que
guarda la atención de la muerte materno infantil, y refuerce la elaboración e 
implementación de políticas públicas destinadas a combatir estas muertes en el
país. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INCLUSIÓN EN SU CATÁLOGO DE DELITOS LA SOLICITUD, PROMESA,
OFRECIMIENTO Y ENTREGA DE DINERO A PROPIETARIOS Y TRABA-
JADORES EN CENTROS DE VERIFICACIÓN VEHICULAR

De los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, proposición con punto de acuerdo,  por el que se exhorta a las
legislaturas de las entidades federativas, en donde existe el Programa de Veri-
ficación Vehicular; para que contemplen la inclusión en su catálogo de delitos
la solicitud, promesa, ofrecimiento y entrega de dinero a propietarios y traba-
jadores en centros de verificación vehicular. Se remite a la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CESE LA OBSTRUCCIÓN DE LA APERTURA DE LAS INVESTIGACIONES
DERIVADAS DE LA DENUNCIA POR EJERCICIO ILEGAL DE LAS 
FUNCIONES PÚBLICAS INTERPUESTA POR 183 TRABAJADORES 
ADSCRITOS A LA SECRETARÍA DE SALUD Y AL INSTITUTO DE SALUD
EN EL ESTADO DE CHIAPAS

Del diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, del Grupo Parlamentario
de Morena, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular
de la delegación de la PGR en el estado de Chiapas, a que cese la obstrucción
de la apertura de las investigaciones derivadas de la denuncia por ejercicio 
ilegal de las funciones públicas interpuesta por 183 trabajadores adscritos a la
Secretaría de Salud y al Instituto de Salud de la entidad. Se turna a la Comisión
de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ELIMINAR Y REPARAR LAS VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS
DE QUE ES VÍCTIMA LA COMUNIDAD OTOMÍ DE SAN FRANCISCO
XOCHICUAUTLA, ESTADO DE MEXICO

El diputado José Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta al gobierno del estado de México, al Poder Judicial de la Federación, a
la CNDH, a la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, al INAI, al 
Mecanismo de Protección para Personas Defensoras de Derechos Humanos y
Periodistas, a utilizar sus facultades para eliminar y reparar las violaciones a los
derechos humanos de que es víctima la comunidad Otomí de San Francisco Xo-
chicuautla. Se remite a la Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

IMPLEMENTEN UNA CAMPAÑA DE DIFUSIÓN EN MATERIA DE 
PREVENCIÓN, CONTROL Y ATENCIÓN DEL CÁNCER TESTICULAR

Del diputado Marco Antonio García Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta a la Secretaría de Salud, para que en coordinación con sus homólogas
de las entidades federativas, implementen una campaña de difusión en materia
de prevención, control y atención del cáncer testicular. Se turna a la Comisión
de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INCORPORE DENTRO DE LA METODOLOGÍA PARA LA DETERMINACIÓN
DE LOS PRECIOS MÁXIMOS DE VENTA DE PRIMERA MANO DE GAS
NATURAL

De los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción 
Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobierno
federal, para que a través de la Sener y de la Comisión Reguladora de Energía,
se incorpore dentro de la metodología para la determinación de los precios 
máximos de venta de primera mano de gas natural, las repercusiones económi-
cas y los criterios que motivaron las recientes modificaciones. Se remite a la
Comisión de Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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RECAUDACIÓN EN LOS PUENTES INTERNACIONALES DE LA FRANJA
FRONTERIZA DEL NORTE DEL PAÍS, UTILIZANDO EL MODELO 
APROBADO EN CIUDAD JUÁREZ, CHIHUAHUA

Del diputado Leonardo Amador Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta al Ejecutivo federal, para que a través de la SHCP, se realicen las ges-
tiones necesarias para hacer extensivo el beneficio de las transferencias de la
recaudación en los puentes internacionales de la franja fronteriza del norte del
país, utilizando el modelo aprobado en Ciudad Juárez, Chihuahua. Se turna a la
Comisión de Asuntos Frontera Norte, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IMPLEMENTAR ACCIONES PARA EVITAR LA SEQUÍA Y DESAPARICIÓN
DE LA FLORA Y FAUNA ENDÉMICAS DE LOS CANALES DE XOCHIMILCO

De la diputada Claudia Villanueva Huerta, a nombre propio y de los diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México,
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las autoridades 
ambientales del Gobierno de la Ciudad de México, a implementar acciones 
para evitar la sequía y desaparición de la flora y fauna endémicas de los cana-
les de Xochimilco. Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

CANCELAR LA CONSTRUCCIÓN DE LA CARRETERA TOLUCA-
NAUCALPAN Y SE RESPETEN LAS RESOLUCIONES EMITIDAS POR EL
PODER JUDICIAL DEL ESTADO A FAVOR DE LOS POBLADORES DE
SAN FRANCISCO XOCHICUAUTLA

Del diputado Mario Ariel Juárez Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno del estado
de México, a fin de cancelar la construcción de la carretera Toluca-Naucalpan
y se respeten las resoluciones emitidas por el Poder Judicial del Estado a favor
de los pobladores de San Francisco Xochicuautla. Se turna a la Comisión de 
Infraestructura, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SALVAGUARDAR LA ZONA DE AMORTIGUAMIENTO AMBIENTAL
DEL PARQUE, SUS TERRENOS, FLORA Y FAUNA

De la diputada María Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Semarnat, a Pemex, al gobierno de Veracruz, al honorable ayuntamiento de
Coatzacoalcos y a la Unidad Gestora de Servicios Tecnológicos vinculada al
parque Jaguaroundi, a redoblar esfuerzos para salvaguardar la zona de amorti-
guamiento ambiental del parque, sus terrenos, flora y fauna. Se remite a la 
Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . 

REGULARIZACIÓN DEL USO DEL AGUA EN LAS ZONAS RURALES

Del diputado Alex Le Baron González, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo,  relativo a la
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regularización del uso del agua en las zonas rurales. Se turna a la Comisión de
Recursos Hidráulicos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VIGILAR LA DISTRIBUCIÓN DE APOYOS A LOS BENEFICIARIOS DE
PROSPERA EN EL ESTADO DE VERACRUZ

De la diputada Gabriela Ramírez Ramos, del Grupo Parlamentario Partido 
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo,  por el que se exhorta al
Ejecutivo federal, para que a través de Sedesol y SFP, ejecuten las medidas 
necesarias para vigilar la distribución de apoyos a los beneficiarios de Prospera en
el estado de Veracruz, y en todas aquellas entidades federativas con procesos
electorales. Se remite a la Comisión de Desarrollo Social, para dictamen. . . . 

SUBSANAR EL CONTENIDO DE LA LEY QUE REGULA EL USO DE LA
FUERZA PÚBLICA EN ESA ENTIDAD, RESPECTO DE DISPOSICIONES
QUE PUEDAN VIOLENTAR LOS DERECHOS HUMANOS

De la diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por
el que se exhorta al gobierno del estado de México y a la CNDH, a fin de sub-
sanar el contenido de la ley que regula el uso de la fuerza pública en esa enti-
dad, respecto de disposiciones que puedan violentar los derechos humanos. Se
turna a la Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . 

PROPONER ANTE LA SESIÓN ESPECIAL DE LA ASAMBLEA GENERAL
DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE EL PROBLEMA MUNDIAL DE LAS
DROGAS 2016, LA REVISIÓN DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES
SOBRE FISCALIZACIÓN DE LAS DROGAS

Del diputado José Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta al Ejecutivo federal, a proponer ante la Sesión Especial de la Asamblea
General de las Naciones Unidas sobre el Problema Mundial de las Drogas
2016, la revisión de los Tratados Internacionales sobre fiscalización de las dro-
gas. Se remite a la Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen. . . . . . . 

DIFUNDIR LAS TARIFAS Y PRESTADORES DE SERVICIOS DE ARRASTRE,
ARRASTRE Y SALVAMENTO, Y DEPÓSITOS DE VEHÍCULOS EN LAS
CARRETERAS DE JURISDICCIÓN FEDERAL

De la diputada Xitlalic Ceja García, del Grupo Parlamentario del Partido 
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo,  por el que se
exhorta a la SCT, para que implemente acciones y mecanismos necesarios para
difundir las tarifas y prestadores de servicios de arrastre, arrastre y salvamento,
y depósitos de vehículos en las carreteras de jurisdicción federal. Se turna a la
Comisión de Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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DIFUNDA LA INFORMACIÓN DEL PROGRAMA PILOTO PARA ELIMINAR
ALIMENTOS PROCESADOS CON AZÚCARES AÑADIDOS EN GUARDERÍAS

De la diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamentario de 
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Director de Prestaciones Económicas y Sociales del IMSS, a que difunda la
información del programa piloto para eliminar alimentos procesados con ]
azúcares añadidos en guarderías. Se turna a la Comisión de Seguridad Social,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INCORPORAR EN SUS PLANES DE ESTUDIO Y OFERTA EDUCATIVA
LAS INGENIERÍAS EN ENERGÍA EÓLICA, ENERGÍA SOLAR Y EN
ECOLOGÍA

De la diputada Edith Yolanda López Velasco, del Grupo Parlamentario del 
Partido Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el
que se exhorta a las instituciones educativas de nivel superior, a los rectores de
las universidades y directores de los institutos tecnológicos, a incorporar en sus
planes de estudio y oferta educativa las ingenierías en energía eólica, energía
solar y en ecología. Se remite a la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MODIFICAR LOS LINEAMIENTOS DE LOS HORARIOS DE CLASIFICACIÓN
EN TELEVISIÓN

El diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de 
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo,  por el que se 
exhorta a la Segob, a fin de modificar los lineamientos de los horarios de cla-
sificación en televisión. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

ADECUACIONES NECESARIAS A LA NORMATIVIDAD, CON OBJETO DE
FACILITAR EL TRÁNSITO Y TRANSPORTE DE COMBUSTIBLE POR
PARTE DE LOS PRODUCTORES AGRÍCOLAS

Del diputado Alex Le Baron González, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo,  por el que se
exhorta a la SCT, a fin de realizar las adecuaciones necesarias a la normativi-
dad, con objeto de facilitar el tránsito y transporte de combustible por parte de
los productores agrícolas. Se remite a la Comisión de Transportes, para 
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE
ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a las iniciativas con proyecto de decreto y a
las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el
orden del día del jueves 14 de abril de 2016, de conformi-
dad con los artículos 100, numeral 1, y 102, numeral 3, del
Reglamento de la Cámara de Diputados.(*) 

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102, nu-
meral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se in-
forma a la honorable Asamblea los turnos dictados a las
proposiciones con punto de acuerdo, registradas en el or-
den del día del 14 de abril de 2016 y que no fueron abor-
dadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputado
José de Jesús Zambrano Grijalva (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma el artículo 19 de la Ley General de Salud,
a cargo de la diputada Beatriz Veléz Núñez, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

2. Que reforma los artículos 3o., 4o. y 10 de la Ley de Asis-
tencia Social, a cargo del diputado Ricardo David García
Portilla, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

3. Que reforma el artículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, suscrita por las diputadas
Eloísa Chavarrias Barajas y Patricia García García, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.

4. Que reforma, adiciona y deroga diversos artículos de la
Ley de Aviación Civil, a cargo del diputado Jorge López

Martín, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.

5. Que reforma el artículo 116 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por diputados
integrantes de los Grupos Parlamentarios de los Partidos
Revolucionario Institucional y de la Revolución Democrá-
tica. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

6. Que reforma el artículo 162 de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, a cargo de la diputada Beatriz Vélez Núñez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social
y de Seguridad Social, para dictamen.

7. Que reforma los artículos 107 de la Ley Federal de Pre-
supuesto y Responsabilidad Hacendaria y 53 de la Ley Ge-
neral de Contabilidad Gubernamental, a cargo de la dipu-
tada Gina Andrea Cruz Blackledge, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisiones Unidas de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica y de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

8. Que reforma los artículos 203, 209 y 212 de la Ley Fe-
deral del Derecho de Autor, a cargo de la diputada María
Verónica Agundis Estrada, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Cultura y Cinematografía, para dicta-
men.

9. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar, a cargo de
la diputada Mariana Arámbula Meléndez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego, pa-
ra dictamen.

10. Que reforma los artículos 4o. y 5o. de la Ley General
de Víctimas, a cargo de la diputada Emma Margarita Ale-
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mán Olvera, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Comi-
sión Ambiental de la Megalópolis, a fin de exentar a los
servicios de transporte federal de las medidas de restricción
vehicular del programa temporal Hoy no Circula, a cargo
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen, y a la
Comisión del Distrito Federal, para opinión.

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los go-
biernos de la megalópolis a tomar diversas acciones, deri-
vado de la contaminación del ambiente en el centro del pa-
ís, a cargo del diputado Santiago Torreblanca Engell, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen, y a la Co-
misión del Distrito Federal, para opinión.

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a fin de suspender la construcción del proyec-
to carretero Toluca-Naucalpan, a cargo del diputado Omar
Ortega Álvarez, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Infraestructura, para dictamen.

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semar-
nat, para que a través de la Agencia Nacional de Seguridad
Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector
Hidrocarburos, elabore un proyecto de NOM que regule la
contaminación atmosférica y establezca los requisitos, es-
pecificaciones y parámetros para la instalación de sistemas
de recuperación de vapores de gasolina en estaciones de
servicio y de autoconsumo de combustible, suscrito por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

5. Con punto de acuerdo, que exhorta a los congresos de
los estados y a la Comisión Nacional de Seguridad Públi-

ca, a fin de legislar y aplicar las normas relativas a motoci-
clistas, a cargo del diputado Roberto Alejandro Cañedo Ji-
ménez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semar-
nat, a las autoridades municipales y estatales de las zonas
metropolitanas del territorio nacional y a las autoridades de
la zona metropolitana del valle de México, para que en co-
ordinación con las organizaciones patronales, implementen
diversas acciones para la mejora de la calidad del aire, sus-
crito por diputados integrantes del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen y a la Comisión del Distrito Federal, pa-
ra opinión.

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que promueva el trabajo de oficina en ca-
sa, con el propósito de reducir desplazamientos de sus tra-
bajadores y así contribuir a la disminución de emisiones
contaminantes, a cargo de la diputada Melissa Torres San-
doval, del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro So-
cial. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al IMSS, a
fin de realizar las gestiones que permitan cumplir con el
personal competente, tanto en número de personas, como
perfil de especialización adecuado de la plantilla básica en
el hospital de cardiología No. 34, a cargo de la diputada
María Guadalupe Oyervides Valdez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

9. Con punto de acuerdo,, por el que se exhorta a la Se-
marnat, a la Conagua, a la Profepa y al gobierno del estado
de Tamaulipas, a fin de garantizar las condiciones ecológi-
cas y de salubridad en la presa General Vicente Guerrero
en el municipio de Padilla, Tamaulipas, a cargo de la dipu-
tada Elva Lidia Valles Olvera, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, para dictamen.



10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud, para que difunda el estado que guarda la
atención de la muerte materno infantil, y refuerce la elabo-
ración e implementación de políticas públicas destinadas a
combatir estas muertes en el país, a cargo de la diputada
María Cristina Teresa García Bravo, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las le-
gislaturas de las entidades federativas, en donde existe el
programa de verificación vehicular; para que contemplen
la inclusión en su catálogo de delitos la solicitud, promesa,
ofrecimiento y entrega de dinero a propietarios y trabaja-
dores en centros de verificación vehicular, suscrito por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular
de la Delegación de la PGR en el estado de Chiapas, a que
cese la obstrucción de la apertura de las investigaciones de-
rivadas de la denuncia por ejercicio ilegal de las funciones
públicas interpuesta por 183 trabajadores adscritos a la Se-
cretaría de Salud y al Instituto de Salud de la entidad, a car-
go del diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no del estado de México, al Poder Judicial de la Federa-
ción, a la CNDH, a la Comisión Ejecutiva de Atención a
Víctimas, al INAI, al Mecanismo de Protección para Per-
sonas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, a
utilizar sus facultades para eliminar y reparar las violacio-
nes a los derechos humanos de que es víctima la comuni-
dad otomí de San Francisco Xochicuautla, a cargo del
diputado José Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud, para que en coordinación con sus homó-
logas de las entidades federativas, implementen una cam-

paña de difusión en materia de prevención, control y aten-
ción del cáncer testicular, a cargo del diputado Marco An-
tonio García Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no federal, para que a través de la Sener y de la Comisión
Reguladora de Energía, se incorpore dentro de la metodo-
logía para la determinación de los precios máximos de ven-
ta de primera mano de gas natural, las repercusiones eco-
nómicas y los criterios que motivaron las recientes
modificaciones, suscrito por diversos diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que a través de la SHCP, se realicen las
gestiones necesarias para hacer extensivo el beneficio de
las transferencias de la recaudación en los puentes interna-
cionales de la franja fronteriza del norte del país, utilizan-
do el modelo aprobado en Ciudad Juárez, Chihuahua, a
cargo del diputado Leonardo Amador Rodríguez, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. 

Turno: Comisión de Asuntos Frontera Norte, para dicta-
men.

17. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las auto-
ridades ambientales del gobierno de la Ciudad de México,
a implementar acciones para evitar la sequía y desaparición
de la flora y fauna endémicas de los canales de Xochimil-
co, suscrito por la diputada Claudia Villanueva Huerta y
por diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

18. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no del estado de México, a fin de cancelar la construcción
de la carretera Toluca-Naucalpan y se respeten las resolu-
ciones emitidas por el Poder Judicial del estado a favor de
los pobladores de San Francisco Xochicuautla, a cargo del
diputado Mario Ariel Juárez Rodríguez, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Turno: Comisión de Infraestructura, para dictamen.
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19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
marnat, a Pemex, al gobierno de Veracruz, al ayuntamien-
to de Coatzacoalcos y a la Unidad Gestora de Servicios
Tecnológicos vinculada al parque Jaguaroundi, a redoblar
esfuerzos para salvaguardar la zona de amortiguamiento
ambiental del parque, sus terrenos, flora y fauna, a cargo de
la diputada María Elena Orantes López, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

20. Con punto de acuerdo, relativo a la regularización del
uso del agua en las zonas rurales, a cargo del diputado Alex
Le Baron González, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, para dictamen.

21. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que a través de Sedesol y SFP, ejecuten las
medidas necesarias para vigilar la distribución de apoyos a
los beneficiarios de Prospera en el estado de Veracruz, y en
todas aquellas entidades federativas con procesos electora-
les, a cargo de la diputada Gabriela Ramírez Ramos, del
Grupo Parlamentario Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no del estado de México y a la CNDH, a fin de subsanar el
contenido de la ley que regula el uso de la fuerza pública
en esa entidad, respecto de disposiciones que puedan vio-
lentar los derechos humanos, a cargo de la diputada Cristi-
na Ismene Gaytán Hernández, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

23. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, a proponer ante la Sesión Especial de la Asam-
blea General de las Naciones Unidas sobre el Problema
Mundial de las Drogas 2016, la revisión de los tratados in-
ternacionales sobre fiscalización de las drogas, a cargo del
diputado José Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión Relaciones Exteriores, para dictamen.

24. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT,
para que implemente acciones y mecanismos necesarios
para difundir las tarifas y prestadores de servicios de arras-
tre, arrastre y salvamento, y depósitos de vehículos en las
carreteras de jurisdicción federal, a cargo de la diputada
Xitlalic Ceja García, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.

25. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al director
de Prestaciones Económicas y Sociales del IMSS, a que di-
funda la información del programa piloto para eliminar ali-
mentos procesados con azúcares añadidos en guarderías, a
cargo de la diputada Claudia Sofía Corichi García, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

26. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las insti-
tuciones educativas de nivel superior, a los rectores de las
universidades y directores de los institutos tecnológicos, a
incorporar en sus planes de estudio y oferta educativa las
ingenierías en energía eólica, energía solar y en ecología, a
cargo de la diputada Edith Yolanda López Velasco, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, para dictamen.

27. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob,
a fin de modificar los lineamientos de los horarios de cla-
sificación en televisión, a cargo del diputado Germán Er-
nesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.

28. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT,
a fin de realizar las adecuaciones necesarias a la normati-
vidad, con el objeto de facilitar el tránsito y transporte de
combustible por parte de los productores agrícolas, a cargo
del diputado Alex Le Baron González, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.»



INICIATIVAS 

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 19 de la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada Beatriz Vélez Núñez, del
Grupo Parlamentario del PRI

De la diputada Beatriz Vélez Núñez, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional y
de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y el artículo 6, fracción I, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a la consideración de
esta asamblea, iniciativa con proyecto de decreto por el que
reforma el artículo 19 de la Ley General de Salud, toman-
do en cuenta la siguiente

Exposición de Motivos

Para el 2006, una gran parte del mundo había ya adecuado
el Gasto en Salud a la recomendación emitida por la Orga-
nización Mundial de la Salud a cerca del 8,7 por ciento de
su Producto Interior Bruto. De hecho, para ese mismo año
el nivel más alto lo registraba América con cerca del 12 por
ciento. 

Obviamente la participación del gobierno en el gasto sani-
tario varía, para 2013 el Gasto total en salud como porcen-
taje del PIB para Argentina fue del 7.3 por ciento, el de
Brasil para ese mismo año fue del 9.7 por ciento de su PIB,
Estados Unidos de América registra un elevado 17.1 de su
PIB.

Pero los datos siempre se centran en éstos países, las cifras
siempre registran zonas de alto ingreso relegando a los paí-
ses con ingresos bajos y asumiendo que la inversión se de-
be a un alto capital. Pero haciendo una revisión, podremos
encontrar que en El Salvador el Gasto total en salud como
porcentaje del PIB para 2013 fue de 6.9 por ciento, en Hon-
duras su Gasto total en salud fu de 8.7 por ciento y el de
Paraguay fue del 9 por ciento. El caso de México se man-
tiene desde hace cuatro años en 6.2 por ciento de nuestro
PIB.

No solo eso, desde 2007 tres países africanos (Liberia,
Rwanda y Tanzania) ya han cumplido con la Declaración
de Abuja, Nigeria, de 2001, en la que los líderes africanos

se comprometieron a asignar como mínimo el 15 por cien-
to de sus presupuestos anuales a la mejora del sector sani-
tario.

Además, del Gasto total en salud por habitante que va des-
de los 9 mil dólares hasta los mil cuatrocientos, en México
baja hasta los mil dólares. Todo esto es, que de las econo-
mías inscritas en la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económicos, somos el país que menos gastan
en atención de la salud.

No es de extrañar entonces que los gráficos de la OMS
muestran que países como El Salvador, Cuba o Chile, man-
tengan desde 1990 hasta el último año disponible una tasa
anual media de disminución de la mortalidad de menores
de 5 años, superior por más de 3 puntos a la de México.

Para 2008, alrededor del 80 por ciento de todas las defun-
ciones debidas a Enfermedades No Transmisibles se pro-
dujeron en países de ingresos bajos y medianos, encabeza-
das por las enfermedades cardiovasculares. En aquel año
para México la tasa de mortalidad de adultos de entre 30 y
70 años era de 217 por cada 100 000 habitantes, mientras
que países como Panamá rondaba entre los 138, 86 para
Perú o 168 para El Salvador.

Para nosotros y de conformidad con el Programa Nacional
de Salud 2007-2012 las enfermedades cardiovasculares
constituyen la segunda causa de. Para 2011, la OMS ya re-
portaba que dichos padecimientos eran la causa de más del
26 por ciento de las muertes para los mexicanos.

Es cierto que en la última década, México ha hecho impor-
tantes progresos para reducir el rezago al que nos encon-
trábamos en el ramo de salud pública. El gobierno federal
ha dedicado un importante presupuesto a este rubro que
hace 12 años y se ha logrado que hoy 93 de cada 100 me-
xicanos tengan algún tipo de cobertura de salud.

Pero no podemos negar ni omitir el hecho de que en Méxi-
co se invierte poco y mal en salud pública. Baste recordar
simplemente que de acuerdo al análisis de la asignación
presupuestal sólo el 3 por ciento se destina al gasto de in-
versión, necesario para la modernización y ampliación de
infraestructura.

La inversión pública en materia de salud permite mejorar
la productividad, mayor cobertura de los servicios o en me-
jores resultados sanitarios, no es de extrañarse entonces
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que persistan problemas de salud tan notables si somos qui-
zás el país latinoamericano con el más bajo nivel de gasto
en salud.

Si los niveles de financiación son muy bajos, los países no
pueden garantizar el acceso universal, tampoco podemos
corregir las fallas o la marginalidad y vulnerabilidad o que
se localiza en comunidades alejadas, de difícil acceso y que
no cuentan con recursos económicos necesarios para aten-
derse en instituciones privadas.

Desafortunadamente, miles de personas que asisten a un
hospital sufren por la falta de recursos presupuestales, pues
la falta de equipo o especialistas, así como el largo tiempo
de espera en su diagnóstico les representan afectaciones
que difícilmente pueden superarse. De hecho, se calcula
que cada 70 mil pacientes en enfermedad renal crónica ter-
minal fallecen sin terapia.

La Presidenta del Instituto Mexicano de Investigaciones
Nefrológicas ya ha señalado que esta problemática crece
entre 10 y 15 por ciento anual y muchos de los enfermos no
tienen tratamiento, por el costo que significa para el Esta-
do.

Sin un Gasto en Salud estable y en crecimiento difícilmen-
te podremos cumplir metas establecidas, entre ellas el pa-
drón único de usuarios e incluso la propia cobertura uni-
versal realista. México necesita de este sistema universal y
necesita personal capacitado, necesita de mejores instala-
ciones y sobre todo, de la capacidad de atender a la pobla-
ción tal y cual y se inscribe en nuestro artículo cuarto
Constitucional.

En toda la Ley General de Salud, únicamente el transitorio
décimo del decreto por el que se Reforma y Adiciona la
Ley General de Salud señala que para que los programas en
materia de salud se ejecuten de manera más eficiente y efi-
caz, en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2004 y en los años subsecuentes, los re-
cursos aprobados para la función salud se identificarán con
una estrategia integral que sea congruente con el Sistema
de Protección Social en Salud.

Lleva mucho tiempo atendido el Rubro en materia de Sa-
lud Pública sin que se haya considerado de manera realista
una política presupuestal realista que mejore las condicio-
nes de salud de la población. La atención médica sufre por
no poder contar con la herramienta fundamental con que
todo plan debería tomar forma, recursos económicos.

A pesar de que se ampliaron 2,551 millones de pesos para
el Sector Salud ello no basta para mejorar un Sistema tan
ambicioso como el nuestro y tampoco es impedimento la
falta de recursos, hoy más que nunca México cuenta con
una buena estabilidad económica y puede mejorar el plan
presupuestal priorizando áreas de importancia para la cali-
dad de vida de la población.

Por ello me propongo reformar la Ley en la materia para
que, respetando las asignaciones presupuestales, se incre-
mente en 1 por ciento del PIB el Gasto en Salud al primer
año de la aprobación del Decreto y para los siguientes en 2
por ciento hasta alcanzar el mínimo del 8 por ciento del PIB.

Busco mejorar la salud de la población, busco apoyar al sec-
tor laboral de la salud y respetar la Ley y los tratados inter-
nacionales. Es cuestión de priorizar y de tener una visión re-
alista de la situación a la que nos enfrentamos, es el
momento indicado para que cuidemos de la gente que más
lo necesita.

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de
esta honorable asamblea, el siguiente proyecto de 

Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 19 de la Ley Gene-
ral de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 19. La Federación y los gobiernos de las entidades
federativas, de conformidad con las disposiciones legales
aplicables, aportarán los recursos materiales, humanos y fi-
nancieros que sean necesarios para la operación de los ser-
vicios de salubridad general, que queden comprendidos en
los acuerdos de coordinación que al efecto se celebren.

Los recursos que aporten las partes quedarán expresamen-
te afectos a los fines del acuerdo respectivo y sujetos al ré-
gimen legal que les corresponda, destinando en total un
monto mínimo del ocho por ciento del producto interno
bruto del país. La gestión de los mismos quedará a cargo
de la estructura administrativa que establezcan, coordina-
damente, la federación y los gobiernos de las entidades fe-
derativas.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.



Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente de-
creto deberá incrementarse el equivalente al 1 por ciento
del producto interno bruto destinado en salud para el pri-
mer año y en 2 por ciento del producto interno bruto los
subsiguientes años hasta alcanzar un mínimo del 8 por
ciento del producto interno bruto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de febrero de 2016.— Dipu-
tada Beatriz Vélez Núñez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY DE ASISTENCIA SOCIAL

«Iniciativa que reforma los artículos 3o., 4o. y 10 de la Ley
de Asistencia Social, a cargo del diputado Ricardo David
García Portilla, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Ricardo García Portilla, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y los artículos 6o., fracción I, y 78, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, presenta al pleno de
este órgano legislativo la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman diversas disposiciones de
la Ley de Asistencia Social, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

l. Planteamiento del problema

La asistencia social es vista por amplios sectores de la so-
ciedad y de gobierno como una tarea de reparación parcial
y coyunturalmente determinada, es decir, como una activi-
dad que ha de cubrir los huecos y atender algunas necesi-
dades para que no interrumpan ni sean factores que obsta-
culicen la actividad económica y la estabilidad social.
Todavía, para no pocos de los actores e instituciones que
definen las prioridades de la gestión estatal y el gasto públi-
co, la asistencia social parece ser una cuestión política com-
plementaria, un incómodo, aunque necesario, compromiso
con sectores sociales de los que poco puede esperarse.

La misma palabra asistencia, bajo cuya enunciación se en-
globa una amplia y heterogénea serie de políticas e institu-
ciones públicas y privadas, parece arrastrar todavía la mar-

ca peyorativa que su ilustre antecesora, la beneficencia, de-
jó impresa en las actividades de ayuda y apoyo a las perso-
nas situadas en las posiciones sociales más débiles.

Sin embargo, reflexionando sobre la cuestión, se hace evi-
dente que lo que llamamos asistencia social es uno de los
reclamos esenciales e impostergables de una sociedad co-
mo la nuestra. En una sociedad traspasada por tal cantidad
de carencias y desigualdades, la asistencia social no sólo
debe ser reformulada para no interpretarse más como una
actualización de la caridad benefactora que fue su origen
histórico, sino para mostrar que su función sólo tiene sen-
tido en el marco más amplio de la búsqueda de una socie-
dad más equitativa y más participativa. 

En este sentido, las instituciones de asistencia social y, de
manera obligada, los programas y proyectos gubernamen-
tales que la sustentan, deben tener el propósito de revertir
las condiciones generalizadas de pobreza, marginación y
vulnerabilidad que son la fuente y origen de gran parte de
nuestros mayores y más dolorosos problemas de conviven-
cia social. 

Por ello se hace necesaria una nueva perspectiva acerca de
la asistencia, una visión a partir de los derechos humanos,
misma que revele tanto la complejidad y urgencia de los re-
tos que actualmente enfrenta, como su vinculación al secu-
lar problema de miseria y rezago social.

Una de las características más destacadas de un enfoque de
esta naturaleza con respecto a la reducción de la pobreza es
que se basa explícitamente en las normas y los valores es-
tablecidos en la legislación internacional de los derechos
humanos, estas disposiciones internacionales sobre los de-
rechos humanos nos proporcionan un marco normativo con
respecto a la formulación de las políticas nacionales e in-
ternacionales, con inclusión de las estrategias de reducción
de la pobreza.

En este marco, es importante señalar que las normas inter-
nacionales de derechos humanos han adquirido un alto ni-
vel de legitimidad mundial por tres razones. En primer lu-
gar, porque en general se reconoce que los derechos
humanos dimanan de “la dignidad y el valor de la persona
humana”, lo que les da una considerable autoridad moral.
En segundo lugar, porque los instrumentos de los derechos
humanos han sido ampliamente aprobados en todas las re-
giones del mundo (todos los Estados respaldan la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos, mientras que unos
150 Estados han ratificado el Pacto Internacional de Dere-
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chos Económicos, Sociales y Culturales, así como el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, asimismo,
La Convención sobre los Derechos del Niño ha obtenido
una ratificación casi universal) y en tercer lugar, porque to-
dos los Estados han optado por ratificar por lo menos un
tratado de derechos humanos 

En este contexto, en el año de 2011, en el Congreso se
aprobó la reforma de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos que modifica la denominación de
su Capítulo I y reforma diversos artículos, en materia de
derechos humanos. Estas modificaciones a la Constitución
han tenido enormes implicaciones para las leyes y para las
instituciones en México. Pues a partir de su entrada en vi-
gor, en el Artículo 1º se establece que “las personas goza-
rán de los derechos humanos reconocidos por esta Consti-
tución y los tratados internacionales de derechos humanos
ratificados por el Estado mexicano”. 

En ese sentido, los tratados internacionales establecen los
cuatro principios de derechos humanos: universalidad, in-
terdependencia, indivisibilidad y progresividad. Cuatro cri-
terios a seguir por parte de legisladores, autoridades judi-
ciales y administrativas.

Tener una Constitución de avanzada en materia de dere-
chos humanos implica generar nuevos procesos que pro-
gresivamente incluyan en planes, políticas, programas, pre-
supuestos y estrategias gubernamentales la perspectiva de
derechos humanos. Sería un error tener, por un lado, la
Constitución con un reconocimiento amplio de derechos
humanos y, por otro, una política social desligada de los
derechos económicos, sociales, culturales y ambientales,
por ello, una vez modificada la Constitución es oportuno
revisar y modificar, en su caso, aquellas leyes que estén
desvinculadas de los nuevos postulados constitucionales.

II. Argumentación de la propuesta

Ese es precisamente el objeto de la presente iniciativa, Mu-
chas de las estrategias de reducción de la pobreza existen-
tes ya presentan características que reflejan las normas in-
ternacionales de derechos humanos. La prioridad dada a la
participación de la sociedad civil pone de manifiesto el de-
recho de los individuos a tomar parte en la dirección de los
asuntos públicos, así como de los derechos afines. 

En este sentido, los grupos y organizaciones que defienden
y promueven los derechos humanos de grupos específicos
de población como son las mujeres, las personas con dis-

capacidad, la infancia y los jóvenes expresan su rechazo a
ser consideradas poblaciones vulnerables y a que sus de-
mandas sean atendidas con medidas de asistencia social, se
oponen incluso a quedar bajo la tutela del Sistema Nacio-
nal para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF) y han
propuesto e impulsado la creación de instituciones especia-
lizadas que promuevan sus derechos, es una nueva reali-
dad, se asumen como titulares de derechos y no como be-
neficiarios de asistencia.

Considerando las agendas de derechos de diversos grupos
de población, y ante el crecimiento de las personas en si-
tuación de vulnerabilidad, producto de la pobreza y el cli-
ma de violencia en diversas regiones del país, además del
impacto de fenómenos y catástrofes naturales en el país, es
necesaria una discusión profunda sobre la institucionalidad
estatal social a fin de fundamentar una reforma en la que se
reconozca a la asistencia social como una política especia-
lizada del desarrollo social, se definan sus alcances, se de-
limiten los sujetos de sus beneficios, se revisen los servi-
cios que incluye especificando los agentes públicos,
privados y sociales participantes y sus responsabilidades
en un sistema nacional de asistencia social.

Si bien la actual Ley de Asistencia Social contiene avances
sustantivos en estas materias, considero que adolece aún de
concepciones que deben ser superadas a la luz de las trans-
formaciones sociales de las últimas décadas.

De acuerdo con la Ley General de Salud en su artículo 167,
la asistencia social se encarga de la protección física, men-
tal y social de personas en estado de necesidad, desprotec-
ción o desventaja física y mental, hasta lograr su incorpo-
ración a una vida plena y productiva. También de acuerdo
con esa Ley, se incluye un conjunto de acciones tendientes
a modificar y mejorar las circunstancias de carácter social
que impiden al individuo su desarrollo integral.

Se podría suponer que el interés expresado por mejorar y
modificar estas últimas se refiere a aquellas circunstancias
que son generadoras de posibles vulnerabilidades y no re-
almente a todo el contexto social para el desarrollo integral
de las personas. Sin embargo, el hecho de la propia deno-
minación del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral
de las Familia (DIF) como el responsable principal de la
asistencia social parece ser disfuncional, ya que en última
instancia no atiende con suficiencia ni una ni otra.

En su Artículo 4, la Ley de Asistencia Social define con
bastante claridad qué niñas, niños y adolescentes son suje-



tos preferentes de la asistencia social, en específico aque-
llos que se encuentran en situación de riesgo o están afecta-
dos por desnutrición; maltrato o abuso; abandono; explota-
ción; deficiencias en el desarrollo. Así también se señalan
con claridad los grupos de mujeres, de indígenas y adultos
mayores que son sujetos de asistencia; es decir, no todos los
integrantes de estos grupos de población son sujetos de asis-
tencia social. En cambio, todos los migrantes y todas las per-
sonas con discapacidad sí lo son, de acuerdo con la ley.

Desde el enfoque de derechos humanos parecería cuestio-
nable que los derechos de la infancia, los de las personas
con discapacidad y de los migrantes queden incorporados
en una Ley y bajo la tutela de organismos del sector salud
responsables de la política de asistencia social. Igualmen-
te, la promoción del desarrollo tanto familiar como comu-
nitario se deja en el ámbito de la asistencia social y no co-
mo políticas especializadas del desarrollo social. Se limita
con ello su integración a otros ámbitos de la política social
como son las políticas de educación, vivienda, laboral y
alimentaria, entre otras.

Una característica de la asistencia social es que se dirige a
atender las necesidades básicas, pero también urgentes, de
individuos y grupos de individuos que no están en condi-
ciones de satisfacerlas por ellos mismos. Se suele señalar
que atiende carencias urgentes o que ponen en riesgo el sa-
no desarrollo de las personas y que, por lo tanto, son inter-
venciones de carácter temporal hasta que logran revertir las
condiciones que generan esas necesidades urgentes o las
personas se encuentran habilitadas para atender a sus nece-
sidades y se encuentren insertas en la sociedad.

Esta característica de la asistencia social podrían conducir
a pensar que desde el enfoque de derechos humanos es es-
ta política la que responde a la obligación del Estado de ga-
rantizar la realización efectiva de los derechos humanos,
especialmente los económicos y sociales, y que se refiere a
las personas que no pueden hacerlo por sí mismas. Es inte-
resante destacar en este sentido que la Ley de Asistencia
Social no incluye como sujetos de esta política a las pobla-
ciones que viven en pobreza, excepto a algunos grupos que
sufren las consecuencias de vivir en esas circunstancias co-
mo son niñas, niños y adolescentes que sufren desnutrición
o deficiencias en su desarrollo físico o mental debido a
condiciones familiares adversas.

Desde el enfoque de derechos humanos el Estado tiene la
obligación de garantizar la efectividad de los derechos hu-
manos para todas aquellas personas que no pueden hacerlo

por sí mismas, pero ampliándolo hacia los individuos que
por circunstancias ajenas a su voluntad se ven imposibili-
tadas de cubrir sus requerimientos alimentarios; de educa-
ción; de salud; de trabajo; vivienda; seguridad social; acce-
so al agua; entre otros derechos económicos, sociales y
culturales.

III. Contenido del proyecto de decreto

De esta forma, es responsabilidad del Poder Legislativo, la
armonización legislativa para hacer compatibles las nuevas
disposiciones aprobadas a nivel federal o constitucional,
según corresponda, con las de los tratados de derechos hu-
manos de los que México forma parte, con el fin de evitar
conflictos y dotar de eficacia a estos últimos.

Este proceso de armonización legislativa se puede definir
como un proceso en segunda dimensión que responde al
hecho fundamental del reconocimiento de un derecho hu-
mano que implica para el Estado diversos deberes en orden
de su reconocimiento, respeto y garantía, entendiendo al
Derecho Humano como la exigencia social derivada de la
incondicional dignidad de la persona humana, el cual tiene
un carácter multidimensional, es decir, tiene una dimensión
filosófica, política, social y jurídica. 

En esta última dimensión, la armonización legislativa su-
pone una serie de acciones que el Poder Legislativo puede
–y debe– implementar, tanto en el ámbito federal como en
el local. 

A partir de estas consideraciones y tras la aprobación de la
Ley General de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
es que considero pertinentes las modificaciones objeto de
la presente iniciativa, en virtud de que al ser las niñas, ni-
ños y adolescentes, sujetos preferentes de la Ley de Asis-
tencia Social, es necesario que en su artículo 3o., donde se
define el objeto de la ley se establezca con claridad que las
acciones que se emprenderán como parte de la Asistencia
Social se desarrollen con pleno respeto de los derechos hu-
manos de las personas. 

De la misma manera y con el propósito de armonizar la
Ley de Asistencia Social con la nueva Ley General de De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, es que se propone
la modificación del párrafo segundo del artículo 4o. en la
definición de niñas, niños y adolescentes como sujetos de
los derechos amparados por la misma y su referencia al ar-
tículo 5o., en lugar del artículo 2o. de la derogada Ley para
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la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes.

Por último, se propone la adición de una fracción IV al ar-
tículo 10 que establece los derechos que se deberán garan-
tizar a los sujetos de asistencia social, tales como recibir
servicios de calidad, con oportunidad y con calidez; La
confidencialidad respecto a sus condiciones personales y
de los servicios que reciban, y recibir los servicios sin dis-
criminación. Esta fracción que se adiciona especifica el de-
recho a que se garantice el respeto de los derechos huma-
nos de las personas que son sujetos de asistencia social. 

Es importante señalar que el ejercicio de armonización le-
gislativa en materia de derechos humanos no debe ser con-
siderado como una simple actividad optativa para las auto-
ridades federales y las Entidades federativas, pues es un
deber jurídico derivado de los propios tratados que han si-
do incorporados al orden jurídico nacional, por lo que el in-
cumplimiento u omisión de dicha obligación, representa
entonces una responsabilidad para dichas autoridades.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de este
pleno de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley de Asistencia Social, en materia de derechos
humanos, para las personas, niñas, niños y adolescentes
que requieren asistencia social

Artículo Primero. Se reforman el artículo 3o., párrafo se-
gundo del artículo 4o., y se adiciona una fracción IV al ar-
tículo 10 de la Ley de Asistencia Social, para quedar como
sigue:

Artículo 3. Para los efectos de esta ley, se entiende por
asistencia social el conjunto de acciones tendientes a mo-
dificar y mejorar las circunstancias de carácter social que
impidan el desarrollo integral del individuo, así como la
protección física, mental y social de personas en estado de
necesidad, indefensión desventaja física y mental, garanti-
zando el respeto a los derechos humanos de las perso-
nas que requieren asistencia social, hasta lograr su incor-
poración a una vida plena y productiva.

…

Artículo 4. …
…

I…

Para los efectos de esta ley son niñas y niños los me-
nores de doce años, y adolescentes las personas de
entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años
de edad, tal como lo establece el Artículo 5 de la Ley
General de los Derechos de las Niñas, Niños y Ado-
lescentes.

II. a XII…

Artículo 10.-…

I. a III...

IV. Que se garantice el respeto de sus derechos hu-
manos.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de febrero de
2016.— Diputado Ricardo David García Portilla (rubrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY SOBRE EL ESCUDO, LA BANDERA Y EL HIMNO
NACIONALES

«Iniciativa que reforma el artículo 18 de la Ley sobre el Es-
cudo, la Bandera y el Himno Nacionales, suscrita por las
diputadas Eloisa Chavarrias Barajas y Patricia García Gar-
cía, del Grupo Parlamentario del PAN

Las suscritas, diputadas Eloisa Chavarrias Barajas y Patri-
cia García García, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto
en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y en los artículos 6., frac-
ción I, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta al pleno de este órgano legislativo la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona el día
4 de febrero “Día del Himno Nacional” al artículo 18 de la



Ley Sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales,
de conformidad con la siguiente:

Exposición de Motivos

El 12 de noviembre de 1853, el gobierno mexicano, enca-
bezado, de nueva cuenta, por el general Antonio López
de Santa Anna, convocó a un concurso para escribir la le-
tra de un “Himno a la Patria”. 

México salía de un periodo triste después de la guerra con-
tra los Estados Unidos donde se perdieron grandes territo-
rios. Sin embargo y pese a la derrota el sentimiento nacio-
nalista florecía en las capas del pueblo que buscaban una
forma de expresión. Se presentaron muchas composicio-
nes, pero fue la del potosino Francisco González Bocane-
gra, la que ganó el primer lugar. 

El resultado para la letra se publicó el 4 de febrero de 1854
en el diario oficial junto a la letra, siendo ganador el poto-
sino Francisco González Bocanegra, quien luego se supie-
ra realizó la letra encerrado en una habitación por la que
era entonces su prometida, Guadalupe González del Pino,
ya que él no quería participar en el concurso.

La letra del Himno Nacional mexicano había sido aproba-
da, pero faltaba un aspecto de suma importancia: la melo-
día. El gobierno mexicano convocó a otro concurso, en es-
ta ocasión, para escribir la música que armonizara, junto
con la letra de González Bocanegra, al Himno Nacional. 

El primer lugar lo obtuvo el músico español Jaime Nunó
–el 12 de agosto de 1854– nacido en la provincia de Gero-
na, España 

El Himno Nacional de México se cantó por primera vez el
15 de septiembre de 1854, en el teatro “Antonio López de
Santa Anna”. González Bocanegra, el poeta, pronunció el
discurso oficial y Jaime Nuno, el de Gerona, se encargó de
dirigir a la banda de música. 

Por primera vez, con gran ahínco, con gran júbilo, con gran
emoción y, sobre todo, con el orgullo en lo más alto del cie-
lo de México, el pueblo mexicano cantó a una sola voz:
¡Mexicanos al grito de guerra....!

Las diversas disputas entre liberales y conservadores rele-
garon por un tiempo el himno de manera oficial, sin em-
bargo en ambos bandos se seguía entonando.

Ya en el Gobierno del General Porfirio Díaz se incrementó
su aceptación nacional.

En mayo de 1943, el Diario Oficial de la Federación publi-
ca el decreto del entonces presidente de la República Me-
xicana, General Manuel Ávila Camacho, en el que se ofi-
cializa el Himno Nacional Mexicano.

Cada mañana de lunes durante el año escolar, en casi la to-
talidad de las escuelas de educación básica de nuestra na-
ción se iza nuestro lábaro patrio y se entona el Himno Na-
cional.

El Himno Nacional es la primera enseñanza cívica que re-
cibimos los mexicanos, y su letra y música son fundamen-
tales para nuestra identidad nacional. En cada una de las
estrofas del Himno Nacional han quedado expresados el
ímpetu de lucha y el sacrificio que ha costado la construc-
ción de nuestro país, y alude a la legítima defensa de la pa-
tria y a la armonía entre los mexicanos.

Cada año la totalidad de las escuelas de educación básica
del país participan en un concurso sobre interpretación, lo
cual significa horas de ensayos y presentaciones.

Podemos afirmar que la entonación del Himno Nacional es
conocido correctamente por casi toda la población alfabe-
tizada es por tanto uno de los grandes aciertos de nuestra
educación cívica.

El 8 de febrero de 1984, bajo la presidencia del colimense,
Miguel de la Madrid Hurtado, se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación la nueva Ley sobre el Escudo, La
Bandera y el Himno Nacionales, que sustituyó a la anterior
ley que databa de 1968.

En 2004, por iniciativa de diversos legisladores y en espe-
cial por la Legislatura del Estado de San Luis Potosí se de-
cretó que el año 2004, fuese el “Año del Himno Nacional
Mexicano”.

En ese mismo año se propuso que los nombres de los dos
autores del Himno Nacional; Don Francisco González Bo-
canegra y don Jaime Nuno figurasen con Letras de Oro en
el muro de honor de la Honorable Cámara de Diputados,
propuesta que finalmente no prosperó.

El Museo Legislativo “Sentimientos de la Nación” publicó
un brillante estudio sobre el himno y lo editó en forma de
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folleto, el cual en la actualidad se distribuye entre los es-
colares que asisten a las visitas guiadas.

El Himno Nacional se ha convertido en patrimonio de to-
dos los mexicanos y un símbolo de unión.

Se ha objetado que es un himno bélico lo cual contrastaría
con el espíritu pacifista de nuestro país, sin embargo su
esencia es de impulso, de valor y así lo ha entendido el
pueblo mexicano que lo ha adoptado como patrimonio.

El himno de González Bocanegra tiene un sentido béli-
co, explicable por el contexto histórico en que vivió: es
un grito de guerra vital para subsistir como nación; ex-
horta a sacrificar la individualidad en aras del bien co-
munitario. Ese sentimiento fue expresado por el poeta
cubano José Martí para quien “la patria necesita sacri-
ficios, es ara y no pedestal. En un ámbito donde las
agresiones extranjeras eran recurrentes, el himno me-
xicano fue una convocatoria para la defensa, para la
permanencia. Como diría Efraín Gonzáles Luna. Nece-
sitamos ser. Luego vendrá la mejor manera de ser (Fer-
nando Lezama Barrereda, Himno Nacional Mexicano)

Los mexicanos que habitan en los Estados Unidos, mani-
fiestan su emoción patriótica cuando se interpreta el himno
en alguna de las justas deportivas, es una forma de mani-
festar su sentido de pertenencia.

Diversos estados de la federación tienen su propio himno y
bandera sin que esto sea una disputa regionalista, pues to-
dos los estados de la federación y sus municipios recono-
cen al Himno Nacional como símbolo de unidad, dejando
sus respectivos himnos estatales sólo como una referencia
provincial.

El 24 de febrero de 1821 Agustín de Iturbide enarbola la
bandera de las Tres Garantías y encabeza el Ejército Triga-
rante, que finalmente consumaría la Independencia Nacio-
nal después de 11 años de guerra fratricida, en reconoci-
miento a ese día cada 24 de febrero se conmemora el “Día
de la Bandera”.

Diversos países en Iberoamérica, como Argentina, Ecuador,
Guatemala, etcétera, consagran un día para el himno na-
cional. En Ecuador En 2008, el Instituto de Patrimonio Cul-
tural incluyó en la lista de patrimonios inmateriales a su
himno.

Consideramos que es necesario adicionar una fecha espe-
cial y única para el Himno Nacional en señal de unidad pa-
tria.

Todas las manifestaciones oficiales, ya sean políticas o de-
portivas están acompañadas por el himno nacional. Se toca
en todos los acontecimientos deportivos internacionales, en
los encuentros de jefes de Estado, en las fiestas nacionales,
etcétera.

“Junto con la bandera y el escudo nacional nuestro him-
no es símbolo de nuestra vida soberana, ajena, por lo
mismo, a cualquier influencia externa. En sus orígenes
nuestro canto patrio aparece como una arenga a los me-
xicanos para aprestarse a combatir y defender la integri-
dad de la patria con las armas en la mano, llegando el
caso. Canto de libertad, sus estrofas rechazan cualquier
intromisión política o bélica proveniente de fuera.”

En nuestros días el Himno Nacional sigue siendo arenga li-
bertaria que nos defiende como pueblo que ama y defiende
su independencia. Pero el himno mexicano significa tam-
bién, por lo mismo, el reconocimiento al derecho que los
demás pueblos tienen de vivir en libertad.”

Es un llamado a la superación personal y colectiva, al es-
tudio y al trabajo honesto, a la colaboración comunitaria
por el bien común, al amor por nuestros compatriotas, a la
búsqueda del bien colectivo, al orgullo por lo que somos.

Por los enunciados expuestos, se propone para aprobación
el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 18 de la Ley del
Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, para quedar
como sigue:

Artículo 18. En los términos del artículo 15 de esta ley, la
Bandera Nacional deberá izarse:

a) A toda asta en las siguientes fechas y conmemoracio-
nes:

…
…
…
…



4 de febrero:

“Día del Himno Nacional”.

…

b)…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de marzo de 2016.— Diputada
Eloisa Chavarrias Barajas (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Gobernación, para dicta-
men.

LEY DE AVIACIÓN CIVIL

«Iniciativa qu reforma, adiciona y deroga diversos artícu-
los de la Ley de Aviación Civil, a cargo del diputado Jorge
López Martín, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, diputado Jorge López Martín, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 72, inciso H, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77, numera-
les 1 y 3, 78 y 102, numeral 1, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración del pleno de la
Cámara de Diputados la presente iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 35 y 52, y deroga el ar-
tículo 78 Bis 6, de la Ley de Aviación Civil, conforme a lo
siguiente

Planteamiento del problema

El pasado 26 de noviembre de 2015, una aeronave de la
compañía Grupo Aéreo Monterrey SA de CV Magnichar-
ters, modelo Boeing 737-300 con matrícula XA-UNM,
proveniente de la ciudad de Cancún con 139 pasajeros a
bordo, tuvo un accidente en la pista de aterrizaje del Aero-
puerto Internacional de la Ciudad de México a causa del
colapso en el tren principal de aterrizaje y posteriormente

una de sus alas pegó en la pista dañando el motor izquier-
do. El percance ocasionó crisis nerviosa en varios de sus
pasajeros.

Accidentes como este son ocasionados por la carencia de
un mantenimiento de las aeronaves, la notoria antigüedad
de la flota comercial mexicana y la falta de seguimiento en
los controles de seguridad en los aeropuertos. De confor-
midad con nuestro marco normativo, comenzando desde
luego por nuestra Constitución, el estado es el primer res-
ponsable de proteger los derechos y la seguridad de la po-
blación en territorio nacional, incluyendo el espacio aéreo
mexicano y todas sus aeronaves que sobrevuelan por él. De
esta manera resulta prioritario evitar que eventos como los
ocurridos el 26 de noviembre de 2015 sigan sucediendo y
afecten a la población civil. 

El riesgo de que ocurra un accidente aéreo se suma a la fal-
ta de garantía que los usuarios tienen por parte de las aero-
líneas para respetar la adquisición de sus boletos, y con ello
de su embarque. Diversas fuentes, entre ellas la propia Cá-
mara de Diputados1 han documentado la constante de las
líneas aéreas por una política de sobreventa de boletos, ele-
mentos concurrentes que afectan a los usuarios de manera
directa y que evidencian la deficiencia de esta norma para
garantizar el orden y la protección de los derechos de los
pasajeros.

La presente iniciativa con proyecto de decreto tiene como
objetivo brindar seguridad física y económica a los pasaje-
ros de las compañías aéreas, proteger los derechos que los
usuarios adquieren al comprar un boleto de avión, asegu-
rando asimismo que su inversión no sea trastocada por po-
líticas injustas de las aerolíneas. Además, se pretende ga-
rantizar la seguridad aérea de los pasajeros con la
modernización de la flota de aviación comercial prohibien-
do la operación de los aeronaves con más de 20 años de an-
tigüedad, y por otro lado se propone otorgar una atribución
más a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes para
contar con una estadística básica que permita visualizar y
asegurar las condiciones de la flota aérea mexicana.

Exposición de Motivos

En un mundo cada vez más globalizado donde la movilidad
de las personas es una de sus principales características, el
transporte aéreo tomó un lugar prioritario en las políticas
de un país. Según los últimos datos del Banco Mundial, en
2014 se movilizaron por vía aérea 21 mil 500 millones de
usuarios, mientras que en 2003 eran 9 mil millones menos
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de usuarios, lo que resulta un crecimiento de casi 73 por
ciento desde 20042.

En México, según información de la Secretaría de Comu-
nicaciones y Transportes (SCT) por medio del Servicio a la
Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano (Seneam), en
2014 se registraron 2 millones 97 mil 55 usuarios en aero-
puertos controlados por esta dependencia, mientras que en
2015 subió la estadística a 2 millones 137 mil pasajeros.
Estos datos deben ir sumados a la estadística proporciona-
da por el Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México
donde en 2014 se registraron 34 millones 255 mil pasaje-
ros aumentando en 2015 a 38 millones 433 usuarios3. Esto
da un total de 40.5 millones de usuarios nacionales y ex-
tranjeros que en 2015 hicieron uso de los aeropuertos y las
aerolíneas comerciales mexicanas.

Sin embargo, estos datos son contrastados con las cifras de
accidentes aéreos en nuestro país, iniciando por el ya rela-
tado percance el pasado 26 de noviembre de 2015. La SCT
informa que en 2013 sucedieron 89 accidentes en aero-
puertos al interior del país, de los cuales 16 estuvieron in-
trincados con transporte de pasajeros comercial4, cuando el
promedio mundial en ese mismo año se situó en 56 acci-
dentes aéreos5.

La mayoría de estos accidentes son a causas imputables del
concesionario o permisionario, por sobrepeso de la aerona-
ve o por la falta de mantenimiento o del seguimiento en los
controles de seguridad. No obstante, según la estadística
consultada, 27 de estos accidentes se reportan sin datos en
el banco de accidentes lo que imposibilita a detectar con
mayor amplitud el problema al que nos enfrentamos.

En un oficio dirigido a la Dirección General de Aeronáuti-
ca Civil (DGAC) el 3 de febrero de 2016 donde se solicitó
un listado del total de aeronaves pertenecientes a las líneas
aéreas comerciales del país, con sus respectivos años mo-
delo de fabricación, la dependencia informó que la flota aé-
rea comercial de México cuenta con 318 aeronaves. Sin
embargo, la información presenta dos problemáticas detec-
tables: solo 29 por ciento (91 aviones) tienen un registro de
año de fabricación, mientras que el resto (227) se presenta
sin datos en la información.

El segundo de los problemas es que de las 91 aeronaves
que sí cuentan con registro, el año promedio de fabricación
es de 1989 (26 años de antigüedad), teniendo aeronaves cu-
ya fecha de fabricación data de 1959 (Transportes Aeromar
Matrícula XA-SYH). Estamos hablando que 71 por ciento
de los aviones donde se transportan los usuarios mexicanos
o extranjeros en nuestro territorio no cuenta ni siquiera con
un registro transparente de su año de fabricación, sin que
haya certeza ni claridad de que estas aeronaves no sean aún
más viejas que el promedio presentado.

Cabe destacar que al igual que la mayoría de las aeronaves
comerciales que vuelan el espacio aéreo mexicano, el
avión accidentado el 26 de noviembre de 2015 no presenta
datos en la información entregada por la dependencia fede-
ral.

A diferencia de nuestro país, otros países del mundo han
adoptado políticas para modernizar sus aeronaves comer-
ciales. Tal y como lo marca el Reporte Anual de Grupo Ae-
roméxico que se presenta de acuerdo con las disposiciones
de carácter general aplicables a las emisoras de valores y a



otros participantes del mercado, presentado el 31 de di-
ciembre de 2012, en el futuro necesitaremos obtener aero-
naves nuevas tanto para crecer las operaciones como para
reemplazar las aeronaves que se vuelvan obsoletas. Actual-
mente, la mayoría de las aeronaves están bajo arrenda-
mientos operativos.

Los años de fabricación de nuestra flota pueden ser con-
trastados con el promedio de algunos países, presentados
en el siguiente cuadro:

Según la OACI, en el mundo existen alrededor de 19 mi-
llones de aeronaves comerciales, que de acuerdo con la
Asociación Internacional de Transporte Aéreo, tan sólo 3
mil tienen un promedio de vida mayor de 25 años. Se pre-
vé que en las dos próximas décadas, 12 mil aviones salgan
de circulación por sus años de fabricación y se duplique
hasta 40 millones la flota aérea mundial. En México se es-
tima que en 20 años la demanda de vuelos hará crecer la
flota en más de 100 por ciento, con una necesidad de otras
400 aeronaves6.

Por otro lado, el siguiente aspecto de esta iniciativa, y con-
siderando las constantes quejas de los usuarios acerca de la
sobreventa de boletos (overbooking) es necesario modifi-
car nuestros dispositivos legales a bien de proteger los de-
rechos de los pasajeros contenidos en la propia Ley de
Aviación Civil, que en su artículo 49 se estipula como el
contrato de transporte de pasajeros es el acuerdo entre un
concesionario o un permisionario y un pasajero, por el cual
el primero se obliga a trasladar al segundo, de un punto de
origen a uno de destino, contra el pago de un precio.

La sobreventa (overselling, overbooking) consiste en la
práctica por parte de las empresas de aeronavegación, de
vender dos veces un porcentaje del pasaje con el fin de ase-
gurarse una ganancia, evitando asientos vacíos en los vue-
los, y alegando que un elevado número de usuarios reser-
van vuelos que finalmente no toman7.

La ley respalda que el usuario una vez adquiriendo su bo-
leto para el traslado aéreo pueda contar con el servicio ín-
tegro; a pesar de esto, la Procuraduría Federal del Consu-
midor (Profeco) con el objetivo de proteger los derechos de

los consumidores, asesora constantemente a los usuarios
sobre todo en épocas vacacionales acerca de las obligacio-
nes que las aerolíneas tienen cuando se presenta una situa-
ción de sobreventa de boletos. A decir, la Ley de Aviación
Civil en el artículo 52 señala que los concesionarios debe-
rán:

I. Reintegrarle el precio del boleto o billete de pasaje o
la proporción que corresponda a la parte no realizada del
viaje;

II. Ofrecerle, con todos los medios a su alcance, trans-
porte sustituto en el primer vuelo disponible y propor-
cionarle, como mínimo y sin cargo, los servicios de co-
municación telefónica o cablegráfica al punto de
destino; alimentos de conformidad con el tiempo de es-
pera que medie hasta el embarque en otro vuelo; aloja-
miento en hotel del aeropuerto o de la ciudad cuando se
requiera pernocta y, en este último caso, transporte te-
rrestre desde y hacia el aeropuerto, o

III. Transportarle en la fecha posterior que convenga al
mismo pasajero hacia el destino respecto del cual se de-
negó el embarque.

• En los casos de las fracciones I y III anteriores, el con-
cesionario o permisionario deberá cubrir, además, una
indemnización al pasajero afectado que no será inferior
al veinticinco por ciento del precio del boleto o billete
de pasaje o de la parte no realizada del viaje.

Lamentablemente esta normativa no resuelve la inquie-
tud de los pasajeros para proteger las garantías que
cuentan al comprar un boleto de avión en determinada
fecha y hora, en beneficio de las ganancias de las com-
pañías aéreas. La molestia de los pasajeros estriba en
que una vez pagado el boleto ellos tienen derecho a ha-
cer uso del servicio otorgado y a abordar el avión, y la
política de sobreventa. Por esta razón la presente inicia-
tiva busca modificar este artículo catalogando la sobre-
venta de las aerolíneas como un delito penado por el ar-
tículo 386 del Código Penal Federal que establece:

Artículo 386. Comete el delito de fraude el que enga-
ñando a uno o aprovechándose del error en que éste se
halla se hace ilícitamente de alguna cosa o alcanza un
lucro indebido.

Si bien la reforma al artículo 52 ya ha sido propuesta en
otras ocasiones en esta Honorable Cámara, esta iniciativa
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busca conducir una política basada en la protección de los
consumidores, siguiendo una lógica de que aquél que paga
un vuelo, se le respete su derecho a trasladarse en el mo-
mento establecido por el contrato, que es el boleto, a me-
nos que existan causas no imputables a la aerolínea, como
los cambios meteorológicos. Por un lado, la iniciativa pre-
sentada por la diputada Adriana Fuentes Téllez en la LXII
Legislatura, preveía sólo prohibir la sobreventa de boletos,
adicionando un artículo bis al ya citado artículo 52 de la
Ley de Aeronáutica Civil.

Asimismo, el diputado Marcos Pérez Esquer de la LXI Le-
gislatura propuso modificar la fracción III del artículo 52
para establecer montos de multas cuando los concesiona-
rios o permisionarios no permitiesen el embarque de algún
pasajero, “salvo que el transportista pruebe que la cancela-
ción se debe a circunstancias extraordinarias que no podrí-
an haberse evitado incluso si se hubieran tomado todas las
medidas razonables”.

La reforma que se presenta pretende ir más allá aseguran-
do la compra del usuario en su boleto de avión y obligan-
do a las compañías que prestan el servicio evitar la sobre-
venta en perjuicio de los consumidores, acto que es
fraudulento porque se obtiene lucro indebido a costa del
pasajero. 

Finalmente, las dos últimas propuestas de esta iniciativa
tratan sobre la adición de una fracción al artículo 6 y la de-
rogación del artículo 78 Bis 6 en materia de transparencia
en la información sobre la aeronáutica en el país. Este últi-
mo artículo citado establece que la información sobre se-
guridad operacional sobre los registros pertenecientes a las
investigaciones de accidentes e incidentes de aviación, los
sistemas de notificación obligatoria de incidentes, los sis-
temas de notificación voluntaria de incidentes, y los siste-
mas de autonotificación, incluidos los sistemas automáti-
cos o manuales de captura de datos tiene carácter de
reservada.

Dicha modificación realizada por el decreto de reforma pu-
blicado el 26 de enero de 2015 en el Diario Oficial de la
Federación, no sólo carece de sustento y de objetivos, sino
que permite que los concesionarios y/o permisionarios evi-
ten asumir su responsabilidad de informar a la autoridad
acerca de la información que pueda permitir mejoras en la
política aeronáutica en México. Ni en la iniciativa que re-
forma este artículo presentada por el diputado Juan Manuel
Carbajal Hernández el 30 de abril de 2013, ni en el dicta-

men de la Comisión de Transportes del 12 de septiembre de
2013 se explicita la razón por la cual esta información de-
be permanecer como reservada. De esta manera, la presen-
te iniciativa no ve la necesidad de que nuestra norma siga
contando con mecanismos que eviten la transparencia de
los concesionarios o permisionarios de los servicios del es-
tado.

Al contrario de ello, se prevé adicionar una atribución a la
secretaría por medio del artículo sexto de la Ley de Avia-
ción Civil para que se cuente con una estadística básica
completa y que sea pública en términos de aeronáutica y
aviación que dé certeza de las condiciones en las que los
pasajeros y los usuarios se transportan por medio aéreo en
el país. El acceso a la información no es sólo un derecho
que todos tenemos sino también una herramienta de trans-
parencia de la gestión estatal8. En razón de que la informa-
ción que se ha solicitado a la DGAC no está completa, es
imperioso establecer esta facultad por vía normativa que
permita tener los suficientes insumos para establecer nue-
vas propuestas en materia de aviación civil y se amplíe el
derecho a la información para los ciudadanos.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración del ple-
no de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de
la Unión, la iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma, adiciona y deroga diversos artí-
culos de la Ley de Aviación Civil

Artículo Único: Se adiciona una fracción al artículo 6; se
adiciona un párrafo al artículo 35; se reforma el artículo 52;
y se deroga el artículo 78 Bis 6, de la Ley de Aviación Ci-
vil, para quedar como sigue:

Artículo 6. La secretaría tendrá las siguientes atribuciones
en materia de aviación civil y aeroportuaria, sin perjuicio
de las otorgadas a otras dependencias de la administración
pública federal:

I. a XV. …

XVI. Contar con una estadística básica completa,
pública y actualizada sobre las características de la
flota aérea mexicana (matrículas, categoría, fabri-
cante, modelo, número de serie, año de fabricación,
operador, tipo de servicio, base operacional) acci-
dentes e incidentes de aviación, número de usuarios,
y todas aquellas que la secretaría considere.



XVII. Las demás que señalen esta ley y otros ordena-
mientos aplicables.

Artículo 35. …
…

En ningún caso podrán operar aeronaves con una anti-
güedad mayor a 20 años.

Artículo 52. Cuando se hayan expedido boletos en exceso
a la capacidad disponible de la aeronave, se sancionará al
concesionario o permisionario en términos de lo que se
establece en el artículo 386 del Código Penal Federal.

Artículo 52 Bis. Cuando se cancele el vuelo por causas im-
putables al concesionario o permisionario, que tengan por
consecuencia la denegación del embarque, el propio con-
cesionario o permisionario, a elección del pasajero, deberá:

I. Reintegrarle el precio del boleto o billete de pasaje o
la proporción que corresponda a la parte no realizada del
viaje; 

II. Ofrecerle, con todos los medios a su alcance, trans-
porte sustituto en el primer vuelo disponible y propor-
cionarle, como mínimo y sin cargo, los servicios de co-
municación telefónica o cablegráfica al punto de
destino; alimentos de conformidad con el tiempo de es-
pera que medie hasta el embarque en otro vuelo; aloja-
miento en hotel del aeropuerto o de la ciudad cuando se
requiera pernocta y, en este último caso, transporte te-
rrestre desde y hacia el aeropuerto, o 

III. Transportarle en la fecha posterior que convenga al
mismo pasajero hacia el destino respecto del cual se de-
negó el embarque.

En los casos de las fracciones I y III anteriores, el con-
cesionario o permisionario deberá cubrir, además, una
indemnización al pasajero afectado que no será inferior
al veinticinco por ciento del precio del boleto o billete
de pasaje o de la parte no realizada del viaje.

Artículo 78 Bis 6: Derogado.

Transitorios

Primero: El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo: La secretaría contará con 72 días hábiles a partir
del día de la publicación del presente decreto para actuali-
zar y hacer pública la estadística básica, conforme a lo que
señala la modificación del artículo 6 del presente decreto. 

Tercero: A partir de la publicación de este decreto las ae-
rolíneas comerciales contarán con cinco años para la reno-
vación de su flota aérea, en términos de lo que señala la
modificación al artículo 35 de la Ley de Aviación Civil.

Notas:

1 Comunicación Social de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, Boletín 3987, 15 de agosto de 2014.

2 Banco Mundial. Consulta realizada en http://datos.bancomundial.
org/indicador/IS.AIR.PSGR/countries?display=default

3 Estadística del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México.
Consulta realizada en: http://www.aicm.com.mx/categoria/estadisticas

4 Banco de Datos de Accidentes Aéreos 2013. Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes.

5 Aviation Safety Network. Los datos pueden consultarse en:
http://www.eldiario.es/internacional/GRAFICOS-accidentes-aereos-
datos-historicos_0_369914187.html

6 Airbus para América Latina y El Caribe.

7 Augusto Damsky, Isaac, Reflexiones sobre la práctica del Overboo-
king o sobreventa de pasajes en Argentina, Biblioteca Jurídica Virtual
del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. Versión elec-
trónica en: http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/6/2722/29.pdf

8 Fernández, Lucía, Transparencia y acceso a la información pública,
Palestra Portal de Asuntos Públicos

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de marzo de 2016.— Diputado
Jorge López Martín (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 116 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por in-
tegrantes de los Grupos Parlamentarios del PRI y del PRD

Los suscritos, Braulio Mario Guerra Urbiola, Ángel Rojas
Ángeles y Gloria Himelda Félix Niebla, integrantes del
Grupo Parlamentario del PRI, así como Daniel Ordoñez
Hernández, del Grupo Parlamentario del PRD, en la LXIII
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6, fracción I, numeral 1,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
ten a consideración de esta soberanía iniciativa con pro-
yecto de decreto que adiciona la fracción X al artículo 116
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Laicidad es un concepto relativamente reciente, puesto que
en su forma actual se institucionalizó en Francia a partir de
1905. Todavía es frecuentemente incomprendida, hasta tal
punto que la palabra, intraducible en la mayoría de lenguas
distintas del francés, se utiliza a menudo en francés en los
textos.

En castellano, sin ir más lejos, la palabra laicidad no está
en el Diccionario de la Real Academia Española. Sí, en
cambio, aparece la voz laicismo, definida como “doctrina
que defiende la independencia del hombre o de la sociedad,
y más particularmente del Estado, respecto de cualquier or-
ganización o confesión religiosa”.

La “laicidad” es una regla de vida en sociedad democráti-
ca. Impone que se den a los hombres, sin distinción de cla-
se, origen o confesión, los medios para ser ellos mismos, li-
bres de compromisos, responsables de su desarrollo y
maestros de su destino.

La reivindicación laica se ha desarrollado esencialmente
allí donde una ha querido imponer un poder totalitario en
sentido estricto, es decir, que englobe todos los aspectos de
la sociedad civil, política, económica… allí donde la reli-
gión se ha convertido en poder.

En la antigüedad clásica no se conoció el laicismo, pues no
hubo conflicto alguno entre el poder político y el religioso.

Fue el papa Gelasio I, quien a fines del siglo V expuso la
teoría de las “dos espadas”, enunciada originalmente para
sustraer a los eclesiásticos de los tribunales civiles, con ello
reivindicó la autonomía de la esfera religiosa, en relación
al emperador. Durante muchos siglos fue doctrina oficial
de la Iglesia católica. El predominio que ésta tuvo durante
la Edad Media hizo que se levantaran algunas voces como
Dante y Guillermo de Occam para, justamente lo contrario,
liberar al poder político de la influencia eclesiástica.

El laicismo ha sido invocado en los países anglosajones co-
mo garantía para que la administración pública no favorez-
ca a determinados sectores en perjuicio de otros ciudada-
nos que tienen creencias religiosas diferentes a la
predominante. El sentido equívoco del laicismo lo locali-
zamos en el siglo XIX por el conflicto entre la Iglesia ca-
tólica y los movimientos liberales hasta el grado de equi-
parar laicismo con antirreligiosidad o irreligiosidad, sobre
todo en Francia.

El laicismo es un principio indisociable de la democracia,
porque las creencias religiosas son un dogma que no deben
imponerse a nadie ni convertirse en leyes.

En la sociedad laica tienen acogida las creencias religiosas
en cuanto derecho de quienes las asumen, pero no como
deber que pueda imponerse a nadie. De modo que no se to-
lera convertir los dogmas propios en obligaciones sociales
para otros o para todos.

El movimiento laicista se inserta en una larga trayectoria
de lucha por la emancipación de los seres humanos, cuya
génesis se remonta hasta la Antigüedad, con pensadores
como Epicuro (Atenas, 341-270 de nuestra era), se poten-
cia al calor del pensamiento ilustrado de la segunda mitad
del siglo XVII y del siglo XVIII (el de las Luces). El espí-
ritu laico no es en sí mismo una nueva cultura, sino la con-
dición para la convivencia de todas las posibles culturas. El
laicismo expresa más bien un método que un contenido. El
laicismo sostiene un compromiso ineludible, allí donde se
encuentra: posibilitar las condiciones políticas, jurídicas y
sociales idóneas para el pleno ejercicio de la libertad de
conciencia, carácter que lo enfrenta inevitablemente a toda
configuración del Estado, del gobierno o de la sociedad ci-
vil que anule o restrinja dicha libertad en cualquiera de sus
manifestaciones.

El humanismo laico reposa en el principio de la libertad ab-
soluta de conciencia. Libertad de espíritu: emancipación
respecto de todos los dogmas; derecho a creer o no creer en



Dios; autonomía del pensamiento frente a las limitaciones
religiosas, políticas, económicas; liberación de los modos
de vida en relación con los tabúes, ideas dominantes e ide-
as dogmáticas.

La “laicidad” intenta liberar al niño y al adulto de todo lo
que aliena o pervierte el pensamiento, especialmente las
creencias atávicas, los prejuicios, las ideas preconcebidas,
los dogmas, las ideologías opresoras, las presiones de or-
den cultural, económico, social, político o religioso.

La “laicidad” trata de desarrollar en el ser humano, en el
cuadro de una formación intelectual, moral y cívica per-
manente, el espíritu crítico así como el sentido de la soli-
daridad y de la fraternidad.

La libertad de expresión es el corolario de la libertad abso-
luta de conciencia. Es el derecho y la posibilidad material
de decir, escribir y difundir el pensamiento individual y co-
lectivo. Las nuevas técnicas de comunicación hacen que
esta exigencia sea cada vez más vital. Y en este campo de
la información y de la comunicación más que en otros, ha
de extremarse la vigilancia frente a los enormes medios de
manipulación y perversión del pensamiento.

“Tolerancia en sentido positivo se opone a la intolerancia,
religiosa, política, racial, es decir, a la indebida exclusión
de lo diferente. Tolerancia en sentido negativo, se opone a
la firmeza en los principios, es decir a la justa o debida ex-
clusión de todo lo que puede acarrear daño al individuo o
a la sociedad”: Norberto Bobbio.

Hoy nadie duda de que en el país mismo se vive en demo-
cracia, a través de una constante alternancia en el poder.
Sin embargo, falta transitar a la calidad de la democracia a
lo que Ferrajoli denomina “la democracia sustancial”, es
decir, de fondo y no solamente procedimental.

Entre los temas pendientes de cualquier democracia sus-
tancial está el de la laicidad, más allá del credo religioso
que profesemos, estamos obligados a respetar y tolerar al
otro en sus creencias filosóficas, políticas y religiosas, má-
xime las lecciones sangrientas de nuestra historia de prin-
cipios de siglo.

Prácticas aberrantes como recibir instrucciones de voto por
parte del sacerdote católico o el pastor cristiano; la preten-
dida obligatoriedad de impartir alguna confesión religiosa
en escuelas públicas, llevó a lo que se conoció como una
crisis de laicidad en los sexenios presidenciales pasados.

El principio de separación Iglesia-Estado tiene una gran his-
toria, pero se basa en un pasado convulso de un México que
vivió una Guerra Cristera que aún genera polémica. Reco-
miendo la lectura del doctor Jean Meyer, de El Colegio de
México, quien efectúa estudios profundos al respecto.

Es sin duda un tema complejo, cultural y antropológica-
mente. El reto de toda institución pública es entender la lai-
cidad como un compromiso para asegurar y garantizar el
ejercicio pleno de todas las libertades y hacer posible la
consolidación de la democracia, de tal suerte que es una
asignatura pendiente, no sólo de gobiernos y funcionarios
en turno, sino de la ciudadanía en general.

A nivel república, el artículo 115 constitucional establece
expresamente que los estados adoptarán para su régimen
interior, la forma de gobierno republicano, representativo,
democrático, laico y popular (…); situación que se replica
en las Constituciones locales de diecinueve (19) Estados de
la República, al incluir dentro del artículo que habla de la
forma de gobierno y autodeterminación, el término laico,
siendo estos Aguascalientes, Campeche, Chiapas, Duran-
go, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, México, Mo-
relos, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, San Luis Potosí, Sina-
loa, Sonora, Tabasco, Veracruz, Yucatán y Zacatecas.

Por ende, 12 estados no consideran el término laico en sus
Constituciones: Baja California, Baja California Sur, Chi-
huahua, Coahuila, Colima, Michoacán, Nayarit, Querétaro,
Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Quintana Roo.

De conformidad con los argumentos antes expuestos sobre
el significado de la laicidad y su importancia en la consoli-
dación de la democracia, es que se propone que los 12 es-
tados que aún no tienen señalado en sus Constituciones
acuñen y hagan propio este término.

Para lo que a manera de sugerencia y una vez realizado el
análisis correspondiente a las Constituciones de los estados
que sí establecen la laicidad en su forma de gobierno, se
pone como ejemplo lo establecido en la Constitución de
Campeche en el artículo 25:

Artículo 25. El Estado adopta para su régimen interior, la
forma de gobierno republicano, representativo, democráti-
co y laico como lo previene el pacto federal.

Esta iniciativa tiene como finalidad que los Estados, re-
frenden el pacto federal, así como su compromiso con la
libertad y la democracia por el bien de los ciudadanos.
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Por lo expuesto, presentamos ante esta soberanía, la si-
guiente iniciativa de

Decreto

Único. Se adiciona la fracción X al artículo 116 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
para quedar como sigue:

Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá,
para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no
podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola per-
sona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo
individuo.

Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la
Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las si-
guientes normas:

I. a IX. …

X. Las Constituciones de las entidades federativas
deberán manifestar expresamente la forma de go-
bierno adoptada de conformidad al encabezado del
artículo 115 de esta Constitución, en el marco del
pacto federal.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las constituciones de las entidades federativas de-
berán armonizar sus legislaciones dentro de los doce meses
contados a partir de la publicación del presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro. Ciudad de México, a 10 de marzo
de 2016.— Diputados: Braulio Mario Guerra Urbiola, Ángel Rojas
Ángeles, Gloria Himelda Félix Niebla, Daniel Ordoñez Hernández (rú-
brica).»

Se remite a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

«Iniciativa que reforma el artículo 162 de la Ley del Insti-
tuto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado, a cargo de la diputada Beatriz Vélez Núñez, del
Grupo Parlamentario del PRI

La diputada Beatriz Vélez Núñez, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional y
de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y el artículo 6, fracción I, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a la consideración de
esta asamblea, iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma el inciso I del artículo 162, recorriéndose los de-
más incisos de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado, tomando en cuen-
ta la siguiente:

Exposición de Motivos

Se ha vuelto cada vez más común conocer noticias sobre
delitos perpetrados en contra de Datos Personales, no solo
en México sino a nivel internacional. El robo de identidad,
el uso de información personal de forma no autorizada con
la intención de efectuar un fraude, va en aumento.

Cabe mencionar antes, que hablo aquí en el sentido amplio
de lo que constituiría la identidad personal, es decir los da-
tos personales como el nombre, fecha de nacimiento, el te-
léfono, domicilio, huellas dactilares, números de tarjetas,
así como cualquier otro dato que permita identificar a una
persona. 

Hasta ahora y a pesar de su importancia legal, los esfuer-
zos por parte de las autoridades responsables han sido es-
casos, de hecho, nuestra legislación federal no contiene el
tipo penal, sino que busca vinculársele a otros delitos como
agravante de la pena.

Pero este, es un delito en sí mismo, que ocasiona pérdidas
monetarias, así como efectos negativos en la credibilidad
del sujeto agraviado, provocándole desde retenciones al sa-
lario hasta desalojos o pérdida del empleo.

Los delincuentes generalmente usan cuentas existentes pa-
ra hacer compras o realizar el pago de servicios con cargo
a las víctimas, pero en algunos casos logran abrir nuevas



cuentas para conseguir créditos o adquirir bienes, que más
tarde serán cobrados al verdadero titular de la información
robada.

De hecho, el motivo del presente Decreto se fundamenta en
el agravio ocasionado a beneficiarios del Instituto de Segu-
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado
(ISSSTE) a quienes les han robado o duplicado sus docu-
mentos personales para poder tener acceso ilegal a présta-
mos hipotecarios y préstamos personales, dejando en la
bancarrota a las víctimas.

No hay que pensar entonces que este es un delito menor o
es una herramienta para aumentar penas a otro tipo de de-
lincuentes, este es un delito grave, cuyo ejercicio ocasiona
pérdidas a nivel internacional por más de 500 millones de
dólares anuales. De estos 34% significan trámites a gobier-
no y un 17% son a las tarjetas de crédito.

En México somos el octavo lugar a nivel internacional en
materia de robo de identidad, con más de 28 mil acusacio-
nes que se incrementan seis veces cada cuatro años. De he-
cho, en el primer semestre de 2015 los reclamos por robo
de identidad sumaron más de 50 mil denuncias.

Pero la realización de este tipo de delito en la red suma co-
mo víctimas a un 61% de los usuarios y solo allí represen-
ta una ganancia de 10 mil millones de dólares para los de-
lincuentes cibernéticos.

Desafortunadamente, como podemos ver a pesar de que es-
te es un Delito a considerarse, no es tipificado a nivel fe-
deral. Actualmente, tan solo seis artículos del Código Penal
Federal contemplan el delito de fraude y ninguno de ellos
sobre medios electrónicos.

Es cierto que en la Cámara de Diputados ya se han presen-
tado algunos esfuerzos, pero hasta ahora ninguna de las ini-
ciativas ha sido aprobada. De hecho, solo algunos estados
como Colima incluye el tipo penal, el Distrito Federal o
Ciudad de México incluye en su Código Penal el delito de
usurpación de identidad y el Estado de México lo recono-
ce como Suplantación de identidad.

Por lo mismo urge que instancias que poseen más datos
personales y que tienen una responsabilidad mayor de su
resguardo tomen al momento cartas en el asunto y vigilen
con más recelo los datos personales de sus beneficiarios.

Es decir que el ISSSTE o el IMSS, quienes recaban 75 mi-
llones de datos, sin olvidarnos del INE, ameritan un nivel
mayor de seguridad y protección. Ello con más precaución
luego de que ya se han presentado casos de suplantación
que ha ocasionado diversos problemas a los derechoha-
bientes.

El Instituto Mexicano del Seguro Social ya sufrió al menos
96 desfalcos en contra de los derechohabientes activos, que
representan un total de 19 millones 248 mil pesos por con-
cepto de indemnizaciones diversas ya cobrados.

Diversos maestros en la zona de Zihuatanejo, Acapulco,
Chilpancingo e Iguala ya han denunciado que fueron vícti-
mas de robo de identidad, en donde defraudadores cobra-
ron en el ISSSTE a nombre de ellos préstamos económicos
que se solicitaron vía electrónica y cuyo monto aprobado
suma los 98 mil pesos, que ya incluso fue cobrado.

Para estas víctimas, luego de los intereses tendrá que pagar
por dicho fraude se eleva a los 113 mil pesos. En 2014 un
caso similar se presentó en el ISSSTE de Chihuahua en
donde 11 empleados fueron víctimas por cantidades supe-
riores a 100 mil pesos.

Por lo mismo, propongo regular los requisitos en materia
de otorgamiento y recuperación de los préstamos persona-
les de los trabajadores y pensionados de las dependencias
y entidades afiliados al régimen de la Ley del ISSSTE.

Los préstamos personales se otorgarán a los trabajadores y
pensionados que presenten además de los requisitos actua-
les, la colocación al pie de la solicitud que para el efecto
emita el Instituto la huella digital que sean idóneas, para
identificar a la persona que suscribe.

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de
esta honorable asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma el inciso I del artículo 162, re-
corriéndose los demás incisos de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, para quedar como sigue:

Artículo 162. Los préstamos personales se otorgarán a los
Trabajadores y Pensionados de acuerdo con el programa
anual que autorice la Junta Directiva del Instituto, con ba-
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se en la revolvencia del propio fondo y conforme a lo si-
guiente: 

I. Presentar la solicitud que para el efecto emita el
Instituto, acompañada de la colocación al pie de la
solicitud de la huella digital que sea idónea, para
identificar a la persona que suscribe y las demás que
el Instituto crea convenientes;

II. al VI. …

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Palacio Legislativo de San Lázaro. Ciudad de México, a 10 de marzo
de 2016.— Diputada Beatriz Vélez Núñez (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previ-
sión Social y de Seguridad Social, para dictamen.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABI-
LIDAD HACENDARIA Y LEY GENERAL DE CONTA-
BILIDAD GUBERNAMENTAL

«Iniciativa que reforma los artículos 107 de la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y 53 de la
Ley General de Contabilidad Gubernamental, a cargo de la
diputada Gina Andrea Cruz Blackledge, del Grupo Parla-
mentario del PAN

La suscrita, Gina Andrea Cruz Blackledge, diputada fede-
ral de la LXIII Legislatura e integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, en ejercicio de las
facultades que me confieren los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como los artículos 6, numeral 1, 76, numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, me permito
someter a consideración de esta soberanía la iniciativa con
proyecto de decreto mediante el cual se reforma el primer
párrafo y se adiciona un último párrafo al inciso c) de la
fracción I del artículo 107 de la Ley Federal de Presupues-
to y Responsabilidad Hacendaria y se adiciona una frac-
ción VI al artículo 53 de la Ley General de Contabilidad
Gubernamental al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La Auditoría Superior de la Federación (ASF) en su Infor-
me del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuen-
ta Pública 2013, entregado a ésta Cámara de Diputados el
18 de febrero de 2015, analizó a detalle el tema del “Fi-
nanciamiento del Sector Público”, específicamente en la
Auditoría Financiera y de Cumplimiento: 13-0-06100-02-
0473, enumerada como GB-049 en la clasificación de Gru-
po Funcional Gobierno sobre el Sector Hacienda y Crédito
Público.

El principal objetivo de esta Auditoría Financiera y de
Cumplimiento mencionada, fue la de Fiscalizar de forma
agregada y global los resultados de la política de deuda pú-
blica en el marco de las disposiciones aplicables que regu-
lan el financiamiento asociado a los Requerimientos Fi-
nancieros del Sector Público, así como analizar la
sostenibilidad de la deuda pública. La auditoría compren-
dió la revisión de: las obligaciones financieras relacionadas
con la deuda pública y los Requerimientos Financieros del
Sector Público (RFSP); la estimación y perfil de las amor-
tizaciones de la deuda del Gobierno Federal (GF) y el cos-
to financiero; los indicadores de sostenibilidad fiscal; esti-
mación de la deuda contingente; la tenencia de valores
gubernamentales en poder de extranjeros y los costos y be-
neficios del blindaje financiero.

Derivado de la Auditoría Financiera y de Cumplimiento
antes mencionada, la ASF determinó 5 observaciones, las
cuales generaron 8 recomendaciones. Además se generaron
8 sugerencias a la Cámara de Diputados, por lo que ésta
iniciativa, se inscribe en la sugerencia 13-0-01100-02-
0473-13-002 efectuada a ésta Cámara de Diputados por
parte de la ASF, la cual tiene el objetivo de establecer co-
mo obligación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico a presentar en la Cuenta Pública y en los Informes tri-
mestrales la información detallada sobre los elementos que
componen los flujos anuales por endeudamiento neto y de
los ajustes contables asociados al saldo de la deuda públi-
ca, en base a lo siguiente:

La existencia y el sostenimiento del Estado, así como el
ejercicio de su soberanía, exige la captación de medios
económicos indispensables para cubrir las erogaciones que
implican. Para desarrollar sus funciones, el Estado debe
obtener servicios y materiales que adquiere del sector pri-
vado pagando por ellos, por lo que tiene que obtener pre-
viamente los fondos necesarios para hacer esas erogacio-
nes.



El gobierno federal utiliza dos tipos de financiamiento pa-
ra cubrir los gastos públicos: ingresos presupuestarios y
deuda pública. La Ley General de Deuda Pública (LGDP)
define en su artículo 1°, que la Deuda Pública son las obli-
gaciones de pasivos, directas o contingentes derivadas de
financiamientos a cargo del Ejecutivo Federal, sus depen-
dencias, el Gobierno del Distrito Federal, los organismos
descentralizados, las empresas de participación mayorita-
ria, las instituciones que presten el servicio de banca y cré-
dito, las instituciones auxiliares nacionales de crédito, las
instituciones de seguros y fianzas, y los fideicomisos en los
que el fideicomitente sea el gobierno federal.

La deuda pública está relacionada con las necesidades de
financiamiento del sector público, el déficit presupuestario
y las amortizaciones de la deuda pública. Asimismo, exis-
ten otras obligaciones no constitutivas de deuda pública,
agrupadas en los requerimientos financieros no presupues-
tarios, las cuales son un área de oportunidad para mejorar
la transparencia y la rendición de cuentas en materia de
deuda pública y otros pasivos del Sector Público Federal
(SPF).

Asimismo, existen otras obligaciones no constitutivas de
deuda pública, agrupadas en los requerimientos financieros
no presupuestarios, las cuales son un área de oportunidad
para mejorar la transparencia y la rendición de cuentas en
materia de deuda pública y otros pasivos del SPF.

En 2010,1 el saldo de la deuda bruta del SPF ascendió a 4
billones 445 mil 454.8 millones de pesos, equivalente al
32.2% del PIB, representando un incremento del 7.2% real
respecto del año 2009. Para 20152, este Saldo registro 8 bi-
llones 430 mil 561.7 millones de pesos, cifra mayor en
16.7% en términos reales, y representando el 44.7% del
PIB. 
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Los principales datos que la ASF presenta en su análisis es-
ta que al cierre de 2013, el saldo de la deuda bruta del SPF
ascendió a 6 billones 166 mil 829.5 millones de pesos
(mdp), monto superior en 670 mil 029.3 mdp y 9.9% real
que el registrado al cierre de 2012. Como proporción del
PIB, representó el 36.3%, cifra mayor en 2.3 puntos por-
centuales respecto del año anterior.

Señala la ASF que en 2013, el saldo bruto de la deuda del
Gobierno Federal, principal usuario del crédito público, as-
cendió a 5 billones 7 mil 51.4 mdp con un incremento en
términos reales de 10.2% respecto de diciembre de 2012;
como proporción del PIB representó el 29.5%, mayor en
2.0 puntos porcentuales al año anterior. Entre el cierre de
2010 y 2013, el saldo de la deuda bruta del SPF pasó de 4
billones 445 mil 454.8 mdp a 6 billones 166 mil 829.5 mdp,
con una tasa media de crecimiento real anual de 7.8%.3 En
este periodo, el endeudamiento interno neto ascendió a 1
billón 200 mil 104.8 mdp y el externo alcanzó los 38 mil
10.7 millones de dólares (mdd). 

FUENTE: Elaborado por la ASF con información de los Informes sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas

y la Deuda Pública, Apéndice Estadístico de Deuda Pública, cuarto trimestre de 2013; y del Banco de México, Banco

de Información Estadística, febrero 2014, http://www.banxico.org.mx/SieInternet. 

NOTAS: Las sumas parciales pueden no coincidir debido al redondeo de cifras aplicado. Para el cálculo de las varia-

ciones reales se utilizó el deflactor del PIB de 1.0205. 

1/ Las cifras de deuda externa se reportan en dólares, para su conversión a pesos se utilizaron los tipos de cambio si-

guientes: 13.0101 (Dic. 2012) y 13.0765 (Dic. 2013), que son publicados por el Banco de México. 

mdd Millones de dólares. 

n.a. No aplicable.



Asimismo, que en 2013 los resultados del endeudamiento
neto incurrido se ajustaron con los techos de endeudamien-
to neto aprobados en el artículo 2° de la Ley de Ingresos de
la Federación 2013 (LIF 2013). El endeudamiento neto in-
terno del Gobierno Federal ascendió a 441 mil 552.5 mdp,
monto equivalente al 91.0% del techo autorizado por la re-
forma a la LIF 2013 en noviembre de ese año (485 mil
mdp).4 Por su parte el endeudamiento neto externo del
SPF alcanzó 8 mil 946.7 mdd, que se compara con los 7
mil mdd establecidos en el citado artículo.5
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FUENTE: Elaborado por la ASF con información de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Estadísticas Oportunas

de Finanzas Públicas, http://www.shcp.gob.mx/POLITICAFINANCIERA/FINANZASPUBLICAS/Estadisticas_Oportu-

nas_Finanzas_Publicas/, enero 2014; de la Ley de Ingresos de la Federación para los Ejercicios Fiscales de 2010 a 2013;

del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Banco de Información Económica, febrero de 2014, http://www.in-

egi.org.mx/sistemas/bie/; y de los Informes sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública, cuar-

to trimestre de 2010-2013.

NOTA: De 2010 a 2012, los porcentajes del PIB fueron calculados con los valores del producto revisado por el INEGI.

Las cifras de 2013 corresponden a lo publicado por la SHCP en el cuarto informe trimestral de ese año. 

RFSP Corresponde a las necesidades de financiamiento para alcanzar los objetivos de las políticas públicas tanto del Go-

bierno Federal y las entidades del sector público federal, como de las entidades del sector privado y social que actúan por

cuenta del Gobierno Federal. 

SHRFSP Son los pasivos que integran los requerimientos financieros del sector público menos los activos financieros dis-

ponibles, en virtud de la trayectoria anual observada a lo largo del tiempo de los citados requerimientos. 

n.d. No disponible. 

mdd Millones de dólares.
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Al cierre de 2013, refiere la ASF que el Saldo Histórico de
los Requerimientos Financieros del Sector Público
(SHRFSP) o deuda ampliada6 ascendió a 6 billones 497
mil 20.7 mdp, con un incremento absoluto de 606 mil 174.6
mdp respecto del cierre de 2012. El componente presu-
puestario del SHRFSP representó 85.7% del total y el no
presupuestario el 14.3%, en el que destacan los requeri-
mientos del Instituto de Protección al Ahorro Bancario
(IPAB), que representaron el 91.4% del componente no
presupuestario en 2013. En el periodo 2000-2013, el mayor
incremento del SHRFSP se observó en los Organismos y
Empresas Públicas, con una tasa media de crecimiento real
anual de 14.7% en este lapso.

FUENTE: Elaborado por la ASF con información de los Informes sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública, cuarto
trimestre de 2013; y del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Banco de Información Económica, febrero de 2014,
http://www.inegi.org.mx/sistemas/bie/.. 

NOTA: Las sumas parciales pueden no coincidir debido al redondeo de cifras aplicado. 

TMCRA Tasa Media de Crecimiento Real Anual. Para su cálculo se utilizó el deflactor del PIB para el periodo 2000-2013 (1.9090). 

1/ Corresponde a los pasivos del FONADIN.



Refiere la ASF que en esta materia, la Unidad de Evalua-
ción y Control de la Comisión de Vigilancia de la ASF
(UEC), en su documento Análisis del Informe del Resulta-
do de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 2011,
página 35, señaló que la ASF debió incluir un examen del
origen, naturaleza y evolución de ciertos tipos de pasivos
que crecen de forma extra presupuestal. La revisión de la
Cuenta Pública 2013 es una oportunidad para revisar las
obligaciones no presupuestarias contenidas en el SHRFSP
y otras que están fuera de las mediciones de la deuda, co-
mo las obligaciones de los proyectos de las Asociaciones
Público Privadas (APP).

Por otro lado, la ASF señala en su Auditoría Financiera y
de Cumplimiento citada en esta exposición de motivos, los
siguientes temas de relevancia, que especifican metas cla-
ras y presentan discrepancias con los objetivos a cumplir, y
los cuales fueron de gran utilidad en las conclusiones sobre
esta revisión, los temas analizados fueron:

1. Política de Crédito Público establecido en el Plan
Anual de Financiamiento 2013.

2. Estimación del Indicador de Sostenibilidad.

3. Perfil de Amortizaciones de la Deuda Pública del Go-
bierno Federal.

4. Participación de Extranjeros en el Mercado Laboral.

Derivado de la clasificación temática que del análisis que
realizó la ASF sobre la Auditoría Financiera y de Cumpli-
miento: 13-0-06100-02-0473, ésta determinó 7 resultados,
que derivaron en 5 observaciones, generándose 8 recomen-
daciones. Además se generaron 8 sugerencias a la Cámara
de Diputados.

En cuanto a los resultados concluyentes sobre la Auditoría
GB-049, el Resultado 2. “Evaluar la transparencia y la ren-
dición de cuentas en la estructura del saldo de la deuda pú-
blica.”, la ASF señala lo siguiente:

De acuerdo con los artículos 9 de la LGDP, 53 de la Ley
General de Contabilidad Gubernamental (LGCG) y 31
fracciones V y XVIII, de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal (LOAPF), el Ejecutivo Federal in-
formará al Congreso de la Unión el estado de la deuda pú-
blica. Asimismo, corresponde a la SHCP formular la
Cuenta Pública y manejar la deuda pública de la Federa-
ción.

En particular, el artículo 18 de la LOAPF establece que las
atribuciones de las unidades administrativas de las depen-
dencias se determinarán en su reglamento interior, el cual
es expedido por el Presidente de la República; por lo ante-
rior, los artículos 17 fracciones X y XI, y 18, fracción V, del
Reglamento Interior de la SHCP establecen que correspon-
de a la Unidad de Crédito Público ejercer las facultades de
la SHCP en materia de autorización y registro del endeu-
damiento de las entidades de la Administración Pública Fe-
deral, incluidas las instituciones de Banca de Desarrollo,
así como resolver los asuntos relacionados con la aplica-
ción de la LGDP y concentrar la información estadística
sobre la deuda pública.

Respecto de la información que debe contener la Cuenta
Pública en materia de deuda pública, se considera lo si-
guiente:

• El artículo 46 de la LGCG establece la generación pe-
riódica de la información contable en el estado analítico
de la deuda y otros pasivos, del cual se derivarán las cla-
sificaciones por plazo, por origen, por fuente de finan-
ciamiento, por moneda y por país acreedor; y de la in-
formación presupuestaria, el endeudamiento neto, los
intereses de la deuda, y un flujo de fondos que resuma
todas las operaciones y los indicadores de la postura fis-
cal. Asimismo, precisa que los estados analíticos sobre
deuda pública y otros pasivos deberán considerar, por
concepto, el saldo inicial del ejercicio, las entradas y sa-
lidas por transacciones, otros flujos económicos y el sal-
do final del ejercicio. 

• El artículo 53 de la LGCG establece, como contenido
mínimo, la información contable y financiera conforme
a lo señalado en el artículo 46 de la misma ley.

• Por su parte, el artículo 8, fracción II, incisos c), d) y
e), de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de
la Federación, instruye que la Cuenta Pública contendrá
el endeudamiento neto (financiamiento menos amorti-
zación) y un flujo de fondos que resuma todas las ope-
raciones y los indicadores de la postura fiscal.

Respecto a los saldos de la deuda pública del Sector Públi-
co Federal a diciembre de 2013, los niveles de agregación
de la deuda pública del sector público se constituyen de la
manera siguiente:
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La ASF solicitó a la SHCP, mediante el oficio núm. AE-
TICC/0064/2014 del 21 de mayo del 2014, los saldos de la
deuda pública del SPF para cada nivel institucional por ti-
po de tasa de interés (fija y variable). 

La SHCP, mediante el oficio núm. 710.346.III/475/14 del
23 de junio de 2014, remitió la información que se presen-
ta a continuación:

FUENTE: Elaborado por la ASF con información de la SHCP, Cuenta de la Hacienda Pública Federal de
2013; del oficio núm. 710.346.III/475/14 del 23 de junio de 2014; de los Informes sobre la Situación Eco-
nómica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública, segundo trimestre de 2014; y del Instituto Nacional de
Estadística y Geografía, Banco de Información Económica, febrero 2014. 

NOTAS: Las sumas y los porcentajes pueden no coincidir debido al redondeo aplicado. 

Todos los porcentajes del PIB se estimaron con el dato del cuarto trimestre de 2013, 16, 695,948.0 mdp,
utilizado por la Unidad de Crédito Público para la Cuenta Pública 2013. La deuda externa de la Banca de
Desarrollo se convirtió a pesos con el tipo de cambio de 13.0765 pesos por dólar.

El Sector Público Federal presenta una diferencia de 7.0 mmdp, que se explica por diferencias metodoló-
gicas para la estimación del SPF y del SPP, y la posición de la ASF se expone más adelante. 

mmdp Miles de millones de pesos.

n.s. No significativo. 

1/ Cifras estimadas



Esta información permite corroborar el objetivo planteado
en el Plan Anual de Financiamiento 2013 (PAF) en el sen-
tido de que se favoreció el financiamiento del déficit del
GF con deuda a tasa fija, ya que al cierre de 2013 el 89.2%
del saldo fue a tasa fija, y el 10.8% restante a tasa variable.
Además, destaca que el 76.8% de la deuda del GF fue in-
terna a tasa fija. 

Por otra parte, la Cuenta Pública 2013 contiene informa-
ción del SPP que no se presenta en los informes trimestra-
les; sin embargo, a nivel de componentes, si se desea obte-
ner el saldo de la deuda del SPP con la información
proporcionada por la SHCP (la información a nivel de com-
ponentes del Sector Público Presupuestario entregada por
la entidad fiscalizada también puede encontrarse en el In-
forme sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas
y la Deuda Pública correspondiente al cuarto trimestre de
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FUENTE: Elaborado por la ASF con información de la SHCP, oficio núm. 710.346.III/475/14 del 23 de
junio de 2014. 

NOTA: Las cifras de deuda pública externa se calcularon con el tipo de cambio de 2012 (13.0101 pesos
por dólar) y 2013 (13.0765 pesos por dólar).

n.d. No disponible.

1/ De acuerdo con la Unidad de Crédito Público, el concepto de "Deuda del Sector Público Presupuesta-
rio" nunca se ha publicado en los Informes Trimestrales que se envían al H. Congreso de la Unión. 

2/ Corresponde a la información que se publicaba en la Cuenta de la Hacienda Pública Federal sobre
"Compatibilidad de la Deuda del Sector Público Presupuestario". Para 2013 ya no se publicó dicha infor-
mación.
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2013), existe una diferencia en las ECPD de 2 mil 645.3
mdp y 6 mil 894.0 mdp, para 2012 y 2013, respectivamen-
te, como se muestra a continuación:

La SHCP explicó, mediante el oficio núm.
710.346.III/1056/14 del 28 de octubre de 2014, que la di-
ferencia de 6,894.0 mdp en la deuda de las ECPD se deri-
vó de lo siguiente:

a) Consideraciones metodológicas.

Las divergencias entre ambos documentos radican en el
registro de la intermediación financiera. En el informe
trimestral, los financiamientos externos convenidos se
presentan por usuario de recursos; es decir, contabiliza
los créditos con cargo a la entidad que los utilizó y no
necesariamente a la institución que realizó la contrata-
ción, como ocurre en la Cuenta Pública. 

Existe un desfase en la información debido a las fechas
establecidas para la elaboración y entrega de cada docu-
mento. Los datos reportados en el Cuarto Informe Tri-
mestral son de carácter preliminar, captados en enero y
cuyo propósito consiste en dar a conocer con mayor

FUENTE: Elaborado por la ASF con información de la SHCP, Cuenta de la Hacienda Pública Federal de
2013; y del oficio núm. 710.346.III/475/14 del 23 de junio de 2014. 

NOTAS: Las sumas parciales pueden no coincidir debido al redondeo aplicado. El tipo de cambio utilizado
para la conversión de la deuda externa para 2012 fue de 13.0101 y para 2013 de 13.0765.

SPP Sector Público Presupuestario. 

ECPD Entidades de Control Presupuestario Directo. 

1/ Los Informes trimestrales y la información proporcionada por la SHCP no presentan el nivel de agrega-
ción del SPP.



oportunidad la situación que guarda la deuda pública,
mientras que los de la Cuenta Pública provienen de es-
tados contables definitivos y auditados, que proporcio-
nan las entidades en marzo con los resultados finales de
cada ejercicio fiscal. 

b) Explicación de la variación.

En la Cuenta Pública, los pasivos de Pemex ascienden a
6,893.1 mdp que incluyen arrendamientos financieros,
mientras que la SHCP sólo reporta el pasivo de cuatro
contratos dados de alta en 2009.

Existe un monto de 1.5 mdp que se explica por diferen-
cias en la metodología empleada por Pemex y la SHCP
para la conversión a moneda nacional (la SHCP reporta
el saldo de deuda externa en dólares, pero la deuda se
contrata en diferentes monedas). 

Finalmente, (-) 0.6 mdp se explican debido al redondeo
en las cifras. 

De manera adicional, la SHCP aclara que, en la Cuenta
Pública, Pemex reporta una línea de crédito por 802.5
mdp como deuda interna, mientras que en los informes
trimestrales se reporta como deuda externa debido a que
el agente financiero es la Banca de Desarrollo y sus pa-
gos se efectúan en moneda extranjera.

Cabe señalar que las explicaciones dadas por la SHCP,
se publicaban en el apartado “Compatibilidad de la Deu-
da del Sector Público Presupuestario registrada en la
Cuenta de la Hacienda Pública Federal, con la reportada
en el Cuarto Informe Trimestral de la Deuda Pública” de
las cuentas públicas de 2011 y 2012, el cual no se publi-
có en 2013. Por ello, con el fin de contribuir a la trans-
parencia y rendición de cuentas se sugiere reintegrarlo
en la Cuenta Pública.

A. Elementos que conforman la variación anual de la
deuda pública.

La Cuenta Pública 2013 muestra que la variación anual del
saldo de la deuda pública bruta del SPF se explica por el en-
deudamiento neto7 y los ajustes contables.8
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El nivel de agregación de la Cuenta Pública no permite
realizar un análisis a detalle de los conceptos endeuda-
miento neto y ajustes contables.

Por esta razón, la ASF solicitó a la SHCP, mediante oficio
núm. AETICC/0064/2014 del 21 de mayo del 2014, la in-
formación correspondiente a los factores que dieron origen
a la variación en el saldo de la deuda bruta del SPF en
2013. 

En respuesta, la SHCP proporcionó, mediante el oficio
núm. 710.346.III/475/14 del 23 de junio de 2014, el endeu-
damiento neto y los ajustes contables para las instituciones
que componen el SPF. La información se presenta a conti-
nuación:

Movimientos por endeudamiento neto en 2013.

La información proporcionada por la SHCP del endeu-
damiento neto del SPF permitió identificar los montos
por canje y por refinanciamiento de obligaciones que es-
tán contenidos en el artículo 73, fracción VIII de la
CPEUM y 4o, fracción I de la LGDP, y que ascendieron
a (-) 7,266.1 mdp y (-) 393.1 mdd, respectivamente. 

El endeudamiento neto del SPF más el canje y el refi-
nanciamiento de obligaciones fueron utilizados para cu-
brir el déficit presupuestario. 

Esto se puede comprobar mediante los esquemas de
cuenta doble que presentan la brecha entre el gasto neto
y los ingresos ordinarios del SPP, así como la normativa
contenida en los artículos 9o y 10 de la LGDP, 2o, de la
LIF, 30, de la Ley del Servicio de Tesorería de la Fede-
ración y 26, de su reglamento, y el avance del programa
de financiamiento de los informes trimestrales al Con-
greso.

FUENTE: Elaborado por la ASF con información de la SHCP, Cuenta de la Hacienda Pública Federal de
2013; y del Banco de México, Estadísticas, septiembre 2014. NOTA: Para fines informativos se calculó
el monto por endeudamiento y ajustes contables externo con el tipo de cambio de 13.0765 pesos por dó-
lar del 31 de diciembre de 2013. 



Una vez revisada la información de la Cuenta Pública y
la proporcionada por la SHCP, la ASF sugiere que en la
Cuenta Pública se presente un apartado que analice el
destino del endeudamiento neto del SPF; es decir, que se
desglosen los conceptos de endeudamiento neto, canje y
refinanciamiento.

Movimientos por ajustes asociados al saldo de la deu-
da pública en 2013 

La información proporcionada por la SHCP presenta el
detalle del concepto ajustes contables asociados al saldo
de la deuda pública del SPF y que durante 2013 repre-
sentaron 48,007.8 mdp en el ámbito interno y (-) 236.8
mdd en el saldo externo. 
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FUENTE: Elaborado por la ASF con información de la SHCP, oficio núm. 710.346.III/475/14 del 23 de ju-
nio de 2014. 

n.d. No disponible. 

1/ Corresponde a los fines establecidos en los artículos 73, fracción VIII, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 4, fracción I, de la Ley General de Deuda Pública. 

2/ Corresponde a operaciones de permuta de valores gubernamentales. 

3/ Operaciones de recompra. 

4/ El concepto de "Deuda del Sector Público Presupuestario" nunca se ha publicado en los Informes Tri-
mestrales que se envían al H. Congreso de la Unión. 

5/ El Apartado de "Compatibilidad de la Deuda del Sector Público Presupuestario", nunca se refería a mo-
vimientos, únicamente a los saldos. Para 2013 ya no se publicó dicha información.
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El 92.1% de los ajustes contables en la deuda interna del
SPF se explicó por variaciones en la inflación, mientras
que en la deuda externa los principales ajustes fueron
por tipo de cambio y otros.

Al respecto, la ASF considera necesario que en la Cuenta
Pública se incorpore un informe detallado de los ajustes
contables asociados al saldo de la deuda pública. 

Estimación de los movimientos que incidieron en la va-
riación del saldo de la deuda pública en 2013. 

Debido a que la SHCP no cuenta con un cuadro detallado
sobre la variación en el saldo de la deuda pública en una
moneda común, la ASF realizó un ejercicio con la infor-
mación de la Cuenta Pública y la proporcionada por la
SHCP, y utilizó el Manual de Contabilidad del Consejo Na-
cional de Armonización Contable (CONAC) para consoli-
dar y detallar cada uno de los elementos que inciden en la
variación del saldo de un periodo a otro.

FUENTE: Elaborado por la ASF con información de la SHCP, oficio núm. 710.346.III/475/14 del 23 de
junio de 2014.

n.d. No disponible. 

1/ El Apartado de "Compatibilidad de la Deuda del Sector Público Presupuestario", no se refería a los ajus-
tes, únicamente a los saldos. Para 2013 ya no se publicó dicha información. 

2/ El ajuste corresponde en 3,131.4 mdp a las operaciones de permuta y 0.1 por conciliación. 

3/ El monto se integra por 393.2 millones de dólares por operaciones de recompra y 28.4 millones de dó-
lares por operaciones de swaps. 

4/ Ajustes por conciliación
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FUENTE: Elaborado por la ASF con información de la SHCP, Cuenta de la Hacienda Pública Federal
de 2013; y del oficio núm. 710.346.III/475/14 del 23 de junio de 2014. 

NOTAS: Las sumas parciales pueden no coincidir debido al redondeo aplicado. Las columnas con la le-
yenda "Estimado" fueron calculadas por la ASF para completar la secuencia en la acumulación de deu-
da, sin embargo no afectan el saldo final. 

SPF Sector Público Federal. 

SPP Sector Público Presupuestario. 

n.d. No disponible. 

n.a. No aplicable. 

1/ Para la conversión de la deuda externa se utilizó el tipo de cambio del 31 de diciembre de 2012:
13.0101. 

2/ Para la conversión de la deuda externa se utilizó el tipo de cambio del 31 de diciembre de 2013:
13.0765. 

3/ Incluye el Canje y Refinanciamiento de obligaciones. 

4/ Se refiere a la brecha generada por la actualización del saldo de la deuda pública externa de 2012. 

5/ La Cuenta Pública sólo presenta un cuadro con el saldo de la deuda del Sector Público Presupuesta-
rio; y la SHCP informó que nunca se ha publicado en los Informes Trimestrales que se envían al H. Con-
greso de la Unión. 

6/ Corresponde a la información que se publicaba en la Cuenta de la Hacienda Pública Federal sobre
"Compatibilidad de la Deuda del Sector Público Presupuestario". Para 2013 ya no se publicó dicha in-
formación, el dato que aparece fue estimado por la ASF.
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La desagregación presentada en el cuadro anterior permite
fortalecer el artículo 1, párrafo cuarto, del Decreto de PEF
2013, en el sentido de que presenta información presu-
puestaria comparable respecto al ejercicio fiscal anterior y
a los diversos documentos presupuestarios, por lo que se
considera pertinente su incorporación en el tomo de Resul-
tados Generales de la Deuda Pública o en su caso, que la
SHCP justifique de manera legal y/o técnica la improce-
dencia de presentar esta información y proponga alguna al-
ternativa al respecto.

Derivado de lo anterior, la ASF concluyó lo siguiente:

• La ASF considera pertinente reincorporar el apartado
“Compatibilidad de la Deuda del Sector Público Presu-
puestario registrada en la Cuenta de la Hacienda Públi-
ca Federal, con la reportada en el Cuarto Informe Tri-
mestral de la Deuda Pública”, en razón de que permite
tener claridad sobre las diferencias entre ambos docu-
mentos. En caso de no poder reincorporar dicha infor-
mación, la ASF solicita a la SHCP justificar de manera
legal y técnica la improcedencia de presentarla y propo-
ner una alternativa al respecto.

• La información presentada en la Cuenta Pública y la
que proporcionó la SHCP, determinan que la dinámica
de la deuda pública depende fundamentalmente de la
política fiscal (del déficit público y su forma de finan-
ciamiento) y del comportamiento de ciertas variables,
como las tasas de interés, el tipo de cambio y el creci-
miento económico, entre otras. En razón de lo anterior,
la ASF considera que el detalle del endeudamiento neto
y de los ajustes contables asociados al saldo de la deuda
pública deben ser reportados en la Cuenta Pública, a fin
de contribuir a la transparencia, la rendición de cuentas
y la mejora en la presentación de las estadísticas sobre
la deuda, con la finalidad de poder evaluar la adminis-
tración de los recursos provenientes de financiamientos
a cargo del SPF.

• Asimismo, la ASF considera pertinente establecer en la
normativa una definición clara de la obligación de la
SHCP de publicar en la Cuenta Pública la información
sobre los componentes del endeudamiento incurrido y el
desglose de sus ajustes.

• Recomendación 13-0-06100-02-0473-01-001. Para
que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público consi-
dere incluir, en la Cuenta Pública y en los informes tri-

mestrales, la información detallada de los elementos que
componen los flujos anuales por endeudamiento neto y
de los ajustes contables asociados al saldo de la deuda
pública, con el propósito de mejorar la transparencia y
la rendición de cuentas sobre la información financiera
y presupuestaria de la deuda.

• Recomendación 13-0-06100-02-0473-01-002. Para
que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público publi-
que y transparente la información que explica las dife-
rencias entre las cifras de la deuda pública del Cuarto
Informe Trimestral y las de la Cuenta Pública, así como
en la metodología (registro, usuario, método de contabi-
lidad y agregación, contratante, fecha de publicación o
actualización) y en el monto y sus conceptos asociados.

Por las consideraciones anteriormente expuestas basadas
en la Auditoría Financiera y de Cumplimiento: 13-0-
06100-02-0473 del Informe del Resultado de la Fiscaliza-
ción Superior de la Cuenta Pública 2013 descrita, y en el
marco de la sugerencia 13-0-01100-02-0473-13-002 efec-
tuada a ésta Cámara de Diputados por parte de la ASF, la
cual tiene el objetivo de establecer como obligación de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público a presentar en la
Cuenta Pública y en los Informes trimestrales la informa-
ción detallada sobre los elementos que componen los flu-
jos anuales por endeudamiento neto y de los ajustes conta-
bles asociados al saldo de la deuda pública. Por lo que con
el propósito de fortalecer la transparencia y rendición de
cuentas en la materia, someto a consideración de la Cáma-
ra de Diputados del Congreso de la Unión la siguiente ini-
ciativa de

Decreto por el que se reforma el primer párrafo y se
adiciona un último párrafo al inciso c) de la fracción I
del artículo 107 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria y se adiciona una fracción VI
al artículo 53 de la Ley General de Contabilidad Gu-
bernamental

Artículo Primero. Se reforma el primer párrafo y se adi-
ciona un último párrafo al inciso c) de la fracción I del ar-
tículo 107 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria para quedar como sigue:

Artículo 107. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Se-
cretaría, entregará al Congreso de la Unión información
mensual y trimestral en los siguientes términos:



I. ...

...

...

Los informes trimestrales deberán contener como míni-
mo:

a) y b)...

c) Un informe que contenga la evolución detallada
de la deuda pública en el trimestre, incluyendo los
montos de endeudamiento interno neto, el canje o
refinanciamiento de obligaciones del Erario Federal
y los ajustes contables asociados al Saldo, en los
términos de la Ley General de Deuda Pública, y el
costo total de las emisiones de deuda pública interna
y externa.

La información sobre el costo total de las emisiones
de deuda interna y externa deberá identificar por se-
parado el pago de las comisiones y gastos inherentes
a la emisión, de los del pago a efectuar por intereses.
Estos deberán diferenciarse de la tasa de interés que
se pagará por los empréstitos y bonos colocados.

Asimismo, deberá informar sobre la tasa de interés o
rendimiento que pagará cada emisión, de las comi-
siones, el plazo, y el monto de la emisión, presen-
tando un perfil de vencimientos para la deuda públi-
ca interna y externa, así como la evolución de las
garantías otorgadas por el Gobierno Federal.

Se incluirá también un informe de las erogaciones
derivadas de operaciones y programas de sanea-
miento financieros y de los programas de apoyo a
ahorradores y deudores de la banca. Adicionalmen-
te, en dicho informe se incluirá un apartado que re-
fiera las operaciones activas y pasivas del Instituto
de Protección al Ahorro Bancario, así como de su
posición financiera, incluyendo aquéllas relativas a
la enajenación de bienes, colocación de valores y
apoyos otorgados.

Se informará adicionalmente sobre las modificacio-
nes que, en su caso, hayan sido realizadas al monto
autorizado por intermediación financiera en la Ley
de Ingresos.

Este informe incluirá un apartado sobre los pasivos
contingentes que se hubieran asumido con la garan-
tía del Gobierno Federal, incluyendo los avales dis-
tintos de los proyectos de inversión productiva de
largo plazo otorgados.

De igual forma, incluirá un informe sobre el uso de
recursos financieros de la banca de desarrollo y fon-
dos de fomento para financiar al sector privado y so-
cial, detallando el balance de operación y el otorga-
miento de créditos, así como sus fuentes de
financiamiento, así como se reportará sobre las co-
misiones de compromiso pagadas por los créditos
internos y externos contratados;

Se reportará el ejercicio de las facultades en materia
de deuda pública, especificando las características
de las operaciones realizadas.

Se informará a detalle los elementos que compo-
nen los flujos anuales por endeudamiento neto y
de los ajustes contables asociados al Saldo de la
Deuda Pública.

d) ...

...

Artículo Segundo. Se adiciona la fracción VI, al artículo
53 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 53. La Cuenta Pública del Gobierno Federal, que
será formulada por la Secretaría de Hacienda, y las de las
entidades federativas deberá atender en su cobertura a lo
establecido en su marco legal vigente y contendrá como
mínimo:

I. a III. ...

IV. Análisis cualitativo de los indicadores de la postura
fiscal, estableciendo su vínculo con los objetivos y prio-
ridades definidas en la materia, en el programa econó-
mico anual:

a) Ingresos presupuestarios;

b).Gastos presupuestarios;
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c) Postura Fiscal;

d) Deuda pública, y

V. La información a que se refieren las fracciones I a III
de este artículo, organizada por dependencia y entidad.

VI. La Información a que hace referencia el inciso
d), de la fracción IV de este artículo, además de lo
dispuesto por la fracción 11 del artículo 46, de esta
Ley, contará con los elementos que componen los flu-
jos anuales por endeudamiento neto y de los ajustes
contables asociados al saldo de la deuda pública.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Cuenta de la Hacienda Pública Federal 2010, Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, Tomo I “Resultados Generales”, Apartado: Deuda
Pública.

2 Informe sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la
Deuda Pública, Cuarto Trimestre de 2015, Secretaría de Hacienda y
Crédito Público.

3 Se consideró como periodo de referencia el 2010, ya que en años an-
teriores (2009 y 2008) las cifras de deuda pública reflejaron, además
del endeudamiento anual, incrementos por medidas de política fiscal
(reconocimiento de los Pidiregas de Pemex y el costo de la Nueva Ley
del ISSSTE). Cabe señalar que si entre 2010 y 2013 se excluyen del
saldo de la deuda los efectos del endeudamiento por 545 mil 475.0
mdp de los Pidiregas Pemex y 269,877.2 mdp de la Nueva Ley del ISS-
STE, la tasa media de crecimiento real anual sería de 10.0%

4 Para 2013 se aprobó un balance presupuestario en equilibrio, sin la
inversión de Pemex; no obstante, en el Paquete Económico 2014, la
SHCP solicitó, de manera extraordinaria, un déficit por 65,250.3 mdp
(0.4% del PIB) para 2013, debido a una disminución esperada de los
ingresos tributarios y petroleros, respecto de los autorizados en la LIF
2013. Para financiar este déficit se propuso una ampliación de 70,000.0
mdp al techo de endeudamiento neto interno establecido en el artículo
2o. de la LIF 2013, la reforma se publicó en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 20 de noviembre de 2013.

5 El artículo 2o. de la LIF 2013 establece dos criterios que comple-
mentan las metas de los techos de endeudamiento neto.

6 El SHRFSP representa los pasivos que integran los RFSP menos los
activos financieros disponibles, en virtud de la trayectoria anual obser-
vada a lo largo del tiempo de los RFSP. Incluye: la deuda neta del Sec-
tor Público Presupuestario (SPP) y las obligaciones netas del IPAB, del
Fonadin, los asociados a Pidiregas y a los Programas de Apoyo a Deu-
dores, así como la pérdida esperada de la banca de desarrollo y fondos
de fomento. Al respecto, consultar: Balance Fiscal en México, Defini-
ción y Metodología, abril de 2013, Secretaría de Hacienda y Crédito
Público.

7 La Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, en su
artículo 2, fracción XIV, define el endeudamiento neto como la dife-
rencia entre las disposiciones y amortizaciones efectuadas de las obli-
gaciones constitutivas de deuda pública al cierre del ejercicio fiscal.
Cabe señalar que la Cuenta Pública presenta las cifras de la deuda pú-
blica externa del Sector Público Federal y del Gobierno Federal en dó-
lares como moneda común de los diferentes acreedores.

8 De acuerdo con la entidad fiscalizada, los ajustes contables modifi-
can el valor de las obligaciones financieras y se derivan de variables in-
dependientes, básicamente del efecto inflacionario, de los tipos de
cambio de las divisas en que se contrataron los pasivos, diferencias en-
tre el valor de colocación y el valor nominal de las obligaciones, y de
movimientos no reportados en el periodo correspondiente o ajustes por
intercambio de deuda o por pagos anticipados de deuda, entre otros.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 31 de marzo de
2016.— Diputada Gina Andrea Cruz Blackledge (rúbrica).»

Se remite a las Comisiones Unidas de Presupuesto y
Cuenta Pública y de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR

«Iniciativa que reforma los artículos 203, 209 y 212 de la
Ley Federal del Derecho de Autor, a cargo de la diputada
María Verónica Agundis Estrada, del Grupo Parlamentario
del PAN

La suscrita, María Verónica Agundis Estrada, diputada fe-
deral a la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-



cional, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como por lo dispuesto en los artículos
3, numeral 1, fracción VIII; 6, numeral 1, fracción I; 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de esta soberanía, la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona una
fracción X al artículo 203, una fracción VI al artículo 209,
se reforma el segundo párrafo y se adicionan dos párrafos
al artículo 212 de la Ley Federal del Derecho de Autor.

Objetivo:

La creación de un registro de los verificadores acre-
ditados por las Sociedades de Gestión Colectiva, su
publicación en el portal del Instituto Nacional del
Derecho de Autor y la emisión de un esquema de
“Formato Único” electrónico, para el pago de regalí-
as. 

Exposición de Motivos

El Instituto Nacional del Derecho de Autor (Indautor) tie-
ne como misión, “Salvaguardar los derechos autorales,
promover su conocimiento en los diversos sectores de la
sociedad, fomentar la creatividad y el desarrollo cultural e
impulsar la cooperación internacional y el intercambio con
instituciones encargadas del registro y protección del dere-
cho de autor y derechos conexos”. 

Para ello, y conforme a lo señalado en el Artículo 192 de la
Ley Federal del Derecho de Autor, la sociedad de Gestión
Colectiva, es la persona moral que, sin ánimo de lucro, se
constituye bajo el amparo de esta ley con el objeto de pro-
teger a autores y titulares de derechos conexos tanto nacio-
nales como extranjeros, así? como recaudar y entregar a los
mismos, las cantidades que por concepto de derechos de
autor o derechos conexos se generen a su favor.1

De acuerdo con datos obtenidos en el portal del Indautor,
hay catorce Sociedades de Gestión acreditadas que han
cumplido satisfactoriamente con los lineamientos, apegán-
dose a las disposiciones de la ley respectiva y su regla-
mento.2

El Código Fiscal Federal define en su Artículo 15-B que;
se consideran regalías, entre otros, los pagos de cualquier
clase por el uso o goce temporal de patentes, certificados
de invención o mejora, marcas de fábrica, nombres comer-
ciales, derechos de autor sobre obras literarias, artísticas o

científicas, incluidas las películas cinematográficas y gra-
baciones para radio o televisión, así como de dibujos o mo-
delos, planos, fórmulas, o procedimientos y equipos indus-
triales, comerciales o científicos, así como las cantidades
pagadas por transferencia de tecnología o informaciones
relativas a experiencias industriales, comerciales o científi-
cas, u otro derecho o propiedad similar.3

Si bien es cierto, las regalías son un derecho de autoría, es
innegable y justo recibir un beneficio por ello, sin embar-
go, es una realidad que este derecho se ha visto afectado
por malas mañas y por el hecho de no contar con un regis-
tro en el cual, se pueda corroborar la identidad de las per-
sonas que realizan la labor de revisión y verificación en los
establecimientos. 

Estas prácticas dejan en total indefensión a los usuarios, no
es correcto que cualquier sujeto que se presente en los co-
mercios ostentando una identificación como “supuesto” re-
presentante o visitador de una SGC, sin que el propietario
o sus empleados logren constatar la veracidad de la infor-
mación que acredite su personalidad. 

Muestra de ello, es lo suscitado en Atlixco, Puebla en oc-
tubre de 2015, según nota periodística publicada por “El
Suplemento Diario Cambio de Angelópolis”4 señaló que
la Sindicatura Municipal detectó la presencia de personal
de la Sociedad de Autores y Compositores de México, exi-
giendo cobros a comerciantes por derecho de autor.

Sobresale en la publicación que dos personas fueron pues-
tas a disposición del ministerio público por el delito de ex-
torción, debido a que llegaban a los establecimientos y pe-
dían que se les pagara una cuota por estar transmitiendo o
escuchando algún tipo de música, bajo el argumento de pa-
go de regalías por derecho de autor.

Casos como estos inquietan a los empresarios, comercian-
tes y locatarios, que su actividad primordial es la de traba-
jar y en ocasiones por desconocimiento infringen la nor-
mativa. 

Los usuarios manifiestan su preocupación por la forma en
la que llegan sorpresivamente y de manera prepotente, pi-
diendo a los propietarios o encargados firmar documentos,
que en realidad son recibos de cobro de cuotas y amena-
zándolos con el cierre o clausura.

Todas estas tácticas son aprovechadas por malandrines que
abusan y que por desconocimiento de los locatarios han lo-
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grado intimidarlos, consiguiendo jugosas ganancias en per-
juicio de los mismos; afectando colateralmente a las Socie-
dades de Gestión Colectiva y sus representados, debido a
que no existe manera alguna para identificar al personal fa-
cultado para llevar a cabo las diligencias de verificación.

Es conveniente decir que la ley contempla las obligaciones
de los usuarios, más no contempla la forma de operación y
la obligatoriedad de acreditar ante el Indautor,  al personal
designado por las SGC para los actos de verificación y for-
mas alternas para que, en caso de incurrir en una omisión o
sanción, tenga la posibilidad de comprobar la veracidad de
la infracción, su costo y el pago de derechos o multas a que
se haga acreedor.

En este sentido, y sin aludir su responsabilidad, la pregun-
ta sería ¿Cómo podrían subsanar la falta en el momento sin
caer en el soborno y el chantaje ante las amenazas de una
clausura?

¿Cómo corroborar que efectivamente se está cometiendo
una infracción? Y adicionalmente, al no negarse a pagar la
sanción por el uso de algún derecho de autor con fines de
lucro;

¿De qué manera podría hacerlo lo más rápido posible? 

Es un hecho que el esquema de cobro vigente es vulnera-
ble, además de ser confuso y no claro en cuanto a su meto-
dología en el cálculo de cuotas, cobros o tarifas que se de-
be pagar por el uso de derechos de otros.  

En razón de lo anterior, se considera pertinente otorgar la
seguridad jurídica a los autores, compositores, inventores y
todos aquellos que gozan del derecho de cobro por su obra,
así como a todos aquellos que desean lucrar con ello, con
esta propuesta contribuimos con la sociedad mediante la
creación de un esquema sistemático y armonizado, que
consolide a todas las Sociedades para el cobro de las rega-
lías y avalado por el Indautor, que permita realizar el pago
inmediato de manera individual por medios electrónicos
inhibiendo las conductas de extorsión. 

En síntesis, el propósito de la reforma a los artículos antes
mencionados es transparentar las actividades de las Socie-
dades y sus visitadores, evitar el abuso y la corrupción,
siendo este último un factor que limita la competitividad
por la extorsión y las malas prácticas, para ello, con esta
iniciativa se pretende fortalecer el marco jurídico con la
aplicación de las siguientes acciones:

1. Las sociedades de gestión colectiva establecerán un
registro de verificadores y deberá ser actualizado cada
90 días.

2. El Instituto en conjunto con las Sociedades de Ges-
tión, elaborarán y emitirán un formato único para el pa-
go de regalías, en el cual se integre a todas  las SGC con
sus respectivos datos, así como un apartado para autores
independientes.

3. El Instituto Nacional del Derecho de Autor, tendrá la
obligación de publicar en el portal oficial, el listado
emanado por cada una de las SGC acreditadas por el
instituto y el esquema de formato único.

Para los efectos anteriores, se considera que la innovación
en las tecnologías a evolucionado en favor de la simplifi-
cación administrativa; hoy en día, las tecnologías digitales
y el internet se encuentran en casi todo el país, trayendo
con ello mejores resultados en diversos sectores y también
ha sido una valiosa herramienta para la recaudación, evi-
tando la corrupción, la extorsión y el robo de identidad de
los individuos.   

Un ejemplo de la modernidad es el método por el cual ac-
tualmente se pueden pagar muchos servicios, como son: la
luz, el agua, el predial, los impuestos entre otros muchos
más. Adicionalmente, con el simple hecho de encontrarse
los verificadores inscritos en un padrón, bastaría con iden-
tificarse con su credencial del Instituto Nacional de Electo-
res, para que a su vez, los negocios corroboraran su identi-
dad y en caso de proceder el derecho por regalías, tener la
posibilidad de realizar el pago en línea, esto le llevaría al
consumidor tan solo unos minutos. 

Con estas herramientas, no solo se promueve el pago con-
forme a  ley, de igual forma genera  confianza para los
usuarios, combate el abuso y fomenta la transparencia; en
consecuencia, se protegen los intereses tanto de los comer-
ciantes con el pago justo, así como de los autores y las
SGC, para que no se desvíe lo recolectado y realmente ob-
tengan los ingresos merecidos por su trabajo.

Es necesario precisar que para la inclusión del registro y el
esquema de formato único, el Instituto solo tendría que
modificar el apartado en su portal oficial donde se encuen-
tran las SGC (imagen)5 y anexar un vínculo o micro sitio,
en el cual se visualicen y se descargaren, tanto el registro
de verificadores, como el formato único. 



No omito reiterar que por su relevancia, la reforma al ar-
tículo 212 de esta ley se retoma de una propuesta de la le-
gislatura LXII, presentada por una diputada del Grupo Par-
lamentario Acción Nacional, presentada el 22 de octubre de
2013 y precluida el 30 de abril de 2015.6

En conclusión, toda persona física o moral que lucré con la
creatividad de otro, tiene el deber de pagar regalías por de-
rechos de autor como se contempla en la ley, más sin em-
bargo, lo que no se contempla, es la necesidad de acreditar
a las personas encargadas de efectuar la verificación, el es-
tablecimiento de cuotas y el método de cobro. Con esta
propuesta se pretende evitar que las personas ajenas a las
SGC, aprovechen esta situación para beneficio propio.
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Como legisladores, hoy tenemos la oportunidad de dar cer-
teza jurídica, confianza y simplificación administrativa;
bastaría con un clic para verificar la información, conocer
el monto de las cuotas correspondientes y efectuar el pago.

Por lo anteriormente expuesto, se pone a consideración de
esta soberanía el siguiente;

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Federal del Derecho de Autor

Único. Se adiciona las fracciones X y VI a los artículos 203
y 209, se reforma el segundo párrafo y se adicionan dos pá-
rrafos al artículo 212 de la Ley Federal del Derecho de Au-
tor para quedar como sigue:

Artículo 203. Son obligaciones de las sociedades de ges-
tión colectiva

I a VII…

VIII. Entregar a los titulares de derechos patrimoniales
de autor que representen, copia de la documentación
que sea base de la liquidación correspondiente. El dere-
cho a obtener la documentación, comprobatoria de la li-
quidación es irrenunciable;

IX. Liquidar las regalías recaudadas por su conducto, así
como los intereses generados por ellas, en un plazo no
mayor de tres meses, contados a partir de la fecha en que
tales regalías hayan sido recibidas por la sociedad, y

X. Presentar al instituto, un registro del personal en-
cargado de la inspección de establecimientos e infor-
mar al mismo, sobre sus modificaciones a más tardar
a los 30 días hábiles de haber ocurrido.

Artículo 209. Son funciones del Instituto:

I a III…

IV. Mantener actualizado su acervo histórico;

V. Promover la cooperación internacional y el intercam-
bio con instituciones encargadas del registro y protec-
ción del derecho de autor y derechos conexos, y

VI. Publicar en el portal del Instituto el registro del
personal encargado de la inspección de estableci-
mientos por parte de las Sociedades de Gestión Co-

lectiva, el cual deberá estar actualizado cuando me-
nos cada 90 días. 

Artículo 212.-…

El instituto analizará la solicitud tomando en consideración
los usos y costumbres en el ramo de que se trate y las tari-
fas aplicables en otros países por el mismo concepto. Si el
Instituto está en principio de acuerdo con la tarifa cuya ex-
pedición se le solicita, procederá a publicarla en calidad de
proyecto en el Diario Oficial de la Federación y otorgará a
los interesados un plazo de 30 días para formular observa-
ciones. Si no hay oposición, el Instituto procederá a propo-
ner la tarifa y a su publicación como definitiva en el Diario
Oficial de la Federación. Si hay oposición, el Instituto po-
drá solicitar opinión de la Comisión Federal de Compe-
tencia Económica, quién sugerirá criterios para el esta-
blecimiento de tarifas. Con o sin opinión, el Instituto
hará un segundo análisis y propondrá la tarifa que a su jui-
cio proceda, a través de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación. 

Las tarifas publicadas se aplicarán en los casos en que
no existan convenios legales vigentes entre los interesa-
dos y se actualizarán anualmente conforme al Índice
Nacional de Precios al Consumidor publicado mensual-
mente por el Banco de México.

Los usuarios podrán realizar el pago de las regalías por
derechos mediante un formato único, certificado por el
Instituto Nacional del Derecho de Autor, según corres-
ponda. En caso de que las Sociedades de Gestión Colec-
tiva consideren necesario modificar el formato único, se
deberá dar aviso al Instituto para su aprobación o re-
chazo en un plazo no mayor a treinta días hábiles.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El Instituto y las Sociedades de Gestión Colecti-
va emitirán en conjunto el formato único de pago, en un
plazo no mayor a sesenta días naturales posteriores a la en-
trada en vigor del presente Decreto.

Notas:

1 http://www.indautor.gob.mx/documentos_normas/leyfederal.pdf
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2 http://www.indautor.gob.mx/sociedades.html

3 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/8_120116.pdf

4http://www.diariocambio.com.mx/2015/regiones/angelopolis/item/26
700-detienen-a-visitadores-de-somexfon-pretendian-cobrar-regalias-
por-escuchar-musica-en-atlixco#ixzz40uvpRrCm

5 http://www.indautor.gob.mx/sociedades.html

6 Gaceta Parlamentaria, número 3870-IV, jueves 26 de septiembre de
2013.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de Diputados del
Honorable Congreso de la Unión, a los 5 días del mes de abril del
2016.— Diputada María Verónica Agundis Estrada (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía,
para dictamen.

LEY DE DESARROLLO SUSTENTABLE DE LA CAÑA
DE AZÚCAR

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar,
a cargo de la diputada Mariana Arámbula Meléndez, del
Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada Mariana Arámbula Meléndez,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II y 135 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como por los artículos 76, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se presenta an-
te esta soberanía a proponer iniciativa con proyecto de de-
creto donde se reforma la fracción XV del artículo 7 y la
fracción XXII del artículo 10; se adiciona la fracción VI
del artículo 12 y las  fracciones VI y VII vigentes integran
la VII y VIII del mismo artículo; se reforman la fracción IV
del artículo 35 y la fracción VI del artículo 39; y se adicio-
nan las fracciones XI y XII del artículo 101 y se recorre la
fracción XI vigente a la fracción XIII del mismo artículo,
todas disposiciones de la Ley de Desarrollo Sustentable de
la Caña de Azúcar.

Exposición de Motivos

En nuestro país, la agroindustria de la caña de azúcar es
una de las más importantes del campo mexicano, represen-

ta aproximadamente 4.7 por ciento del producto interno
bruto, PIB, del sector primario y 2.3 por ciento del PIB ma-
nufacturero. Esta actividad es desarrollada en 227 munici-
pios de 15 entidades federativas y genera más de 440 mil
empleos directos y beneficios indirectos a más de 2.2 mi-
llones de personas.

Cifras de 2012, revelan que se tuvo una producción de 5.1
millones de toneladas de azúcar, con un valor generado de
53.6 mil millones de pesos; mientras que para el siguiente
ciclo fue de 6.9 millones de toneladas, generando un exce-
so de oferta de azúcar que afectó tanto al precio del azúcar
y de la caña, como al ingreso de toda la población que par-
ticipa en esta cadena agroindustrial.

El principal producto competidor del azúcar es el jarabe de
maíz rico en fructosa, el cual desde hace más de diez años
ha desplazado el consumo nacional de azúcar hasta en 1.7
millones de toneladas, de las cuales más de 70 por ciento
de esa fructosa es importada al ser de menor precio y al ser
confundida por los consumidores como un azúcar más,
cuando es un edulcorante con ingrediente diferentes en tér-
minos cualitativos al azúcar de caña.

Por lo cual, una área de oportunidad es reposicionar el con-
sumo de azúcar frente a la importación de fructosa, para
obtener mayor participación del mercado de edulcorantes,
con información suficiente sobre los niveles de consumo
de los mismos y con estudios científicos que evidencien los
posibles efectos en la salud respecto a la fructosa, de los
edulcorantes no calóricos y del azúcar de caña para que la
población pueda tomar las mejores decisiones para su sa-
lud.

Es de reconocer que no hemos logrado como país garanti-
zar el abasto de azúcar en el mercado nacional mediante el
incremento de la rentabilidad y mejoramiento de la susten-
tabilidad de la agroindustria de la caña de azúcar, y parti-
cularmente, diversificar su uso a fin de destinarla a otros
usos como el energético en momentos de sobre abasto de
azúcar.

El Programa Nacional de la Agroindustria de la Caña de
Azúcar 2014-2018 refiere que la mayoría de los ingenios
cuentan con capacidad para cogenerar energía eléctrica,
potencialmente existen condiciones para que el cultivo de
la caña de azúcar pueda elevar su capacidad productiva, to-
da vez que 87.1 por ciento de la superficie sembrada se co-
secha.



De acuerdo a este programa “Durante la zafra 2012/2013 el
consumo de energía eléctrica de la agroindustria azucarera
fue de 1 millón 151 mil 279 MWh, de los que 1 millón 91
mil 544 MWh (94.8 por ciento) fueron generados por la
misma industria y 59 mil 736 MWh (5.2 por ciento) fueron
abastecidos por la Comisión Federal de Electricidad
(CFE)”. Sin embargo, “…hasta 2012 la Comisión Regula-
dora de Energía (CRE) había expedido permisos a ingenios
para instalar 454.9 MW9, lo que representa 46.5 por cien-
to del potencial identificado”.

De ahí que sea fundamental apoyar a esta agroindustria en
aspectos sustantivos como resulta la certificación de com-
petencias laborales de sus trabajadores en aspectos de la
agroindustria y la agroenergía de la caña de azúcar, toda
vez que se pueden tener impactos negativos en materia de
productividad y en el medio ambiente si no se implemen-
tan prácticas agrícolas sustentables en el manejo del culti-
vo, como el uso eficiente del agua y de agroquímicos, la
aplicación de insumos y eliminación de la quema de la ca-
ña en la cosecha, así como el manejo de residuos de los in-
genios, sus efluentes y emisiones de gases efecto inverna-
dero (GEI) a la atmósfera.

El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 tiene como un
objetivo prioritario “el construir un sector agropecuario y
pesquero productivo que garantice la seguridad alimentaria
del país, a través del impulso de la productividad en el sec-
tor agroalimentario mediante la inversión en el desarrollo
de capital físico, humano y tecnológico; de la implemen-
tación de una política integral de desarrollo que vincule
la sustentabilidad ambiental con los costos y beneficios
para la sociedad, el fortalecimiento de la sanidad, inocui-
dad y calidad agroalimentaria”.

La agroindustria de la caña de azúcar posee un gran poten-
cial para la mitigación del cambio climático, mediante la
diversificación en cogeneración y en su caso, la producción
sustentable de etanol como formas eficaces de ayudar a fre-
nar las emisiones de GEI, al tiempo de contribuir en la se-
guridad alimentaria mediante alimentos sanos y nutritivos
a precios accesibles, que permitan reducir nuestra depen-
dencia de los mercados externos, a través de mejorar la
productividad.

En este sentido, esta iniciativa contribuye al cumplimiento
del Programa Nacional de la Agroindustria de la Caña de
Azúcar 2014-2018, en su Estrategia 2.2. orientada a des-
arrollar la diversificación productiva de la agroindustria de
la caña de azúcar, con énfasis en la cogeneración de ener-

gía eléctrica y la producción sustentable de etanol anhidro,
acciones que contribuyen a construir una economía com-
petitiva, sustentable, con mayor resiliencia y baja en car-
bono; así como de la Estrategia 3.4 de Fomentar la moder-
nización laboral del sector, particularmente: impulsar la
capacitación y certificación de competencias laborales en
favor de los trabajadores de la agroindustria azucarera.

Afortunadamente, no se parte de cero en materia de certifi-
cación de competencias laborales. Desde 2007, la Secreta-
ría de Trabajo y Previsión Social y el Instituto Nacional pa-
ra el Desarrollo de Capacidades del Sector Rural (INCA
Rural) a cargo de la Secretaría de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa) vienen
ejecutando el proyecto de “Acreditación de habilidades y
certificación de competencias laborales de las y los jorna-
leros agrícolas”, que permite el reconocimiento de las ca-
pacidades de las personas, a través de un certificado de
competencia laboral que es expedido por el Consejo Na-
cional de Normalización y Certificación de Competencias
Laborales (Conocer).

La participación es voluntaria, ante la expectativa de obte-
ner una mejor paga por su servicio, tener la posibilidad de
asumir nuevas funciones laborales, continuar con su for-
mación laboral, tener posibilidades de ingresar al sistema
de educación para adultos, ampliar sus conocimientos en
materia de derechos humanos, laborales y agrarios; aspec-
tos que de alguna manera contribuyen a su desarrollo per-
sonal, familiar y comunitario.

La población objetivo del proyecto de “Acreditación de ha-
bilidades y certificación de competencias laborales de las y
los jornaleros agrícolas”,  está integrada por hombres, mu-
jeres y jóvenes, mayores de 18 años, que se desempeñan
como jornaleros en los campos agrícolas del país, los cua-
les son residentes en 27 entidades federativas. Destacan
Oaxaca, Jalisco, Veracruz y Guerrero que aglutinan el 58
por ciento de la población jornalera.

Para el cumplimiento de sus objetivos, se focalizan los es-
fuerzos a las zonas hortícolas, citrícolas, cafetaleras y ca-
ñeras del país, caracterizadas por absorber grandes canti-
dades de mano de obra para la cosecha de los productos
agrícolas. En la cosecha de caña participan Chiapas, Jalis-
co, Morelos, Nayarit, Oaxaca y Veracruz.

De acuerdo al tercer Informe de Gobierno 2014-2015 se es-
tablece que al 30 de junio de 2015 se evaluaron, con fines
de certificación en estándares de competencia laboral, a 9
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mil 181 jornaleras y jornaleros agrícolas de 14 entidades
federativas, de los cuales 1 mil 733 (18.9 por ciento) son
mujeres y 7 mil 448 (81.1 por ciento), hombres. Este avan-
ce representó un incremento de 13.5 por ciento, respecto a
lo logrado en el mismo periodo de 2014, con 8 mil 89 cer-
tificaciones.

En este sentido, se cuenta con la experiencia de las institu-
ciones correspondientes para impulsar e instrumentar la
certificación de competencias laborales en la agroindustria
y la agro energía de la caña de azúcar, por lo que se estaría
en condiciones para el cumplimiento de este proyecto de
decreto que propone:

• Establecer que la Sagarpa en coordinación con las de-
pendencias y entidades competentes de los gobiernos
federal, estatales y de la Ciudad de México, así como de
los municipios, elabore y promueva programas de di-
versificación productiva de las zonas de abastecimiento,
es decir en las áreas geográficas donde se ubican los te-
rrenos de los abastecedores de cada ingenio.

• Determinar que el Comité Nacional para el Desarrollo
Sustentable de la Caña de Azúcar proponga en coordi-
nación con la Sagarpa, acciones y programas de certifi-
cación laboral bajo criterios de sustentabilidad, integra-
lidad, inclusión y participación.

• Integrar en la Junta Directiva, autoridad suprema del
Comité Nacional para el Desarrollo Sustentable de la
Caña de Azúcar, a la Secretaría de Energía, toda vez que
es la dependencia responsable de regular y ejecutar las
disposiciones de la Ley de Promoción y Desarrollo de
los Bioenergéticos, en donde se encuentra los relativos
a la caña de azúcar.

• Incluir dentro de las funciones de las organizaciones
locales de abastecedores de caña, el organizar el otorga-
miento de servicios de capacitación y certificación de
competencias laborales en beneficio de sus asociados.

• Establecer que las organizaciones cañeras nacionales
tendrán que impulsar e instrumentar programas de cer-
tificación de competencias laborales para la profesiona-
lización de sus cuadros de abastecedores, técnicos y di-
rectivos.

• Asentar como uno de los objetivos fundamentales del
Centro de Investigación Científica y Tecnológica de la
Caña de Azúcar (Cictcaña) el generar estudios e inves-

tigación científica validada oficialmente sobre el consu-
mo de edulcorantes y azúcar de caña y sus efectos en la
salud; así como el apoyar al Sistema Nacional de Capa-
citación y Asistencia Técnica Rural Integral en el dise-
ño de normas técnicas de competencia laboral para la
agroindustria y la agro energía de la caña de azúcar.

En suma, esta iniciativa busca contribuir en las competen-
cias laborales de los trabajadores de la caña de azúcar a fin
de que consolidar una agroindustria de la caña de azúcar
competitiva, productiva, sustentable y rentable, así como
de diversificar el uso de la caña de azúcar para integrarse a
la cadena productiva de bioenergéticos que demanda el pa-
ís bajo principios de sustentabilidad y cuidado al medio
ambiente; lo que, sin duda, permitirá favorecer mejores in-
gresos y  bienestar de los diversos actores de la cadena de
valor, así como de sus familias.

De conformidad con lo anterior, someto a la consideración
de este honorable pleno el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se reforma la fracción XV del artículo 7 y la frac-
ción XXII del artículo 10; se adiciona la fracción VI del ar-
tículo 12 y las  fracciones VI y VII vigentes integran la VII
y VIII del mismo artículo; se reforman la fracción IV del
artículo 35 y la fracción VI del artículo 39; y se adicionan
las fracciones XI y XII del artículo 101 y se recorre la frac-
ción XI vigente a la fracción XIII del mismo artículo, todas
disposiciones de la Ley de Desarrollo Sustentable de la Ca-
ña de Azúcar para quedar como sigue:

Artículo 7. La secretaría, en coordinación con las depen-
dencias y entidades competentes de los gobiernos federal,
estatales y del Distrito Federal, así como de los municipios,
en el ámbito de sus atribuciones realizará lo siguiente:

I. a XIV. …

XV. Elaborar y promover programas de productividad y
diversificación productiva de las zonas de abasteci-
miento donde se incorporen los programas de infraes-
tructura hidroagrícola y de caminos rurales;

XVI. a XVIII. …

Artículo 10. El Comité Nacional, para el cumplimiento de
su objeto, tendrá las siguientes atribuciones:



I. a XXI. …

XXII. Proponer en coordinación con la Secretaría, las
acciones y programas de capacitación y certificación
laboral, asistencia técnica y transferencia de tecnología,
formulándose y ejecutándose bajo criterios de sustenta-
bilidad, integralidad, inclusión y participación, los cua-
les formarán parte del Sistema Nacional de Capacita-
ción y Asistencia Técnica Rural Integral, que establece
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable;

XXIII. a XXIX. …

Artículo 12. La Junta Directiva es la autoridad suprema
del Comité Nacional y estará integrada por:

I. a V. …

VI. La Secretaría de Energía

VII. Representantes de la Cámara Azucarera, y

VIII. Representantes de las organizaciones nacionales
de abastecedores de caña de azúcar.

…

…

…

Artículo 35. Entre otras funciones, a las organizaciones lo-
cales de Abastecedores de Caña, les corresponderá:

I. a III. …

IV. Organizar el otorgamiento de servicios de capacita-
ción y certificación de competencias laborales, así co-
mo de orientación y asistencia técnica, legal y adminis-
trativa relacionada con su actividad, en beneficio de sus
asociados;

V. a XI. …

Artículo 39. Las organizaciones nacionales, entre otros,
tendrán por objeto:

I. a V. …

VI. Impulsar e instrumentar programas de certificación
de competencias laborales, capacitación y adiestra-
miento para la profesionalización de los cuadros de
abastecedores, técnicos y directivos de las organizacio-
nes cañeras, 

VII. a XIV. …

Artículo 101. El Cictcaña, con la aprobación del Comité
Nacional, atenderá las demandas de los sectores integran-
tes de la agroindustria de la caña de azúcar, y tendrá como
propósitos fundamentales los siguientes:

I. a X. …

XI. Generar estudios e investigación científica vali-
dada oficialmente sobre el consumo de edulcorantes
y azúcar de caña y sus efectos en la salud.

XII. Apoyar al Sistema Nacional de Capacitación y
Asistencia Técnica Rural Integral en el diseño de
normas técnicas de competencia laboral para la
agroindustria y la agroenergía de la caña de azúcar.

XIII. Llevar a cabo las investigaciones, estudios y ac-
ciones que acuerde y le instruya el Comité Nacional.

Transitorios

Primero. Este decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación.

Segundo. A los 180 días de la entrada en vigor de este de-
creto, el Comité Nacional para el Desarrollo Sustentable de
la Caña de Azúcar, en coordinación con la Secretaría está
obligado a presentar programas de certificación laboral de
la agroindustria y la agro energía de la caña de azúcar bajo
criterios de sustentabilidad, integralidad, inclusión y parti-
cipación, conforme a las disposiciones de esta ley y el Cen-
tro de Investigación Científica y Tecnológica de la Caña de
Azúcar (Cictcaña) a entregar un estudio basado en eviden-
cia  científica sobre el consumo de edulcorantes y azúcar
de caña y sus efectos en la salud para promoverse  a la po-
blación por parte de la secretaría.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de abril de 2016.— Diputada
Mariana Arámbula Meléndez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Agricultura y Sistemas de
Riego, para dictamen.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 14 de abril de 2016 / Apéndice57



Año I, Segundo Periodo, 14 de abril de 2016 / Apéndice Diario de los Debates de la Cámara de Diputados58

LEY GENERAL DE VÍCTIMAS

«Iniciativa que reforma los artículos 4o. y 5o. de la Ley
General de Víctimas, a cargo de la diputada Emma Marga-
rita Alemán Olvera, del Grupo Parlamentario del PAN

Emma Margarita Alemán Olvera, integrante de la LXIII
Legislatura del Congreso de la Unión y del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, por lo dispuesto en
los artículos 6, fracción I, 77, 78, 79 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta ante esta honorable asam-
blea, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que se
adiciona un párrafo sexto al artículo 4o., y se reforma el pá-
rrafo onceavo del artículo 5o., ambos de la Ley General de
Víctimas

Exposición de Motivos

El desplazamiento forzado es consecuencia de las graves y
sistemáticas violaciones a los derechos humanos y de las
gravísimas infracciones al Derecho Humanitario cometidas
por los grupos de la delincuencia organizada en todo el pa-
ís. El marco de la política antidrogas ha generado también
que las mismas fuerzas armadas cometan violaciones a los
derechos humanos de los ciudadanos en diversas ocasio-
nes, todo esto si tenemos que los desplazados a la fuerza
por consecuencia del narcotráfico tienen que salir huyendo
de su lugar de origen y en ocasiones sin llevar ningún do-
cumento que los identifique, tienen la gran problemática de
cómo acreditar que son desplazados si las mismas autori-
dades desconocen el termino y no existe ninguna institu-
ción que los apoye puesto que a diferencia de los refugia-
dos, los desplazados internos no reciben apoyo de ningún
gobierno extranjero y no tienen acuerdos ni reglamentos
que intenten regular su situación.

La huida como mecanismo de defensa, el desarraigo como
último y desesperado refugio de la violencia y de las ex-
torsiones, los fuegos cruzados, los secuestros y las amena-
zas han sido consecuencias de la guerra que han pasado ca-
si completamente inadvertidas en México. En el país hay
un número creciente de personas y, en ocasiones, de comu-
nidades enteras que prefieren abandonar sus casas, tierras y
negocios, a vivir con miedo por la violencia. Estas perso-
nas y familias se convierten en refugiados dentro de su
propio país, en lo que el derecho internacional llama, en
forma aséptica e impersonal, “desplazados internos” (o en
su acrónimo PID, Personas Internamente Desplazadas).

Tal parece que todos los países que sufren el flagelo del
desplazamiento interno sólo lo reconocerán si existe la pre-
sión de organismos internacionales; como ejemplo de lo
mismo tenemos el caso de Colombia, y sólo así fue reco-
nocido. Tal problemática aun cuando el Estado mexicano la
padecía desde hace varios años, con la presión internacio-
nal que empieza a existir al Estado mexicano, y con la re-
forma en derechos humanos de 2011, tenemos que estar
comprometidos en respetar y hacer valer los derechos hu-
manos. No esperemos a tener las mismas presiones de la
comunidad internacional como en el caso de Colombia.

En relación con lo anterior, la presión por parte de organis-
mos internacionales hacia el Estado mexicano ya empezó
como lo refiere la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos (en adelante CIDH) en su reciente visita a Méxi-
co, según el informe que realizó de su visita a México del
28 de septiembre al 2 de octubre de 2015, la CIDH obser-
vó en terreno la situación de derechos humanos en el país,
con particular énfasis en desapariciones forzadas, ejecucio-
nes extrajudiciales y tortura, así como la situación de inse-
guridad ciudadana, el acceso a la justicia e impunidad, y la
situación de periodistas, defensores y defensoras de dere-
chos humanos y otros grupos especialmente afectados por
el contexto de violencia en el país.

La Comisión Interamericana constató en terreno la grave
crisis de derechos humanos que vive México, caracteriza-
da por una situación extrema de inseguridad y violencia;
graves violaciones, en especial desapariciones forzadas,
ejecuciones extrajudiciales y tortura; niveles críticos de
impunidad y una atención inadecuada e insuficiente a las
víctimas y familiares. El efecto de la violencia y las viola-
ciones a los derechos fundamentales es especialmente gra-
ve y desproporcionado sobre personas en situación de po-
breza, las personas migrantes, solicitantes de asilo,
refugiados y desplazados internos, mujeres, niños, niñas y
adolescentes, defensoras y defensores de derechos huma-
nos, periodistas, pueblos indígenas, personas lesbianas,
gay, bisexuales y trans (LGBTI), entre otros. La violencia
contra familiares de víctimas, defensores y defensoras de
derechos humanos y contra periodistas es ejercida con el
objetivo de silenciar las denuncias y el reclamo de verdad
y justicia, y perpetuar la impunidad para las graves viola-
ciones a los derechos humanos, la violencia y el amedren-
tamiento busca acallar las voces que más necesita México,
ya que, tal como lo indicó una alta autoridad en reunión
con la CIDH: “A los mexicanos nos hacen falta verdades
sobre nuestra propia historia y sobre nuestras propias tra-
gedias”.



A lo largo de la visita la CIDH recibió abundante informa-
ción y testimonios acerca de la forma en la que la violen-
cia de grupos del crimen organizado, los cuales en algunos
casos se encuentran coludidos con agentes estatales, está
conllevando, directa e indirectamente, al desplazamiento
interno de víctimas de violaciones a derechos humanos y
sus familiares. Los megaproyectos de desarrollo están con-
llevando al desplazamiento forzado de pueblos indígenas y
otras comunidades en varias zonas del país, la violencia ha
tenido un impacto particularmente grave en generar el des-
plazamiento forzado de grupos tales como pueblos indíge-
nas, periodistas y defensores de derechos humanos. Un tes-
timonio recibido por la CIDH en Guerrero relató el
desplazamiento forzado de una comunidad en la Sierra de
Totolapan. “Fuimos desplazados por la delincuencia orga-
nizada, somos 58 familias, y entre esas 58 familias lleva-
mos 27 muertos y 3 desaparecidos, fuimos atacados en
nuestras casas, llegaron 5 veces a atacarnos en las casas ahí
mataron a 27, una niña de 8 años vio cómo mataron a su
mamá y a su hermano, fue en 2012, querían madera, plan-
tar drogas y los minerales que hay ahí”, dijo.

Ante la falta de cifras oficiales, Internal Displacement Mo-
nitoring Center ha estimado que a finales de 2014 había
por lo menos 281 mil 400 desplazados internos en México,
organizaciones de la sociedad civil indicaron que esta cifra
podría ser mucho mayor. El hecho de que las autoridades
no reconozcan la existencia del desplazamiento interno y
de que haya permanecido sin cuantificarse ha favorecido su
invisibilidad, como ya lo hiciera previamente, la comisión
reitera su preocupación sobre el grave impacto que está te-
niendo el desplazamiento interno; así como la falta de un
diagnóstico integral sobre esta problemática y de una polí-
tica integral para su prevención y la protección, asistencia
y búsqueda de soluciones duraderas para los desplazados
internos.

En cuanto al tema de desplazamiento forzado en México,
la CIDH hizo la siguiente recomendación:

Elaborar un diagnóstico nacional sobre desplazamiento
interno forzado en México y adoptar una política nacio-
nal para abordar el desplazamiento interno forzado con-
forme a los estándares internacionales en la materia.

El desplazamiento forzado en México es un fenómeno
que se está practicando con más frecuencia y que hasta
el momento no existe legislación alguna en la cual ten-
ga a bien proteger a las víctimas de semejante flagelo y
salvaguardar sus derechos humanos, porque en muchos

de los casos las autoridades encuadran este fenómeno
con el de migrantes a lo cual es completamente diferen-
te, ya que en este mismo sentido la Organización de las
Naciones Unidas (ONU) destaca que el desplazamiento
forzado define como, desplazados internos son aque-
llas personas que huyen de sus hogares por causas
parecidas a las que motivan la huida de los refugia-
dos, pero que no cruzan una frontera internacional.

En el mismo orden de ideas y para dejar completamente
protegidas a las víctimas del desplazamiento forzado el
Diccionario de Acción Humanitaria y Cooperación al De-
sarrollo Desplazados Forzados Internos estableció que el
significado es el siguiente:

“Personas o grupos de personas que han sido forzadas u
obligadas a abandonar sus hogares o lugares de residen-
cia habitual, en particular como resultado de o para evi-
tar los efectos del conflicto armado, situaciones de vio-
lencia generalizada, violaciones de derechos humanos o
desastres naturales o causados por el hombre, y que no
han cruzado fronteras reconocidas internacionalmente”
(Naciones Unidas, documento E/CN.4/1992/23)

Por otro lado la Ley 387 de la República de Colombia en
su artículo 1o. define que: 

“Es desplazado toda persona que se ha visto forzada a
migrar dentro del territorio nacional abandonando su lo-
calidad de residencia o actividades económicas habitua-
les, porque su vida, su integridad física, su seguridad o
libertad personales han sido vulneradas o se encuentran
directamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de
las siguientes situaciones: Conflicto armado interno,
disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada,
violaciones masivas de los derechos humanos, infrac-
ciones al Derecho Internacional Humanitario u otras cir-
cunstancias emanadas de las situaciones anteriores que
puedan alterar o alteren drásticamente el orden públi-
co.”

Argumentos

En México no tenemos ninguna definición jurídica que les
dé una protección a los derechos humanos de esas vícti-
mas, ya que en los últimos cinco años se ha venido agra-
vando esta problemática y que no es exclusiva de México,
puesto que a nivel mundial es sumamente alarmante tal y
como lo refiere el informe de 2014 del alto comisionado de
las Naciones Unidas para los Refugiados, (ACNUR), el
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cual establece que, el desplazamiento forzado en el mundo
supera los 50 millones de personas, por primera vez desde
la Segunda Guerra Mundial, el informe anual Tendencias
globales, que se basa en los datos recopilados por los go-
biernos, las organizaciones no gubernamentales socias y en
los registros propios de ACNUR, muestra que 51.2 millo-
nes de personas se encontraban en situación de desplaza-
miento forzado al final de 2013, es decir, seis millones de
personas más que los 45.2 millones contabilizados en el
año 2012.

Ahora bien, en el caso de desplazamiento forzado, internos
que no han cruzado una frontera nacional informa que:

“El número de desplazados internos es decir, de perso-
nas forzadas a huir de sus hogares, pero que aún se en-
cuentran en su propio país alcanzó un récord en el mun-
do de 33.3 millones de personas, lo que representa el
mayor aumento entre los diferentes grupos de pobla-
ción, que recoge el informe de Tendencias Globales. Pa-
ra ACNUR y otros actores humanitarios, lograr ayudar
a estas personas representa un especial desafío, ya que
muchos se encuentran en zonas de conflicto a las que re-
sulta complicado acceder y hacer llegar la asistencia y
donde carecen de las normas de protección internacio-
nal que tienen reconocidas los refugiados.

En la siguiente gráfica se muestra el crecimiento que ha te-
nido este fenómeno en los últimos 25 años.

Ahora bien, en América Latina el más reciente estudio re-
alizado por la misma organización, publicado el 18 de ju-
nio de 2015, informo que la Oficina del Alto Comisionado
de la ONU para los Refugiados (ACNUR), alertó que en
2014 los desplazados y refugiados a nivel mundial alcan-
zaban unos 60 millones de personas.

Un nuevo informe de esa agencia que analiza las tenden-
cias mundiales del desplazamiento, señala que el incre-
mento provocado principalmente por conflictos fue de 16
por ciento en relación con 2013, en el que se registraban
unos 51 millones de desplazados.

En una rueda de prensa en Ginebra, a propósito del lanza-
miento del estudio por el Día Mundial del Refugiado, el al-
to comisionado, Antonio Guterres, señaló que hay amplias
regiones en un caos total y las agencias humanitarias no
tienen la capacidad ni el dinero para lidiar con las incesan-
tes necesidades de millones de desplazados.

“El desplazamiento es sólo un síntoma del estado, en que
se encuentra el mundo, que proyecta una imagen de un
mundo en guerra, a aquellos líderes políticos y sus simpa-
tizantes que creen que los trabajadores humanitarios ten-
drán la capacidad de arreglar ese caos, es tiempo de decir-
les claramente, que ya no es posible,” subrayó.

Añadió que ACNUR no cuenta con la capacidad de ofrecer
los estándares mínimos a las víctimas de conflictos y que a
medida que los presupuestos de las agencias humanitarias
aumentan, sus fondos disminuyen.

En cuanto a América Latina, el estudio señala que la cifra
de desplazados se redujo en 5 por ciento debido a una re-
visión de estadísticas de refugiados en Venezuela, no obs-
tante, Colombia continúa siendo el país con una de las po-
blaciones de desplazados internos más grandes del mundo,
estimada en 6 millones de personas y a un ritmo de creci-
miento por año de 137 mil nuevos desplazados.

Además, más personas huyen de la violencia de pandillas
y otras formas de persecución en Centroamérica, por lo que
Estados Unidos registró 36 mil 800 solicitudes de asilo más
que en 2013, un crecimiento de 44 por ciento.

En general, Estados Unidos albergó a una tercera parte de
los refugiados de la región, unas 267 mil 200 personas, se-
guido por Venezuela con 173 mil 600 refugiados y Ecuador
con 122 mil 200.

Año I, Segundo Periodo, 14 de abril de 2016 / Apéndice Diario de los Debates de la Cámara de Diputados60



En el Estado mexicano el Centro de Monitoreo de Despla-
zamiento Interno (IDMC), por sus siglas en inglés, informa
que, la escala del desplazamiento gradual es aún más difí-
cil de establecer, investigaciones realizadas en algunas lo-
calidades ayudan a comprender mejor el desplazamiento
en ellas, en 2010, investigadores de la Universidad Autó-
noma de Ciudad Juárez estimaron que 220 mil personas,
habían abandonado Ciudad Juárez y sus alrededores desde
2007 como resultado de la violencia, de los cuales la mitad
se habría quedado en el país como desplazados internos,
esta cifra fue extrapolada de los resultados de una encues-
ta en la que se preguntaba a los encuestados la razón por la
cual sus familiares habían abandonado su lugar habitual de
residencia en los últimos meses (UACJ, 2010). La publica-
ción del IDMC de un documento sobre desplazamiento en
el que se hacía referencia a la estimación de Ciudad Juárez
alentó el interés por el desplazamiento y condujo a la pu-
blicación de otras cifras, una empresa consultora privada
estimó en 2011, que 1.6 millones de personas habían sido
internamente desplazadas como resultado de la violencia y
la falta de seguridad en los últimos cinco años (Parametría,
2011). Esta cifra se ha mencionado en repetidas ocasiones,
pero el informe no está disponible públicamente a fines de
2011, por lo que se desconoce su base metodológica, otra
referencia a ese mismo estudio menciona una cifra de 700
mil desplazados internos, entre junio de 2010 y junio de
2011 (Emeequis, 2011).

Y más recientemente la Agenda Nacional de 2013, de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos estima en
150 mil las personas desplazadas internas registradas, se-
gún cifras de diferentes instancias, el informe global 2014
del Centro de Monitoreo de Desplazamiento Interno esta-
blece que la expansión de la violencia criminal, de grupos
delictivos y las operaciones militares para combatirlos, han
sido causa del desplazamiento de decenas de miles de per-
sonas, el estudio sitúa la cifra global del país en 160 mil, en
general, las víctimas son campesinos, indígenas, personas
que se mantienen con una economía de subsistencia, acti-
vistas y defensores de derechos humanos, pequeños pro-
pietarios de negocios, empresarios, políticos, funcionarios
y periodistas.

En México, mil 300 nuevos desplazados en Chiapas se
unieron a los desplazados internos que viven en desplaza-
miento prolongado vinculado al levantamiento zapatista.
Los nuevos desplazamientos fueron causados por la intole-
rancia religiosa, continuación de la violencia política con-
tra zapatistas y la extracción de recursos y desarrollo de
proyectos, la violencia criminal ha desplazado al menos 9

mil personas a través de diez estados en 2014, incluyendo
23 eventos masivos.

En este sentido México vive un flagelo ocasionado por la
violencia generalizada, ocasionada por los grupos de la de-
lincuencia organizada que es atroz y como consecuencia
estamos teniendo cada vez más desplazados internos a la
fuerza, a nivel de las Naciones Unidas a los desplazados se
les llama, “desplazados internos significantes” (IDPS, In-
ternal Displacement Persons), y no es tan fácil ayudarlos
por parte de la Organización de Estados Americanos
(OEA) o la ONU, porque éstos no cruzan fronteras, se
mueven dentro del territorio nacional, aunque es tal el pro-
blema internacional, que ya empiezan a funcionar de las
Naciones Unidas, cuerpos especializados para ayudar a la
gente, no es fácil, porque los gobiernos no quieren recono-
cer la gravedad de las personas que huyen de sus hogares1.

Uno de los casos más indignantes ocurridos en México, fue
el de Alejo Garza Tamez, ocurrido el 14 de noviembre de
2010 más conocido como Don Alejo, quien fue un empre-
sario y cazador mexicano. Don Alejo se convirtió en noti-
cia internacional al morir después de sostener un enfrenta-
miento a tiros contra un grupo del crimen organizado que
le exigía entregar su propiedad. Garza Tamez hirió a dos y
abatió a cuatro de los delincuentes CNN:

“Bastaron unas horas de tensión las más agitadas y de-
cisivas de su vida para que el empresario maderero Ale-
jo Garza Tamez rompiera el anonimato en el que vivió
y pasara a ser protagonista de una tragedia. El destino le
había dado la oportunidad de vivir largos años del ne-
gocio de la madera, herencia de su padre, y nada pare-
cía perturbar a este hombre que a los 77 años defendió
su vida con las armas empuñadas, decidido a batirse a ti-
ros con quienes prendían despojarlo de su rancho2.

La tarde del 12 de noviembre, el día rompió con un sol es-
plendoroso. Caporales y empleados domésticos llegaron al
rancho San José muy temprano, como era habitual, y co-
menzaron a trabajar en aquel fastuoso predio donde saltan
a la vista cientos de cabezas de ganado de alto registro que
pastan en las inmediaciones de la presa Vicente Guerrero,
en el estado de Tamaulipas.

Don Alejo estaba ya en edad de retiro laboral, pero seguía
trabajando en el comercio de la madera.

Aquel 12 de noviembre, Don Alejo llegó a su rancho y uno
de sus empleados lo recibió con un mensaje.
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Le llamaron por teléfono, Don Alejo. 

– ¿Quién? Preguntó.

No se identificaron, sólo dijeron que necesitaban hablar
con usted y que es urgente.

Horas más tarde, cuando Don Alejo descansaba, sonó el te-
léfono. Levantó el auricular y escuchó:

Queremos tu rancho... Prepara todo porque mañana estare-
mos contigo. No denuncies, porque te mueres.

A partir de ese momento, Alejo Tamez no pudo vivir en
paz. Pidió ayuda a las autoridades estatales. Nadie acudió
en su auxilio. Hombre bragado, decidió jugarse la vida en
la defensa de su patrimonio. Y comenzó a preparar todo.

Por la tarde reunió a sus empleados y les pidió que al día
siguiente nadie se presentara a trabajar. La misma instruc-
ción giró al servicio doméstico.

Hasta ahora no se sabe oficialmente qué grupo criminal
pretendía despojarlo de su rancho, pero, por la forma de
operar, se infiere que fueron Los Zetas.

Tan pronto como llegaron las camionetas, Don Alejo se
dispuso a cerrarles el paso desde el interior de su casa.
Cuando vio descender a los maleantes, comenzó a disparar.
Y entonces se desató el tiroteo, que duró varias horas.

Desde las ventanas, Alejo Tamez pudo disparar y tuvo pun-
tería: mató a cuatro presuntos zetas e hirió a otros dos. No
pudo, sin embargo, salvar la vida: fue asesinado en el rafa-
gueo.

Pronto corrió la noticia del tiroteo, pues el rancho San Jo-
sé está ubicado a unos 43 kilómetros de Ciudad Victoria, la
capital del estado. Fue entonces cuando se desplazaron
efectivos del Ejército mexicano y de la Secretaría de Mari-
na.

Al realizar la inspección del lugar, los soldados encontra-
ron un ambiente desolador: la casona tenía las paredes per-
foradas por la metralla. Cientos de impactos de bala por to-
das partes, cazuelas agujeradas, la estufa destruida y el piso
inundado de sangre. En distintos espacios de la casa había
casquillos percutidos y en una de las recámaras se encon-
traron fundas de escopetas.

Una puerta que da acceso a una estancia fue derribada con
un lanzagranadas, y por todas partes quedó penetrado un
intenso olor a pólvora, rastros de la larga batalla.”

Así como este caso tenemos la historia de uno más de mi-
les que pasan en el país. Tal es el caso de la señora a quien
llamaremos Juanita N, para ocultar su identidad porque así
lo pidió por su seguridad, la cual vivía en la colonia Lomas
de Ahuatlán de la ciudad de Cuernavaca, Morelos. A la cual
el 12 de diciembre de 2013, a las nueve de la noche, unos
sujetos fuertemente armados le hicieron el alto total, cuan-
do venía manejando en su vehículo de su trabajo hacia su
casa, y la bajaron a la fuerza para llevársela a una casa de
seguridad en el municipio de Huitzilac del estado de Mo-
relos, en la cual le querían hacer firmar la escritura pública
de su casa, pero se dieron cuenta los delincuentes que la ca-
sa todavía se estaba pagando y entre los secuestradores dis-
cutieron porque el encargado de ver este acto no se dio
cuenta que esta operación era imposible de realizarse toda
vez que para que fuera legal, tendría que estar libre de gra-
vamen la operación y a nombre de la secuestrada, por tal
motivo los secuestradores tuvieron a la señora Juanita N
secuestrada una semana, para pedir una suma de dinero co-
mo segunda opción pero, al ver que no tenía suficiente di-
nero para el rescate, los secuestradores le dieron la opción
de que la dejarían vivir sólo si ella se comprometía a pa-
garles mensualmente una parte de su sueldo durante todo el
tiempo que cubriera lo que le pedían por el monto del res-
cate, a lo cual la señora Juanita N accedió, y la hicieron fir-
mar pagarés y así en cuanto la liberaron abandonó su casa
y abandonando todo su poco patrimonio que tenía, y su
fuente de trabajo, para irse a otro estado de la República,
quedando así desplazada a la fuerza.

En ese sentido, tenemos que los datos de las personas que
viven la desgracia de ser desplazadas a la fuerza no se pue-
den documentar claramente, porque la gran mayoría no de-
nuncia sobre la amenaza de perder la vida si lo hacen y so-
lo tenemos investigación muy variada y muy poca lectura
real sobre el tema, como el de Laura Rubio Díaz Leal, una
reputada académica del Instituto Tecnológico Autónomo
de México (ITAM), ha cifrado uno de los problemas menos
visibles en México. Su libro Desplazamiento interno indu-
cido por la violencia: una experiencia global, una realidad
mexicana ha documentado las migraciones forzadas por la
violencia del narcotráfico desde 2009. El texto revela que
en el país existen 281 mil 418 desplazados, de los cuales 30
mil han huido por conflictos de tierra y de intolerancia re-
ligiosa en estados como Chiapas y Oaxaca.
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En México no hay estudios reales o un monitoreo verdade-
ro, del cual nos dé la certeza de cuántas personas existen
desplazadas a la fuerza, por este flagelo, toda vez que los
datos que se tienen sólo son un ligero reflejo de las noticias
más trascendentales y públicas como las de reciente cono-
cimiento de todos los desplazados en la sierra Cosalá, del
estado de Sinaloa por la reciente búsqueda por parte de las
fuerzas armadas del famoso narcotraficante Joaquín Guz-
mán Loera (El Chapo), y por esta razón los últimos días
unas 200 familias han llegado buscando refugio y unas 600
personas de empobrecidas comunidades cercanas del mu-
nicipio de Tamazula (Durango), que denuncian haber sufri-
do episodios similares.

Por otro lado y para que se tenga más clara la gravedad del
problema, el 19 de mayo de 2015 ya iban más de mil des-
plazados a la fuerza en Durango, por consecuencia de los
operativos de las fuerzas federales, para encontrar a el nar-
cotraficante Joaquín Guzmán Loera “El Chapo”. El secre-
tario de Gobierno de Sinaloa, Gerardo Vargas, informó que
las personas acuden a Cosalá donde se les apoya con des-
pensa y colchonetas.

Fundamento Legal

En el artículo 1o. de nuestra Carta Magna en su primer pá-
rrafo establece que:

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta
Constitución y en los tratados internacionales de los que
el Estado mexicano sea parte, así como de las garantías
para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse
ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones
que esta Constitución establece.

Y esta condición queda claramente establecida que los des-
plazados a la fuerza no tienen la protección dentro de la
normatividad de la ley, puesto que al no mencionarnos en
ningún artículo de la misma, deja en clara desprotección a
estas víctimas del desplazamiento forzado, puesto que en
las leyes actuales para que una víctima tenga que recono-
cérsele como tal, primero tendría que denunciar el hecho
del cual fue víctima ante el Ministerio Público, para que
entre en esta figura, ahora bien, en el caso de las víctimas
del desplazamiento forzado, las víctimas no pueden denun-
ciar a sus agresores, en el caso del desplazamiento forzado
por los efectos de la delincuencia organizada, porque co-
rren el riesgo de perder la vida, a lo cual necesitan ser tra-
tadas como víctimas especiales y para ello debe hacerse

una legislación especial, por tal motivo es de suma impor-
tancia darles cabida en la Ley General de Víctimas, para
que tengan esa protección a sus derechos humanos.

El artículo 1o. de la Constitución federal en su párrafo 3o.
establece que:

“Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el es-
tado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las
violaciones a los derechos humanos, en los términos que
establezca la ley.”

En referencia a lo anterior es necesario que de acuerdo al
principio de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad, se deben de cumplir en todos los sen-
tidos respetando la protección más amplia a la persona hu-
mana, y el desplazamiento forzado es una problemática
nacional en la cual se violentan los derechos humanos tras-
grediendo estos principios que son torales para el desarro-
llo de la persona humana.

En la legislación nacional en la Ley de General de Vícti-
mas, en su artículo 5o. menciona muy escuetamente a las
personas en situación de desplazamiento interno en sus pá-
rrafos 10, 11 y 12 en su enfoque diferencial y especializa-
do, pero no especifica que es desplazamiento, y mucho
menos los mecanismos que se les debe de dar a estas vícti-
mas, puesto que este tipo de víctimas necesitan un trato es-
pecial, ya que la gravedad del caso tiene que hacerse una
legislación especial para este tipo de víctimas, por tal mo-
tivo es de suma importancia dejar establecido en dicha ley,
esta figura especial de estas víctimas, y para mayor abun-
damiento se transcribe el mencionado artículo que a la le-
tra establece:

Artículo 5. …

…

…

…

…

…
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…

…

…

…

…

Enfoque diferencial y especializado. Esta ley reconoce la
existencia de grupos de población con características parti-
culares o con mayor situación de vulnerabilidad en razón
de su edad, género, preferencia u orientación sexual, etnia,
condición de discapacidad y otros, en consecuencia, se re-
conoce que ciertos daños requieren de una atención es-
pecializada que responda a las particularidades y grado de
vulnerabilidad de las víctimas.

Las autoridades que deban aplicar esta ley ofrecerán, en el
ámbito de sus respectivas competencias, garantías especia-
les y medidas de protección a los grupos expuestos a un
mayor riesgo de violación de sus derechos, como niñas y
niños, jóvenes, mujeres, adultos mayores, personas en si-
tuación de discapacidad, migrantes, miembros de pueblos
indígenas, personas defensoras de derechos humanos, pe-
riodistas y personas en situación de desplazamiento in-
terno. En todo momento se reconocerá el interés superior
del menor.

Este principio incluye la adopción de medidas que respon-
dan a la atención de dichas particularidades y grado de vul-
nerabilidad, reconociendo igualmente que ciertos daños su-
fridos por su gravedad requieren de un tratamiento
especializado para dar respuesta a su rehabilitación y rein-
tegración a la sociedad.”

En el mencionado artículo se establece la posibilidad de
crear trato especial a ciertas víctimas que cumplan con las
mencionadas características, pero si solo se menciona per-
sonas en situación de desplazamiento interno, este precep-
to se puede confundir en la práctica con los migrantes, por
tal motivo se tiene que modificar dicho precepto establecer
como desplazamiento forzado interno, y puesto que las
víctimas de desplazamiento forzado cumplen con tales re-
quisitos entrarían en esta posibilidad de apegarse a los be-
neficios que ya marca la presente ley.

El artículo 6o. de la Ley General de Víctimas establece en
su fracción IX, deja claro lo que es el hecho victimizante
que a la letra establece:

“Artículo 6…

…

…

…

…

…

…

…

…

IX. Hecho victimizante: Actos u omisiones que dañan,
menoscaban o ponen en peligro los bienes jurídicos o
derechos de una persona convirtiéndola en víctima. Es-
tos pueden estar tipificados como delito o constituir una
violación a los derechos humanos reconocidos por la
Constitución y los tratados internacionales de los que
México forme parte; 

En la misma Ley General de Víctimas en el siguiente ar-
tículo establece que:

Artículo 7. Los derechos de las víctimas que prevé? la pre-
sente Ley son de carácter enunciativo y deberán ser inter-
pretados de conformidad con lo dispuesto en la Constitu-
ción, los tratados y las leyes aplicables en materia de
atención a víctimas, favoreciendo en todo tiempo la pro-
tección más amplia de sus derechos.”

En la comentada ley se deja claro que la modalidad de víc-
tima se apegará a lo establecido, y reconocido y deberá de
interpretarse de acuerdo con la Constitución, pero si en el
caso de las víctimas de desplazamiento forzado no son
mencionados en nuestra Carta Magna ni en ley alguna se
les deja fuera del marco legal, por lo cual es de suma im-
portancia que se establezca dicha reforma, para que las víc-
timas del desplazamiento forzado salgan de la obscuridad
de la ley, y dándoles esa facultad entonces se apegarían en
caso de necesitar el cobijo de la Ley General de Víctimas
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los beneficios que esta establece en su fracción XVII del
mismo artículo en comento que a la letra dice:

Artículo. 7o. …

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

XVII. A retornar a su lugar de origen o a reubicarse en
condiciones de voluntariedad, seguridad y dignidad;

En México es necesario legislar con extrema urgencia en el
caso de los desplazados a la fuerza para estar acorde a los
acuerdos establecidos en el Derecho Internacional Huma-
nitario. 

Por ello es que proponemos una reforma de ley para ga-
rantizar el derecho de los desplazados internos bajo el si-
guiente proyecto de:

Decreto

Único. Se adiciona un párrafo sexto al artículo 4o. y se mo-
difica el párrafo once del artículo 5o., de la Ley General de
Víctimas, quedando como sigue:

Artículo 4o.

…

…

…

…

…

Para los efectos de esta ley, por desplazamiento forzado in-
terno se entenderá “Todas aquellas personas que en el te-
rritorio nacional han sido cambiadas de sitio, personas o
grupos de personas que han sido forzadas por medio de la
violencia de cualquier tipo física, verbal, psicológica, que
ponga en peligro su vida, o sean obligados a huir o dejar
sus casas o lugares de residencia habitual, en particular co-
mo resultado de o para evitar los efectos de conflicto ar-
mado, situaciones de violencia generalizada, las violacio-
nes graves de derechos.”

Se modifica el artículo 5o. en su párrafo 11, quedando de
la siguiente manera:

Artículo 5o. …

…

…

…

…

…

…

…

Las autoridades que deban aplicar esta ley ofrecerán, en el
ámbito de sus respectivas competencias, garantías especia-
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les y medidas de protección a los grupos expuestos a un
mayor riesgo de violación de sus derechos, como niñas y
niños, jóvenes, mujeres, adultos mayores, personas en si-
tuación de discapacidad, migrantes, miembros de pueblos
indígenas, personas defensoras de derechos humanos, pe-
riodistas y personas en situación de desplazamiento for-
zado interno. En todo momento se reconocerá el interés
superior del menor.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las referencias hechas en la presente ley por
desplazamiento, se entenderán como desplazamiento for-
zado interno.

Notas:

1 Véase la siguiente liga de internet: consultada el día 4 de Noviembre
de 2015, http://www.oem.com.mx/laprensa/notas/n2092207.htm 

2 Véase la siguiente liga de internet: consultada el día 4 de Noviembre
de 2015,  https://www.youtube.com/watch?v=L0GCC1yXFgk 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputada
Emma Margarita Alemán Olvera (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

PROPOSICIONES 

EXENTAR A LOS SERVICIOS DE TRANSPORTE 
FEDERAL DE LAS MEDIDAS DE RESTRICCIÓN 
VEHICULAR DEL PROGRAMA TEMPORAL HOY NO
CIRCULA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Comisión Ambiental de la Megalópolis a exentar a los
servicios de transporte federal de las medidas de restricción
vehicular del programa temporal Hoy no Circula, a cargo
del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, Alfredo Anaya Orozco, diputado federal
de la LXIII Legislatura, integrante del Grupo Parlamenta-

rio del Partido Revolucionario Institucional, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 6o., numeral 1, frac-
ción I, y 79, numeral 1, fracciones II y III, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a la consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo de urgente resolución a propósito de las si-
guientes

Consideraciones

El jueves 3 de octubre de 2013 se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación (DOF) el Convenio por el que se crea
la Comisión Ambiental de la Megalópolis (Came), un ór-
gano de coordinación gubernamental responsable de  la
planeación y ejecución de acciones en materia de protec-
ción al ambiente, de preservación y restauración del equi-
librio ecológico en la Zona Metropolitana del Valle de Mé-
xico, en el que participan los gobiernos Federal, de la
Ciudad de México y los estados de Hidalgo, México, Mo-
relos, Puebla y Tlaxcala.

De acuerdo con el Convenio antes referido, el Came tiene
las siguientes funciones en su zona de influencia ecológi-
ca: 

a) Definir, coordinar y dar seguimiento, en forma con-
currente, a las políticas, programas, proyectos y accio-
nes que “LAS PARTES” deban observar y ejecutar en
materia de protección y mejoramiento del ambiente y de
preservación y restauración del equilibrio ecológico. 

b) Establecer los criterios y lineamientos para la inte-
gración de los programas, proyectos y acciones especí-
ficas para prevenir y controlar la contaminación am-
biental y para proteger y restaurar los recursos naturales. 

c) Definir la participación que deban tener otras depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Fede-
ral y de los gobiernos de los Estados y del Distrito Fe-
deral, y establecer los correspondientes mecanismos de
coordinación, así como de inducción y concertación con
los sectores social y privado interesados. 

d) Implantar acciones y medidas para prevenir y contro-
lar contingencias ambientales y emergencias ecológicas.

El pasado 6 de abril de 2016, la Came puso en marcha la
Fase I de Contingencia Ambiental con la intención de dis-
minuir los altos índices de ozono detectados en la Zona
Metropolitana del Valle de México en los últimos días. 
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Cabe señalar que apenas un día antes, habían entrado en vi-
gor el Programa de Contingencias Ambientales y las modi-
ficaciones al Programa Hoy No Circula, según las cuales
todos vehículos, sin importar su holograma o modelo, se
verían obligados a descansar un día entre semana y un sá-
bado de cada mes, dependiendo del color de su engomado
y la terminación de sus placas.

El denominado “Programa Temporal Hoy No Circula” es-
tará funcionando del 5 de abril al 30 de junio del año en
curso, previendo que en ese mismo periodo habrá escasa
dispersión de contaminantes, derivado de la combinación
de una alta radiación solar, intensa estabilidad atmosférica
y poca humedad en el ambiente, todos ellos factores que
favorecen el aumento de episodios y duración de contin-
gencias ambientales.

El martes 5 de abril a las 17:00 horas, la Came informó que
debido a un sistema de alta presión ubicado en el centro del
país -acompañado de altas temperaturas y radiación solar-
imposibilitó la dispersión de contaminantes atmosféricos,
ocasionando que se registraran 156 puntos en el Índice de
Calidad del Aire de México, razón por la cual se tuvieron
que fortalecer las medidas de gestión de contingencia am-
biental. 

La Fase I de Contingencia Ambiental contempla la adop-
ción de medidas extraordinarias para disminuir los índices
de contaminación, entre las que se encuentran: 

• “Doble hoy no circula”, esto es restringir la circulación
de todos los vehículos con engomado color ROJO y/o
terminación de placa 3 y 4, así como vehículos con en-
gomado color AZUL y/o terminación de placa 9 y 0 in-
cluyendo permisos y matrículas sin números, además de
las motocicletas con terminaciones 3, 4, 9 y 0.

• Obligar a la industria a reducir entre el 30 y 40% de
sus emisiones a la atmósfera.

• Suspender el servicio en las estaciones de servicio de
gasolina que no tengan instalado y funcionando su sis-
tema de recuperación de vapores.

• Realizar operativos para agilizar la circulación vehicu-
lar.

• Prohibir la circulación de vehículos utilizados expro-
feso para fines publicitarios.

• Reforzar la vigilancia para retirar de la circulación ve-
hículos ostensiblemente contaminantes.

• Restringir el tránsito a todos los vehículos automoto-
res de servicio particular y de carga ligeros (automóvi-
les, camionetas tipo van y pick up) con placas de circu-
lación del extranjero o de otras entidades federativas
distintas a los estados que integran la Came, así como
vehículos de carga con placas federales.

El que suscribe el presente punto de acuerdo considera que
la protección de la salud debe ser una prioridad para el go-
bierno federal y los gobiernos de las entidades que integran
a la zona metropolitana del valle de México, sin embargo,
en aras del procurar el interés público, también es necesa-
rio vigilar que las medidas ambientales extraordinarias no
generen efectos nocivos para la economía del país y el bol-
sillo de las familias mexicanas. 

En ese sentido, la Confederación de Cámaras Industriales
(Concamin) ha advertido que las restricciones a la circula-
ción del autotransporte federal, podrían originar problemas
de desabasto y encarecimiento de los bienes y servicios que
se consumen en el Valle de México, en la cual habita apro-
ximadamente el 17 por ciento de la población del país y se
genera prácticamente la tercera parte del producto interno
Bruto (PIB) nacional.

De acuerdo con la Concamin, el endurecimiento del Pro-
grama Hoy No Circula impacta a 11,152 camiones de car-
ga cada día, de un total de 68 mil unidades, que global-
mente representan el 1.23 por ciento del parque vehicular,
lo cual inevitablemente puede repercutir en el suministro y
el precio de las mercancías que se transportan. 

Por si fuera poco, la manera repentina en que se toman las
decisiones casos de contingencia ambiental y las subse-
cuentes restricciones de acceso en caminos y carreteras, ha
ocasionado que cientos de camiones de transporte de carga
se queden en las afueras de las ciudades de la zona metro-
politana del valle de México, con lo que no solo se genera
más contaminación, sino que también se producen afecta-
ciones económicas por concepto de bienes perecederos,
además de que se pone en una situación de riesgo a los
transportistas. 

Bajo este tenor, resulta necesario garantizar el libre tránsi-
to de los servicios de autotransporte federal, a efecto de
que las medidas implementadas para proteger la salud de
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los mexicanos no se traduzcan en daños para la economía
nacional y familiar. 

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, me permito
someter a consideración de esta honorable Asamblea los si-
guientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Comisión
Ambiental de la Megalópolis a exentar a los servicios de
autotransporte federal de las medidas de restricción vehi-
cular del Programa Temporal Hoy no Circula.

Segundo. Se exhorta a la Comisión Ambiental de la Me-
galópolis diseñar e implementar medidas específicas para
el autotransporte federal en el marco del Programa de Con-
tingencias Ambientales, para disminuir, en la medida de lo
posible, las afectaciones a este sector y a la economía na-
cional. 

Tercero. Se exhorta a la Comisión Ambiental de la Mega-
lópolis a entablar un diálogo con los representantes de to-
dos los sectores productivos afectados con el Programa de
Contingencias Ambientales y el Programa Temporal Hoy
no Circula, con la finalidad de disminuir los efectos nega-
tivos de estos programas en la economía de la Zona Me-
tropolitana del Valle de México y del país en su conjunto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro el 14 de abril de 2016.—
Diputado Alfredo Anaya Orozco (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Transportes, para dictamen
y a la Comisión Distrito Federal, para opinión.

TOMAR DIVERSAS ACCIONES, DERIVADO DE LA
CONTAMINACIÓN DEL AMBIENTE EN EL CENTRO
DEL PAÍS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los gobiernos de la megalópolis a tomar acciones debido a
la contaminación ambiental en el centro del país, a cargo
del diputado Santiago Torreblanca Engell, del Grupo Par-
lamentario del PAN

El suscrito, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional en la LXIII Legislatura de la Cámara de

Diputados del Honorable Congreso de la Unión, en ejerci-
cio de la facultad que me confiere los artículos 6o., frac-
ción I, y 79, numeral 2, fracciones I y III, y demás relati-
vos y aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía la si-
guiente proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta a los gobiernos de la megalópolis a tomar diversas
acciones, derivado de la contaminación del ambiente en el
centro del país, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

1. Generalidades de la movilidad

Que toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecua-
do que le asegure, así como a su familia la salud y el bien-
estar.1

Que la prestación del servicio público de transportación de
pasajeros en la capital, corresponde de origen al Gobierno
de la Ciudad de México.2

Que dicho servicio se debe prestar mediante actividades or-
ganizadas tendientes a satisfacer las necesidades de trasla-
do de la población, en forma obligatoria, regular, continua
y uniforme, para que los habitantes de la Ciudad de Méxi-
co tengan acceso a los beneficios del desarrollo urbano.3

Que la movilidad es el derecho de toda persona y de la co-
lectividad a realizar el efectivo desplazamiento de indivi-
duos y bienes para acceder mediante los diferentes modos
de transporte reconocidos en la Ley de Movilidad del Dis-
trito Federal, a un sistema de movilidad que se ajuste a la
jerarquía y principios que se establecen en este ordena-
miento, a fin de satisfacer sus necesidades y pleno desarro-
llo.4

Que la movilidad también es el conjunto de desplazamien-
tos de personas y bienes que se realizan a través de diver-
sos modos de transporte, que se llevan a cabo para que la
sociedad pueda satisfacer sus necesidades y acceder a las
oportunidades de trabajo, educación, salud, recreación y
demás que ofrece la Ciudad de México.5

Que el sistema de movilidad es el conjunto de elementos y
recursos relacionados, cuya estructura e interacción permi-
ten el desplazamiento de personas y bienes; y todos aque-
llos que se relacionen directa o indirectamente con la mo-
vilidad.6
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Que el gobierno de la Ciudad de México debe proporcio-
nar los medios necesarios para que las personas puedan
elegir libremente la forma de trasladarse a fin de acceder a
los bienes, servicios y oportunidades que ofrece la Ciudad
de México. Para el establecimiento de la política pública en
la materia se considerará el nivel de vulnerabilidad de los
usuarios, las externalidades que genera cada modo de
transporte y su contribución a la productividad.7

Que uno de los principios rectores de la movilidad en la
capital del país que el Gobierno de la Ciudad de México
debe respetar y garantizar al diseñar e implementar las po-
líticas, programas y acciones públicas en materia de movi-
lidad, es el de resiliencia, el cual consiste en lograr que el
sistema de movilidad tenga capacidad para soportar situa-
ciones fortuitas o de fuerza mayor, con una recuperación de
bajo costo para la sociedad y al medio ambiente.8

Que la complementariedad es una característica del Siste-
ma Integrado de Transporte Público, en el que los diversos
servicios de transporte de pasajeros se estructuran para ge-
nerar una sola red que debe permitir a los usuarios tener di-
versas opciones para sus desplazamientos, teniendo como
base el sistema de transporte masivo.

Que el servicio particular de transporte es la actividad por
virtud de la cual, las personas físicas o morales satisfacen
sus necesidades de transporte, de pasajeros o de carga,
siempre que tengan como fin, el desarrollo de sus activida-
des personales o el cumplimiento de su objeto social y en
tanto no impliquen un fin lucrativo o de carácter comer-
cial.9

Que los usuarios de transporte automotor, encuentran lugar
dentro de la pirámide de movilidad y que en sí constituyen
un padrón vehicular de más de 5.5 millones de vehículos,
mismos que a su vez se erigen en una fuente de ingresos
para las finanzas del gobierno de la Ciudad de México a
través del impuesto sobre la tenencia vehicular, la verifica-
ción ambiental, entre otros.10

2. Diagnóstico de la situación

Que históricamente en México se han decretado varios im-
puestos y programas de manera “temporal” y que lamenta-
blemente han llegado para quedarse, prueba de ello es el
mismo programa de verificación vehicular, el impuesto so-
bre la tenencia, el programa hoy no circula, entre otros.

Que la primera vez que se estableció el Hoy no Circula en
la ciudad, quienes tuvieron los recursos económicos adqui-
rieron inmediatamente un segundo o tercer vehículo, por lo
regular usado y más contaminante, ejemplo que poco a po-
co fueron siguiendo sectores medios o de bajos recursos
hasta lograr que se recuperaran e incluso que aumentaran
tanto el número de viajes en automóvil por día, como la ci-
fra total del parque vehicular. Al no haber garantía de que
la medida efectivamente cese el 30 de junio o la alta posi-
bilidad de que en la próxima temporada invernal se repita,
no serán pocas las familias que empiecen a considerar nue-
vamente esta opción.

Que los mayores errores de las políticas y decisiones to-
madas en materia de tránsito, movilidad y medio ambiente
por el gobierno de la Ciudad de México estriban en que se
han tomado sin sustento, de manera caprichosa y como una
postura ideológica por un gobierno que no ha diseñado el
conjunto de políticas, estrategias y acciones que resuelvan
los evidentes problemas ambientales, de tránsito, transpor-
te y movilidad de la urbe. El sustento que le falta al go-
bierno de la Ciudad de México en estos rubros se relacio-
na con lo siguiente:

Que cuando se anunció el Hoy no Circula generalizado, los
funcionarios de la Comisión Ambiental de la Metrópoli,
Came, señalaron que se publicaría una norma emergente en
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materia de contaminación y que se harían los estudios so-
bre la calidad del aire en las entidades que conforma la zo-
na metropolitana.

Que uno de los estudios fundamentales que se requieren
para tomar este tipo de decisiones es la llamada encuesta
Origen-Destino que permite dimensionar el número de via-
jes/día que se realizan en la zona metropolitana, la modali-
dad del transporte en que se realizan y los tiempos de tras-
lado que se emplean en ellos. La última Encuesta realizada
en nuestra ciudad data del año 2007, cuando la Secretaría
de Desarrollo Urbano y Vivienda hizo una estimación para
actualizar las cifras a 2010, por lo cual, es innegable que ni
la política de movilidad, ni las acciones anti auto particular
y ni la redacción del nuevo Reglamento de Tránsito del
Distrito Federal se sustentan en un diagnóstico elaborado a
partir de un estudio técnico actualizado de este tipo.

Que el sector privado y el académico han tenido a bien no
ser ajenos a esta problemática y ante la falta de interés del
actual gobierno han elaborado sus propios diagnósticos, los
cuales, no necesariamente son tomados en cuenta por los
funcionarios del gobierno de la Ciudad de México. Uno de
los más completos fue publicado a principios de 2012 por
el Instituto Mexicano de la Competitividad (Imco).11 Entre
las afirmaciones más contundentes del diagnóstico del Im-
co sobre el transporte y la movilidad en la Ciudad de Mé-
xico tenemos las siguientes:

• El sistema es deficiente y representa altos costos eco-
nómicos y ambientales.

• La duración promedio de los viajes es alta y sigue au-
mentando.

• Dos tercios de los viajes en la zona metropolitana del
valle de México, ZMVM, se realizan en transporte pú-
blico.

• El principal medio de transporte de la ciudad es el mi-
crobús.

• El parque vehicular crece muy rápidamente.

• El transporte sustentable es escaso y su desarrollo está
rezagado.

• Los usuarios del transporte público están muy insatis-
fechos con el servicio (Piensan que el servicio es inse-
guro, incómodo y lento).

• Un vehículo que circula a 16 kilómetros por hora con-
tamina 2.5 veces más que a 60 kilómetros por hora.

• La Ciudad de México es de las peores calificadas del
mundo en la materia.

Que existen otros instrumentos fundamentales para el diag-
nóstico y el diseño de políticas que lamentablemente no es-
tán actualizados son el inventario de emisiones de la zona
metropolitana del valle de México, ZMVM, que data de
2004, el cual identifica los contaminantes presentes en el
valle de México por actividades agrícolas, industriales y
del transporte; así como, en general, el rezago que mues-
tran los instrumentos de planeación y gestión urbana vi-
gentes en la Ciudad de México y los municipios conurba-
dos, así como la carencia de un programa de desarrollo
metropolitano con una perspectiva sustentable, de largo
plazo y policéntrica.

Que la mejor política para desincentivar el uso del auto-
móvil particular es elevar la oferta del transporte público.
Pero no se trata de poner en circulación de un día para otro
centenares de autobuses o microbuses para intentar satisfa-
cer la demanda emergente, sino de disponer gradualmente
de una red de transporte público masivo, eficiente, susten-
table, de bajas emisiones, seguro, cómodo, con costos y ta-
rifas razonables, que opere con menor saturación, que brin-
de un servicio de buena calidad y que ofrezca alternativas
tangibles de traslado, interconexión y tiempos razonables
de viaje a los habitantes de la zona metropolitana.

Que las soluciones de transporte y de movilidad que re-
quiere una metrópoli en la que viven más de 20 millones de
personas –y que la ONU estima en 30 millones al conside-
rar al conjunto de la aglomeración urbana–. Se trata de po-
líticas que no se desarrollan en una administración de seis
años sino que muchas veces requieren esfuerzos acumula-
dos por décadas para que se alcancen resultados satisfacto-
rios, se trata de soluciones acordes a la magnitud de la ciu-
dad que implican altos costos económicos y sociales para
que realmente generen los beneficios públicos tangibles en
una reducción apreciable de los viajes/día realizados en au-
tomóvil particular y el incremento sustancial de los viajes
realizados en transporte público masivo no contaminante,
en condiciones de eficiencia, rapidez, seguridad y calidad.

3. La ideología tras la política de movilidad

Que en muchas de las grandes metrópolis del mundo se ha
venido arraigando una postura ideológica que señala al uso
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del automóvil particular como causa de múltiples proble-
mas que deterioran la calidad de vida del medio urbano: el
tráfico, la contaminación ambiental y auditiva, las condi-
ciones de inseguridad para peatones y ciclistas al usar la
vía pública y el estrechamiento de los espacios públicos,
por señalar algunos.12

Que esta ideología ha encontrado justificaciones muy
atractivas cuando asume axiomas como las siguientes: “La
riqueza de la ciudad no significa que el pobre use automó-
vil particular, sino que el rico use transporte público”;
“Promovemos el uso de la bicicleta como un medio salu-
dable que no contamina y mejora la condición física de las
personas”; “En esta ciudad se respeta al peatón y al ciclis-
ta”, entre los más recurrentes.

Que en muchas partes del mundo se han institucionalizado
prácticas como el Día Mundial Sin Auto; el Día Mundial de
la Bicicleta así como su promoción que implica tanto la
construcción o delimitación de ciclovías como la organiza-
ción de actividades y paseos para popularizar su uso; los
programas de desarrollo de transporte público masivo co-
mo los autobuses de tránsito rápido en carriles confinados
(BRT, o Metrobús como los conocemos en la Ciudad de
México); la construcción de estacionamientos en termina-
les suburbanas de transporte. Estas y otras acciones, en ge-
neral, han implicado beneficios tangibles en las ciudades
donde han sido puestas en práctica.

Que no basta con una oferta atractiva de transporte público
para desincentivar el uso del automóvil particular; esta pos-
tura, más radical, plantea obligar al automovilista a dejar su
auto ante el viacrucis y los altos costos que la ciudad le im-
pone. En este caso, se alientan acciones concretas para re-
ducir por la fuerza el uso del automóvil particular: reduc-
ción de secciones y de carriles en calles y avenidas,
disminución de los límites de velocidad, encarecimiento o
eliminación de espacios de estacionamiento en destinos,
cuotas por acceder a algunas zonas o vialidades de la ciu-
dad, normas de tránsito altamente restrictivas justificadas
como medidas de protección de los peatones y ciclistas,
elevación de los impuestos directos e indirectos al uso de
automóviles, por mencionar las más relevantes.13

Que en los últimos años, en la capital mexicana se han ve-
nido aplicando muchas de estas estrategias sin que se haya
dado una declaración de guerra formal contra el automóvil
particular por parte del Gobierno de la Ciudad de México.
Sin embargo, ha sido una constante la reducción de carri-
les, no sólo para confinar vías de uso exclusivo de Metro-

búses o bicicletas, sino para estrangular la circulación ve-
hicular; la eliminación de vueltas continuas; el bloqueo de
carriles con macetones, jardineras, ampliación de banque-
tas o colocación de tubos; el rediseño de intersecciones con
topes de paso peatonal y muchas otras obras que dicen te-
ner el propósito formal de reordenar el tráfico y elevar la
seguridad de peatones y ciclistas, pero que tienen como
efecto real el entorpecimiento de la circulación para desin-
centivar al automovilista a usar su auto o a tratar de obli-
garlo a usar otros medios de transporte.

Que si a la implantación de las mencionadas estrategias an-
tiautomóvil particular por parte del gobierno de la Ciudad
de México le añadimos las tradicionales deficiencias en la
materia como son la atávica falta de sincronización de los
semáforos; la mala calidad de las vialidades llenas de ba-
ches, topes, coladeras hundidas o faltantes; la caótica reali-
zación de obras públicas de cualquier envergadura que
pueden bloquear calles y avenidas por días, meses o años;
las deficientes o inexistentes señalizaciones y balizamien-
tos; la tolerancia de la apropiación privada de las vías pú-
blicas para la instalación de tianguis, bazares, negocios de
alarmas o de talachas, franeleros y valet parking, festivida-
des y eventos; con las aun no reguladas marchas, manifes-
taciones, bloqueos y otros actos de protesta; los operativos
de verificación o de vigilancia que suponen que patrullas u
otros vehículos oficiales se instalen por horas o permanen-
temente en carriles de la extrema derecha; así como la fal-
ta de continuidad de las vialidades primarias que provocan
embudos y congestionamientos de tránsito debido a su mal
diseño.

Que lo anterior hace patente que circular en automóvil en
nuestra ciudad es un viacrucis que consume para millones
de personas varias horas del día en traslados lentos, costo-
sos, extenuantes y estresantes, en ocasiones inseguros y
ahora incluso con la amenaza de ser multado por circular
rápido en los tramos donde ello sería posible, la pregunta
obligada es: ¿Por qué siguen circulando en la metrópoli 5.5
millones de autos y la tendencia es a que su número siga en
aumento? Y la respuesta –que no gusta a las autoridades
anti auto pero que es totalmente cierta-, es simple: por ne-
cesidad. Ante las condiciones de la metrópoli, la distancia
en los traslados, la dinámica de las distintas actividades
que todos cumplen y demás circunstancias, no todos tienen
a su alcance las opciones de transporte público que satisfa-
gan sus necesidades personales y familiares de circulación
y movilidad. Esto hace que el uso del automóvil particular
sea una necesidad para millones de personas, así de fácil.
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4. Sobre el Reglamento de Tránsito del Distrito Federal

Que el gobierno de la Ciudad de México reformó el Regla-
mento de Tránsito del Distrito Federal limitando la veloci-
dad máxima de circulación a 80 kilómetros por hora en ví-
as primarias, 50 kilómetros por hora en vías secundarias,
40 kilómetros por hora en laterales e incorporaciones y 20
kilómetros por hora en zonas escolares.

Que expertos del Centro de Ciencias de la Atmósfera
(CCA) de la Universidad Nacional Autónoma de México
argumentaron que el nuevo Reglamento de Tránsito del
Distrito Federal genera mayor contaminación en el aire,
además de ser piedra de tropiezo para la movilidad de los
vehículos automotores, algo en lo que coinciden estudios
científicos internacionales.

Que limitar la velocidad en las vialidades principales a 80,
50, 40 y 20 kilómetros por hora en distintas zonas de la ciu-
dad, el prohibir la vuelta continua a la derecha, los altos to-
tales o parciales producidos por los miles de topes y semá-
foros provoca un rendimiento menor del motor lo cual
deriva evidentemente en mayor consumo de combustible y
por tanto en mayores emisiones de gases contaminantes, lo
que debería ser corregido en una nueva reglamentación y
su consecuente ejecución.

Que de acuerdo con el doctor Ricardo Torres Jardón, in-
vestigador de área de físicoquímica atmosférica del CCA,
las exageradas limitaciones de velocidad provocan que los
motores de combustión no trabajen adecuadamente, por lo
que emiten más contaminación, ya que no alcanzan la “ve-
locidad óptima”, además de señalar que “los motores tie-
nen una velocidad óptima que no es baja, entonces, cuando
disminuimos la velocidad forzamos la máquina, haciendo
que la eficiencia de la combustión sea mucho menor”.

Que según el doctor Torres del CCA, el prohibir la vuelta
continua a la derecha “genera largas filas de autos y mayor
complicación vial en algunas calles, lo que equivale a más
carros lanzando emisiones”.

Que de acuerdo con el CCA, cuando un vehículo automo-
tor está detenido o circulando a muy baja velocidad, conta-
mina mucho más que cuando avanza entre 70 a 85 kilóme-
tros por hora, por lo que la nueva reglamentación vehicular
en la capital del país está generando más emisiones conta-
minantes a la atmósfera.

Que según el investigador, para mejorar la calidad del aire
en la Ciudad de México es urgente reducir el número de
automóviles, revisar a fondo los vehículos que funcionan
con diésel y mejorar sustancialmente el transporte público.

Que el doctor Bart Degraeuwe, científico del Instituto Fla-
menco de Investigación Tecnológica en Bélgica, aseguró
que si la velocidad de un vehículo es mayor a los 120 kiló-
metros por hora, el consumo de combustible y la contami-
nación es mayor, pero si el automotor es conducido en un
rango de entre 70 a 100 kilómetros por hora, su combustión
es óptima, gastará menos combustible y contaminará me-
nos.

Según Degraeuwe, la resistencia aerodinámica de un coche
es proporcional al cuadrado de su velocidad, es decir, el
consumo de carburante será muy alto a más de 120 kiló-
metros por hora y descenderá de forma considerable si se
levanta el pie del acelerador, lo cual se cumple para las ve-
locidades más altas, cuando se baja al rango de entre los 70
y los 100 kilómetros por hora, que sería lo óptimo –según
el investigador-, sin embargo, cuando la aguja del velocí-
metro pasa a velocidades por abajo de los 70 kilómetros
por hora, el consumo vuelve a subir y también la emisión
de contaminantes. “A velocidades muy bajas el rendimien-
to del motor es más bajo”, por lo que la contaminación que
genera será mayor.

5. Sobre el Programa de Verificación Vehicular

Que el programa de verificación vehicular constituye un
mecanismo para regular y controlar las emisiones de con-
taminantes de los vehículos que se someten al mismo, a fin
de cumplir el objetivo citado en los párrafos anteriores.

Que los propietarios de vehículos automotores matricula-
dos en el Distrito Federal deben someter sus unidades a la
verificación de emisiones contaminantes en los centros de
verificación autorizados por la Secretaría de Medio Am-
biente dentro del periodo que corresponda de conformidad
con el programa de verificación vehicular que al efecto se
expida.14

Que el objetivo del programa de verificación vehicular es
establecer el calendario y los lineamientos conforme a los
cuales los vehículos automotores de combustión interna
matriculados y que circulen en el Distrito Federal deberán
ser verificados en sus emisiones contaminantes durante el
primer semestre de 2016, que aún no finaliza.
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Que el programa aplica a todos los vehículos automotores
matriculados y que circulen en el territorio del Distrito Fe-
deral, y los que porten placas metropolitanas, con excep-
ción de los tractores agrícolas, la maquinaria dedicada a las
industrias de la construcción y minera, las motocicletas, los
vehículos eléctricos, los vehículos híbridos con motores de
propulsión a gasolina y eléctrico, los vehículos con matrí-
cula de auto antiguo y/o clásico, automotores con matrícu-
la de demostración y/o traslado y aquellos cuya tecnología
impida la aplicación de la Norma Oficial Mexicana corres-
pondiente, mismos que podrán circular todos los días.

Que en el marco del programa de verificación ambiental,
los vehículos obtienen una Constancia de Prueba de Eva-
luación Técnica, el cual es el documento integrado por un
certificado que indica las emisiones vehiculares que el ve-
hículo presenta al aplicársele una prueba de emisiones ve-
hiculares, el cual invariablemente se imprimirá en una
Constancia de Verificación de No Aprobación, dicha prue-
ba se aplica generalmente en la valoración de elementos de
control de emisiones vehiculares, para evaluar las emisio-
nes de los vehículos que van a comercializarse o introdu-
cirse en el país por cuestiones diplomáticas o para conocer
la emisión de los vehículos detectados y sancionados por
ser contaminantes.15

Que con fecha 30 de diciembre de 2015 y en el marco de
las atribuciones referidas en el párrafo anterior, la Secreta-
ría del Medio Ambiente del Gobierno de la Ciudad de Mé-
xico emitió el Aviso por el que se da a conocer el Progra-
ma de Verificación vehicular obligatoria para el primer
semestre de 2016.

Que de conformidad con el aviso publicado por la Secreta-
ría del Medio Ambiente del Gobierno de la Ciudad de Mé-
xico, los propietarios o poseedores de vehículos automoto-
res en circulación matriculados en el Distrito Federal deben
someter sus unidades a la verificación de emisiones conta-
minantes, en los Centros de Verificación autorizados por
dicha dependencia dentro del periodo que le corresponda
en los términos del programa de verificación vehicular
obligatoria, así como sustituir los dispositivos de reducción
de contaminantes cuando terminen su vida útil, para circu-
lar o aplicar los programas de restricción de circulación en
situaciones normales y de contingencia.16

Que los Centros de Verificación están obligados a operar
conforme a las normas oficiales aplicables, así como a las
disposiciones emitidas por la Secretaría del Medio Am-
biente del gobierno de la Ciudad de México.

Según el CCA, “La polución es producto de las emisiones
de la actividad de la ciudad. Los que más contribuyen son
los automóviles y después la parte industrial. Pero lo más
contaminante es la flota vehicular de motores a diésel, par-
ticularmente el transporte de carga, pese a que el número
de estos es mucho menor a los carros convencionales. Es-
to debido a que el control y verificación de este tipo de ve-
hículos es poco estricto.”

Que dentro de las facultades de la Secretaría del Medio
Ambiente del gobierno de la Ciudad de México, se en-
cuentra el emitir y verificar las normas y lineamientos que
deberán cumplir los vehículos motorizados que cuenten
con registro en el Distrito Federal en materia de protección
al medio ambiente.

Que conforme al programa, los vehículos al someterse al
programa de verificación vehicular pueden obtener los ho-
logramas “Exento”, “00”, “0”, “1”, “2” y rechazo.

Que el programa de verificación vehicular, contempla la
emisión de la constancia de verificación tipo “00”, el cual
es un documento integrado por un certificado y un holo-
grama con leyenda o figura “00” que acredita el cumpli-
miento del vehículo con la verificación de emisiones vehi-
culares y permite exentar las limitaciones a la circulación
establecidas por el Programa Hoy No Circula, hasta por
dos años.17 Pueden obtener la constancia de verificación
tipo doble cero (holograma “00”) los siguientes vehícu-
los:18

• Unidades nuevas a gasolina podrán obtener el holo-
grama “00” en su primera verificación o intentos poste-
riores para obtener el mismo, siempre y cuando sea den-
tro de los 365 días posteriores a la fecha de facturación.

• Unidades nuevas con PBV mayor a 3 mil 857 kilogra-
mos, modelo 2015 y posteriores a diésel con tecnología
Euro VI, EPA 2010 o posteriores con sistemas de con-
trol de emisiones del tipo filtros de partículas. Datos que
deberán ser reportados por los fabricantes o importado-
res de vehículos a la Dirección General de Gestión de la
Calidad del Aire.

• Unidades nuevas modelo 2015 y posteriores dedicadas
a gas natural comprimido, que desde su fabricación uti-
licen este combustible como carburante.

• Vehículos de uso particular a gasolina modelo 2015 y
posteriores cuyos niveles de emisión no excedan los si-
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guientes límites máximos de emisión: 100 partes por
millón de hidrocarburos, 0.6 por ciento en volumen de
monóxido de carbono, 1000 partes por millón de óxidos
de nitrógeno, 0.6 por ciento de oxígeno, el lambda de la
unidad no deberá ser mayor a 1.03, en tanto que el re-
sultado de la suma del monóxido de carbono y bióxido
de carbono no deberá salirse del intervalo de 13 a 16.5
por ciento en volumen.

• Aquellos vehículos que por sus características deban
ser valorados bajo procedimiento estático de prueba, de-
berán cumplir con estos mismos límites máximos per-
misibles, salvo en la etapa de marcha lenta en vacío en
donde el límite de oxígeno será de 2.0 por ciento en vo-
lumen y el lambda será de 1.2.

• Los vehículos con PBV mayor a 3 mil 857 kilogramos,
que utilicen diésel que cumplan con estándares de emi-
siones Euro VI, EPA 2010 o posterior, cuyos niveles de
emisiones no rebasen el 0.5 de coeficiente de absorción
de luz, siempre y cuando sean modelo 2015 y posterio-
res.

• Los vehículos a gas natural comprimido, que desde su
fabricación utilicen este combustible como carburante,
de año modelo 2015 y posterior; cuyos niveles de emi-
siones no rebasen 100 ppm de hidrocarburos, 0.6 por
ciento en volumen de monóxido de carbono, 800 ppm
de óxidos de nitrógeno y 0.6 por ciento en volumen de
oxígeno, lambda no mayor a 1.03 en tanto que el resul-
tado de la suma del monóxido de carbono y bióxido de
carbono no deberá salirse del intervalo de 7 a 18 por
ciento en volumen.

• Los vehículos que hubiesen sido verificados y no hu-
bieran obtenido el holograma “00”, podrán volver a ve-
rificar con objeto de obtener el mismo, siempre y cuan-
do cubran el costo integral aplicable.

• Los vehículos que porten holograma “00” cuya vigen-
cia llegue a su término durante el presente Programa,
mantendrán el beneficio de exención a las limitaciones
a la circulación establecidas en el Programa Hoy no Cir-
cula, en tanto realizan su próxima verificación (haya
ocurrido o no un cambio de matrícula) de conformidad
con lo siguiente:

- Si la vigencia del holograma “00” culmina en el
periodo de verificación correspondiente a la termi-

nación de la placa del vehículo, deberá verificar en
dicho periodo, pudiendo hacerlo desde el primero
hasta el último día de su periodo, aún si la vigencia
del holograma no ha concluido.

- Si el período de verificación al que corresponden
las placas ha concluido o no ha iniciado, deberán ve-
rificar desde el día siguiente del vencimiento de su
holograma y hasta el último día de su período próxi-
mo inmediato de verificación vehicular de acuerdo a
la terminación de su placa o matrícula.

• La vigencia de cada holograma “00” será de 2 años y
se calculará a partir de la fecha de adquisición de la uni-
dad, misma que se obtendrá de la factura, carta factura
de la unidad, contrato de arrendamiento. Para los casos
de vehículos extranjeros el título de propiedad donde se
informe la fecha de adquisición del automotor.

• El holograma del tipo “00” no se asigna a vehículos a
gasolina con PBV mayor a 3 mil 857 kilogramos, de
carga y de transporte público de pasajeros (colectivos y
taxis).

Que el programa de verificación vehicular, contempla la
emisión de la constancia de verificación tipo “0”: Docu-
mento integrado por un certificado y un holograma con le-
yenda o figura “0” que acredita el cumplimiento del vehí-
culo con la verificación de emisiones vehiculares, y
permite exentar las limitaciones a la circulación estableci-
das por el Programa Hoy No Circula, hasta por seis me-
ses.19 Pueden obtener la constancia de verificación tipo ce-
ro (holograma “0”) los siguientes vehículos:20

• Los vehículos a gasolina cuyos niveles de emisión no
sobrepasen 100 partes por millón (ppm) de hidrocarbu-
ros, 0.6 por ciento en volumen de monóxido de carbo-
no, 1000 ppm de óxidos de nitrógeno y 0.6 por ciento en
volumen de oxígeno, con un lambda no mayor a 1.05,
en tanto que el resultado de la suma del monóxido de
carbono y bióxido de carbono no deberá salirse del in-
tervalo de 13 a 16.5 por ciento en volumen.

• Aquellos vehículos que por sus características deban
ser valorados bajo procedimiento estático de prueba, de-
berán cumplir con estos mismos límites máximos per-
misibles, salvo en la etapa de marcha lenta en vacío en
donde el límite de oxígeno será de 2.0 por ciento en vo-
lumen y el lambda será de 1.2.
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• Los vehículos destinados a cualquier uso que utilicen
gas natural, gas licuado de petróleo u otros combustibles
alternos, de cualquier año modelo, cuyo sistema de uso
del combustible alterno sea original de fábrica o con sis-
temas certificados por la Secretaría, cuyos niveles de
emisiones no rebasen 100 ppm de hidrocarburos, 1 por
ciento en volumen de monóxido de carbono, 800 ppm
de óxidos de nitrógeno y 1 por ciento en volumen de
oxígeno, en tanto que el resultado de la suma del monó-
xido de carbono y bióxido de carbono no deberá salirse
del intervalo de 7 a 18 por ciento en volumen.

• Los vehículos que utilicen diésel, y sus niveles de emi-
siones no rebasen el 1.2 de coeficiente de absorción de
luz, siempre y cuando sean año modelo 2008 y poste-
riores.

• Los vehículos que hubiesen sido verificados y no hu-
bieran obtenido el holograma “0”, podrán volver a veri-
ficar con objeto de obtener el mismo, siempre y cuando
aprueben el proceso de revisión visual de humo, revi-
sión visual de componentes vehiculares, así como pre-
sentar niveles de emisión iguales o menores a lo esta-
blecido en dichos numerales, y cubran el costo integral
aplicable.

Que el programa de verificación vehicular, contempla la
emisión de la constancia de verificación tipo “1”, el cual es
un documento integrado por un certificado y un holograma
con leyenda o figura “1”, que acredita el cumplimiento del
vehículo con la verificación de emisiones vehiculares y li-
mita la circulación del vehículo que lo porta un día entre
semana y dos sábados cada mes, hasta por seis meses. En
el evento que en el mes exista un quinto sábado, los vehí-
culos con esta constancia podrán circular de acuerdo a las
condiciones ambientales que se presentan.21 Pueden obte-
ner la constancia de Verificación tipo uno (Holograma “1”)
los siguientes vehículos:

• Vehículos de uso particular, de carga y transporte co-
lectivo de pasajeros a gasolina, así como los Taxis a ga-
solina, cuyos niveles de emisión no superen 100 ppm de
hidrocarburos, 1.0 por ciento en volumen de monóxido
de carbono, 1,500 ppm de óxidos de nitrógeno y 2 por
ciento en volumen de oxígeno; asimismo, el lambda de
la unidad no deberá ser mayor a 1.05, en tanto que el re-
sultado de la suma del monóxido de carbono y bióxido
de carbono no deberá salirse del intervalo de 13 a 16.5
por ciento en volumen conforme las tablas 1 y 2 de los
numerales 4.2.1 y 4.2.2 de la NOM-041-SEMARNAT-

2015, que establecen los límites máximos permisibles
de emisión de gases contaminantes provenientes del es-
cape de los vehículos automotores en circulación que
usan gasolina como combustible.

• Los vehículos destinados a cualquier uso que utilicen
gas natural, gas licuado de petróleo u otro combustible
alterno, cuyos niveles de emisión no superen 200 ppm
de hidrocarburos, 1 por ciento en volumen de monóxido
de carbono, 800 ppm de óxidos de nitrógeno y 3 por
ciento en volumen de oxígeno. Asimismo, el resultado
de la suma del monóxido de carbono y bióxido de car-
bono no deberá salirse del intervalo de 7 a 18 por cien-
to en volumen.

• Los vehículos a diésel modelo 2001 y posteriores cu-
ya emisión no rebase 1.6 de coeficiente de absorción de
luz.

• Los vehículos que cuenten o estén sujetos a un holo-
grama “1”, podrán acceder al holograma “0”, siempre y
cuando en el proceso de verificación vehicular acrediten
el nivel de emisiones a que se refiere el numeral 7.4.1.
y cubran el costo integral aplicable. El propietario podrá
verificar su vehículo antes de su periodo de verificación
debiendo pagar la verificación respectiva. El hecho de
obtener la Constancia de Verificación aprobatoria de
forma anticipada no exime al propietario del vehículo
de cumplir con su verificación en el periodo que le co-
rresponda.

Que el programa de verificación vehicular, contempla la
emisión de la constancia de verificación tipo “2”, el cual es
un documento integrado por un certificado y un holograma
con leyenda o figura“2”, que acredita el cumplimiento del
vehículo con la verificación de emisiones vehiculares y li-
mita la circulación del vehículo que lo porta un día entre
semana y todos los sábados del mes, hasta por seis me-
ses.22 Pueden obtener la constancia de Verificación tipo
dos (Holograma “2”) los siguientes vehículos:

• Aquellos vehículos de uso particular, de carga y trans-
porte colectivo de pasajeros a gasolina, cuyas emisiones
se encuentren dentro de los límites máximos permisi-
bles de gases contaminantes provenientes del escape.

• Los vehículos destinados a cualquier uso que utilicen
gas natural, gas licuado de petróleo u otro combustible
alterno, cuyos niveles de emisión no superen 200 ppm
de hidrocarburos, 1 por ciento en volumen de monóxido
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de carbono, 1,000 ppm de óxidos de nitrógeno y 6 por
ciento en volumen de oxígeno. Asimismo, el resultado
de la suma del monóxido de carbono y bióxido de car-
bono no deberá salirse del intervalo de 7 a 18 por cien-
to en volumen.

• Los vehículos destinados a cualquier uso que utilicen
diésel, de cualquier año modelo cuya emisión no rebase
2.0 de coeficiente de absorción de luz.

• Los vehículos de uso particular a gasolina que cuenten
o estén sujetos a un holograma “2”, podrán acceder al
holograma “1” o “0”, siempre y cuando en el proceso de
verificación vehicular acrediten el nivel de emisiones
correspondiente y cubran el costo integral aplicable. El
propietario podrá verificar su vehículo antes de su pe-
riodo de verificación debiendo pagar la verificación res-
pectiva. El hecho de obtener la Constancia de Verifica-
ción aprobatoria de manera anticipada no exime al
propietario del vehículo de cumplir con su verificación
en el periodo que le corresponda.

Que podrán obtener la constancia de Verificación de No
Aprobación (Rechazo) los siguientes vehículos:

• Vehículos cuyas emisiones rebasen los valores máxi-
mos establecidos para obtener los engomados “00”, “0”,
“1” y “2” del Programa, así como lo establecido en las
tablas 1 y 2 de la NOM-041-SEMARNAT-2015 y que
no aprueben la revisión visual de humo y que carezcan
de sistema de escape, filtro y portafiltro de aire, tapón de
dispositivo de aceite, tapón de aceite, tapón de combus-
tible, bayoneta de medición de aceite y adicionalmente
no presentar fuga de fluidos, asegurarse que los neumá-
ticos no se encuentran carentes de dibujo en cualquier
punto de la banda de rodadura o que presenten desper-
fectos, cortes, erosiones, abombamientos o dimensiones
de neumáticos incorrectas o que los neumáticos sean de
diferentes tipo en un mismo eje.

• Asimismo, se les entregará a los propietarios de las
unidades que presenten falla en la operación del con-
vertidor catalítico o que no presenten las condiciones
operativas para realizar la prueba de verificación de
emisiones vehiculares.

• Los vehículos que habiendo tenido una verificación
aprobatoria, y realicen una nueva verificación dentro o
fuera de su periodo con el objeto de obtener un holo-
grama “0” o “1” y obtengan como resultado una cons-

tancia de verificación no aprobatoria, se le retirará el ho-
lograma vigente y deberán acreditar la verificación ve-
hicular antes del vencimiento de su período de verifica-
ción.

Que bajo el siguiente esquema, se pueden endurecer los
criterios anteriormente descritos para otorgar los engoma-
dos, con la finalidad de que los vehículos a los que se res-
trinja la circulación, sean los vehículos que efectivamente
contaminen más y no bajo un sistema aleatorio basado en
el color del engomado.
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Que los criterios para la protección a la atmósfera que las
políticas y programas de las autoridades ambientales deben
estar dirigidos a garantizar que la calidad del aire sea satis-
factoria en la Ciudad de México, y que las emisiones de to-
do tipo de contaminantes a la atmósfera, sean de fuentes fi-
jas o móviles, deben ser prevenidas, reguladas, reducidas y
controladas, para asegurar una calidad del aire satisfactoria
para la salud y bienestar de la población y el mantenimien-
to del equilibrio ecológico.23

6. Corrupción en verificentros

Que en agosto de 2015, el Honorable Congreso de la Unión
exhortó al gobierno del Distrito Federal, con la finalidad de
que adopte medidas tendentes a erradicar actos de corrup-
ción en los verificentros.

Que desde hace varios años, los centros de verificación ya
eran lugares donde se propiciaban actos de corrupción, tal
y como se puede demostrar con las clausuras que ha reali-
zado la Secretaría del Medio Ambiente de la Ciudad du-
rante el presente sexenio en las delegaciones de Iztapalapa,
Iztacalco, Cuauhtémoc, Álvaro Obregón, Tláhuac, Benito
Juárez, Venustiano Carranza y Gustavo A. Madero, en don-
de además se detuvieron a personas implicadas en actos de
corrupción, siendo así, como se demostró que operaban
con irregularidades en el proceso de verificación así como
en la transmisión de videos al Centro de Inspección y Vi-
gilancia Ambiental Remota.

Que desde hace varios años, existe el problema del coyota-
je, quienes son gestores que a cambio de un monto osci-
lante entre 100 y 600 pesos (extras al costo de la verifica-
ción) ofrecen engomados a los automovilistas para que
puedan liberarse de la obligación de dejar de circular uno o
hasta dos días a la semana.

Que en el estado de México es aún más grave el problema
de la corrupción en los verificentros, ya que ahí los gesto-
res o coyotes pueden obtener el holograma sin siquiera lle-
var los vehículos a verificar, situación que genera que mu-
chos vehículos obtengan un resultado aprobatorio sin
realmente pasar la prueba.

Que se deben adoptar medidas tendientes a que los gobier-
nos de la Ciudad de México y los estados de México, Tlax-
cala, Hidalgo, Morelos y Puebla erradiquen los actos de co-
rrupción que se dan en los verificentros, a fin de que los
vehículos que obtengan cualquier holograma realmente
emitan menos cantidad de partículas contaminantes y por
ende se mejore la calidad del aire en el centro del país.

7. Sobre el Programa Hoy no Circula.

Que el 19 de junio de 2014, se publicó en la Gaceta Oficial
del gobierno del Distrito Federal, el decreto por el que se
expide el Programa Hoy no Circula en el Distrito Federal,
que tiene por objeto, establecer medidas aplicables a la cir-
culación vehicular de fuentes móviles o vehículos automo-
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tores, con el objetivo de prevenir, minimizar y controlar la
emisión de contaminantes provenientes de fuentes móviles
que circulan en el Distrito Federal, sea cual fuere el origen
de las placas o matrícula del vehículo, mediante la limita-
ción de su circulación.

Que como bien se refiere en párrafos anteriores, el trans-
porte particular, ya sea en automóvil, camioneta, motoci-
cleta o bicicleta, es una necesidad, la cual conlleva el dere-
cho de las personas, de elegir la forma de trasladarse, con
el fin de acceder a los bienes, servicios y oportunidades
que ofrece la ciudad, mismo derecho que está siendo con-
culcado en sus respectivos ámbitos de atribuciones y com-
petencias por el gobierno federal a través de la Secretaría
del Medio Ambiente y Recursos Naturales, la Comisión
Ambiental Metropolitana y los gobiernos de la Ciudad de
México y del estado de México a través de sus respectivas
Secretarías del Medio Ambiente, Seguridad Pública y Mo-
vilidad.

8. Sobre la pre-contingencia y la contingencia ambien-
tal de 2016

Que el 3 de octubre de 2013, se publicó en la Gaceta Ofi-
cial del Distrito Federal el “Convenio de Coordinación por
el que se crea la Comisión Ambiental de la Megalópolis
(Came)”, cuyo objeto es constituir la comisión como un ór-
gano de coordinación, para llevar a cabo, entre otras accio-
nes, la planeación y ejecución de acciones en materia de
protección al ambiente, de preservación y restauración del
equilibrio ecológico en la zona, conformada por los órga-
nos políticos administrativos desconcentrados del Distrito
Federal, así como los municipios de los estados de Hidal-
go, México, Morelos, Puebla y Tlaxcala.

Que durante la segunda de marzo de 2016, la Came decre-
tó la existencia de la fase de precontingencia ambiental, la
cual se aplica cuando la calidad del aire es muy mala y el
Indice Metropolitano de Calidad del Aire (Imeca) de ozo-
no supera los 160 puntos o el de partículas menores a diez
micrómetros supera los 160 puntos, en la que se debe limi-
tar la circulación de todos los vehículos de uso particular
con placas de circulación del extranjero o de otras entida-
des federativas distintas al estado de México y Distrito Fe-
deral, que no porten el holograma de verificación vehicular
“Doble Cero” o “Cero” de las 05:00 a 11:00 am.

Que la fase 1 de contingencia ambiental se aplica cuando
la calidad del aire se encuentra cercana al límite de extre-
madamente mala y el Imeca de ozono supera los 190 pun-

tos o el de las partículas menores a diez micrómetros supe-
ra los 175 puntos, en este caso se recomienda que dejen de
circular los vehículos con holograma de verificación “2” de
acuerdo al último dígito de las placas de circulación (non o
par) de manera alternada de acuerdo a la contingencia am-
biental inmediata anterior; y si la contingencia ambiental se
extiende por un día más – como fue el caso -, dejarán de
circular los vehículos con holograma “2” que circularon el
día anterior.

Que la fase 2 de contingencia ambiental no se llevó a cabo,
sin embargo contempla que la la calidad del aire es extre-
madamente mala y el Imeca de ozono (O3) o de partículas
menores a diez micrómetros supera los 240 puntos, en este
caso, se recomienda que dejen de circular todos los vehí-
culos con holograma de verificación “2”.

Que producto de las decisiones tomadas por las autoridades
en materia ambiental en la Ciudad de México y dada la
concentración de partículas nocivas para la salud, la Comi-
sión Ambiental Metropolitana, Came, determinó decretar
la contingencia ambiental fase 1 para los días 16 y 17 de
marzo de 2016.

9. Sobre el programa temporal del Hoy no Circula

Que el miércoles 30 de marzo de 2016, el jefe de gobierno
de la Ciudad de México, Miguel Ángel Mancera, anunció
la aplicación generalizada del Programa Hoy no Circula a
todos los vehículos que circulan en la zona metropolitana,
sin importar su holograma de verificación, a partir del mar-
tes 5 de abril y hasta el 30 de junio del presente año.

Que la aplicación de dicho programa lesiona la economía y
el bienestar de más de 5.5 millones de automovilistas en la
zona metropolitana de la Ciudad de México, al no permi-
tirles utilizar el vehículo como medio de transporte en aras
de satisfacer sus necesidades.

Que durante los días de la contingencia ambiental de mar-
zo, el gobierno de la Ciudad determinó otorgar la gratuidad
de los servicios de transporte colectivo de pasajeros como
el Metro, Metrobus, el Servicio de Transportes Eléctricos y
la Red de Transporte de Pasajeros, en virtud del perjuicio
causado a los automovilistas que se vieron obligados a no
utilizar su vehículo.

Que el lunes 4 de abril de 2016, el gobierno de la Ciudad
de México determinó otorgar la gratuidad en los servicios
de transporte colectivo y masivo de pasajeros como el tro-
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lebús, el Servicio de Transportes Eléctricos y la Red de
Transporte de Pasajeros, sin embargo, esta medida no es
suficiente, se debe ampliar el beneficio a la ciudadanía pa-
ra otorgar también la gratuidad en el Sistema de Transpor-
te Colectivo (Metro).

10. Gratuidad del servicio público masivo y colectivo de
pasajeros

Que dentro de las facultades del jefe de gobierno de la Ciu-
dad de México en materia de movilidad, se encuentra el de-
terminar las tarifas de transporte público de pasajeros en
todas sus modalidades, a propuesta de la Secretaría de Mo-
vilidad.24

Que durante la contingencia del mes de marzo, el Gobier-
no de la Ciudad otorgó de manera gratuita el servicio de
transporte colectivo y masivo de pasajeros como el Metro,
Metrobus, el Servicio de Transportes Eléctricos y la Red de
Transporte de Pasajeros.

Que el estado de México no se sumó a las medidas de gra-
tuidad en sus medios de transporte colectivo y masivo de
pasajeros, a fin de compensar a los automovilistas perjudi-
cados durante la contingencia ambiental.

Que durante la contingencia ambiental de los días 16 y 17
de marzo, dejaron de circular al igual que ahora, todos los
vehículos de un mismo color de engomado, sin importar si
el holograma de verificación vehicular era “00”, “0”, “1” o
“2”.

Que al estarse propiciando las mismas limitaciones a la cir-
culación vehicular, se deben proporcionar las mismas faci-
lidades a los automovilistas y público usuario de otorgarles
la gratuidad del servicio público masivo y colectivo de pa-
sajeros, mientras dura la medida temporal.

Que durante esta etapa temporal de aplicación del nuevo
Hoy no Circula, se debe ampliar el beneficio a los ciuda-
danos para otorgar también la gratuidad en el Sistema de
Transporte Colectivo, Metro.

11. Impuesto verde en vez de tenencia

Que actualmente se cobra el impuesto sobre la tenencia a
los propietarios de los vehículos utilizando como base el
valor factura y el valor de depreciación (conforme al año
modelo del vehículo), pagando menos, paradójicamente
los vehículos que podrían contaminar más, lo cual, está de-
mostrado, es un error.

Proponemos crear un impuesto verde que utilice como ba-
se el nivel de emisiones contaminantes, a fin de generar un
incentivo para que los propietarios de vehículos, tengan ve-
hículos poco contaminantes, es decir, a mayor contamina-
ción, mayor pago de tenencia, a menor contaminación, me-
nor pago de tenencia.

Esta receta, debe ir ligada al programa de verificación ve-
hicular, pero prescindiendo de un ingrediente que hasta
ahora ha sido la constante, la corrupción.

12. Vehículos verdes

Que los precios de los vehículos híbridos y eléctricos son
especialmente altos.

Que muchos de los vehículos híbridos o eléctricos se ven-
den en dólares, razón por la que su precio fluctúa en una
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banda de precio bastante amplia y perjudicial para el mer-
cado mexicano.

Que la mayoría de los vehículos híbridos o eléctricos, si no
es que todos, son más caros que sus pares de combustión a
gasolina, diésel o gas natural.

Que lamentablemente la mayoría de los vehículos conside-
rados como ecológicos, son híbridos y no eléctricos.

Que aún los vehículos híbridos son demasiado caros para
el poder adquisitivo del mercado mexicano.

Que no existen subsidios ni por parte del gobierno federal,
ni de los gobiernos locales.

Que en nuestro país, no existe la cultura de utilizar vehícu-
los ecológicos, razón por la que se debe dar incentivos eco-
nómicos a fin de que la población, existiendo vehículos
con igualdad de precio y prestaciones, se decidan por el
menos contaminante.

Que EcoVehículos es un portal de internet (http://www.
ecovehiculos.gob.mx/index.php) encargado de dar publici-
dad a los indicadores de eficiencia energética y emisiones
vehiculares, dependiente del Instituto Nacional de Ecolo-
gía y Cambio Climático, la Comisión Nacional para el Uso
Eficiente de la Energía y la Procuraduría Federal del Con-
sumidor.

Que entre las variables que califica de un vehículo el por-
tal EcoVehículos, se encuentran los gases de efectos inver-
nadero y los contaminantes del aire.

Que la calificación de gases de efecto invernadero es la ca-
lificación de contaminantes de efecto invernadero se obtie-
ne a través de un tabulador que utiliza la Agencia de Pro-
tección al Medio Ambiente en Estados Unidos
(Environment Protection Agency, EPA) para dar califica-
ciones según las emisiones de CO2 del vehículo, éstas se
obtienen principalmente del rendimiento del combustible
empleado (gasolina o diésel). La escala que se maneja es
del 0 al 10, donde 10 es más eficiente y 0 es menos rendi-
dor en combustible.

Que la calificación de contaminantes al aire es la califica-
ción de contaminantes al aire se obtiene del tabulador que
utiliza la EPA para calificar los autos. Este tabulador está
relacionado con rangos de emisiones con una escala de 0 a
10, donde 10 es más limpio y 0 es más sucio, el contami-
nante criterio que se mide es el óxido de nitrógeno.

Que el adquirir un auto nuevo con una alta calificación en
gases de efecto invernadero, le permite al usuario tener
considerables ahorros en su gasto de gasolina y contribuirá
a mitigar el calentamiento global.

Que una alta calificación en contaminantes al aire, permi-
tirá al consumidor del auto disminuir los daños de las emi-
siones vehiculares a la calidad de aire, teniendo por lo tan-
to menores efectos negativos sobre la salud. Ya que el
óxido de nitrógeno y los compuestos orgánicos volátiles
contribuyen a la formación de ozono, O3, en la atmósfera
baja. El O3 puede ocasionar inflamación pulmonar, depre-
sión del sistema inmunológico frente a infecciones pulmo-
nares, cambios agudos en la función, estructura y metabo-
lismo pulmonares y efectos sistémicos en órganos blandos
como el hígado.

Que existe una dicotomía, ya que algunos de los vehículos
a gasolina contaminan muy poco, mientras algunos de los
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vehículos híbridos, emiten mayores cantidades de gases
contaminantes.

Que entre los vehículos con bajas emisiones vehiculares, se
encuentran muchos de gasolina, los cuales obtienen califi-
caciones combinadas, de gases de efecto invernadero y de
contaminantes mayor o igual a 17 puntos, entre los cuales
se encuentran:

• Chevrolet/spark/2016 ev electrico 5pts 139hp aut

• Ford/fusion/2015 hibrido 4pts 2.0l 4cil 188hp aut (cvt)

• Honda/civic/2013 híbrido 4pts 1.5l 4cil 90hp cvt

• Honda/civic/2014 híbrido 4pts 1.5l 4cil 90hp cvt

• Chevrolet/volt/2016 sedan hibrido 4pts 1.5l 4cil 100hp
cvt

• Smart/fortwo/2012 micro hbrid drive 3pts 1.0l 3cil
69hp aut

• Smart/fortwo/2013 micro hbrid drive 2/3pts 1.0l 3cil
69hp aut

• Smart/fortwo/2014 micro hbrido drive 3pts 1.0l 3cil
69hp aut

• Honda/civic/2012 híbrido 4pts 1.5l 4cil 90hp cvtuv

• Ford/fusion/2012 hybrid 4pts 2.5l 4cil 156hp cvt

• Chevrolet/spark/2016 lt 5pts 1.4l 4cil 98hp man

• Chevrolet/spark/2016 ltz 5pts 1.4l 4cil 98hp man

• Toyota/prius/2012 hibrido 4pts 1.8l 4cil 98hp cvt

• Toyota/prius/2013 hibrido 4pts 1.8l 4cil 98hp cvt

• Honda/cr-z/2013 coupe hibrido 3pts 1.5l 4cil 117hp
cvt

• Toyota/prius/2014 hibrido 4pts 1.8l 4cil 98hp+36hp
cvt

• Honda/cr-z/2015 coupe hibrido 3pts 1.5l 4cil 117hp
cvt

• Seat/ibiza/2015 3/5 pts 1.2l 4cil 105hp man turbo

• Smart/fortwo/2012 coupe 3pts 1.0l 3cil 83hp aut turbo

• Smart/fortwo/2012 convertible 2pts 1.0l 3cil 83hp aut
turbo

• Smart/fortwo/2013 coupe 3pts 1.0l 3cil 83hp aut turbo

• Smart/fortwo/2013 convertible 2pts 1.0l 3cil 83hp aut
turbo

• Nissan/x-trail/2016 hibrida 4x2 5pts 2.0l 4cil 142hp
cvt

• Smart/fortwo/2014 coupe 3pts 1.0l 3cil 83hp aut turbo

• Smart/fortwo/2014 convertible 2pts 1.0l 3cil 83hp aut
turbo

• Nissan/note/2015 5pts 1.6l 4cil 109hp cvt

• Nissan/note/2016 5pts 1.6l 4cil 109hp cvt

• Mini/cooper/2016 convertible 2pts 1.5l 3cil 136hp
man turbo

• Mazda/mazda3/2014 sedan 4pts 2.0l 4cil 153hp aut

• Mazda/mazda3/2015 sedan 4pts 2.0l 4cil 155hp aut

• Mazda/mazda3/2016 sedan 4pts 2.0l 4cil 155hp aut

• Mazda/mazda3/2014 hatchback 5pts 2.0l 4cil 153hp
aut

• Mazda/mazda3/2015 hatchback 5pts 2.0l 4cil 155hp
aut

• Smart/brabus/2013 2/3pts 1.0l 3cil 101hp aut turbo

• Seat/ibiza/2013 3/5 pts 1.2l 4cil 105hp man turbo

• Mazda/mazda3/2014 sedan 4pts 2.0l 4cil 153hp man

• Smart/brabus/2014 coupe 3pts 1.0l 3cil 101hp aut tur-
bo

• Mazda/mazda3/2015 sedan 4pts 2.0l 4cil 155hp man
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• Mazda/mazda3/2016 sedan 4pts 2.0l 4cil 155hp man

• Mazda/mazda3/2014 hatchback 5pts 2.0l 4cil 153hp
man

• Mazda/mazda3/2015 hatchback 5pts 2.0l 4cil 155hp
man

• Mazda/mazda3/2016 hatchback 5pts 2.0l 4cil 155hp
man

• Toyota/yaris/2012 sedan 4pts 1.5l 4cil 106hp man

• Toyota/yaris/2013 sedan 4pts 1.5l 4cil 106hp man

• Toyota/yaris/2014 sedan 4pts 1.5l 4cil 106hp man

• Nissan/altima/2016 4pts 2.5l 4cil 182hp aut (cvt)

• Nissan/altima/2016 4pts 2.5l 4cil 182hp aut (cvt)

• Nissan/note/2015 5pts 1.6l 4cil 109hp man

• Mazda/cx-3/2016 wagon 4x2 5pts 2.0l 4cil 146hp aut

• Nissan/note/2016 5pts 1.6l 4cil 109hp man

• Toyota/yaris/2014 hatchback 5pts 1.5l 4cil 106hp aut

• Mazda/mazda2/2015 hatchback 5pts 1.5l 4cil 102hp
man

• Mazda/mazda3/2015 sedan 4pts 2.5l 4cil 188hp man

• Mazda/mazda3/2015 hatchback 5pts 2.5l 4cil 188hp
man

• Mazda/mazda3/2015 hatchback 5pts 2.5l 4cil 188hp
aut

• Audi/a3/2015 3pts 1.8l 4cil 180hp stronic fsi turbo
front

• Audi/a3/2015 cabrio 2pts 1.8l 4cil 180hp stronic fsi
turbo front

• Audi/a3/2015 sedán 4pts 1.8l 4cil 180hp stronic fsi tur-
bo

• Mazda/mazda3/2016 sedan 4pts 2.5l 4cil 188hp man

• Mazda/mazda3/2016 sedan 4pts 2.5l 4cil 188hp aut

• Honda/city/2014 lx 4pts 1.5l 4cil 118hp cvt

• Honda/city/2014 ex 4pts 1.5l 4cil 118hp cvt

• Honda/city/2016 lx 4pts 1.5l 4cil 118hp cvt

• Honda/city/2016 ex 4pts 1.5l 4cil 118hp cvt

• Honda/city/2016 dx 4pts 1.5l 4cil 118hp cvt

• Mazda/mazda3/2016 hatchback 5pts 2.5l 4cil 188hp
aut

• Mazda/cx-5/2012 wagon fwd 5pts 2.0l 4cil 153hp aut

• Vw/beetle/2012 2pts 1.2l 4cil 104hp man turbo

• Vw/beetle/2013 2pts 1.2l 4cil 104hp man turbo

• Mercedes/a180/2013 cgi 5pts 1.6l 4cil 121hp man tur-
bo

• Mazda/cx-5/2014 fwd 5pts 2.0l 4cil 153hp aut

• Mazda/cx-5/2015 wagon fwd 5pts 2.0l 4cil 153hp aut

• Honda/fit/2015 fun 5pts 1.5l 4cil 130hp cvt

• Honda/fit/2015 hit 5pts 1.5l 4cil 130hp cvt

• Hyundai/sonata/2016 limited 4pts 2.4l 4cil 185hp aut

• Hyundai/sonata/2016 premium 4pts 2.4l 4cil 185hp
aut

• Hyundai/sonata/2016 se 4pts 2.4l 4cil 185hp aut

• Honda/fit/2016 fun 5pts 1.5l 4cil 130hp cvt

• Honda/fit/2016 hit 5pts 1.5l 4cil 130hp cvt

• Mazda/mazda3/2016 hatchback 5pts 2.5l 4cil 188hp
man

• Mercedes/a200/2013 cgi 5pts 1.6l 4cil 154hp man tur-
bo

• Mazda/cx-5/2014 fwd 5pts 2.0l 4cil 153hp man
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• Seat/leon/2015 sport coupe 3pts 1.8l 4cil 180hp dsg
turbo

• Mazda/cx-3/2016 wagon 4x4 5pts 2.0l 4cil 146hp aut

• Lincoln/mkc/2015 awd 5pts 2.3l 4cil 275hp aut turbo

• Audi/a3/2016 sedán 4pts 1.8l 4cil 180hp stronic fsi tur-
bo

• Audi/a3/2016 3pts 1.8l 4cil 180hp stronic fsi turbo

• Audi/a3/2016 cabrio 2pts 1.8l 4cil 180hp stronic fsi
turbo

• Nissan/altima/2013 4pts 2.5l 4cil 182hp cvt

• Nissan/altima/2014 4pts 2.5l 4cil 136hp aut

• Nissan/altima/2015 4pts 2.5l 4cil 136hp aut

• Audi/tt/2013 coupé 2pts 1.8l 4cil 160hp stronic front 

• Chevrolet/cruze/2016 4pts 1.4l 4cil 138hp man turbo

• Chevrolet/sonic/2016 lt hatchback 5pts 1.6l 4cil 115
hp aut

• Chevrolet/malibu/2016 4pts 1.5l 4cil 160hp aut turbo

• Hyundai/elantra/2016 4pts 1.8l 4cil 145hp aut

• Hyundai/elantra/2016 4pts 1.8l 4cil 145hp man

• Suzuki/vitara/2016 2wd 5pts 1.6l 4cil 115hp aut

• Chevrolet/sonic/2016 lt sedan 4pts 1.6l 4cil 115hp aut

• Chevrolet/sonic/2016 ltz sedan 4pts 1.6l 4cil 115hp aut

• Mercedes/b180/2013 cgi 5pts 1.6l 4cil 121hp aut tur-
bo

• Honda/civic/2016 sedan ex-t 5pts 1.5l 4cil 174hp cvt
turbo

• Honda/civic/2016 sedan ex-tl 5pts 1.5l 4cil 174hp cvt
turbo

• Honda/civic/2016 coupe ex-t 2pts 1.5l 4cil 174hp cvt
turbo

• Nissan/altima/2017 4pts 2.5l 4cil 182hp cvt

• Fiat/500/2012 3pts 1.4l 4cil 100hp aut

• Fiat/500/2013 3pts 1.4l 4cil 100hp aut

• Honda/city/2014 lx 4pts 1.5l 4cil 118hp man

• Vw/saveiro/2015 2pts 1.6l 4cil 101hp man

• Honda/city/2016 lx 4pts 1.5l 4cil 118hp man

• Honda/city/2016 dx 4pts 1.5l 4cil 118hp man

Que por lo tanto, al tener altas calificaciones tanto en Ga-
ses de Efecto Invernadero, como en Contaminantes al Ai-
re, no tiene sentido que los vehículos antes referidos y
otros con calificaciones superiores a los 17 puntos, dejen
de circular un día a la semana y un sábado al mes, en vir-
tud de que la disminución de emisiones contaminantes se-
rá marginal y el perjuicio a los propietarios de dichos vehí-
culos, será de grandes proporciones.

13. Conclusiones

Que al pretender aplicar el nuevo Hoy no Circula, se afec-
ta por igual a más de 5.5 millones de automovilistas, sin
obtener mejoras sustanciales en la contaminación ambien-
tal, ni en la salud de los capitalinos, no obstante, si traerles
un problema adicional, las limitaciones a la movilidad.

Que el eslogan del gobierno de la Ciudad de México, “De-
cidamos Juntos”, se está revirtiendo en contra de la pobla-
ción, debido a que no se está consultando a la población
afectada sobre la idoneidad de llevar a cabo esta modifica-
ción al “Programa Hoy no Circula”.

Que el principal medio de movilidad perjudicado es el
transporte de uso particular, el cual es un Vehículo destina-
do a satisfacer necesidades de movilidad propias y que no
presta ningún tipo de servicio.25

Que la limitación de la circulación de vehículos automoto-
res sin importar su holograma, es por sí misma una exter-
nalidad negativa, es decir, son efectos indirectos de los des-
plazamientos que reducen el bienestar de las personas que
realizan los viajes y o a la sociedad en su conjunto.26
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Que si durante la pre-contingencia y la contingencia am-
biental de marzo del corriente, se optó por dar el servicio
de transporte público de manera gratuita, ahora que se está
afectando a la población de la misma manera, también se
debe otorgar la gratuidad o al menos un subsidio de 50 por
ciento en el precio del transporte público colectivo y masi-
vo de pasajeros.

Que producto de la limitación de circulación de vehículos
automotores, efectivamente se reducirá el bienestar de las
personas, por un lado quienes solían viajar cotidianamente
en su vehículo y por otro, quienes por la concentración de
personas en los sistemas de transporte masivo de pasajeros,
también ven reducido su bienestar.

Que el gobierno de la Ciudad de México, al modificar la
forma de ejecución del “Programa Hoy no Circula”, está
causando un agravio personal y directo a millones de me-
xicanos y a buena parte de la población capitalina que se
traslada en automóvil particular y que debido a esta nueva
medida, deberá dejar de hacerlo aproximadamente 20 por
ciento de los días del mes.

Que si bien no están contemplados como tal en la legisla-
ción vigente, los automovilistas hoy por hoy con las deci-
siones tomadas desde la Came, el gobierno de la Ciudad de
México y el gobierno del estado de México, se convierten
en un grupo vulnerable de la movilidad, el cual es definido
como un sector de la población que por cierta característi-
ca (las modificaciones al “Programa Hoy no Circula”)
pueda encontrar barreras para ejercer su derecho a la mo-
vilidad (por lo menos de la manera en la que lo venía ha-
ciendo).27

Que si bien el objeto de la movilidad es la persona, los au-
tomovilistas perjudicados con las medidas impuestas por el
Came y los gobiernos locales, no dejan de ser personas.28

Que al decretar la gratuidad en los sistemas de transporte
colectivo y masivo de pasajeros en la Ciudad de México, se
estaría ayudando a los capitalinos en su economía y com-
pensando un tanto el sacrificio que harán por no utilizar sus
vehículos de la manera acostumbrada.

Que por el beneficio de los capitalinos, no se debe prolon-
gar la aplicación de los criterios del nuevo Hoy no Circula,
para el segundo semestre de 2016.

Que al bajar los límites de velocidad de circulación de los
vehículos, se incrementó la concentración de partículas no-

civas para la salud en el aire, razón por la que se deben au-
mentar los límites máximos de velocidad de circulación ve-
hicular en carreteras, autopistas, y circuitos carriles centra-
les de las vías de acceso controlado, vías primarias,
secundarias, zonas de tránsito calmado, zonas escolares, de
hospitales, de asilos, de albergues y casas hogar.

Que se deben eliminar del Reglamento de Tránsito del Dis-
trito Federal las restricciones de circulación que provocan
que los vehículos automotores emitan mayores cantidades
de gases contaminantes.

Que se debe suspender el programa de verificación am-
biental del primer semestre de 2016, en caso de insistir en
la aplicación del nuevo Hoy no Circula de manera tempo-
ral, en virtud de no tener sentido de ser su aplicación, ya
que por igual dejarán de circular los vehículos con engo-
mados “00”, “0”, “1” y “2”.

Que se debe buscar sustituir el método aleatorio (basado en
el color del engomado) para sacar de circulación vehículos
y por tanto dejen de contaminar durante un día, por otro ba-
sado en el nivel de emisiones de gases contaminantes.

Se propone cobrar el Impuesto sobre la Tenencia de Vehí-
culos, utilizando como base el nivel de emisiones contami-
nantes, a fin de generar un incentivo para que los propieta-
rios de vehículos, tengan vehículos poco contaminantes.

Que se deben crear incentivos fiscales, a fin de propiciar la
cultura de adquisición de vehículos híbridos o preferente-
mente eléctricos por parte de la ciudadanía.

Que tanto el Poder Legislativo federal, el Poder Judicial de
la federación y los gobiernos federal, de la Ciudad de Mé-
xico, los estados de México, Tlaxcala, Puebla, Hidalgo y
Morelos y sus respectivos municipios y delegaciones, de-
ben poner el ejemplo y adquirir vehículos híbridos o prefe-
rentemente eléctricos.

Que la Asamblea Legislativa del Distrito Federal y el go-
bierno de la ciudad, deben asignar y ejercer mayor presu-
puesto, de cara a la mejora de los servicios de transporte
colectivo y masivo de pasajeros.

Que la Comisión Ambiental de la Megalópolis, debe im-
pulsar y ejecutar un programa conjunto con las entidades
federativas que integran dicha comisión, a fin de diseñar e
implementar programas y acciones tendientes a erradicar
actos de corrupción en los verificentros, en virtud de que
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justamente la corrupción ha convertido a los centros de ve-
rificación vehicular en parte del conflicto, siendo que de-
ben convertirse en parte de la solución al problema am-
biental.

Por lo expuesto y fundado, me sirvo someter a considera-
ción del pleno de esta asamblea, los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión, exhorta respetuosamente a los gobiernos de
la Ciudad de México y del estado de México, a valorar la
pertinencia de continuar con la aplicación del nuevo
Hoy no Circula temporal, en virtud de resultar lesivo pa-
ra más de 5.5 millones de automovilistas en la megaló-
polis.

Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión, exhorta respetuosamente a los Gobiernos
de la Ciudad de México y del Estado de México, a que en
caso de insistir en la aplicación del nuevo Hoy no Circula
de manera temporal, decrete la gratuidad de los sistemas
de transporte masivo y colectivo de pasajeros (Metro,
Metrobus, Mexibus, Tren Suburbano, etcétera), adicio-
nal a los ya aprobados (RTP, Tren Ligero y Trolebuses y ca-
miones de la Red de Transporte de Pasajeros) durante el
periodo de aplicación de dicho programa, comprendido en-
tre el 5 de abril y el 30 de junio de 2016.

Tercero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión, exhorta respetuosamente a los Gobiernos
de la Ciudad de México y del Estado de México, a que en
caso de insistir en la aplicación del nuevo Hoy no Circula
de manera temporal, no prolongue la aplicación de los
criterios del nuevo Hoy no Circula, para el segundo se-
mestre de 2016.

Cuarto. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión, exhorta respetuosamente al gobierno de la
Ciudad de México, a reformar el artículo 9 del Regla-
mento de Tránsito del Distrito Federal, en donde se con-
temple aumentar los límites de velocidad, para quedar
como sigue:

Artículo 9. Los conductores de vehículos deberán res-
petar los límites de velocidad establecidos en la señali-
zación vial. A falta de señalamiento restrictivo específi-
co, los límites de velocidad se establecerán de acuerdo a
lo siguiente: 

I. En los carriles centrales de las vías de acceso contro-
lado la velocidad máxima será de 100 kilómetros por
hora; 

II. En vías primarias la velocidad máxima será de 80 ki-
lómetros por hora;

III. En vías secundarias incluyendo las laterales de vías
de acceso controlado, la velocidad máxima será de 60
kilómetros por hora; 

IV. En zonas de tránsito calmado la velocidad será de 40
kilómetros por hora;

V. En zonas escolares, de hospitales, de asilos, de alber-
gues y casas hogar, la velocidad máxima será de 20 ki-
lómetros por hora; y 

VI. En estacionamientos y en vías peatonales en las cua-
les se permita el acceso a vehículos la velocidad máxi-
ma será de 10 kilómetros por hora.

…

…

Quinto. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión, exhorta respetuosamente al gobierno de la
Ciudad de México, a que elimine del Reglamento de
Tránsito del Distrito Federal las restricciones de circu-
lación que provocan que los vehículos automotores emitan
mayores cantidades de gases contaminantes, al tenor de las
consideraciones expresadas en el presente punto de acuer-
do.

Sexto. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión, exhorta respetuosamente a los Gobiernos de la
Ciudad de México y del estado de México, a suspender el
programa de verificación ambiental del primer semes-
tre de 2016, en caso de insistir en la aplicación del nuevo
Hoy no Circula de manera temporal, en virtud de no tener
sentido de ser su aplicación, ya que por igual dejarán de
circular los vehículos con engomados “00”, “0”, “1” y “2”.

Séptimo. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión, exhorta respetuosamente a la Comisión
Ambiental de la Megalópolis, a los gobiernos de la Ciudad
de México y del estado de México, a sustituir el método
aleatorio (basado en el color del engomado) para sacar de
circulación vehículos y por tanto dejen de contaminar du-
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rante un día, por otro que considere el nivel de emisiones
de gases contaminantes.

Octavo. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
se la Unión, exhorta a la Asamblea Legislativa del Distrito
Federal y a las legislaturas de los estados de México, Tlax-
cala, Puebla, Hidalgo y Morelos, a reformar sus Códigos
Fiscales con la finalidad de cobrar un impuesto verde
que sustituya el impuesto sobre la tenencia de vehícu-
los, utilizando como base el nivel de emisiones de gases
contaminantes.

Noveno. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión, exhorta al gobierno de la república, a que a
través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el
Servicio de Administración Tributaria y a los gobiernos de
la Ciudad de México y de los estados de México, Tlaxcala,
Puebla, Hidalgo y Morelos a que mediante incentivos fis-
cales y difusión, propicien la cultura de adquisición de
vehículos con una calificación combinada de Gases de
Efecto Invernadero y de Contaminantes al Aire igual o
superior a los 17 puntos y preferentemente eléctricos,
de acuerdo con los criterios establecidos por EcoVehí-
culos.

Décimo. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión, exhorta al gobierno federal y los gobiernos
de la Ciudad de México, los estados de México, Tlaxcala,
Puebla, Hidalgo y Morelos y sus respectivos municipios y
delegaciones, con la finalidad de los vehículos que ad-
quieran a partir de esta fecha, cuenten con una califica-
ción combinada de gases de efecto invernadero y de
contaminantes al aire igual o superior a los 17 puntos y
preferentemente eléctricos, de acuerdo con los criterios
establecidos por EcoVehículos.

Décimo Primero. La Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, exhorta a la Asamblea Legislativa
del Distrito Federal, al gobierno de la Ciudad de México al
Congreso del estado de México y al gobierno del estado de
México, a que en el ámbito de sus atribuciones y compe-
tencias, asignen y ejerzan mayor presupuesto, de cara a
la mejora de los servicios de transporte colectivo y ma-
sivo de pasajeros.

Décimo Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión exhorta respetuosamente a los go-
biernos de la Ciudad de México y del estado de México,
para que a través de la Comisión Ambiental de la Megaló-

polis, impulse y ejecute un programa conjunto con las
entidades federativas que integran dicha comisión, a fin
de diseñar e implementar programas y acciones ten-
dentes a erradicar actos de corrupción en los verificen-
tros.

Notas:

1 Artículo 25 numeral 1, y 28 de la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos.

2 Artículo 2, fracción I, de la Ley de Movilidad del Distrito Federal.

3 Artículo 9, fracción LXXXVI de la Ley de Movilidad del Distrito Fe-
deral.

4 Artículo 5 de la Ley de Movilidad del Distrito Federal.

5 Artículo 9, fracción LVI de la Ley de Movilidad del Distrito Federal.

6 Artículo 9, fracción LXXXVII de la Ley de Movilidad del Distrito
Federal.

7 Artículo 6 de la Ley de Movilidad del Distrito Federal.

8 Artículo 7, fracción VI de la Ley de Movilidad.

9 Artículo 9, fracción LXXXIII de la Ley de Movilidad del Distrito Fe-
deral.

10 Artículo 6, fracción VI de la Ley de Movilidad del Distrito Federal.

11 Gabriel Tarriba y Gabriela Alarcón. Movilidad competitiva en la zo-

na metropolitana de la Ciudad de México: diagnóstico y soluciones

factibles (Resumen ejecutivo). México, Instituto Mexicano de la Com-
petitividad, 2012, 37 páginas (Hay edición electrónica descargable).

12 Como ejemplos remotos y próximos de estas ideas tenemos las si-
guientes obras: Jane Jacobs. Muerte y vida de las grandes ciudades.
Barcelona, Península, 1967, 468 páginas, y Richard Rogers. Ciudades

para un pequeño planeta. Barcelona, Gustavo Gili, tercera reimpre-
sión, 2009, 180 páginas.

13 Guía de estrategias para la reducción del uso del auto en ciudades

mexicanas. Instituto de Políticas para el Transporte y el Desarrollo Mé-
xico-Embajada Británica en México. México, 2012, 137 páginas. (Hay
edición electrónica descargable).

Año I, Segundo Periodo, 14 de abril de 2016 / Apéndice Diario de los Debates de la Cámara de Diputados86



14 Artículo 140 de la Ley Ambiental de Protección a la Tierra en el
Distrito Federal.

15 Lineamiento 4.2 del Aviso por el que se da a conocer el Programa
de Verificación Vehicular Obligatoria para el Primer Semestre del año
2016.

16 Artículo 140 de la Ley Ambiental de Protección a la Tierra en el
Distrito Federal y el artículo 5 del Reglamento de la Ley Ambiental del
Distrito Federal en Materia de Verificación Vehicular (hoy Reglamen-
to de la Ley Ambiental de Protección a la Tierra en el Distrito Federal,
en Materia de Verificación Vehicular).

17 Lineamiento 4.7. del aviso por el que se da a conocer el Programa
de Verificación Vehicular Obligatoria para el primer semestre de 2016.

18 Artículo 7.3. del aviso por el que se da a conocer el Programa de Ve-
rificación Vehicular Obligatoria para el primer semestre de 2016.

19 Lineamiento 4.8. del aviso por el que se da a conocer el Programa
de Verificación Vehicular Obligatoria para el primer semestre de 2016.

20. Artículo 7.4. del aviso por el que se da a conocer el Programa de
Verificación Vehicular Obligatoria para el primer semestre de 2016.

21 Lineamiento 4.9 del aviso por el que se da a conocer el Programa
de Verificación Vehicular Obligatoria para el Primer semestre del año
2016.

22 Lineamiento 4.10 del aviso por el que se da a conocer el Programa
de Verificación Vehicular Obligatoria para el primer semestre de 2016.

23 Artículo 131 de la Ley Ambiental de Protección a la Tierra en el
Distrito Federal.

24 Artículo 11, fracción VII de la Ley de Movilidad del Distrito Fede-
ral.

25 Artículo 9, fracción XCVII de la Ley de Movilidad del Distrito Fe-
deral.

26 Artículo 9, fracción XXXIX de la Ley de Movilidad del Distrito Fe-
deral.

27 Artículo 9, fracción XLI de la Ley de Movilidad del Distrito Fede-
ral.

28 Artículo 5 de la Ley de Movilidad del Distrito Federal.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 14 de abril de 2016.— Diputado Santiago Torreblanca Engell (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen
y a la Comisión Distrito Federal, para opinión.

SUSPENDER LA CONSTRUCCIÓN DEL PROYECTO
CARRETERO TOLUCA-NAUCALPAN

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
diversas autoridades a suspender la construcción del pro-
yecto carretero Toluca-Naucalpan, a cargo del diputado
Omar Ortega Álvarez, del Grupo Parlamentario del PRD

El que suscribe, Omar Ortega Álvarez, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca en la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 79, numeral 1,
fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a su consideración los presentes puntos de acuerdo,
con base en las siguientes

Consideraciones

El pueblo otomí, asentado milenariamente en comunidades
del estado de México, en años recientes ha enfrentado el
acoso, los ataques y el hostigamiento del gobierno de la en-
tidad, que pretende construir un megaproyecto en la comu-
nidad de San Francisco Xochicuautla, el cual afectaría no
sólo al pueblo otomí sino a toda la Ciudad de México y la
zona del valle de México, que ya enfrenta una contingen-
cia ambiental permanente y que perdería un pulmón más a
cambio de “un menor tráfico vehicular” entre las zonas.

Desde 2006, impulsada por el entonces gobernador del es-
tado de México, Enrique Peña Nieto, los pobladores se en-
frentaron a la tala de miles de árboles del bosque, para
construir la autopista de cuota Toluca-Naucalpan, la cual
significaría para la comunidad de San Francisco Xochi-
cuautla, así como de otras de la zona, “la afectación a cul-
tivos de subsistencia, el corte de venas de agua, y la impo-
sibilidad de acudir al bosque como elemento necesario para
la reproducción social y cultural de la zona”.1

Omitiendo lo anterior, y violando el derecho a la consulta
informada que nuestro texto constitucional otorga a las co-
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munidades indígenas, el gobierno mexiquense llevó a cabo
el proceso de licitación pública para la autopista de cuota.
Autopistas de Vanguardia –filial de Teya del Grupo Higa,
propiedad de Juan Armando Hinojosa, contratista predilec-
to del presidente Enrique Peña Nieto– resultó la empresa
concesionaria para la construcción, explotación, operación,
conservación y mantenimiento de la autopista Toluca-Nau-
calpan.2

El proyecto ha sido sustentado con el argumento de la “ne-
cesidad pública” de disminuir el tráfico vehicular entre la
Ciudad de México y Toluca, capital del estado de México;
sin embargo, en estos momentos, éste resulta falaz y com-
pletamente incongruente con las necesidades ambientales
de la zona, favoreciendo nuevamente las opciones que pri-
vilegian el uso de los automóviles privados, en detrimento
de las que favorecen el transporte público colectivo.

Aunado a esto, el uso de la fuerza pública de los elementos
de la Secretaría de Seguridad Pública del estado de Méxi-
co, durante el 11 de abril del presente año, con el que de-
rribaron un campamento de paz y una casa –sin notifica-
ción previa–, en la comunidad de San Francisco
Xochicuautla, al tiempo que golpearon a pobladores y ha-
bitantes, violando amparos y medidas cautelares de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, es un acto con-
denable y excesivo del gobierno mexiquense.

Los pobladores de Xochicuautla tienen más de ocho años
luchando contra la construcción de la autopista, pues con-
sideran que este proyecto será la punta de lanza para la ur-
banización de toda esa zona boscosa ubicada en Lerma en-
tre, Huixquilucan y Toluca.3

El 11 y 18 de febrero pasado, el juez quinto de distrito en
materia de amparo y juicios federales en el estado de Mé-
xico, concedió la suspensión definitiva del proyecto de
construcción de la autopista de cuota Toluca-Naucalpan.4

Además, se interpusieron distintos recursos jurídicos como
amparos, denuncias penales, quejas en comisiones de dere-
chos humanos y juicios agrarios, entre otros, para defender
el territorio.  En dos de los amparos se obtuvo la suspen-
sión del decreto de expropiación.5

Las suspensiones concedidas por el Poder Judicial de la Fe-
deración tienen el objetivo de proteger los derechos huma-
nos de los pueblos indígenas, como el derecho al territorio,
a la autodeterminación, al agua, la cultura, a la libertad de
culto, y a los recursos naturales, entre otros,  mientras du-
re el juicio. Lo anterior implica que la comunidad tiene la

posesión legal del territorio expropiado y en consecuencia,
ni la empresa ni las autoridades del estado involucradas
cuentan con fundamento legal alguno para continuar las
obras de construcción de la autopista por dicho periodo.6

El respeto irrestricto de los derechos humanos de los pue-
blos indígenas, así como la defensa del agua y el territorio,
deben ser garantizados por todos los poderes. El proyecto
de la autopista afectaría a diferentes comunidades y muni-
cipios del estado de México, incluida la comunidad de San
Francisco Xochicuautla, y al menos doce comunidades
más, como San Lorenzo Huitizilapan y Santa Cruz Ayotuz-
co, sin olvidar el impacto ambiental que tendría sobre la
Ciudad de México. El riesgo de la vida de las personas en
el valle de México no puede anteponerse a un proyecto ve-
hicular.

En el tenor de lo expuesto, el posible conflicto de intereses
que involucra una vez más al presidente Enrique Peña Nie-
to y a Grupo Higa no puede ser subestimado, debido a la
reiteración de los actos.

Estamos convencidos de que las autoridades, y especial-
mente los elementos policiacos, deben desocupar de mane-
ra inmediata y pacífica el territorio de San Francisco Xo-
chicuautla, retirando maquinaria y trabajadores. El
gobierno del estado de México, debe garantizar la vida, se-
guridad e integridad de todas las personas de la comunidad,
así como la legalidad de los recursos legales que impiden
la construcción de la autopista. La mentalidad de las auto-
ridades debe dar un giro total, y en lugar de pensar en pro-
yectos para automóviles, la movilidad debe ser analizada
desde un punto más sustentable y sostenible.

Por todo lo expuesto someto a consideración de esta sobe-
ranía la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta al gobernador
del estado de México a garantizar la seguridad, vida e inte-
gridad del pueblo otomí, a respetar su derecho a la consul-
ta previa e informada y a acatar los mandatos judiciales que
suspenden la construcción de la autopista Toluca-Naucal-
pan.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría
de la Función Pública a investigar el posible conflicto de
intereses entre la empresa Grupo Higa y el gobierno del es-
tado de México en torno a la licitación del proyecto de la
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autopista Toluca-Naucalpan y hacer públicos los procedi-
mientos por los cuales fue adjudicada.

Tercero. La Cámara de Diputados exhorta a la Comisión
Ambiental de la Megalópolis, a la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales del gobierno federal, a la
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente y a la Pro-
curaduría Ambiental y de Ordenamiento Territorial de la
Ciudad de México a realizar un diagnóstico sobre el im-
pacto ambiental que implicaría la construcción del proyec-
to de la autopista Toluca-Naucalpan.

Notas

1 CMDPDH, “Caso de la comunidad otomí de San Fran-
cisco Xochicuautla, México”. Consultado en línea el 11 de
abril de 2016 en http://cmdpdh.org/casos-paradigmaticos-
2-2/casos-defendidos/caso-xochicuautla/

2 Vanguardia. “Continúan obras de la autopista Toluca-
Naucalpan, pese a suspensiones provisionales”. Consulta-
do en línea el 12 de abril de 2016 http://www.vanguar-
dia.com.mx/articulo/continuan-obras-de-la-autopista-toluc
a-naucalpan-pese-suspensiones-provisionales

3 Dávila, I. “Resguardan granaderos obras de la Naucal-
pan-Toluca”. Consultado el 12 de abril de 2016 en http://la-
jornadasanluis.com.mx/nacional/resguardan-granaderos-
obras-la-naucalpan-toluca/

4 CMDPDH. “Comunidad otomí de San Francisco Xochi-
cuautla exige cumplimiento de decisión del Poder Judicial
de suspender la autopista Toluca-Naucalpan”. Consultado
el 12 de abril de 2016 en http://cmdpdh.org/2016/03/co-
munidad-otomi-de-san-francisco-xochicuautla-exige-cum-
plimiento-de-decision-del-poder-judicial-de-suspender-la-
autopista-toluca-naucalpan/

5 Ibídem.

6 Ibídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputado
Omar Ortega Álvarez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Infraestructura, para dicta-
men.

ELABORE UN PROYECTO DE NOM QUE REGULE
LA CONTAMINACIÓN ATMOSFÉRICAY ESTABLEZCA
LOS REQUISITOS, ESPECIFICACIONES Y PARÁME-
TROS PARA LA INSTALACIÓN DE SISTEMAS DE
RECUPERACIÓN DE VAPORES DE GASOLINA

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
a la Semarnat a elaborar por la Agencia Nacional de Segu-
ridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del
Sector Hidrocarburos un proyecto de NOM que regule la
contaminación atmosférica y establezca requisitos, especi-
ficaciones y parámetros sobre la instalación de sistemas de
recuperación de vapores de gasolina en estaciones de ser-
vicio y de autoconsumo de combustible, suscrita por inte-
grantes del Grupo Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben, diputados federales del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, de la
LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 6, numeral 1,
fracción I, y 79, numeral 1, fracción II, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someten a la consideración de es-
ta honorable asamblea, la presente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho al medio ambiente sano se construye de mane-
ra distinta a los demás derechos humanos y se opera desde
los esquemas de responsabilidad ambiental.

Cabe recordar que el derecho al medio ambiente sano in-
cluye su consideración como bien jurídico, el ambiente
asume un valor de objeto de protección y como categoría
de bien jurídico constitucionalizado, y también es un bien
jurídico colectivo y único. 

Lo que se tutela en el derecho al medio ambiente adecuado
es un bien jurídico específico: la vida y la calidad de vida
del individuo, que se siente o está afectado por las altera-
ciones al ambiente y al protegerlo, al regular las activida-
des que pueden alterarlo, se está salvaguardando la salud,
la vida, la calidad de ésta y es tan concreto que tan sólo
basta con el hecho de percibir que se puede afectar para
caer en el supuesto de su defensa.

Desde hace más de 20 años, los gobiernos del Distrito Fe-
deral (hoy Ciudad de México) y el estado de México han
instrumentado conjuntamente programas para controlar las
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emisiones de contaminantes a la atmósfera y mejorar la ca-
lidad de aire de la capital del país y su zona conurbada. 

Tales esfuerzos han sido positivos al lograr abatir las con-
centraciones de algunos contaminantes. No obstante, las
concentraciones atmosféricas de ozono y partículas sus-
pendidas menores a 2.5 y 10 micrómetros (PM2.5 y PM10)
exceden de manera persistente los límites permisibles fija-
dos por las normas oficiales mexicanas, y en el caso del
ozono, han aumentado desde 2011 a la fecha. 

El Informe Nacional de Calidad del Aire (2013) del Insti-
tuto Nacional de Ecología y Cambio Climático, clasifica al
Valle de México en el grupo uno, donde los contaminantes
que mayor presión ejercen sobre la salud de las personas
son el ozono y las partículas suspendidas menores a diez
micras (PM10), al superar la normatividad ambiental, 66 y
59 por ciento de los días del año, respectivamente.

El pasado día miércoles 6 de abril de 2016, el Coordinador
de la Comisión Ambiental de la Megalópolis señaló en
reunión con integrantes de esta Cámara de Diputados que
la contaminación del aire, especialmente por ozono, causa
severos problemas al sistema respiratorio, asma, derrame
cerebral y padecimientos cardiovasculares; asimismo, se-
ñaló que se han registrado 22 mil muertes prematuras rela-
cionadas con la contaminación ambiental, por lo que pidió
a los ciudadanos ser comprensibles con las acciones am-
bientales ya que se trata de proteger vidas.

Ante el exceso de partículas contaminantes en el Valle de
México la Comisión Ambiental de la Megalópolis anunció
en días pasados la entrada en vigor de la Fase 1 de Contin-
gencia Ambiental, que conlleva una serie de medidas adi-
cionales al programa Hoy No Circula, las cuales afectaron
la operación de las estaciones de servicio y gaseras instala-
das en la capital del país y su zona conurbada.

Los vapores que se escapan de las gasolineras que no tie-
nen sistemas de recuperación de vapores son agentes con-
taminantes al dejar escapar a la atmósfera monóxido de
carbono, óxido de nitrógeno e hidrocarbonos no quemados.

Estos vapores son aquellos que se desprenden al almacenar
sin el debido cuidado el combustible. Generalmente, mu-
chos combustibles en estado líquido desprenden vapores
cuando entran en contacto con el aire. Al llenar un reci-
piente con cualquier líquido se desplaza la misma cantidad
de aire que se encuentra dentro de él.

Esto mismo sucede pero en grandes volúmenes en las ga-
solineras, solo que en lugar de desplazar aire, se desplaza
la misma cantidad de vapores, que son componentes volá-
tiles derivados del petróleo.

Para el Grupo Parlamentario del Partido Verde es indispen-
sable que todas las gasolineras apliquen las medidas que se
requieren para recuperar esta evaporación, lo cual dará co-
mo resultado la disminución de la contaminación ambien-
tal.

Recordemos que el vapor de la gasolina está compuesto en-
tre otros por óxido de nitrógeno y los hidrocarbonos, que se
mezclan en el aire y son bombardeados por los rayos ultra-
violeta de la luz del sol, el dióxido de nitrógeno libera un
átomo de oxígeno, el cual se combina con el gas de oxíge-
no para formar el ozono (O3) a nivel del suelo, activándo-
se la fase de pre contingencia ambiental atmosférica por
ozono.

Para el Partido Verde, la calidad del aire debe ser satisfac-
toria en todos los asentamientos humanos y regiones del
país; y las emisiones de contaminantes de la atmósfera,
provenientes de fuentes artificiales o naturales, fijas o mó-
viles, deben ser reducidas y controladas, para asegurar el
bienestar de la población y el equilibrio ecológico.

Sobre este particular cabe traer a la memoria que el 6 de
septiembre de 1995, se publicaron en el Diario Oficial de
la Federación, la NOM-092-SEMARNAT-1995, que regu-
la la contaminación atmosférica y establece los requisitos,
especificaciones y parámetros para la instalación de siste-
mas de recuperación de vapores de gasolina en estaciones
de servicio y de autoconsumo ubicadas en el Valle de Mé-
xico, así como la NOM-093-SEMARNAT-1995, que esta-
blece el método de prueba para determinar la eficiencia de
laboratorio de los sistemas de recuperación de vapores de
gasolina en estaciones de servicio y autoconsumo.

Sin embargo en 2008, como resultado de la segunda revi-
sión quinquenal de las normas, se encontraron condiciones
que motivaron su modificación; éstas fueron la necesidad
de promover la instalación de Sistemas de Recuperación de
Vapores Fase II en las estaciones de servicio en las ciuda-
des de más de 100,000 habitantes; situación que fue comu-
nicada al Secretario Técnico de la Comisión Nacional de
Normalización, el 26 de septiembre de 2007. 
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Lo anterior determinó su inclusión en el Programa Nacio-
nal de Normalización 2008, como temas a ser modificados,
siendo aplazados en dos ocasiones, 2009 y 2010. No obs-
tante la importancia de éstas, en el sexenio pasado, el Gru-
po de Trabajo de las normas anteriormente mencionadas
acordó, en su sesión del 14 de octubre de 2010, cancelar las
dos normas entonces vigentes, y así fue publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 26 de enero de 2012.

Derivado de la contingencia ambiental de días anteriores y
de la cancelación de las normas anteriormente referidas, y
dada la competencia que asumió la Agencia Nacional de
Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente
del Sector Hidrocarburos (ASEA), el Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México propone exhortar
al Gobierno de la República a elaborar una nueva norma
sobre límites máximos permisibles de emisión de vapores
durante el abastecimiento de gasolina y otros combustibles
en estaciones de servicio, para mejorar la calidad del aire
en todo el país.

En virtud de lo aquí expuesto, ponemos a la consideración
de esta honorable asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, a través de la Agencia
Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio
Ambiente del Sector Hidrocarburos, a elaborar un proyec-
to de norma oficial mexicana que regule la contaminación
atmosférica y establezca los requisitos, especificaciones y
parámetros para la instalación de sistemas de recuperación
de vapores de gasolina en estaciones de servicio y de auto-
consumo de combustible.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los catorce días 14 del
mes de abril de 2016.— Diputado Jesús Sesma Suárez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEGISLAR Y APLICAR LAS NORMAS RELATIVAS A
MOTOCICLISTAS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a los
congresos locales y la Comisión Nacional de Seguridad
Pública a legislar y aplicar las normas relativas a motoci-
clistas, a cargo del diputado Roberto Alejandro Cañedo Ji-
ménez, del Grupo Parlamentario de Morena

El proponente, diputado Roberto Alejandro Cañedo Jimé-
nez, integrante de la LXIII Legislatura del Congreso de la
Unión, del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en lo establecido en el artículo 6, numeral 1, frac-
ción I; artículo 79, fracción II, y numeral 2, fracciones I y
II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

En México, se ha venido presentando un crecimiento con-
tinuo de motocicletas dentro del parque vehicular, máxime
ahora que se viene aplicando el programa Hoy No Circula
y Doble No Circula por la contingencia ambiental del Va-
lle de México lo que ha provocado la compra desaforada de
estos vehículos.

Aunado a lo anterior, hay otros elementos, como el menor
costo de adquisición, el uso como vehículo de recreación y
el ahorro de combustible, además de ser una solución al
problema del congestionamiento, estacionamiento y del
programa Hoy No Circula en la ciudad. Otras ventajas que
se tienen al adquirir este tipo de vehículo es el bajo impac-
to ambiental por las pocas emisiones contaminantes.

Por ello, las motocicletas se quintuplicaron en sólo 12
años, y en consecuencia se elevó también el número de ac-
cidentes, ya que existe el equivalente a una moto por cada
cinco autos, según cifras del Instituto Nacional de Estadís-
tica y Geografía (Inegi)1.

En México hay poco más de un millón 589 mil motocicle-
tas, de acuerdo con el dato más reciente del Inegi de 2012,
en contraste con las casi 294 mil registradas en 2000. Así,
mientras que el parque vehicular del país aumentó 124 por
ciento en ese periodo, el de las motos lo hizo en 440 por
ciento.

Las motocicletas estuvieron presentes en 40 mil 684 acci-
dentes de tránsito en 2012, cifra que triplica los 12 mil 901
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de 2000, según el mismo instituto. En contraste, el creci-
miento de accidentes viales de todo el parque vehicular só-
lo fue de 14 por ciento en ese lapso.

Aún más, la tasa de fallecimientos en accidentes de coches
es de 6.3 muertes por cada mil percances, mientras que en
el caso de las motos es de casi 26 personas por cada mil
eventualidades, según datos de Miguel Guzmán Negrete,
subdirector de Seguridad Vial del Centro de Experimenta-
ción y Seguridad Vial México (Cesvi).

Aunque hay registradas alrededor de un millón 600 mil
motos en el país, es posible usarlas sin hacerlo del conoci-
miento de las autoridades, por lo que se puede inferir que
hay más, pero a pesar de eso, una revisión de los 32 regla-
mentos de tránsito en el país, llevada a cabo por el Obser-
vatorio Vial del Cesvi, encontró que 35 por ciento no con-
templa el uso del casco de seguridad. En los que sí hay
sanción, la pena es tan desigual como los 65 pesos en Ve-
racruz y casi dos mil pesos en Jalisco.

Además, cuatro de cada 10 entidades no contemplan la
existencia de luces en las motos, y tres cuartas partes omi-
ten el uso de las mismas en situaciones de riesgo.

También cuatro de cada 10 no imponen un límite de pasa-
jeros y aquellos que sí lo hacen tienen una disparidad que
va del número de asientos en la moto a los que se puedan
sostener sobre ella.

Siete de cada 10 estados no impone un límite de carga ni
obliga el uso de placas en los vehículos, mientras que ocho
de cada 10 no contemplan una licencia específica para mo-
tociclista, en la mayoría de los casos se pide una tipo A de
automovilista. Además, ni la mitad de las entidades exige
una póliza de seguro obligatoria.

Mientras que el número de motos en México se multiplicó
por cinco en 12 años y que cada 13 minutos hay un acci-
dente vial que involucra a estos vehículos, la aplicación del
marco normativo en buena parte del país se ha olvidado de
ellas.

Por ello y aunque estamos conscientes de que el uso de es-
tos vehículos es cada vez más indispensable, por las condi-
ciones vehiculares de nuestro país, debemos adecuar los
marcos normativos para una mejor impartición de justicia
en ese rubro.

Una vez logrado esto, igual de importante será que se
adopte “cero tolerancia” a los factores de riesgo, como no
usar casco y número de pasajeros por motocicleta, y la co-
rrecta aplicación del reglamento de tránsito para ellos así
como se hace para todos los vehículos, los motociclistas
deben seguir al pie de la letra dicho reglamento, lo que no
se hace actualmente y por ello se incrementan los acciden-
tes viales, ya que circulan por carriles inexistentes, entre
los coches, rebasan por la derecha, no respetan los semáfo-
ros, y no utilizan equipo adecuado de protección, poniendo
en riesgo su vida y las de los demás.

Por las consideraciones vertidas y en congruencia con el
compromiso adquirido con los ciudadanos mexicanos, ex-
pongo a su consideración la presente proposición con pun-
to de acuerdo, misma que de estimarlo procedente, solicito
se apruebe en sus partes integrantes.

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a los Congresos de los estados a le-
gislar y actualizar los marcos normativos relativos a las
motocicletas, para su correcta aplicación.

Segundo. Se exhorta a la Comisión Nacional de Seguridad
Pública a que a través de las corporaciones policiales local,
estatal y federal, se vigile el cumplimiento estricto de los
reglamentos de tránsito relativos a motocicletas y se apli-
quen las sanciones correspondientes para evitar la gran
cantidad de accidentes por la evasión de las normas.

Nota:

1 http://www.elfinanciero.com.mx/mas/enfoques/provocan-motos-
anarquia-vial-y-muchos-riesgos.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputado
Roberto Alejandro Cañedo Jiménez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Transportes, para dictamen.
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COORDINACIÓN CON LAS ORGANIZACIONES 
PATRONALES, IMPLEMENTEN DIVERSAS ACCIO-
NES PARA LA MEJORA DE LA CALIDAD DEL AIRE

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Semarnat y las autoridades municipales y estatales de las
zonas metropolitanas a implantar con las organizaciones
patronales acciones para mejorar la calidad del aire, suscri-
ta por integrantes del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

Los suscritos, Clemente Castañeda Hoeflich, René Cerve-
ra García, Verónica Delgadillo García y Salvador Zamora
Zamora, diputados integrantes del Grupo Parlamentario
Movimiento Ciudadano de la LXIII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, con fundamento en lo señalado en los
artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79 numeral 1, fracción
II, del Reglamento de la Cámara de Diputados del Honora-
ble Congreso de la Unión, someten a consideración la si-
guiente proposición con punto de acuerdo mediante el cual
se exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, a las autoridades municipales y estatales de las
zonas metropolitanas del territorio nacional y a las autori-
dades de la zona metropolitana del Valle de México, a que
en coordinación con las organizaciones patronales, imple-
menten diversas acciones para la mejora de la calidad del
aire, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

I. El pasado 5 de abril del presente año con motivo de los
altos niveles de ozono en la Zona Metropolitana del Valle
de México, en los que se alcanzaron los 156 puntos en el
Índice de Calidad del Aire, la Comisión Ambiental de la
Megalópolis determinó tomar medidas extraordinarias con
motivo de la contingencia ambiental fase 1, por lo que es-
tableció la doble suspensión del parque vehicular:  

“El día de mañana, miércoles 6 de abril, sin considerar
tipo de holograma, TODOS los vehículos con engoma-
do color ROJO y/o terminación de placa 3 y 4, así como
vehículos con engomado color AZUL y/o terminación
de placa 9 y 0 incluyendo permisos y matrículas sin nú-
meros, además de las motocicletas con terminaciones 3,
4, 9 y 0 deberán suspender su circulación.”1

Asimismo estableció reducir entre un 30 y 40 por ciento las
emisiones generadas por la industria, así como el suspen-
der el servicio de las gasolineras que no cuentan con siste-
mas de recuperación de vapores:

«La industria de competencia federal y local que se en-
cuentre en la ZMVM de los sectores cementero, farma-
céutico, químico, hidrocarburos, generación de energía
eléctrica, así como aquellas que utilicen solventes en sus
procesos de manufactura deberán reducir entre el 30 y
40% de sus emisiones a la atmósfera.

Las estaciones de servicio de gasolina que no tengan
instalado y funcionando su sistema de recuperación de
vapores deberán suspender actividades.»2

El problema de la contaminación no es exclusivo del Valle
de México. En 2011, la Organización Mundial de la Salud
dio a conocer que Guadalajara fue la ciudad en Latinoamé-
rica con mayor concentración de ozono por metro cúbico,
y para 2015, la ONU nombró a Monterrey como la ciudad
más contaminada de América, entre el aumento autos y ca-
miones de diésel y el giro industrial de la región se que-
man diariamente 1.6 millones de litros de diésel y 4.5 mi-
llones de litros de gasolina.

II. En diez años, medidos entre el 2004 y el 2014, el par-
que de vehículos particulares registrados en la Ciudad de
México pasó de 2 millones 384 mil vehículos a 4 millones
421 mil, lo que significa un incremento de 85%, mientras
que los autobuses de transporte público para el mismo pe-
riodo únicamente tuvieron un incremento de 15%  pasando
de 27,175 unidades en el año 2004 a 31,186 en 2014:

«La capital del país se ha llenado de coches. En 10 años
(2004-2014) la cifra de automóviles particulares casi se
duplicó, al pasar de 2.3 a 4.4 millones de vehículos. Ca-
da año, en promedio, se suman 200 mil vehículos más al
tráfico de la ciudad, de acuerdo con datos del Inegi. Las
consecuencias de este acelerado crecimiento se viven
todos los días: tiempos de traslado más largos, conges-
tionamientos y mala calidad del aire, entre otras.»3

III. Los efectos de la congestión vehicular y su impacto en
la emisión de contaminantes a la atmosfera que respiramos,
no sólo genera problemas de salud, sino también económi-
cos, según un estudio del Instituto Mexicano de la Compe-
titividad (IMCO):

«Un viaje en la Ciudad de México, en promedio, es de
una hora con 21 minutos  lo que produce en las perso-
nas cansancio, enojo, estrés, irritación y desconcentra-
ción que a su vez, acarrea menor rendimiento laboral y
perdidas económicas»4
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De acuerdo con la información del IMCO, cuyo estudio se
basa en los datos publicados por la Secretaria del Medio
Ambiente de la Ciudad de México que, a raíz de la emer-
gencia ambiental, habilitó en un apartado especial denomi-
nado La Contaminación del Aire Nos Afecta a Todos den-
tro de su portal de internet, la implementación efectiva de
programas para la reducción de los traslados al interior de
las zonas metropolitanas, genera también impactos positi-
vos en términos de ahorro económico:

«Si el tiempo de traslado se lograra reducir a 38 minu-
tos (es decir 43 minutos menos por viaje) se generarían
entre 11 mil 500 y 333 mil millones de pesos extra al
año, lo que equivale a entre 4 y 12 nuevas líneas nuevas
de Metrobús.»5

Por otro lado, con base a los mismos datos identificados y
publicados por la Secretaria del Medio Ambiente de la Ciu-
dad de México, la bicicleta constituye en la mayoría de los
trayectos de los habitantes de la Megalópolis, le medio idó-
neo de transporte:

«…se precisa que 50% de los viajes que se hacen en la
Ciudad de México tienen una distancia de 8 kilómetros,
“lo que significa que el vehículo más eficaz para poder
recórrelos es la bicicleta” sin embargo, estos viajes se
realizan en vehículo.»6

Cabe señalar igualmente que de acuerdo con la Secretaría
del Medio Ambiente de la Ciudad de México, los vehícu-
los automotores que diariamente circulan por la Zona Me-
tropolitana del Valle de México, son responsables de hasta
un 50% de las emisiones contamitantes:

«Los vehículos privados, públicos y de carga emiten
50% de los contaminantes del aire y 49% de los gases
efecto invernadero que se producen en la Zona Metro-
politana.»7

Lo anterior significa que incentivar la utilización de la bi-
cicleta en los trayectos laborales de los habitantes de la
Megalópolis, implicaría una importante reducción en los
niveles de contaminación atmosférica. 

Según este orden de ideas, conviene recordar que desde ha-
ce cinco años el gobierno de Bélgica implementó en varias
de sus regiones, programas para incentivar el uso de la bi-
cicleta como transporte público, estableciendo un “pago”
extra a los trabajadores ciclistas de 22 centavos de euro por
kilómetro:

«Las medidas incentivadoras han conseguido que el 8%
de los trayectos laborales en Bélgica se realicen actual-
mente en bicicleta.»8

En el mismo sentido, cabe señalar que desde 2014 el Mi-
nisterio Francés de Ecología, Desarrollo Sostenible y Ener-
gía, puso en marcha un programa piloto mediante el cual
los ciudadanos franceses que utilicen la bicicleta para tras-
ladarse a sus espacios laborales, recibirán hasta 25 centa-
vos de euro por cada kilómetro de pedaleo.

IV. La Ley Federal del Trabajo establece el último párrafo
de su artículo 3º que la sustentabilidad ambiental debe for-
mar parte integral de los diseños de los entornos laborales
en nuestro país:

«Es de interés social promover y vigilar la capacitación,
el adiestramiento, la formación para y en el trabajo, la
certificación de competencias laborales, la productivi-
dad y la calidad en el trabajo, la sustentabilidad am-
biental, así como los beneficios que éstas deban generar
tanto a los trabajadores como a los patrones.»

En tal sentido, conviene que las organizaciones empresa-
riales, patronales y comerciales de México, así como los
poderes públicos en sus tres niveles de gobierno, procuren
la implementación del entornos laborales virtuales para
una implementación económicamente viable del teletraba-
jo, tal y como éste ha sido recientemente definido por la
Real Academia de la Lengua Española:

«teletrabajo

De tele-1 y trabajo.

1. m. Trabajo que se realiza desde un lugar fuera de la
empresa utilizando las redes de telecomunicación para
cumplir con las cargas laborales asignadas.»

En un mundo en que las nuevas tecnologías de la infor-
mación posibilitan el desarrollo de entornos laborales
que prescindan de los traslados físicos de las personas,
y considerando los efectos contaminantes que dichos
traslados representan, resulta urgente la implementación
del teletrabajo como herramienta crucial para abatir los
altos índices de contaminación en las Zonas Metropoli-
tanas de nuestro país y especialmente en la Zona Me-
tropolitana del Valle de México. 
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V. Por otra parte, la Encuesta Nacional de Nutrición y Sa-
lud realizada en el año 2012, entre sus resultados, arrojó
que el 56% de la población en México lleva una vida se-
dentaria que de acuerdo con la Organización Mundial de la
Salud es la falta de actividad física regular, es decir menos
de 30 minutos de ejercicio al día: 

“La actividad física es la vía para prevenir las diez prin-
cipales enfermedades crónicas que merman la salud pú-
blica, la diabetes, las afectaciones cardiacas y diversos
tipos de cáncer; que son además los padecimientos que
representan mayor gasto a las instituciones de salud”    

Un estudio realizado por la Universidad de Brunel en
Londres señala que los ciudadanos que van a trabajar en
bicicleta se encuentran seis veces más sanos que las per-
sonas que se trasladan al trabajo por otros medios: 

“El estudio, publicado en el Journal of Public Health,
ha sorprendido incluso a sus propios responsables.”
Glenn Stewart, uno de ellos, ha declarado: “Las autori-
dades recomiendan un mínimo de 150 minutos de ejer-
cicio físico a la semana… bastaría con utilizar la bici-
cleta 15 minutos al día para desplazarnos hasta nuestro
trabajo, y otros 15 de vuelta, cinco días a la semana” 

También ha señalado los beneficios que tiene el ciclis-
mo para la salud de todos los ciudadanos “El Sistema
Nacional de Salud está financieramente saturado: decía
el 70% de su presupuesto a la enfermedades de largo
plazo, la cuales se podrían reducir de un 20 a un 40% si
realizáramos actividad física frecuente como utilizar la
bicicleta”9

En este sentido, resulta pertinente que nuestro país co-
mience a evaluar la implementación de mayores incentivos
para el uso de la bicicleta, tal y como ya se mencionó, lo
han hecho países como Francia y Bélgica, en donde se re-
tribuye económicamente a los ciudadanos que acuden a tra-
bajar en bicicleta.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, a las autoridades estatales y municipales
de las Zonas Metropolitanas del territorio nacional y a las

autoridades de la Zona Metropolitana del Valle de México,
para que en coordinación con las organizaciones empresa-
riales, patronales y comerciales de la República, desarro-
llen las siguientes políticas para la mejora de la calidad del
aire:

1) Esquemas que posibiliten la implementación de en-
tornos laborales virtuales, utilizando las redes de teleco-
municación, de forma que resulte económicamente via-
ble el teletrabajo como una solución para evitar
traslados innecesarios y la consecuente contaminación
atmosférica. 

2) Programas de incentivos para fomentar la utilización
de transportes no contaminantes, con especial énfasis en
la bicicleta, estableciendo tarifas de paga extra por cada
kilómetro recorrido en los trayectos laborales. 

3) Sistemas de proveeduría de productos a empresas
mayoristas y minoristas, de forma que dicha proveedu-
ría se realice dentro de un horario que vaya entre las
00:00 horas y las 05:00 horas, con la finalidad de evitar
que los vehículos automotores utilizados para tal efecto
contribuyan al aumento del tráfico en los horarios pico
y la consecuente contaminación del aire. 

Notas:

1 Comunicado de Prensa de la Comisión Ambiental de la Megalópolis,
5 de abril de 2016, http://www.gob.mx/comisionambiental/prensa/co-
municado-de-prensa-26235 

2 Ídem.

3 “Transporte. Crecimiento a paso lento”, El Universal, 11 de abril de
2016, http://www.eluniversal.com.mx/articulo/periodismo-de-da-
tos/2016/04/11/transporte-crecimiento-paso-lento 

4 “Mejorar movilidad ayudaría a economía, asegura estudio”, El Uni-
versal, 11 de abril de 2016,  

http://www.eluniversal.com.mx/articulo/metropoli/cdmx/2016/04/11/
mejorar-movilidad-ayudaria-economia-asegura-estudio 

5 Ídem.

6 Ídem.

7 Ídem.
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8 “El gobierno francés paga hasta 40 euros al mes por ir al trabajo en
bicicleta”, La Vanguardia, 03 de junio de 2014,  http://www.lavan-
guardia.com/natural/20140603/54409572606/francia-paga-transporte-
trabajo-bicicleta.html 

9  “Los ciclistas de Londres están seis veces más sanos que los otros
trabajadores”, Ciclosfera, 18 de enero de 2016, http://www.ciclosfe-
ra.com/los-ciclistas-de-londres-estan-seis-veces-mas-sanos-que-otros-
ciudadanos/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.—
Diputados: Clemente Castañeda Hoeflich, René Cervera García, Veró-
nica Delgadillo García, Salvador Zamora Zamora, Jorge Álvarez Máy-
nez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen y  a la Comisión del  Distrito
Federal, para opinión.

PROMUEVA EL TRABAJO DE OFICINA EN CASA,
CON EL PROPÓSITO DE REDUCIR DESPLAZA-
MIENTOS DE SUS TRABAJADORES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a promover el trabajo de oficina en ca-
sa para reducir desplazamientos de sus empleados y contri-
buir a la disminución de emisiones contaminantes, a cargo
de la diputada Melissa Torres Sandoval, del Grupo Parla-
mentario del PES

La suscrita, diputada federal Melissa Torres Sandoval, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro
Social  en la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados
del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en el artículo 6, numeral 1, fracción I; 76, nu-
meral 1, fracción IV; y 79 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a la consideración de esta soberanía la
siguiente proposición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguientes

Consideraciones 

La Organización Mundial de la Salud (OMS), establece
que la contaminación del aire, representa un importante
riesgo medioambiental para la salud.1

Si los países se enfocan en buscar alternativas para que dis-
minuyan los índices de contaminación, se pueden reducir
problemas de salud pública, como lo son aquellos padeci-
mientos respiratorios y cardiovasculares principalmente. 

La OMS ha dictado una serie de directrices, sobre la cali-
dad del aire, las cuales permiten ofrecer una evaluación de
aquellos efectos y niveles que pueden causar daños a la sa-
lud. 

Para 2012, la contaminación a la atmósfera, produce al me-
nos 3.7 millones de defunciones de forma prematura, de las
cuáles un 88% son producidas en países de ingresos bajos
y medianos. 

Para ello, plantea la Organización, deben existir políticas e
inversiones de apoyo para medios de transporte menos
contaminantes, viviendas energéticamente eficientes, ge-
neración de electricidad, y mayor gestión de residuos in-
dustriales y municipales, lo cual permitirían reducir impor-
tantes fuentes de contaminación del aire en las ciudades.2

Dentro de las actividades que desarrolla la OMS, está la
elaboración de directrices sobre la calidad del aire, en don-
de se generan, recomendaciones acerca de los límites má-
ximos a los que pueden exponerse las personas frente a los
contaminantes. 

En el documento: “Health in the Green Economy” igual-
mente publicada por la OMS, son evaluadas las medidas
que coadyuvan a mitigar el clima, y a la reducción de la
contaminación, misma que se deriva, entre otros, del uso
del transporte. 

Por otra parte, en el documento “Measuring health gains
from sustainable development” han quedado establecidos
los indicadores de la contaminación presente en el aire,
mismos que serán de utilidad para poder medir la forma co-
mo quedará marcado el progreso hacia los objetivos del de-
sarrollo sostenible. 

A su vez, la Organización Internacional del Trabajo, refie-
re que las nuevas tecnologías, son facilitadoras del teletra-
bajo y logran aumentar la eficiencia del trabajador. 

Al respecto, señala esta Organización, hay una “gran can-
tidad de evidencia que demuestra que los teletrabajadores
tienden a ser más productivos y a trabajar más horas que
sus homólogos que trabajan en la oficina”.3
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Ahora bien, ante esta situación de contaminación ambien-
tal que estamos viviendo en la zona metropolitana de la ca-
pital del país, focalizada en la Ciudad de México, lugar en
donde están asentados los Poderes de la Unión y las diver-
sas dependencias y entidades de la Administración Pública
Federal, es que se ha necesario traer a colación el Artículo
34 de la Ley General de Cambio Climático,  mismo que es-
tablece lo siguiente:

Artículo 34. Para reducir las emisiones, las dependencias y
entidades de la administración pública federal, las Entida-
des Federativas y los Municipios, en el ámbito de su com-
petencia, promoverán el diseño y la elaboración de políti-
cas y acciones de mitigación asociadas a los sectores
correspondientes, considerando las disposiciones siguien-
tes:

I. Reducción de emisiones en la generación y uso de ener-
gía:

…

II. Reducción de emisiones en el Sector Transporte:

…

e) Establecer programas que promuevan el trabajo
de oficina en casa, cuidando aspectos de confidencia-
lidad, a fin de reducir desplazamientos y servicios de
los trabajadores.

g) Desarrollar instrumentos económicos para que las
empresas otorguen el servicio de transporte colectivo a
sus trabajadores hacia los centros de trabajo, a fin de re-
ducir el uso del automóvil.  

Por lo que, en un esfuerzo por contribuir a la reducción de
emisiones contaminantes en la Ciudad de México, es que
se presenta el siguiente exhorto, solicitando respetuosa-
mente, que los titulares de Dependencias, y Entidades de la
Administración Pública Federal, a que  puedan establecer
programas que permitan y promuevan el trabajo de oficina
en casa, al menos una vez a la semana (considerando que
aquellos con vehículo dejan de circular un día con las nue-
vas medidas establecidas por la Comisión Ambiental de la
Megalópolis). 

Lo anterior, no solo disminuiría que los servidores públicos
tengan que buscar otros medios de transporte para llegar a

sus centros de trabajo, lo que incide, en retardos que tienen
como consecuencia, la disminución de las horas laborables
por el tiempo invertido en transportarse, lo cual podrían in-
vertir, justamente, en el desempeño de su trabajo desde ca-
sa. Lo anterior, con el debido cuidado y secrecía que las
funciones que desempeña y que sea en el caso de servido-
res públicos que por sus funciones no ameriten, en un mo-
mento determinado, estar presentes al menos un día a la se-
mana. 

Por lo tanto, no solo se estaría reduciendo los desplaza-
mientos de los servidores públicos sino que también, se es-
taría  contribuyendo, de manera inmediata, a reducir, la
contaminación atmosférica que genera el que miles de ser-
vidores públicos, se transporten día con día, hacia sus cen-
tros de trabajo. 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a la considera-
ción de este Pleno la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Ejecutivo federal para que en el mar-
co de lo establecido en la Ley General de Cambio Climáti-
co promueva el trabajo de oficina en casa, en medida de lo
posible y de acuerdo a la naturaleza de las funciones de los
empleados, con el propósito de reducir desplazamientos de
sus trabajadores y así contribuir a la disminución de emi-
siones contaminantes. 

Notas:

1 http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs313/es/

2 http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs313/es/ 

3 http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_
208161/lang—es/index.htm

Dado en el salón de plenos de la Honorable Cámara de Diputados, el
14 de abril de 2016.— Diputada Melissa Torres Sandoval (rúbrica).»

Se remite a la Comisión  de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales, para dictamen.
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REALIZAR LAS GESTIONES QUE PERMITAN CUM-
PLIR CON EL PERSONAL COMPETENTE, TANTO EN
NÚMERO DE PERSONAS, COMO PERFIL DE ESPE-
CIALIZACIÓN ADECUADO DE LA PLANTILLA
BÁSICA EN EL HOSPITAL DE CARDIOLOGÍA
NÚMERO 34

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al IMSS a realizar gestiones para cumplir el personal com-
petente, en número de personas y perfil de especialización
adecuado de la plantilla básica, en el hospital de cardiolo-
gía número 34, a cargo de la diputada María Guadalupe
Oyervides Valdez, del Grupo Parlamentario del PRI

Con fundamento en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y
79 del Reglamento de la Cámara de Diputados y demás
disposiciones jurídicas aplicables, la suscrita, diputada Ma-
ría Guadalupe Oyervides Valdez, perteneciente al Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presento a esta soberanía la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

El 19 de enero de 1943 se constituyó el IMSS, con una
composición tripartita para su gobierno, integrado, de ma-
nera igualitaria, por representantes de los trabajadores, de
los patrones y del Gobierno Federal. A 70 años de su crea-
ción, el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) es
responsable de la salud y seguridad social de 58 millones
de derechohabientes y de 12 millones de beneficiarios del
Programa IMSS-Oportunidades.

En un día típico, el IMSS atiende cerca de 500 mil consul-
tas; 200 mil niños en sus guarderías; 50 mil urgencias; y
cuatro mil intervenciones quirúrgicas diarias. En gran me-
dida esto se consigue por el esfuerzo y compromiso de los
428 mil trabajadores: médicos, enfermeras y personal ad-
ministrativo, que día a día operan las casi seis mil unidades
médicas de este instituto.

La provisión de atención médica es una de las funciones
más importantes que realiza el instituto en términos de re-
cursos requeridos e impacto poblacional. La amplia gama
de servicios médicos, preventivos y curativos que ofrece el
IMSS tiene como objetivo mejorar la calidad de vida y
contribuir al desarrollo de las familias derechohabientes.1

El IMSS se ha destacado por introducir avances importan-
tes en los servicios médicos que ofrece, algunos de ellos

requieren un alto nivel de infraestructura y/o complejidad
técnico-médica. Para lograr este propósito, en el decreto
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas dis-
posiciones del Reglamento de Organización Interna del
Instituto Mexicano del Seguro Social (ROI), publicado en
el Diario Oficial de la Federación el 19 de junio de 2003,
se regulan las facultades y atribuciones de las Unidades
Médicas de Alta Especialidad (UMAE.), de sus Juntas de
Gobierno y de sus Directores. 

En dicho reglamento se confiere a las UMAE la naturaleza
de órganos de operación administrativa desconcentrada, je-
rárquicamente subordinados al director general, con auto-
nomía de gestión, en los aspectos técnicos, administrativos
y presupuestarios, y sujetos en el ejercicio de sus faculta-
des y funciones a las disposiciones jurídicas y a la norma-
tividad institucional aplicable.

Las UMAE en principio se crearon bajo el esquema de or-
ganización que permitirá mayor autosuficiencia y autono-
mía de gestión; y perfeccionará la correlación de funciones
del primero,  segundo y tercer nivel de atención a  la salud,
para favorecer el sistema de referencia y contrarreferencia
médica en los tres niveles de atención.

El principal objetivo de las UMAE es otorgar atención mé-
dica de alta especialidad a los usuarios, con oportunidad,
conforme a los conocimientos médicos y principios éticos
vigentes, que permita satisfacer las necesidades de salud y
las expectativas de los usuarios y de los prestadores de ser-
vicios, así como fomentar la educación y la investigación
en salud, a través de una administración eficiente y trans-
parente de los recursos institucionales.2

Es en este sentido que en agosto de 1995 se fundó el  Hos-
pital de Cardiología  No. 34 del IMSS en el estado de Nue-
vo León, este hospital brinda atención médico quirúrgica a
los derechohabientes de la región noreste del país con en-
fermedades cardiovasculares y del tórax.

Situación actual

Como una estrategia administrativa del IMSS, a partir del
año 2004 el Hospital Regional se convirtió en UMAE
(Unidad Médica de Alta Especialidad de tercer nivel de
atención) con la intención de descentralizar la toma de de-
cisiones y ofrecer  servicios de alta capacidad resolutiva,
con un programa integrado de educación  médica e inves-
tigación para fortalecer el sistema de referencia y contra re-
ferencia de pacientes, brindando  atención de alto nivel pa-
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ra  enfermedades complejas relacionadas con las especiali-
dades de Cardiología, Neumología, Cirugía Cardiovascular
y Torácica  en pacientes adultos y pediátricos.

La estructura del hospital está conformada por 288 camas
censales, 70 camas no censales, 5 salas de hemodinamia y
20 consultorios, unidades de cuidados intensivos post qui-
rúrgicos adultos, pediátricos y neonatales; unidad de cui-
dados coronarios y respiratorio; seis salas de quirófano con
bombas de circulación extracorpórea y una sala de elec-
tro?siología.

En un día típico de trabajo en este hospital se desarrolla pa-
ra los derechohabientes del IMSS un promedio de 136 con-
sultas de especialidad, 22 egresos hospitalarios, 28 aten-
ciones en admisión continua, 10 cirugías programada
cardiovasculares, 3 cirugías de urgencia, 4 aplicaciones de
marcapasos, 22 procedimientos de hemodinamia diagnós-
tica y terapéutica, 2,546 estudios de laboratorio, 113 estu-
dios de radiología, 7 estudios de medicina nuclear, 142 es-
tudios de electro diagnóstico, 59 ecocardiogramas, 6
broncoscopías, 40 sesiones académicas departamentales,
50 estudios de ultrasonido .  

El equipo de trabajo de todo el hospital está constituido por
1,449 plazas (1,337 contratación y 112 de confianza), 197
médicos, 540 enfermeras, 262 paramédicos y 450 adminis-
trativos,3 una dirección general y cuatro direcciones de
área (médica, administrativa, enfermería y educación e in-
vestigación). El staff de dirección está constituido por las
divisiones de calidad, epidemiología, ingeniería biomédi-
ca, jurídico y el departamento de atención y orientación al
derechohabiente. El organigrama incluye 4 divisiones clí-
nicas y una división de auxiliares de diagnóstico y trata-
miento.4 Cabe mencionar que el hospital cuenta con una
inversión de poco más de 100 millones de pesos para la
atención a la salud.  

La UMAE HC 34 no sólo brinda servicios a los derecho-
habientes del Estado de Nuevo León; sino que se otorga
apoyo para la atención de la población derechohabiente de
los otros 7 estados del país que conforman la región nores-
te conforme a la regionalización operativa institucional:
Tamaulipas, Coahuila, Chihuahua, Zacatecas, San Luis Po-
tosí, Durango y Aguascalientes. En estos estados habitan
más de 10 millones de derechohabientes del IMSS, siendo
aproximadamente el 3% de esta población quienes requie-
ren atención médica de alto nivel de especialización5 (par-
te de esta demanda es atendida por la UMAE HC 34). Ca-
be mencionar que en el sistema de Atención Médica del

IMSS, las unidades de tercer nivel de atención no cuentan
con población adscrita fija, sino que otorgan servicios a
aquella población referida por el segundo nivel de atención
médica para la resolución de los problemas de salud.

A su vez, la UMAE representa en el estado de Nuevo Le-
ón el hospital de elección para pacientes con enfermedades
del corazón y tórax que requieren manejo de alta especiali-
dad y que son enviados mediante un proceso de referencia
a partir del segundo nivel representado por los Hospitales
Generales de Zona No. 4, No. 6, No. 17 y No. 33 en el Es-
tado de Nuevo León; y de tercer nivel representado por la
UMAE número 25 (Hospital de Especialidades), la UMAE
número 23 (Hospital de Ginecología y Obstetricia) y la
UMAE No. 21 (Hospital de Traumatología).

Por otro lado, el Instituto para el Fomento a la Calidad To-
tal, AC, identifica como importantes retos de la UMAE, lo
siguiente:

• Mantener la consistencia de los servicios a pesar de los
cambios.

• Mantener la cantidad de los servicios y optimizar la
capacidad instalada.

• Mantener la productividad y oportunidad. 

• Atención oportuna de buena calidad a la población re-
ferida, así como el apoyo a usuarios foráneos de la zona
de influencia del hospital.

Además, se identifica la necesidad de que el hospital de
Cardiología número 34 del IMSS en el estado de Nuevo
León cuente con el personal competente tanto en número
de personas como perfil de especialización adecuado de la
plantilla básica durante todo el tiempo de servicio que ofre-
ce el hospital y que dicha plantilla de personal de salud no
solo se concentre en turnos matutinos, lo que disminuye la
atención médica en turnos vespertinos, nocturnos y fines
de semana. 

De manera particular el cálculo correcto de la plantilla de
personal de los Hospitales Regionales de Alta Especialidad
es un elemento clave para su éxito, de tal manera que se de-
be considerar como política institucional la contratación de
los recursos humanos en función del incremento en la ocu-
pación de las camas del servicio de hospitalización, así co-
mo de los demás servicios en general.6
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Los recursos humanos en hospitales significan un factor
fundamental para la prestación de servicios y es un tema
verdaderamente difícil considerando todos los tipos de pro-
fesionales que forman el grupo o equipo de trabajo, no ne-
cesariamente por la cantidad de personal que puede reunir-
se en un hospital sino también por los diferentes
profesionales que trabajan en el, cada uno de los cuales tie-
nen objetivos y prioridades diferentes, debido principal-
mente al tipo de formación que reciben. 

En este sentido, los estándares de recursos humanos se
agrupan en distintas categorías: personal médico; personal
asistencia, técnico y paramédico; y personal administrati-
vo. Se redistribuyen de esta manera, por considerar que es-
tos grupos tienen diferentes características, por lo tanto di-
ferentes expectativas, diferentes responsabilidades y roles
dentro de las instituciones de salud.

La dotación efectiva de personal en los hospitales podría
definirse como el número, la competencia y la combina-
ción de destrezas del personal en relación con la necesidad
de atención y tratamiento.7

En virtud de lo anterior resulta necesario optimizar el re-
curso humano del  Hospital de Cardiología No. 34 del
IMSS, garantizando que se cuente con la plantilla de per-
sonal necesaria en términos cualitativos como cuantitativos
para asegurar la atención médica oportuna a los usuarios
que la requieren en todo momento en que opere el hospital. 

Marco normativo

• Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

• Ley Reglamentaria del Artículo 4 to Constitucional.  

• Ley General de Salud.  

• Ley del Seguro Social.  

• Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Fe-
deral.  

• Acuerdo 265/2003 del Consejo Técnico, autorización
de los Lineamientos Operativos de las Unidades Médi-
cas de Alta Especialidad. 

• Acuerdo 3/2004 del Consejo Técnico, autorización de
Manual de Organización de las Unidades Médicas de
Alta Especialidad.

• Reglamento de Organización Interna del Instituto Me-
xicano del Seguro Social (ROI), publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 19 de junio de 2003.

Punto de Acuerdo

Único. Se envíe un respetuoso exhorto al titular del Insti-
tuto Mexicano del Seguro Social (IMSS) para coordinarse
con la Unidad Médica de Alta Especialidad (UMAE) Hos-
pital de Cardiología número 34 del (IMSS), para que se lle-
ven a cabo las acciones necesarias a fin de fortalecer y re-
forzar las gestiones que permitan cumplir con el personal
competente tanto en número de personas como perfil de
especialización adecuado de la plantilla básica, ya que re-
sulta necesario optimizar el recurso humano en términos
cualitativos y cuantitativos, garantizado en todo momento
el servicio oportuno durante todo el tiempo en que opere el
hospital en comento, con la finalidad de reducir el impacto
negativo de los usuarios del UMAE HC 34. Adicionalmen-
te, se destaca la importancia de realizar actividades de pla-
nificación para definir la estructura óptima de dotación
efectiva de personal en el hospital tomando en cuenta el
número, la competencia y la combinación de destrezas del
personal en relación con la necesidad de atención y trata-
miento, para estar en las mejores condiciones de responder
eficazmente y  eficientemente en cualquier momento del
año.

Notas:

1 Véase. El Programa Institucional del Instituto Mexicano del Seguro
Social 2014-2018 (PIIMSS 2014- 2018)

2 Manual Organización  de las  Unidades Médicas de Alta Especiali-
dad (UMAE.)

3 Véase. Plan de calidad y seguridad del paciente, UMAE HC 34. Fe-
brero 2015.

4 Véase. Instituto para el Fomento a la Calidad Total, A.C. Premio Na-
cional UMAE HC 34. 2015de Calidad 2011

5 Ibíd.
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6 Innovaciones en gestión hospitalaria en México: El caso de los Hos-
pitales Regionales de Alta Especialidad / HRAE

7 Elaboración de un sistema para la construcción de escenarios sobre
costos de operación de unidades de segundo nivel de atención, a partir
de estándares de Recursos Humanos Estándares de plantillas de perso-
nal por tipo de unidad médica. Documento preparado para la Secreta-
ría de Salud. Dirección General de Planeación y Desarrollo en Salud,
1 de marzo de 2006. 

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 14 días de abril de
2016. — Diputada María Guadalupe Oyervides Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

GARANTIZAR LAS CONDICIONES ECOLÓGICAS Y
DE SALUBRIDAD EN LA PRESA GENERAL VICENTE
GUERRERO EN EL MUNICIPIO DE PADILLA, 
TAMAULIPAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Semarnat, la Conagua, la Profepa y el gobierno de Ta-
maulipas a garantizar las condiciones ecológicas y de salu-
bridad en la presa General Vicente Guerrero, en Padilla, a
cargo de la diputada Elva Lidia Valles Olvera, del Grupo
Parlamentario del PAN

La suscrita, Elva Lidia Valles Olvera, diputada a la LXIII
Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido de Acción Nacional
en la Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispues-
to en el artículo 6, numeral 1, fracción I; artículo 79, nu-
meral 2 y 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía proposición con
punto de acuerdo para exhorta a los titulares de Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, de la Comisión
Nacional del Agua, de la Procuraduría Federal del Medio
Ambiente y del gobierno del estado de Tamaulipas a fin
que se garanticen las condiciones ecológicas y de salubri-
dad en las aguas de la presa General Vicente Guerrero, del
municipio de Padilla, Tamaulipas, así como se detengan en
dicha presa las descargas de aguas residuales sin trata-
miento, escorrentías químicas nocivas causadas por el uso
de productos agrícolas sin control y una gran cantidad de
metales pesados que vierten las comunidades aledañas a di-
cho embalse.

Antecedentes

Es del conocimiento de todos que en la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos el artículo 4o. de-
clara que todos los habitantes del país tendrán derecho al
agua, a la salud y a un medio ambiente sano1. El agua sa-
lubre y de cómodo acceso es sustancial para la salud públi-
ca, ya sea que se utilice para beber, para uso doméstico, pa-
ra la producción de alimentos o para recreación. La mejora
del abastecimiento de agua, del saneamiento y de la gestión
de los recursos hídricos es un factor en el impulso del cre-
cimiento económico de los países y contribuye en gran
medida a la reducción de la pobreza.

En 2010, la Asamblea General de las Naciones Unidas re-
conoció explícitamente el derecho humano al abasteci-
miento de agua y al saneamiento. Todas las personas tienen
derecho a disponer de forma continua de agua suficiente,
salubre, físicamente accesible, asequible y de una calidad
aceptable, para uso personal y doméstico2; sin embargo el
deterioro de la calidad del agua se ha convertido en motivo
de preocupación a nivel mundial debido al crecimiento de
la población humana, la expansión de la actividad indus-
trial y agrícola y la amenaza del cambio climático como
causa de importantes alteraciones en el ciclo hidrológico3.

Para mejor comprensión tenemos que la contaminación se
entiende generalmente como una presencia de sustancias
químicas o de otra naturaleza en concentraciones superio-
res a las condiciones naturales. Entre los contaminantes
más importantes se encuentran los microbios, los nutrien-
tes, los metales pesados, los químicos orgánicos, aceites y
sedimentos; el calor también puede ser un agente contami-
nante, al elevar la temperatura del agua; al respecto la fuen-
te más importante de contaminación del agua es la falta de
gestión y tratamiento adecuados de los residuos humanos,
industriales y agrícolas4.

A nivel global, el principal problema relacionado con la ca-
lidad del agua lo constituye la eutrofización, que es el re-
sultado de un aumento de los niveles de nutrientes (gene-
ralmente fósforo y nitrógeno) y afecta sustancialmente a
los usos del agua. Las mayores fuentes de nutrientes pro-
vienen de la escorrentía agrícola y de las aguas residuales
domésticas (también fuente de contaminación microbiana),
de efluentes industriales y emisiones a la atmósfera proce-
dentes de la combustión de combustibles fósiles y de los
incendios forestales.5
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El agua contaminada puede transmitir enfermedades como
la diarrea, el cólera, la disentería, la fiebre tifoidea y la po-
liomielitis. Se calcula que la contaminación del agua pota-
ble provoca más de 502 mil muertes por diarrea al año; Los
servicios de agua y saneamiento inexistentes, insuficientes
o gestionados de forma inapropiada exponen a la población
a riesgos prevenibles para su salud6.

Existen más de 5 mil 163 presas y bordos en México, al-
gunas de las cuales se clasifican como grandes presas, de
acuerdo con la definición de la Comisión Internacional de
Grandes Presas; la capacidad de almacenamiento de las
presas del país es de aproximadamente 150 mil millones de
metros cúbicos (m³), en donde 172 presas representan 80
por ciento del almacenamiento nacional7.

En este contexto encontramos a la presa General Vicente
Guerrero, que ocupa el séptimo lugar a nivel nacional en
cuanto a capacidad la cual alcanza 3 mil 910 millones de
m3 de agua al Nivel de Aguas Máximo Ordinario (NA-
MO)) considerándose así como una de las grandes presas
del país, abarca una superficie aproximada de 38 mil hec-
táreas y la altura de su cortina es de 62 metros. Los princi-
pales afluentes que la alimentan son los ríos Purificación,
Pilón y Corona, seguidos por el río San Marcos, San Feli-
pe, El Novillo y Arroyo San Isidro (Juan Capitán), de sus
aguas se surte del vital líquido a la capital del estado, ade-
más de servir para la irrigación del distrito de riego 086 So-
to la Marina y el control de avenidas8. Es de resaltar ade-
más que el acueducto presa Vicente Guerrero-Ciudad
Victoria el cual conduce el agua desde la presa hasta la ca-
pital del estado, ocupa el lugar número nueve en importan-
cia a nivel nacional, proveyendo a los ciudadanos del vital
líquido a través de sus 54 kilómetros de longitud y caudal
de mil litros por segundo9. Actualmente está en construc-
ción una ampliación del mismo, que generará mil litros por
segundo adicionales.

Actualmente existe un gran problema en diversos munici-
pios del centro del estado de Tamaulipas y una de las razo-
nes es que el agua que se distribuye en el centro del estado
es de baja calidad10, durante los últimos años el abasteci-
miento se ha realizado a partir de la presa General Vicente
Guerrero Las Adjuntas, ubicada en el municipio de Padilla,
Tamaulipas. Más de 200 mil habitantes11 consumen agua
de la presa a través del sistema de agua potable, sin em-
bargo sus características orográficas también han generado
que el agua de desecho tanto de industria, agricultura y dre-
naje principalmente de Ciudad Victoria y de las poblacio-

nes aledañas a las riveras de los ríos que conducen sus
aguas a este embalse, sean enviados a la presa mediante di-
ferentes afluentes provocando problemas ecológicos, como
la eutrofización, crecimiento sin control de especies inva-
soras como lo es la lechuga de agua (pistia stratiotes) que
a su vez provoca pérdida de especies de flora y fauna nati-
vas12, esta vegetación sobre el espejo de agua consume
mucho líquido, lo transpira a la atmósfera y evita la oxige-
nación provocando un desequilibrio ecológico al embalse,
a las tierras de cultivo, y por último y más importante con-
taminación del agua utilizada para consumo humano. Lo
más alarmante es que la presencia de dicha planta es un in-
dicador de exceso de material orgánico resultados de las
descargas residuales de las ciudades13 y comunidades ale-
dañas a los ríos que alimentan la presa, esto a pesar de que
en el estado existen 44 plantas municipales de tratamiento
de aguas residuales14, por lo que sería muy lamentable que
dichas plantas no estuvieran trabajando a su capacidad óp-
tima y sean generadoras del problema que nos aqueja.

Consideraciones

En Acción Nacional consideramos que la convivencia en-
tre los seres humanos y la naturaleza debe ser tal que per-
mita la satisfacción de las necesidades de los hombres pe-
ro sin comprometer la capacidad de regeneración de la
naturaleza, por ello es preciso que las instituciones generen
un cambio de hábitos y valores sociales, para lograr la
efectiva protección del medio ambiente15.

Asimismo estamos seguros de que el correcto aprovecha-
miento de los recursos naturales está vinculado a los siste-
mas políticos y a sus instituciones16 por lo que nos gene-
ran gran preocupación algunos indicadores que nos dicen
que cada año mueren más personas a causa de un agua in-
salubre que por muerte violenta, incluida la guerra17; ade-
más del drástico panorama que presentan el cambio climá-
tico, la escasez de agua, el crecimiento de la población, los
cambios demográficos y la urbanización que por sí solos ya
suponen desafíos para los sistemas de abastecimiento de
agua. La Organización Mundial de la Salud (OMS) men-
ciona que de la actualidad al 2025, la mitad de la población
mundial vivirá en zonas con escasez de agua. Es por eso
que la reutilización de las aguas residuales para recuperar
agua, nutrientes o energía se está convirtiendo en una es-
trategia importante. Los países están utilizando cada vez
más las aguas residuales para regar: en los países en desa-
rrollo, esto representa 7 por ciento de las tierras de rega-
dío18.
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Disponer de agua en cantidad y calidad suficiente para el
consumo humano es una de las demandas básicas de la po-
blación, pues incide directamente en su salud y bienestar
en general, esta característica es reconocida por los instru-
mentos rectores de planeación nacionales: el Plan Nacional
de Desarrollo 2013-2018 y el Programa Nacional Hídrico
2014-201819

Al tenor es importante mencionar que en meses recientes
se han manifestado inconformidades de ciudadanos del
municipio de Güemez, Tamaulipas, debido a que el río San
Felipe, el cual descarga sus aguas en la presa Vicente Gue-
rrero y atraviesa la cabecera municipal, expide olores alta-
mente desagradables afectando la calidad de vida de los ha-
bitantes y de los niños que asisten a una escuela a orillas
del río, informan también que llevan años reclamando a las
autoridades que se realicen las acciones necesarias para re-
solver la problemática pero no han sido escuchados.

En ese contexto, investigadores de la Universidad Autóno-
ma de Tamaulipas han realizado análisis a pozos de agua en
el centro del estado, encontrando que 52 por ciento de las
fuentes de abastecimiento de agua no cumplen con las es-
pecificaciones de la NOM-127-SSA1-1994 para el agua de
uso y consumo humano20, aumentando la preocupación y
generando un foco de atención, ya que si bien, la presa ac-
tualmente se encuentra por encima de 90 por ciento de ca-
pacidad, por lo que a la fecha no existen problemas con el
abastecimiento, los hay en la calidad del agua, razón por la
que estamos en un momento adecuado para crear un parte-
aguas y no esperar catástrofes de salud pública, además es
nuestra obligación solicitar que se cumplan las Leyes Fe-
deral de Responsabilidad Ambiental, de Aguas Nacionales,
General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambien-
te y el Código Penal Federal que condenan la descarga de
aguas residuales en cuerpos de agua.

Como ciudadana habitante de la capital del estado y en so-
lidaridad con mis conciudadanos invito a que se haga valer
la legislación y normatividad aplicable, asimismo se em-
prendan las acciones necesarias para que la presa General
Vicente Guerrero se encuentre en óptimas condiciones en
su carácter de proveedora de agua para nuestro consumo.

En mérito de lo expuesto, someto a la consideración de es-
ta soberanía los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta al ingeniero
Rafael Pacchiano Alamán, titular de Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales como cabeza del sector; al
maestro Roberto Ramírez de la Parra, titular de Comisión
Nacional del Agua (Conagua) y al licenciado Guillermo
Haro Bélchez, titular de Procuraduría Federal de Protec-
ción al Ambiente, para que con base en las facultades que
les correspondan hagan cumplir la normatividad corres-
pondiente para que los responsables de las descargas de
aguas residuales que son vertidas en la presa General Vi-
cente Guerrero del municipio de Padilla, Tamaulipas, cum-
plan con los límites máximos autorizados y en caso de no
hacerlo, sancionarlos según la legislación aplicable. Ade-
más, se solicita sean realizados estudios técnicos respecto
a la calidad del agua de la presa para garantizar las condi-
ciones óptimas y de calidad en dicho cuerpo de agua para
consumo doméstico y otros usos autorizados.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a Egidio Torre
Cantú, gobernador del estado de Tamaulipas, a que en vir-
tud de sus atribuciones convenga con los ayuntamientos in-
volucrados las acciones necesarias a razón de asegurar que
los ríos confluentes en la presa General Vicente Guerrero
contengan aguas limpias, de calidad adecuada para su uso
en el sistema de distribución de agua potable y dejen de
arrojarse aguas residuales sin tratamiento en la presa.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputada
Elva Lidia Valles Olvera (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Recursos Hidráulicos, para
dictamen.

DIFUNDA EL ESTADO QUE GUARDA LA ATENCIÓN
DE LA MUERTE MATERNO INFANTIL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Ssa a difundir el estado que guarda la atención de la
muerte materno-infantil y reforzar la elaboración e implan-
tación de políticas destinadas a combatirla en el país, a car-
go de la diputada María Cristina Teresa García Bravo, del
Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, María Cristina Teresa García Bravo, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática en la LXIII Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en el artículo 79, numerales 1,
fracción II, y 2, fracciones I y II, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a esta soberanía proposición
con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El país lamentablemente, se reconoce mundialmente por la
incontrolable violencia y discriminación que enfrentan co-
tidianamente las mujeres, estas se perciben tanto en el ám-
bito privado como en el público. Las acciones recurrentes
en el espacio “privado” se ejercen mayoritariamente por las
parejas, padres y hermanos de las mujeres, y en el otro, se
encuentra la violencia que por acción u omisión se ejecuta
desde el ámbito institucional, en quebranto de la garantía
de los derechos de las mujeres.
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En ese segundo ámbito queda inserto el tema de la morta-
lidad materna, pues tomando en cuenta los recursos y de-
sarrollo de la medicina con que se cuenta en el país, las
muertes ocasionadas durante o a consecuencia del parto
podrían evitarse, de acuerdo con diversos estudios, hasta en
85 por ciento.

La Organización Mundial de la Salud define la mortalidad
materna como “la muerte de una mujer durante su embara-
zo, parto, o dentro de los 42 días después de su termina-
ción, por cualquier causa relacionada o agravada por el em-
barazo, parto o puerperio o su manejo, pero no por causas
accidentales”. Hace una distinción entre “muerte materna
directa”, resultado de una complicación del propio emba-
razo, parto o su manejo, y una “causa de muerte indirecta”,
una muerte asociada al embarazo en una paciente con un
problema de salud preexistente o de reciente aparición.1

Sobre el tema, México, a través de su destacada participa-
ción en la Cumbre del Milenio en 2000,2 se comprometió
al cumplimiento de los 8 Objetivos de Desarrollo del Mile-
nio (ODM), propuestos por 189 países para ser cumplidos
y evaluados en 2015, encontrándose entre ellos el objetivo
5, Mejorar la salud materna.

Sin embargo, pese a que reducir la mortalidad materna es
uno de los objetivos centrales planteados por las Naciones
Unidas en el marco de los ODM, para México se tenía co-
mo compromiso alcanzar una tasa de 22 decesos por cada
100 mil nacidos vivos en el año 2015; el último reporte del
país ante el mecanismo de monitoreo de la Organización de
las Naciones Unidas (ONU), indica que estamos aún muy
lejos, pues en el 2012 el indicador era de 42.3 muertes ma-
ternas por cada 100 mil nacidos vivos.3

El informe final de los ODM señala:

• En materia de salud, la tasa de mortalidad infantil
disminuyó de 32.5 a 13 defunciones por cada mil naci-
dos vivos y la de mortalidad en menores de 5 años de 41
a 15.7. La mortalidad materna, en 2013 la tasa a nivel
nacional se ubicó en 38.2 defunciones por cada 100 mil
nacidos vivos, una significativa reducción de 56 por
ciento desde 1990. Sin embargo, México no es el único
país en desarrollo que presenta rezago, la ONU recono-
ce que el mundo no logrará cumplir con la meta global
de reducir la razón de mortalidad materna en tres cuar-
tas partes.4

Con anterioridad, funcionarios de la ONU aceptaban que la
tasa de mortalidad materno-infantil es la que presentaba
mayor rezagos de los ocho Objetivos de Desarrollo del Mi-
lenio, y que son un número significativo de países en el
mundo los que serán incapaces de cumplir los acuerdos al-
canzados entre los 192 países miembros de la ONU para
impulsar 8 temas de desarrollo entre 1990 y 2015.

Los datos absolutos sobre el tema, indican que en los años
que van de 2003 al 2012, en México se tiene un promedio
de mil 192 decesos de mujeres que han perdido la vida al
momento de dar a luz, o bien, como consecuencia del par-
to, debido a una mala o inoportuna atención médico-hospi-
talaria.

El año con mayor número de decesos en el periodo señala-
do fue precisamente 2003, con un total de mil 339 casos;
cifra que ha ido descendiendo gradual, pero muy lenta-
mente hasta llegar a mil 73 casos en 2012, cifra ligeramen-
te superior a la registrada en 2011, cuando el Inegi conta-
bilizó mil 67 casos de muertes maternas.5

Entre las principales causas de muerte materna se encuen-
tran: las infecciones bacterianas, toxemia del embarazo,
hemorragias obstétricas, embarazo ectópico, sepsis duran-
te el puerperio, embolismo del líquido amniótico y compli-
caciones de un aborto. Algunas causas secundarias o indi-
rectas que causan muertes maternas incluyen la malaria,
anemia, infección por VIH o sida.

El mayor riesgo de mortalidad materna corresponde a las
adolescentes de menos de 15 años. Las complicaciones del
embarazo y el parto son una de las causas de muerte prin-
cipales de las adolescentes en la mayoría de los países en
desarrollo. Por término medio, las mujeres de los países en
desarrollo tienen muchos más embarazos que las de los
países desarrollados, por el riesgo de muerte relacionada
con el embarazo a lo largo de la vida.6

La mortalidad materna es un indicador claro de injusticia
social, inequidad de género y pobreza, el que un embarazo
o parto desemboque en la muerte de la mujer refleja pro-
blemas estructurales, tanto de acceso como de atención a la
salud. La muerte materna es el resultado último y más dra-
mático de una serie de eventos que revelan la falta de ac-
ciones para atender la situación de atraso, marginación y
rezago en la que viven un gran número de mujeres mexi-
canas, así como la desatención de las personas que convi-
ven con ellas, del personal de salud y de autoridades gu-
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bernamentales, el fallecimiento de una mujer por causas
asociadas a la maternidad, es una tragedia en gran medida
evitable.

Los mayores indicadores de mortalidad materna son comu-
nes en países que también tienen altos índices de mortali-
dad infantil, lo que es un resultado del pobre cuidado mé-
dico y de la baja nutrición. Por ello, debemos reconocer
que tenemos serios problemas y rezagos en lo que a la aten-
ción de la salud de las mujeres y niñas y niños correspon-
de, además de las limitadas condiciones de vida y la extre-
ma pobreza que enfrenta un gran número de ellas, sobre
todo en la población rural e indígena.

Reconocemos que México ha logrado avances significati-
vos en la disminución de la mortalidad materna, pero no es
de manera homogénea y aún observamos este problema de
salud en la mayoría de los estados del sureste de nuestro
país, donde encontramos con el peor indicador a nivel na-
cional, al estado de Guerrero, donde la tasa registrada en
2011 es de 90.1 decesos por cada 100 mil nacidos vivos; en
la segunda peor posición se encuentra Chihuahua, con
67.7; en el tercer peor sitio, Campeche, con 63.1; y en cuar-
ta y quinta peores posiciones se encuentran Oaxaca y Mi-
choacán, con 61.3 y 57.9 decesos por cada 100 mil niñas y
niños nacidos vivos.

Como contraparte, también en 2011, el Inegi identificó a
Tamaulipas como la entidad con más baja tasa de mortali-
dad materna, con un indicador de 17.5 decesos por cada
100 mil niñas y niños nacidos vivos; en segundo lugar se
encuentra Sinaloa, con un indicador de 16.8; le sigue en
tercer sitio Aguascalientes con 18.5; en cuarto lugar está
Jalisco con 23.4 y Tlaxcala con 27.3 decesos por cada 100
mil nacidos vivos.7

Por lo anterior es importante la reducción y atención de la
muerte materna como una prioridad de salud pública, par-
ticularizando las necesidades de cada región, tomando en
cuenta su situación social, económica, étnica y cultural.
Buscando además, elevar la calidad de la atención en los
servicios de salud, y su implementación de calidad y efi-
ciencia en los lugares donde se requieran, sobre todo en los
estados donde hay más población indígena, es donde exis-
te mayor índice de mortalidad en niños y niñas de entre 1 a
4 años de edad, tomando en cuenta que el índice de morta-
lidad infantil de la población indígena es 62.8 por ciento,
mayor que el de la población no indígena. En Chiapas, el
índice de mortalidad en la infancia en menores de 5 años,

se encuentra entre los más altos en México y representa
38.3 por ciento del total nacional.

Sobre el tema, se han producido una seria de “avances” ju-
rídicos normativos importantes. Sin embargo, estos des-
arrollos normativos contrastan de manera reveladora con
los datos oficiales en materia de bienestar social para los
más vulnerables, como los niños indígenas.

Por ello es importante sensibilizarse sobre la importancia
de lograr erradicar este problema de salud, con una mayor
voluntad política y un aumento importante de recursos en-
caminados a la atención de este flagelo social en las zonas
de mayor desprotección económica y social. Sin olvidar
que la protección a la salud es un derecho humano, y en
consecuencia debe ser garantizado, en términos del ar-
tículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de esta
soberanía la aprobación del siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
al titular de la Secretaría de Salud para que haga público el
estado que guarda la atención de la muerte materno-infan-
til en el país y refuerce la elaboración e implementación de
políticas públicas destinadas a combatir la mortalidad ma-
terno-infantil en el país.

Notas:

1 Mortalidad materna, OMS, nota descriptiva número 348, noviembre
de 2015.

2 Nueva York, 6 a 8 de septiembre de 2000.

3 Fuentes, Mario Luis. Mortalidad materna: signo de inequidad, Cei-
das, México, marzo de 2014.

4 Cumplirá México más de 80 por ciento de metas del milenio en 2015,

Notimex, México, 20 de agosto de 2015.

5 Fuentes, Mario Luis. Obra citada.

6 Ibídem.

7 Fuentes, Mario.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputada
María Cristina Teresa García Bravo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

INCLUSIÓN EN SU CATÁLOGO DE DELITOS LA
SOLICITUD, PROMESA, OFRECIMIENTO Y ENTREGA
DE DINERO A PROPIETARIOS Y TRABAJADORES
EN CENTROS DE VERIFICACIÓN VEHICULAR

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
las legislaturas de las entidades donde hay programa de ve-
rificación vehicular a considerar la inclusión en su catálo-
go de delitos la solicitud, la promesa, el ofrecimiento y la
entrega de dinero a propietarios y trabajadores de centros
de verificación, suscrita por integrantes del Grupo Parla-
mentario del PVEM

Quienes suscriben, diputados federales del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, de la
LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 6, numeral 1,
fracción I, y 79, numeral 1, fracción II, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someten a la consideración de es-
ta honorable asamblea, la presente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En México, los programas de verificación vehicular tienen
como meta principal certificar que los vehículos automoto-
res en circulación no rebasen los límites máximos permisi-
bles de emisión de contaminantes a la atmósfera.

Es decir, la verificación vehicular se ha convertido en una
actividad de control de emisión de contaminantes atmosfé-
ricos, a través de la inspección-mantenimiento de los vehí-
culos automotores, a semejanza de otros países del mundo,
como Estados Unidos, Canadá, Japón, países europeos y de
América del Sur. En la actualidad, este tipo de programas
está reglamentado en 16 estados de la República. 

A partir de 1986 en la Ciudad de México y su zona metro-
politana existía un parque vehicular de poco más de un mi-
llón de vehículos con altos índices de emisiones de azufre
y bióxido de carbono, que representaban el 30 por ciento
de la contaminación de la zona. Por este motivo dio inicio

el registro sistemático de los niveles de contaminación con
la instalación de la Red Automática de Monitoreo Atmos-
férico. 

Diez años después, en 1996, la entonces Secretaría de Me-
dio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca, la Secretaría de
Salud, el Gobierno del Estado de México y el entonces De-
partamento del Distrito Federal acordaron la instrumenta-
ción del Programa para Mejorar la Calidad del Aire en el
Valle de México 1995-2000, conocido como Proaire. 

El objetivo del Proaire estaba enfocado explícitamente a la
reducción de las concentraciones de ozono, con la finalidad
de disminuir el riesgo a la salud asociado con la exposición
de corto y largo plazo a los contaminantes.

Para este momento, en el área metropolitana de la Ciudad
de México circulaban 2.6 millones de vehículos particula-
res, responsables del 45.5 por ciento de la emisión de con-
taminantes a la atmosfera. 

Sin embargo, es importante señalar que además de la res-
tricción de circular a los vehículos en el valle de México,
las autoridades del estado de México y del departamento
del Distrito Federal, de manera conjunta con las autorida-
des federales, acordó mejorar el transporte público, am-
pliar el Metro y reducir el uso de azufre en las gasolinas.
Asimismo, se acordó la obligatoriedad de instalar conver-
tidores catalíticos en los vehículos automotores que se ven-
dieran en el país, como ya se hacía en Estados Unidos de
América. No obstante, estas acciones no fueron cumplidas
en su totalidad. 

En la actualidad, la calidad del aire de la zona metropolita-
na del valle de México, de acuerdo a las autoridades fede-
rales solamente ha sido buena en 18 días en lo que va del
año, mientras que entre 1988 y 1994 fueron 286 días. 

Ahora bien, como ya se mencionó, en la actualidad 16 en-
tidades federativas cuentan con el programa de verifica-
ción vehicular, y se imponen sanciones administrativas e
incluso penales cuando se alteran los instrumentos de me-
dición de las emisiones de gases de los automóviles.

Sin embargo, se ha convertido en una práctica común en
los centros de verificación vehicular, también conocidos
como verificentros, la entrega y recepción de dádivas o di-
nero a fin de alterar los resultados de la prueba. Esta mala
práctica se incrementa en la medida que se endurecen las
normas que restringen el uso de los vehículos particulares
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por los daños que causan al medio ambiente y a la salud de
la población.

Sobre este punto en particular, datos de la Secretaría de
Medio Ambiente de la Ciudad de México, señalan que en
2014 durante el segundo semestre, 16 de los 81 centros de
verificación fueron clausurados y 18 personas fueron dete-
nidas y procesadas.

Para 2015, se clausuraron 11 verificentros sin establecer el
número de personas detenidas o procesadas. En lo que va
de este 2016, se han clausurado por esos mismos actos, seis
centros de verificación y se suspendieron 35 acreditaciones
de trabajadores y revocaron 16 permisos más por manipu-
lar las pruebas.

Ante esta realidad, resulta impostergable que en las legis-
laciones penales estatales sea tipificada la práctica de en-
trega y aceptación de dádivas o dinero tanto a los propieta-
rios y trabajadores de los centros de verificación, así como
a los particulares que lo ofrezcan. En la actualidad sola-
mente dos entidades federativas, en sus respectivos Códi-
gos Penales tipifican como delito esta práctica.

En el caso de la Ciudad de México, en el capítulo relativo
a los Delitos Contra la Gestión Ambiental, en el artículo
347 Ter del Código Penal, se establece lo siguiente: 

Artículo 347 Ter. Se le impondrán de seis meses a tres
años de prisión y de 20 a 500 días multa: 

I. Al propietario, responsable, técnico, empleado o pres-
tador de servicios, dentro de los centros de verificación
vehicular, que por sí o por interpósita persona, solicite o
reciba dinero o cualquier otra dádiva para la aprobación
de la verificación vehicular, o por cualquier motivo co-
bre una cantidad superior a la autorizada oficialmente; y 

II. En calidad de usuario del servicio de verificación ve-
hicular, ofrezca, prometa o entregue dinero o cualquier
otra dádiva, con el fin de obtener la aprobación de la ve-
rificación vehicular obligatoria.

Mientras que el estado de Puebla, en el capítulo relativo
a los Delitos contra el Ambiente, en su artículo 198 Bis,
establece:

Artículo 198 Bis?. Se impondrá de seis meses a tres
años de prisión y multa de cincuenta a doscientos días
de salario, al titular de una concesión de un centro de

verificación vehicular, responsable y/o al empleado de
éste, que de manera dolosa o culposa, realice, autorice,
permita u ordene cualquiera de las siguientes conductas:

IV. Condicione la aprobación o la entrega de documen-
tación comprobatoria de la verificación vehicular a la
entrega de dinero adicional al previsto en la tarifa ofi-
cial; y

V. Cobre una tarifa superior autorizada por la autoridad
competente.

Sin embargo, como se puede observar en el siguiente cua-
dro, existen 14 entidades federativas que a pesar de contar
con un programa de verificación vehicular, en su marco le-
gal penal no existe como delito la entrega, recepción, soli-
citud o cobro de una cantidad superior a la autorizada para
lograr la aprobación de la verificación vehicular obligato-
ria. El siguiente cuadro comparativo da cuenta de la situa-
ción planteada:

En ese sentido, el presente punto de acuerdo tiene como
objetivo exhortar a las Legislaturas de los estados que
cuentan con el programa de verificación vehicular a que in-
cluyan en su catálogo de delitos la entrega, recepción, soli-
citud, o cobro de una cantidad superior a la autorizada ofi-
cialmente para que los usuarios de vehículos automotores
aprueben la verificación vehicular. 
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Por otro parte, se pretende que en las entidades federativas
que ya contemplan en su marco normativo el tipo penal re-
ferido, se considere el incremento de las penas cuando me-
nos al doble pues queda claro que hasta ahora éstas no han
resultado un mecanismo inhibidor eficaz para evitar la co-
rrupción en los centros de verificación. 

En virtud de lo aquí expuesto ponemos a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a las Legislaturas de las
entidades federativas en donde existe el programa de veri-
ficación vehicular, contemple la inclusión en su catálogo
de delitos la solicitud, promesa, ofrecimiento y entrega de
dinero a propietarios y trabajadores de centros de verifica-
ción vehicular con objeto de aprobar la verificación.

Segundo. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al Poder Legislativo de la
Ciudad de México y del Estado Libre y Soberano de Pue-
bla, a que endurezcan las penas para sancionar la solicitud,
promesa, ofrecimiento y entrega de dinero a propietarios y
trabajadores de centros de verificación vehicular con obje-
to de aprobar la verificación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados, a 14 de abril de 2016.— Diputado Jesús Sesma Suárez (rú-
brica).»

Se remite a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

CESE LA OBSTRUCCIÓN DE LA APERTURA DE LAS
INVESTIGACIONES DERIVADAS DE LA DENUNCIA
POR EJERCICIO ILEGAL DE LAS FUNCIONES 
PÚBLICAS INTERPUESTA POR 183 TRABAJADORES
ADSCRITOS A LA SECRETARÍA DE SALUD Y AL
INSTITUTO DE SALUD EN EL ESTADO DE CHIAPAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al delegado de la PGR en Chiapas a cesar la obstrucción de
la apertura de las investigaciones derivadas de la denuncia
por ejercicio ilegal de las funciones públicas interpuesta

por 183 trabajadores adscritos a la Secretaría y el Instituto
de Salud de la entidad, a cargo del diputado Guillermo Ra-
fael Santiago Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena

El que suscribe, Guillermo Rafael Santiago Rodríguez,
diputado ante la LXIII Legislatura de la Honorable Cáma-
ra de Diputados, de conformidad con lo establecido en los
artículos 6, numeral I, fracción I, y 79, numeral I, fracción
II del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La Ley establece que toda persona empleada por una de-
pendencia de gobierno es partícipe de una relación con-
tractual con el Estado. Esta relación implica, entre otras co-
sas, que los trabajadores sean objeto, conforme a la
normatividad vigente, de las deducciones respectivas a sus
salarios, cuya operación estará obligada a realizar la parte
patronal. Entre los conceptos descontados a los trabajado-
res destacan los siguientes:

a) Impuesto sobre la renta (ISR),

b) Pagos al Fondo de Vivienda (Fovissste),

c) Aportaciones al Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE),

d) Seguro Institucional,

e) Pagos a terceros (descuentos al trabajador por deudas
a empresas privadas).

Asimismo, la parte patronal está obligada, de acuerdo con
la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, a deposi-
tar en cuentas bancarias individuales propiedad de los tra-
bajadores, las cuotas y aportaciones correspondientes al
Sistema de Ahorro para el Retiro (SAR), con el fin de acu-
mular saldos y rendimientos para la obtención de los res-
pectivos fondos para el retiro y previsión social. El depósi-
to de estas aportaciones, no reflejado en el talón de pago
quincenal, debe realizarse en forma bimestral conforme a
la distribución siguiente: SAR: subcuenta SAR 2% y sub-
cuenta Fovi (5%) del salario. El incumplimiento de estas
obligaciones constituye un delito que pone en riesgo la pro-
tección de la seguridad social y los derechos laborales de
los trabajadores al servicio del Estado. 
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Desde la implementación del esquema de aportaciones al
SAR en mayo de 1992, que incluye las subcuentas SAR y
Fovi, la Secretaría de Salud (SSA) y el Instituto de Salud
del Estado de Chiapas (ISECH) decidieron depositar las
aportaciones de los trabajadores en distintos bancos. Co-
menzaron estableciendo convenios con Banamex, poste-
riormente migraron a Bancomer, luego volvieron a Bana-
mex, después migraron a Bansefi y finalmente optaron por
Banxico. Durante todas estas migraciones los trabajadores
vieron perdidas sus aportaciones. Si consideramos que la
fecha de inicio para la entrega de aportaciones fue mayo de
1992, al día de hoy los trabajadores con 24 o más años de
antigüedad deberían contar con el saldo correspondiente a
143 bimestres acumulados en su fondo de ahorro para el re-
tiro. Sin embargo, el monto de las aportaciones reflejadas
en las cuentas personales de los trabajadores de este rango
de antigüedad ronda apenas entre los 43 y 75 bimestres
acumulados. Ni las autoridades de la SSA o el ISECH ni
los bancos comprometidos con la administración de los de-
pósitos han dado cuentas a los trabajadores sobre las razo-
nes de esta mayúscula diferencia.

En este contexto, durante los meses de septiembre y octu-
bre de 2015 trabajadores adscritos a la SSA y el ISECH co-
menzaron a recibir notificaciones por supuestos adeudos
derivados del incumplimiento de sus obligaciones de pago
a la vivienda del Fovissste, así como por intereses acumu-
lados en razón de tal atraso. Preocupados por contar con un
fondo para el retiro seguro y digno, los trabajadores deci-
dieron investigar el asunto y acudieron ante autoridades del
Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros (Ban-
sefi) e ISSSTE para solicitar sus estados de cuenta, ente-
rándose por primera vez que éstos no reflejaban con vera-
cidad los bimestres acumulados hasta ese momento. A
partir de ese momento, los trabajadores comenzaron a reci-
bir amenazas vía telefónica y en sus domicilios por parte de
empresas privadas dedicadas a la prestación de servicios y
venta de artículos para el hogar, que reclamaban el pago de
sus aportaciones quincenales, producto de la falta de liqui-
dez de las deudas contraídas por el trabajador.

El colmo ocurriría luego del fallecimiento de uno de los
trabajadores afectados, pues sus familiares, estipulados
formalmente como beneficiarios de las primas del seguro
tanto institucional como privado del difunto, no pudieron
acceder a tales recursos económicos puesto que el ISECH
jamás difirió las aportaciones del trabajador destinadas a
este fin. Mientras tanto, los descuentos se continuaban re-
flejando, quincena tras quincena, en el talón de pago de ca-
da uno de los trabajadores. 

En este tenor, el artículo 21 de la Ley del Instituto de Se-
guridad Social y Servicios Sociales de Trabajadores del Es-
tado establece que son las entidades y dependencias de la
Administración Pública Federal en quienes recae la obliga-
ción de retener del sueldo de los trabajadores al servicio del
Estado el equivalente a las cuotas y descuentos que éstos
deben cubrir, de conformidad con las disposiciones admi-
nistrativas que al efecto se emitan. Según sea el caso, las
entidades y dependencias públicas deberán entregar los re-
cursos procedentes de dichas operaciones sin excusas ni
demora a las instituciones federales dedicadas a su admi-
nistración. A su vez, el artículo 22 señala que los titulares
de las Dependencias y Entidades encargadas de realizar las
retenciones y descuentos serán responsables de los actos y
omisiones que resulten en perjuicio de los trabajadores, in-
dependientemente de la responsabilidad civil, penal o ad-
ministrativa en que incurran. 

Conscientes de estas disposiciones, los trabajadores incon-
formados reconocieron que el conflicto derivado del impa-
go de sus aportaciones no era consecuencia de ninguna in-
fracción cometida por cuenta suya. Por el contrario, había
sido el propio ISECH quien había actuado en contra de la
normatividad establecida, omitiendo el pago por dichos
conceptos desde el año 2012. Sobre estos hechos obran
pruebas en manos de los trabajadores que precisan el mo-
mento en que comenzó la omisión de pagos por parte del
ISECH.

Derivado de lo anterior, los trabajadores decidieron indagar
ante las autoridades del ISECH cuál había sido la razón por
la cual se había incumplido por más de tres años con la
trasferencia de los recursos procedentes de sus descuentos
en nómina a las instancias y empresas correspondientes. En
respuesta a las pesquisas de los trabajadores, la Dirección
de Administración y Finanzas informó a los trabajadores,
mediante el oficio IS/DAF/5003/11909/2015 dirigido al
Secretario General de la Sección 50 del Sindicato Nacional
de Trabajadores de la Secretaría de Salud (SNTSA), que
efectivamente se tenía conocimiento de la existencia de
adeudos a instancias como el ISSSTE, SAR-Fovissste y
Fovissste; sin embargo, se extendía el compromiso de cu-
brir con la totalidad de los pagos pendientes correspon-
dientes a los ejercicios 2012 y 2014 (que en aquel momen-
to ascendían a $165,043,743) a más tardar el último día
hábil del mes de diciembre 2015.

En el mismo documento, el ISECH aseguraba que ya había
establecido contacto con las dependencias federales para
elaborar en conjunto con ellas un calendario de pagos que
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beneficiaría a todas las partes. A su vez, se afirmaba que en
caso de que los retrasos llegasen a generar intereses mora-
torios a los trabadores, el ISECH realizaría las gestiones
necesarias para su cancelación. Desde luego, la comunica-
ción oficial confirmaba que no sólo se había omitido la en-
trega de los montos retenidos sino que además las autori-
dades del Instituto, conscientes de las irregularidades
(estimadas por la Ley como delitos), habían optado por
ocultarlas por años del conocimiento de los trabajadores.

Estos hechos obligaron a los trabajadores a manifestarse en
contra de las autoridades del Instituto, quienes a pesar de
confirmar las anomalías en el manejo de las aportaciones
laborales se habían negado a difundir mayor información
respecto a quién o quiénes habían sido beneficiados por la
puesta en práctica de estos ilícitos o quién asumiría las con-
secuencias por los daños respectivos. En este contexto, 183
trabajadores presentaron diversas denuncias ante la Procu-
raduría General de la República (PGR) en contra de quien
o quienes resultasen responsables de acciones ilegales co-
metidas en agravio su patrimonio, arguyendo que estas
operaciones, lejos de traducirse en beneficios económicos
para los trabajadores, constituyeron una grave vulneración
a sus derechos sociales y laborales.

Durante este proceso, los trabajadores también denuncia-
ron agravios cometidos como consecuencia del manejo in-
debido de su información personal, en virtud de que la per-
petración de tales ilícitos requería forzosamente de cierto
grado de manipulación o descuido en la protección de los
datos privados de los trabajadores en manos del ISECH. En
este sentido, las denuncias incorporaron evidencias sobre
imprecisiones en los datos expuestos en los talones de pa-
go de nóminas, en donde jamás dejó de indicarse el monto
deducido al salario para cada trabajador, aparentando una
realidad que encubría la ilegalidad bajo la cual se adminis-
traban desde 2012 los recursos obtenidos de los descuentos
al sueldo de los trabajadores, constituyendo así claros actos
de corrupción.

El incumplimiento de los compromisos de entrega de los
recursos de los trabajadores a las instituciones federales co-
rrespondientes por parte del ISECH también ha implicado
que el valor de sus fondos en el SAR haya sufrido impor-
tantes alteraciones y modificaciones, pues ha sido necesa-
rio ajustar su cálculo considerando que las cifras sobre lo
supuestamente entregado por años han sido falsas. Las va-
riaciones en el valor del fondo para el retiro de los trabaja-
dores representan una ominosa amenaza contra sus dere-
chos, pues pone en riesgo su bienestar llegado el momento

de su retiro laboral. Estos actos constituyen además inad-
misibles ataques contra la voluntad de los trabajadores,
considerando que jamás existió convenio alguno entre
ellos y el ISECH en donde consintieran que sus deduccio-
nes fueran objeto de manejos distintos a los previstos en la
Ley.

En este sentido, es importante subrayar que los trabajado-
res deben ser considerados libres de toda responsabilidad
penal derivada del impago de sus obligaciones pues, tal co-
mo se ha señalado, es deber jurídico de la parte patronal (en
este caso el ISECH) implementar las acciones conducen-
tes, luego de realizadas las deducciones necesarias, para
cumplir con las obligaciones fiscales de los trabadores. Por
lo tanto, los trabajadores son ajenos a cualquier error o ac-
to de dolo en el cálculo del impuesto en que haya incurri-
do el ISECH, así como tampoco tienen injerencia en las
omisiones de pago no enteradas al ISSSTE.

Ante la grave opacidad que ha caracterizado el papel del
ISECH en el manejo de las aportaciones de los trabajado-
res, éstos han urgido a la Delegación de la Procuraduría
General de la República en Chiapas al develamiento de las
irregularidades perpetradas en contra de sus derechos, exi-
giendo la formalización de las investigaciones correspon-
dientes antes de que se siga erosionando el valor de sus
aportaciones. Por consiguiente, en este órgano de justicia
recae la responsabilidad de investigar la veracidad de las
denuncias de los trabajadores, entre las que destacan acti-
vidades ilícitas como el soborno, la malversación de fon-
dos tanto privados como públicos, el abuso de funciones
públicas, enriquecimiento ilícito, peculado y utilización de
información falsa. 

Sin embargo, las afrentas contra los trabajadores no termi-
narían ahí pues apenas presentaron las denuncias, el perso-
nal del Ministerio Público desestimó el acto por conside-
rarlo como una acción sin contenido. Consta en la demanda
de amparo con número de registro 001070/2016 presenta-
da por los trabajadores con motivo de la negativa de acce-
so a la justicia en que incurrió la PGR que luego de varias
horas de espera en las oficinas del Ministerio Público con
sede en la ciudad de Tuxtla Gutiérrez, éste manifestó, entre
burlas, que por lástima recibiría el escrito. Una actitud que
borda en lo irracional pues no existe justificación legal,
profesional ni moral para desestimar una denuncia sin co-
nocer primero las razones que la fundamentan.

Pese a la recepción a regañadientes de los documentos por
parte del Ministerio Público, se indicó a los trabajadores
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que esperaran el pronto desahogo del caso. Sin embargo,
luego de dos meses sin avances ni acuerdos en torno al es-
crito de denuncia, los trabajadores comenzaron a tener
fuertes preocupaciones sobre la voluntad de la PGR de
ahondar y resolver en el asunto. Estas inquietudes cobraron
mayor vigor cuando se enteraron que la PGR había decidi-
do congelar la apertura de la investigación formal, sin que
se haya informado a los denunciantes el porqué de tal deli-
beración, que claramente contraviene con los términos es-
tablecidos en el artículo 21 constitucional. 

La negación en el acceso a la justicia del que han sido ob-
jeto los 183 trabajadores al servicio del sector salud en
Chiapas sólo ha permitido que los culpables por los delitos
aquí descritos sigan gozando de impunidad, revictimizan-
do a quien son sólo responsables de exigir el respeto a su
trabajo garantizado por la Ley. Así pues, al día de hoy si-
gue sin conocerse el paradero del dinero amasado por
aquellos conceptos que no fueron pagados, así como tam-
poco se ha procedido en contra de ninguna persona por los
hechos denunciados. En un país acostumbrado a jactarse de
su respeto al estado de Derecho indigna que en casos como
éste los denunciantes deban enfrentar, además de la angus-
tia provocada por su condición de víctimas, el temor fun-
dado de que la autoridad no procederá con la investigación
y que la verdad de los hechos servirá sólo para alimentar
una más de las historias de impunidad que tanto abundan
en México.

Como garantes de la Carta Magna, los legisladores estamos
obligados a exigir de todas las instituciones del Estado Me-
xicano el máximo respeto a los principios y enunciados que
emanan de ella. Destaca en este caso el artículo 17, que en
su segundo párrafo versa:

“Toda persona tiene derecho a que se le administre jus-
ticia por tribunales que estarán expeditos para impartir-
la en los plazos y términos que fijen las leyes, emitien-
do sus resoluciones de manera pronta, completa e
imparcial…”

Por consiguiente, las acciones cometidas por el personal de
la Delegación de la Procuraduría General de la República
descritas en este documento no pueden interpretarse más
que como violaciones flagrantes al orden constitucional.
En efecto, lo que aquí se presenta es una situación real en
que el responsable judicial niega el acceso a la justicia y
omite la formalización de la investigación de una denuncia
penal en perjuicio de cientos de trabajadores que han sido

víctimas del desdén y la avaricia de funcionarios públicos
dispuestos a malversar el fruto de su esfuerzo cotidiano, el
cual dedican a la honorable tarea del cuidado de la salud de
las y los chiapanecos.

El descuento vía nómina de los conceptos ISR, SAR, Fo-
vissste y Seguro Institucional a cientos de trabajadores del
sector salud en Chiapas y la falta en la entrega de dichos re-
cursos a las instrucciones respectivas revela no sólo la exis-
tencia serios problemas en la forma en que se realizan co-
tidianamente las operaciones contables, administrativas y
jurídicas en el ISECH y la Secretaría de Salud en Chiapas,
sino que estas se están llevando a cabo en el marco de la
más ignominiosa ilegalidad.

Por todo lo expuesto y fundando, someto a la considera-
ción de esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero: La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta al delegado de la Procuraduría General de la
República, licenciado Pedro Celestino Guzmán Rodríguez,
a que en apego al cumplimiento de sus responsabilidades
cese en sus esfuerzos por obstruir la apertura de las inves-
tigaciones concernientes a la denuncia por los delitos de
ejercicio ilegal de las funciones púbicas, abuso de autori-
dad, peculado y asociación delictuosa en perjuicio de los
trabajadores de la Secretaría de Salud (SSA) y del Institu-
to de Salud del Estado de Chiapas (ISECH), interpuesta
por 183 trabajadores adscritos a la Secretaría de Salud en
el estado de Chiapas, e instruya a su inmediata formaliza-
ción.

Segundo: Se exhorta a la Subprocuraduría de Control Re-
gional, Procedimientos Penales y Amparo de la PGR, a exi-
gir y vigilar la puntual formalización de las investigaciones
que se desprendan de las denuncias presentadas por los 183
trabajadores adscritos a la Secretaría de Salud en el Estado
de Chiapas, velando en todo momento por el respeto y la
integridad de sus derechos humanos y laborales.

Tercero: Se exhorta a las autoridades de la Secretaría de
Salud e Instituto de Salud del Estado de Chiapas a cubrir
en un plazo no mayor a tres meses con la totalidad de los
adeudos contraídos por concepto de pagos retrasados al
SAR y Fovissste, sin que ello implique perjuicio alguno al
salario y derechos laborales de los trabajadores de la Se-
cretaría y el Instituto.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.—
Diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

ELIMINAR Y REPARAR LAS VIOLACIONES A LOS
DERECHOS HUMANOS DE QUE ES VÍCTIMA LA
COMUNIDAD OTOMÍ DE SAN FRANCISCO XOCHI-
CUAUTLA, ESTADO DE MEXICO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobierno del estado de México, el Poder Judicial de la
Federación, la CNDH, la Comisión Ejecutiva de Atención
a Víctimas, el INAI y el Mecanismo de Protección para
Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas a
utilizar sus facultades a fin de eliminar y reparar las viola-
ciones de los derechos humanos contra la comunidad oto-
mí de San Francisco Xochicuautla, a cargo del diputado Jo-
sé Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano

El suscrito, Clemente Castañeda Hoeflich, diputado inte-
grante del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano de
la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, con fun-
damento en lo señalado en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I, y 79, numeral 1, fracción II, del Reglamento de la
Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, somete a consideración la siguiente proposición
con punto de acuerdo mediante el cual se exhorta al go-
bierno del estado de México, al Poder Judicial de la Fede-
ración, a la Comisión Nacional de Derechos Humanos, a la
Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, al Instituto
Nacional de Transparencia y Acceso a la Información y
Protección de Datos Personales, al Mecanismo de Protec-
ción para Personas Defensoras de Derechos Humanos y
Periodistas, a utilizar expeditamente sus facultades para
eliminar y reparar de manera urgente las violaciones a los
derechos humanos de que es víctima la comunidad otomí
de San Francisco Xochicuautla, con base en la siguiente 

Exposición de Motivos

I. El pasado 9 de julio del 2015 se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación, un decreto por el que se expropia una
superficie de 37.9 hectáreas de agostadero de uso común,

de la comunidad San Francisco Xochicuautla y su barrio
La Concepción, Municipio de Lerma, estado de México.
En cuyos resultandos se establece: 

“Primero. Que por oficio número 211D10000/908/
2014 de 26 de septiembre de 2014, el organismo públi-
co descentralizado Sistema de Autopistas, Aeropuertos,
Servicios Conexos y Auxiliares del Estado de México,
solicitó a la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial
y Urbano, la expropiación de 37-39-58.59 hectáreas, de
terrenos pertenecientes a la comunidad denominada
“San Francisco Xochicuautla y su Barrio la Concep-
ción”, municipio de Lerma, estado de México, para des-
tinarlos a la construcción de la Autopista Toluca-Nau-
calpan, conforme a lo establecido en el artículo 93,
fracción VII, de la Ley Agraria, y se comprometió a pa-
gar la indemnización correspondiente en términos de
Ley.

Segundo.- Que el expediente fue registrado con el nú-
mero 13662/SAASCAEM. El núcleo agrario fue notifi-
cado de la instauración del procedimiento expropiatorio
a través de los integrantes del Comisariado de Bienes
Comunales, mediante cédula de notificación sin núme-
ro de 9 de febrero de 2015, recibida el mismo día, sin
que haya manifestado inconformidad al respecto.

Así mismo, en cumplimiento a lo dispuesto por los artí-
culos 1º y 2º de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; al Convenio 169 de la Organización
Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tri-
bales en Países Independientes así como la Declaración
de las Naciones Unidas sobre los Derechos Indígenas,
los días 5, 8, 9, 10 y 12 de junio se llevaron a cabo di-
versas asambleas con los representantes de la Comuni-
dad San Francisco Xochicuautla y su Barrio La Con-
cepción, con objeto de realizar las consultas que
conforme a derecho se requerían por tratarse de una co-
munidad indígena. Como resultado de ello, la comuni-
dad consultada se pronunció por aprobar la construcción
y operación de la Autopista Toluca-Naucalpan y autori-
zaron a la Secretaría de Comunicaciones del Estado de
México, a través del SAASCAEM, a continuar con el
proyecto de expropiación correspondiente.”1

En el resolutivo segundo del decreto expropiatorio se afir-
ma que en cumplimiento a los artículos 1° y 2° Constitu-
cionales, así como a lo dispuesto por el Convenio 169 de la
Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indí-
genas y Tribales en Países Independientes así como la De-
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claración de las Naciones Unidas sobre los Derechos Indí-
genas, se realizaron: 

«Se llevaron a cabo diversas asambleas con los repre-
sentantes de la Comunidad San Francisco Xochicuautla
y su Barrio La Concepción, con objeto de realizar las
consultas que conforme a derecho se requerían por tra-
tarse de una comunidad indígena».

El decreto expropiatorio reconoce la calidad de pueblo in-
dígena a la comunidad Otomí de Xochicuautla y reco-
noce también la obligación de las autoridades a consul-
tarlos, no como un trámite, sino como garantía de su
derecho reconocido por nuestra carta magna y por tra-
tados internacionales suscritos y ratificados por el Es-
tado Mexicano que constituyen parte del orden jurídi-
co nacional, sin embargo, no obstante que en el decreto
expropiatorio se afirma haber realizado las consultas a la
comunidad indígena, la realidad que se devela a la luz de
los antecedentes al decreto expropiatorio de referencia, no
se corresponde con lo que afirma cuando literalmente se-
ñala: 

«… la comunidad consultada se pronunció por aprobar
la construcción y operación de la Autopista Toluca-Nau-
calpan y autorizaron a la Secretaría de Comunicaciones
del Estado de México, a través del SAASCAEM, a con-
tinuar con el proyecto de expropiación correspondien-
te.»

II. Hace dos años, en marzo del 2014, como una muestra
de apoyo, el Congreso Nacional Indígena, región Centro-
Sur, sesionó en la comunidad Otomí de Xochicuautla:

«…los días 22 y 23 del pasado mes de marzo, el Con-
greso Nacional Indígena (CNI) región centro-sur, sesio-
nó en la comunidad otomí de San Francisco Xochicuau-
tla, municipio de Lerma, Estado de México. Se decidió
que la reunión fuera ahí debido a la necesidad de apoyo
que tiene esta comunidad para detener un megaproyec-
to carretero: la autopista Naucalpan-Toluca que amena-
za con destruir el bosque otomí-mexica y dejar sin tie-
rras a los pobladores originarios de Xochicuautla.

[…] Se denunció que las empresas “compran” a los co-
misarios y que el Estado manipula las asambleas me-
diante sobornos y haciendo uso de la fuerza pública, ate-
morizando y agrediendo a los habitantes, para así
imponer sus intereses. Los participantes concordaron en
que estos hechos demuestran que empresas y gobierno

son los que violan la ley y que hay que obligarlos a que
vuelvan al estado de derecho. 

[…]…sólo 442 son comuneros reconocidos. A ellos se
les ha intentado comprar con un soborno de 40 mil pe-
sos a cada uno para que aprueben el proyecto carretero
en asamblea comunal. Ante esta situación, se manifestó
que la gente no está de acuerdo en que únicamente los
comuneros sean los que tienen el poder de decidir la
aprobación o desaprobación de un megaproyecto que
traerá enormes repercusiones no sólo para Xochicuautla
sino para muchos pueblos que se abastecen del agua que
se concentra en la región, así como para el bosque oto-
mí-mexica lugar sagrado que sería devastado en una ex-
tensión de 21 kilómetros a lo ancho de 100 metros. Aún
con tal medida de exclusión popular para la toma de de-
cisiones, y tras 13 asambleas comunales, la propuesta de
construcción de la autopista Naucalpan-Toluca no ha si-
do aprobada por mayoría ni una sola vez. De los 442 co-
muneros, 105 han cedido a las presiones y sobornos que
la empresa Autovan -que tiene la concesión del proyec-
to- junto con funcionarios de los distintos órdenes de
gobierno, ha ejercido sobre ellos.»2

En el pronunciamiento posteriormente difundido por el
Congreso Nacional Indígena Región Centro-Sur, los pue-
blos indígenas de México manifestaron tajantemente su
oposición a la obra en cuestión y denunciaron el inten-
to de despojo de sus tierras:

«… afirmamos que en Xochicuautla la carretera NO
PASA y desde los diferentes lugares de nuestros pueblos
apoyamos esta lucha, además de difundir a nivel nacio-
nal e internacional el intento de despojo de la tierra y te-
rritorio de la comunidad indígena Otomí.»3

Lo anterior deja en evidencia que la comunidad otomí de
San Francisco Xochicuautla no fue consultada adecuada-
mente sobre la realización del proyecto de autopista en
cuestión, lo que viola las disposiciones legales y constitu-
cionales, además de diversos tratados internacionales.

III. Desde la reforma constitucional en materia de dere-
chos indígenas del 14 de agosto de 2001, nuestro país se
reconoce como una nación de composición pluricultural,
así lo estableció el segundo párrafo del artículo 2º consti-
tucional: 

«La Nación tiene una composición pluricultural susten-
tada originalmente en sus pueblos indígenas que son
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aquellos que descienden de poblaciones que habitaban
en el territorio actual del país al iniciarse la colonización
y que conservan sus propias instituciones sociales, eco-
nómicas, culturales y políticas, o parte de ellas.»

En tal sentido, el apartado B del mismo artículo, establece
una serie de obligaciones para las autoridades de los tres
niveles de gobierno, y su fracción IX consigna a la letra lo
siguiente:

«IX. Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración
del Plan Nacional de Desarrollo y de los planes de las
entidades federativas, de los Municipios y, cuando pro-
ceda, de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de
México y, en su caso, incorporar las recomendaciones y
propuestas que realicen.»

Por otro lado, la Declaración de las Naciones Unidas so-
bre los Derechos de los Pueblos Indígenas, de la que el Es-
tado Mexicano es parte, establece en su artículo 8 que los
Estados tienen la obligaciones de establecer mecanismo
para evitar que se desposea a los pueblos indígenas de sus
territorios: 

«Artículo 8. […]

2. Los Estados establecerán mecanismos eficaces para
la prevención y el resarcimiento de:

[…]

b) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia des-
poseerlos de sus tierras, territorios o recursos.»

Asimismo, la Declaración establece en su artículo 10 que
los pueblos indígenas no deberán ser desplazados de sus
tierras sin su previo consentimiento:

«Artículo 10. Los pueblos indígenas no serán desplaza-
dos por la fuerza de sus tierras o territorios. No se pro-
cederá a ningún traslado sin el consentimiento libre,
previo e informado de los pueblos indígenas interesa-
dos, ni sin un acuerdo previo sobre una indemnización
justa y equitativa y, siempre que sea posible, la opción
del regreso.»

Además, el mismo tratado internacional establece en su ar-
tículo 28 que los pueblos indígenas tienen derecho a la res-
titución de sus territorios cuando éstas hayan sido tomados,

utilizados o dañados sin su consentimiento libre, previo e
informado:

«Artículo 28.

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la reparación,
por medios que pueden incluir la restitución o, cuando
ello no sea posible, una indemnización justa y equitati-
va por las tierras, los territorios y los recursos que tradi-
cionalmente hayan poseído u ocupado o utilizado y que
hayan sido confiscados, tomados, ocupados, utilizados
o dañados sin su consentimiento libre, previo e infor-
mado.

2. Salvo que los pueblos interesados hayan convenido
libremente en otra cosa, la indemnización consistirá en
tierras, territorios y recursos de igual calidad, extensión
y condición jurídica o en una indemnización monetaria
u otra reparación adecuada.»

Como se observa, según las disposiciones constitucionales
sobre derechos indígenas así como las tratados internacio-
nales en la materia, el Gobierno del Estado de México vio-
ló de manera flagrante los derechos del pueblo otomí de
San Francisco Xochicuautla, y debe en tal sentido proceder
a restituir sus territorios así como a la reparación del daño.

Cabe señalar en este mismo sentido, que desde la reforma
constitucional en materia de derechos humanos del 10 de
junio del año 2011, los tratados internacionales signados
por el Estado Mexicano poseen el mismo rango jurídico
que nuestra Carta Magna.

IV. El 10 de julio del 2015 la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos emitió el comunicado de prensa
CGCP/198/15 titulado “Recibe la CNDH una ampliación
de queja de pobladores de San Francisco Xochicuautla
contra la construcción de la autopista Toluca-Naucalpan”:

«La Comisión Nacional de los Derechos Humanos
(CNDH) recibió una ampliación de queja de pobladores
de San Francisco Xochicuautla, municipio de Lerma,
Estado de México, quienes solicitaron la emisión de me-
didas cautelares para evitar que continúe la construcción
de la autopista Toluca-Naucalpan porque, aseguran, pro-
vocará graves daños al ecosistema. 

Esta ampliación se incorporará al expediente iniciado el
pasado mes de febrero. 
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Fueron recibidos por la Cuarta Visitadora General de la
CNDH, Norma Inés Aguilar León, quien les informó
que el caso continuará siendo analizado, se solicitará
mayor información a las autoridades involucradas y se
enviará a visitadores adjuntos en calidad de observado-
res al lugar de los hechos. Los pobladores expusieron su
temor porque se afecten flora, fauna y acuíferos del área
natural protegida que forma parte de la cuenca del río
Lerma, así como también manifestaron diversos agra-
vios por parte de la empresa constructora.»4

El 15 de julio de 2015 el vocero de los pobladores de San
Francisco Xochicuautla, José Luis Fernández, en entrevis-
ta expresó:

«El decreto por el que se expropian 37 hectáreas de bos-
que en San Francisco Xochicuautla, publicado el pasa-
do 9 de julio, dice que “la comunidad consultada se pro-
nunció por aprobar la construcción” de la autopista,
pero José Luis Fernández respondió que “es una gran
mentira” y que la única consulta que se ha hecho en la
comunidad, en 2007, ha sido ignorada.

En ese año, cuando Constructora Teya, filial de Grupo
Higa, obtuvo la concesión, los pobladores de la comu-
nidad ubicada en el municipio mexiquense de Lerma re-
alizaron asambleas por usos y costumbres, “y dijimos
que no tajantemente”, precisó.

Incluso el propio Consejo Estatal para el Desarrollo In-
tegral de los Pueblos Indígenas del Estado de México
(Cedipiem), cuestionado por los comuneros, les informó
que no había realizado ninguna consulta y que esta co-
rrió a cargo del Sistema de Autopistas, Aeropuertos,
Servicios Conexos y Auxiliares (Saascaem). “Yo no sé
si eso sea legal”, mencionó Fernández.

Además, denunció que desde que comenzaron las ac-
ciones de oposición al proyecto carretero han sido en-
carceladas 22 personas, quienes siguen su proceso en li-
bertad actualmente, y que el 7 de julio pasado, con
maquinaria de construcción, fueron derribadas cuatro
casas y un lugar sagrado estuvo a punto de ser destroza-
do.»5

El 24 de agosto de 2015 el diario La Jornada publicó una
nota que informa sobre la solicitud de los habitantes de San
Francisco Xochicuautla para que la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos intervenga para detener obras de la
autopista Toluca-Naucalpan: 

«Habitantes de San Francisco Xochicuautla, en el muni-
cipio de Lerma, estado de México, piden que la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) am-
plíe las medidas cautelares para detener los trabajos de
la autopista Toluca-Naucalpan, concesionada a una em-
presa filial del Grupo Higa, que afecta la reserva del
Bosque Sagrado Otomí Mixteca.

Después de vencido el plazo de 30 días de las primeras
medidas cautelares, personal de la empresa constructora
de Autovan, del Grupo Higa, resguardado por elementos
de seguridad, ingresó maquinaria pesada para continuar
la construcción de la autopista Toluca-Naucalpan, para
lo cual hubo un decreto de expropiación de 39 hectáre-
as de bosque otomí.

José Luis Fernández Flores, vocero de la comunidad de
San Francisco Xochicuautla afirmó que con el decreto
expropiatorio del presidente Enrique Peña Nieto se pre-
tende no sólo “legalizar el despojo” de las tierras que
pertenecen a la comunidad, sino también acabar con la
defensa jurídica que desde 2007 se viene haciendo de
estos terrenos.»6

V. En el año 2012 el Banco Nacional de Obras y Servicios
Públicos (Banobras) empresa pública, que en su página de
internet señala tener como objeto financiar proyectos de in-
fraestructura y servicios públicos con el propósito de con-
tribuir al desarrollo sustentable del país, financió, con re-
cursos públicos, el proyecto de la carretera
Toluca-Naucalpan por ende la información respecto del
contrato de Banobras con la constructora debería ser
considerada como información pública, así lo determinó
el propio organismo garante del acceso a la información
pública, el INAI, sin embargo: 

«Por un amparo promovido por Autopistas de Vanguar-
dia, filial de Grupo Higa, el Banco Nacional de Obras y
Servicios Públicos (Banobras) no hará públicos los do-
cumentos del crédito (las llamadas letras chiquitas) que
otorgó en 2012 a la empresa constructora por 2 mil 775
millones de pesos para la construcción de la autopista
Naucalpan-Toluca.

La jueza federal Laura Gutiérrez de Velasco suspendió
por tiempo indefinido la publicación de la información
y busca que se declare ilegal la resolución que el pasa-
do 7 de septiembre, el Instituto Nacional de Transparen-
cia, Acceso a la Información y Protección de Datos Per-
sonales (Inai) emitió y que obligaba a Banobras a
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desclasificar dicha información en máximo 10 días há-
biles.

Dichos documentos le fueron negados a un solicitante
bajo el argumento de que la información estaba clasifi-
cada como reservada por “secreto bancario”, y de que
no existían los datos relacionados con el banco que otor-
gó el crédito.

Posterior a que se hiciera pública la decisión del Inai, el
Comisionado Joel Salas explicó en entrevista con Si-
nEmbargo, que tras el recurso de revisión del solicitan-
te, la resolución fue encaminada bajo la noción de que
al tratarse de recursos públicos, el argumento de secreto
bancario no fue válido, e incluso descartó la aprobación
de un periodo de prórroga en caso de que la entidad lo
solicitara, ya que la única información que puede y de-
be reservar es la del nombre de la persona que formó
parte del Comité Ejecutivo de Crédito de Banobras.»7

Lo anterior muestra como una empresa constructora con-
cesionada, que recibe recursos públicos, los asume como
privados, transgrediendo el principio de máxima publici-
dad y vulnerando el derecho a la información de la ciuda-
danía respecto del dinero público, evidenciando la opaci-
dad de la filial de Grupo Higa, cuyo dueño recientemente
resultó ventilado en la investigación periodística interna-
cional denominada Panama Papers que involucra el posi-
ble ocultamiento de recursos con la finalidad de evitar de-
clarar impuestos.  

VI. Pese a existir juicios de amparo en el que a los habi-
tantes de la comunidad indígena Otomí de Xochicuau-
tla se les otorgó la suspensión definitiva, lo que implica
que, hasta en tanto no se resuelva o emita sentencia del jui-
cio de amparo promovido, las partes deben mantener las
cosas en el estado en que se encuentran, no obstante, el pa-
sado lunes 11 de abril del presente año, la prensa dio cuen-
ta que: 

«Maquinaria pesada, resguardada por cientos de ele-
mentos de la Secretaría de Seguridad Pública del Esta-
do de México, derribó este día el Campamento de Paz y
de Digna Resistencia en el pueblo Otomí de San Fran-
cisco Xochicuautla instalado para frenar la construcción
de la autopista Naucalpan-Toluca concesionada a Cons-
tructora Teya, filial de Grupo Higa, del empresario Juan
Armando Hinojosa, uno de los hombres de negocios
más favorecidos por los gobiernos federal y del Estado
de México.

La asociación Servicios para la Paz (Serapaz) denunció
que pese a que “el Juez Quinto de Distrito en materia de
Amparo y Juicios Federales en el Estado de México or-
denó la suspensión definitiva de proyecto de construc-
ción en febrero pasado, el día de hoy, la policía estatal
derribó el ‘Campamento de Paz y de la Digna Resisten-
cia’, hicieron lo mismo con la casa del Dr. Armando
García”, uno de los voceros del movimiento, y en con-
tra de otras casas más.8

Los pobladores de Xochicuautla señalaron que esta ac-
ción “no sólo es un acto de provocación de la autoridad
y el concesionario, sino además es una franca violación
a la suspensión definitiva que obtuvo la comunidad en
un juicio de amparo promovido en el juzgado quinto de
distrito con sede en la entidad, contra el decreto de ex-
propiación del año pasado.

El ingreso de la policía causó fricciones entre los habi-
tantes de Xochicuautla que demandaban la salida de los
uniformados, pues violaban la suspensión provisional y
las medidas cautelares dictadas por la Comisión Nacio-
nal del Derechos Humanos quien a finales del año pasa-
do pidió a la Comisión de Seguridad Ciudadana dejar de
hostigar a los pobladores de esta localidad.»9

Ante la flagrante violación a la suspensión otorgada por la
Justicia Federal, así como a las medidas cautelares dictadas
por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, es ur-
gente que dichas instituciones ejerzan una tutela judicial
efectiva y tomen las medidas necesarias para hacer valer
sus resoluciones y con ello restituir el estado de derecho,
en beneficio de quienes a través de las instituciones han he-
cho valer el reconocimiento de sus derechos. 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. Se solicita al Poder Judicial de la Federación la
imposición por parte de las autoridades jurisdiccionales
competentes, de las medidas legales tendientes a sancionar
a quienes hubiesen violado las garantías otorgadas en los
procesos de juicios de amparo promovidos por los habitan-
tes de la comunidad otomí de San Francisco Xochicuautla,
Estado de México, con la finalidad de obtener la protección
de la justicia federal.
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Segundo. Se exhorta al Gobierno del Estado de México a
que, en atención al juicio de amparo promovido por la co-
munidad otomí de San Francisco Xochicuautla, cese su
desalojo y se proceda inmediatamente a la reparación de
los daños causados, en coordinación con la Comisión Eje-
cutiva de Atención a Víctimas. 

Tercero. Se exhorta al Gobierno del Estado de México a
realizar una nueva licitación para la construcción de la Au-
topista Toluca-Naucalpan, respetando el derecho a la con-
sulta de los pueblos indígenas garantizado constitucional-
mente, que en atención a la Ley de la Comisión Nacional
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, deberá reali-
zarse en coordinación con ésta. 

Cuarto. Se solicita a la Comisión Nacional de Derechos
Humanos vigilar las medidas cautelares otorgadas a la co-
munidad otomí de San Francisco Xochicuautla, así como la
aplicación de nuevas medidas restitutorias y la designación
de un visitador permanente para el caso. 

Quinto. Se solicita al Instituto Nacional de Transparencia,
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales
(INAI), exija al Gobierno del Estado de México transpa-
rentar el proceso de licitación sobre la obra adjudicada a la
constructora Autovan. 

Sexto. Se solicita al Mecanismo de Protección para Perso-
nas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, la
emisión de medidas urgentes de protección para las perso-
nas defensoras de derechos humanos que han sido amena-
zadas y hostigadas por su participación en la defensa de los
derechos fundamentales del pueblo otomí.

Notas:

1 Diario Oficial de la Federación, 9 de julio de 2015.
ht tp: / /dof .gob.mx/nota_detal le .php?codigo=5399973&fe-
cha=09/07/2015

2 “Xochicuautla: La decisión está tomada, la autopista a la chingada”,
Subversiones Agencia Autónoma de Comunicación, 14 de abril de
2014, http://subversiones.org/archivos/22707 

3 “Pronunciamiento del CNI Región Centro Sur, desde Lerma, Méxi-
co”, 26 de marzo de 2014, http://frentedepueblosindigenas.org/comu-
nicado/pronunciamiento-del-cni-region-centro-sur-desde-lerma-mexi-
co/ 

4 http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Comunicados/2015/Com_
2015_198.pdf

5 CNDH Debe frenar autopista Toluca-Naucalpan: Vocero de Xochi-
cuautla, 15 de julio de 2015. 

http://aristeguinoticias.com/1507/mexico/cndh-debe-frenar-autopista-
toluca-naucalpan-vocero-de-xochicuautla/

6 “Piden a la CNDH intervenga para detener obras de la autopista To-
luca-Naucalpan”, La Jornada, 24 de agosto de 2015. 

http://www.jornada.unam.mx/2015/08/24/politica/011n1pol 

7 “No se vale cómo nos pisotean, dicen otomíes desalojados en Xo-
chicuautla para dar paso a Higa”, Sinembargo.mx, 11 de abril de 2016,
http://www.sinembargo.mx/11-04-2016/1646933 

8 Ídem.

9 “Derriban casa de líder otomí de Xochicuautla”, La Jornada, 11 de
abril de 2016. 

http://www.jornada.unam.mx/ultimas/2016/04/11/granaderos-resguar-
dan-maquinaria-de-autopista-naucalpan-toluca

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.—
Diputado Clemente Castañeda Hoeflich (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.

IMPLEMENTEN UNA CAMPAÑA DE DIFUSIÓN EN
MATERIA DE PREVENCIÓN, CONTROL Y ATEN-
CIÓN DEL CÁNCER TESTICULAR

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Ssa a implantar con sus homólogas locales una campaña
de difusión para prevenir, controlar y atender el cáncer tes-
ticular, a cargo del diputado Marco Antonio García Ayala,
del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito Diputado Marco Antonio García Ayala, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional de la LXIII Legislatura del Honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por el
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artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 62,
numeral 2, 65, 76, numeral 1, fracción II, 79, numeral 1,
fracción II, y numeral 2, y 113 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía, la presente proposición con punto de acuerdo para ex-
hortar respetuosamente a la Secretaría de Salud federal
para que de manera conjunta con las Secretarías de Salud
de las 32 entidades federativas, implemente una campaña
de difusión en materia de prevención, control y atención
del cáncer testicular, al tenor de los siguientes

Antecedentes

1. El cáncer testicular se considera una neoplasia altamen-
te curable cuando es diagnosticado en forma temprana, por
lo que la sospecha clínica ante los primeros signos y la re-
ferencia oportuna impacta directamente en la sobrevida de
los pacientes. 

El cáncer de testículo constituye 1% de la totalidad de las
neoplasias en el sexo masculino, pero es la neoplasia más
común en los hombres de entre 15 y 35 años. Más del 95%
corresponde a tumores de origen en las células germinales. 

2. El cáncer de testículo es un tumor germinal gonadal o
extragonadal, que se manifiesta por aumento de volumen
testicular firme, no sensible, sin signos inflamatorios y ca-
si siempre unilateral. Una masa testicular no dolorosa es la
presentación clásica de un tumor testicular primario, pero
ocurre en pocos pacientes. En algunos casos, la tumoración
testicular se presenta acompañada de dolor testicular difu-
so, inflamación, endurecimiento o alguna combinación de
estos hallazgos. La presencia de dolor con o sin masa pal-
pable ocurre en el 10% de los pacientes en quienes se ha
diagnosticado cáncer testicular y se atribuye a hemorragia
o infarto tumoral. Es por eso que puede ser confundido con
procesos inflamatorios como epididimitis, retrasando así su
diagnóstico y tratamiento.

3. El tratamiento de cáncer testicular es multimodal y de-
pendiendo del estadio de la enfermedad, requiere en todos
los casos cirugía, quimioterapia o radioterapia. 

El diagnóstico y el tratamiento de cáncer tienen un fuerte
impacto psicológico y emocional en el paciente que lo pa-
dece, lo que repercute en un cúmulo de aspectos psico-
afectivos como la ansiedad y la depresión.

En el paciente con cáncer la presencia de ansiedad y de-
presión representan problemas psicológicos de alta preva-
lencia, debido a que este tipo de cáncer ocurre en hombres
jóvenes activos en el área laboral, sexual y social; y se pro-
ducen problemas en la adaptación.

4. En las últimas décadas se ha observado un aumento sig-
nificativo en la incidencia de cáncer testicular en diversas
poblaciones. En México, el Registro Histopatológico de las
Neoplasias Malignas durante el año 2001 documentó 1186
casos, que representan 2.4% de las neoplasias en el sexo
masculino. 

Su importancia radica en que esta neoplasia es diagnosti-
cada en hombres en edades tempranas y laboralmente acti-
vas y ocupó el primer lugar en los menores de 19 años y
entre los 20 y 39 años. 

5. Actualmente más de 95% de los pacientes con tumor de
células germinales de testículo pueden ser curados; por lo
que el diagnóstico oportuno y rápido de esta neoplasia es la
oportunidad de minimizar la morbilidad a largo plazo. 

6. La Organización Mundial de la Salud (OMS) precisó
que, hasta 2011, el cáncer testicular sólo se registra entre el
1 y 1.5% de los hombres en todo el mundo. Pero cifras del
Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) en el Distri-
to Federal, también de 2011, plantean que este tipo de cán-
cer ha aumentado casi 30% en los últimos 10 años.

Considerandos

Primero. Que la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos en su artículo 4o. establece el derecho a la
protección de la salud, del cual debe gozar toda persona
dentro del territorio nacional sin excepción alguna, texto
constitucional que en su parte conducente es del tenor si-
guiente:

“Artículo 4o. …

Toda Persona tiene derecho a la protección de la salud.
La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso
a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de
la federación y las entidades federativas en materia de
salubridad general, conforme a lo que dispone la frac-
ción XI del artículo 73 de ésta Constitución.” 

Segundo. Que la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos en su artículo octavo señala que:
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“Los funcionarios y empleados públicos respetarán el
ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se
formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa;
pero en materia política sólo podrán hacer uso de ese de-
recho los ciudadanos de la República.  

A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la
autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obliga-
ción de hacerlo conocer en breve término al peticiona-
rio.”

Tercero. Que es facultad de las y los diputados de ésta so-
beranía presentar proposiciones con punto de acuerdo, de
conformidad con lo establecido por el Reglamento de la
Cámara de Diputados en el artículo 6o. numeral 1, fracción
I; mismo que señala: 

“Artículo 6. 

1. Serán derechos de los diputados y diputadas:

I. Iniciar leyes, decretos y presentar proposiciones ante
la Cámara;

…”

Cuarto. Que el ordenamiento antes señalado precisa en el
artículo 79 numeral 1, fracción II lo siguiente:  

“Artículo 79.

1. El Pleno podrá conocer proposiciones que busquen el
consenso de sus integrantes, a través de:

I…

II. Puntos de acuerdo, que representan la posición de la
Cámara, en relación con algún asunto específico de in-
terés nacional o sus relaciones con los poderes de la Fe-
deración, organismos públicos, entidades federativas y
municipios, y

1. a 3. …”

Quinto. Que la presente proposición con Punto de Acuer-
do da cumplimiento a lo señalado por la fracción I del nu-
meral 2 del artículo 79, y se sujetará a lo previsto por las
fracciones II y V del numeral 2 del mismo artículo:

“Artículo 79.

1. …

2. Las proposiciones con punto de acuerdo se sujetarán
a lo siguiente: 

I. Deberán presentarse a través de un escrito fundado,
con una propuesta clara de resolutivo y firmadas por sus
autores; 

II. Las proposiciones presentadas por las diputadas y los
diputados y las que se registren a nombre de Grupo, pa-
sarán a comisión;

III. a IV. …

V. Las proposiciones que la Junta no considere proponer
ante el Pleno con el carácter de urgente u obvia resolu-
ción, se tramitarán conforme al artículo 62, numeral 3
de este Reglamento;

VI. a VII. …

3. …”

Sexto. Que la Ley General de Salud señala en el artícu-
lo 3° que es materia de salubridad general:

“Artículo 3o. En los términos de esta Ley, es materia de
salubridad general: 

I. La organización, control y vigilancia de la prestación
de servicios y de establecimientos de salud a los que se
refiere el Artículo 34, fracciones I, III y IV, de esta Ley; 

… 

XI. Educación para la salud;

…

XVI. La prevención y el control de enfermedades no
transmisibles y accidentes;

…

XXVI. El control sanitario de la disposición de órganos,
tejidos y sus componentes y células;

…
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XXVIII. Las demás materias que establezca esta Ley y
otros ordenamientos legales, de conformidad con el pá-
rrafo tercero del Artículo 4o. Constitucional.”

Séptimo. Que en materia de prevención y control de en-
fermedades y accidentes, la Ley General de Salud esta-
blece:

“Título Octavo
Prevención y Control de 

Enfermedades y Accidentes

Capítulo I
Disposiciones Comunes

Artículo 133. En materia de prevención y control de en-
fermedades y accidentes, y sin perjuicio de lo que dis-
pongan las leyes laborales y de seguridad social en ma-
teria de riesgos de trabajo, corresponde a la Secretaría
de Salud: 

I. Dictar las normas oficiales mexicanas para la preven-
ción y el control de enfermedades y accidentes; 

… 

III. Realizar los programas y actividades que estime ne-
cesario para la prevención y control de enfermedades y
accidentes, y  

IV. Promover la colaboración de las instituciones de los
sectores público, social y privado, así como de los pro-
fesionales, técnicos y auxiliares para la salud y de la po-
blación en general, para el óptimo desarrollo de los pro-
gramas y actividades a que se refieren las fracciones II
y III.”

Octavo. Que la Ley General de Salud establece la com-
petencia de la Federación y las Entidades Federativas en
materia de enfermedades no transmisibles:

“Capítulo III
Enfermedades no Transmisibles

Artículo 158. La Secretaría de Salud y los gobiernos de
las entidades federativas, en sus respectivos ámbitos de
competencia, realizarán actividades de prevención y
control de las enfermedades no transmisibles que las
propias autoridades sanitarias determinen. 

Artículo 159. El ejercicio de la acción de prevención y
control de las enfermedades no transmisibles compren-
derá una o más de las siguientes medidas, según el caso
de que se trate: 

I. La detección oportuna de las enfermedades no trans-
misibles y la evaluación del riesgo de contraerlas; 

II. La divulgación de medidas higiénicas para el control
de los padecimientos; 

III. La prevención específica en cada caso y la vigilan-
cia de su cumplimiento; 

IV. La realización de estudios epidemiológicos, y

V. La difusión permanente de las dietas, hábitos alimen-
ticios y procedimientos que conduzcan al consumo
efectivo de los mínimos de nutrimentos por la población
general, recomendados por la propia Secretaría, y

VI. Las demás que sean necesarias para la prevención,
tratamiento y control de los padecimientos que se pre-
senten en la población. 

Artículo 160. La Secretaría de Salud coordinará sus ac-
tividades con otras dependencias y entidades públicas y
con los gobiernos de las entidades federativas, para la
investigación, prevención y control de las enfermedades
no transmisibles.”

Noveno. Que de acuerdo con la estrategia “Hacer de las ac-
ciones de protección, promoción y prevención un eje prio-
ritario para el mejoramiento de la salud” del objetivo 2.3
“Asegurar el acceso a los servicios de salud”, incluido en
el eje estratégico “Para un México Incluyente” del Plan
Nacional de Desarrollo 2013-2018, se establece como línea
de acción:

“• Garantizar la oportunidad, calidad, seguridad y efica-
cia de los insumos y servicios para la salud.

• Reducir la carga de morbilidad y mortalidad de enfer-
medades crónicas no transmisibles, principalmente dia-
betes e hipertensión.

• Fortalecer programas de detección oportuna de cáncer
de mama, de cáncer cérvico-uterino y  de cáncer de
próstata.”
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Décimo. Que el cáncer testicular se considera una neopla-
sia altamente curable cuando es diagnosticado en forma
temprana, por lo que la sospecha clínica ante los primeros
signos y la referencia oportuna impacta directamente en la
sobrevida de los pacientes.

Décimo Primero. Que en el caso de pacientes que han si-
do diagnosticados con ésta neoplasia, el riesgo de un se-
gundo primario en el testículo contralateral es del 1 a 3 %
si el paciente recibió quimioterapia y hasta del 5% si no la
recibió.

La probabilidad de un segundo cáncer en el testículo con-
tralateral cuando existe una neoplasia intratesticular no tra-
tada es del 70% a siete años.

Décimo Segundo. Que en materia de educación para la sa-
lud, se debe recomendar la autoexploración testicular en
hombres de 15 a 40 años de edad, dado que en cierto nú-
mero de pacientes con cáncer testicular la sospecha clínica
se origina posterior a ello.

Décimo Tercero. Que es importante que la Secretaría de
Salud Federal implemente, coordine y fortalezca las medi-
das tendientes a la detección oportuna, tratamiento y cui-
dado de enfermedades no transmisibles, impulsando así
desde el poder legislativo la promoción de la salud para el
desarrollo del Estado.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
ésta soberanía, el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único: Se exhorta respetuosamente a la Secretaría de Sa-
lud federal para que en coordinación con las Secretarías de
Salud de las 32 entidades federativas, a implementar cam-
pañas de difusión en materia de prevención, control y aten-
ción del cáncer testicular, que comprenda la siguiente in-
formación:

1. Mecanismos de detección oportuna.

2. Divulgación de Las medidas para el control epide-
miológico.

3. Causas, sintomatología y prevención.

Dado en el salón de sesiones del Recinto Legislativo de San Lázaro, a
los 14 días del mes de abril del año 2016.— Diputado Marco Antonio
García Ayala (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

INCORPORE DENTRO DE LA METODOLOGÍA PARA
LA DETERMINACIÓN DE LOS PRECIOS MÁXIMOS
DE VENTA DE PRIMERA MANO DE GAS NATURAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
al gobierno federal a incorporar por la Sener y la Comisión
Reguladora de Energía en la metodología para determinar
los precios máximos de venta de primera mano de gas na-
tural las repercusiones económicas y los criterios que mo-
tivaron las recientes modificaciones, suscrita por integran-
tes del Grupo Parlamentario del PAN

Los que suscriben, diputados federales del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional de Nuevo León, Xi-
mena Tamariz García, Brenda Velázquez Valdez, Carlos
Alberto de la Fuente Flores, Pedro Garza Treviño, José
Adrián González Navarro, Baltazar Martínez Montemayor,
Alfredo Javier Rodríguez Dávila y Juan Carlos Ruíz Gar-
cía integrantes de la LXIII Legislatura del Honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 6, numeral 1, fracción I, y el artículo 79, numeral 1,
fracción II y numeral 2, ambos del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración del pleno de
esta soberanía la presente proposición con punto de acuer-
do al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En un acuerdo presentado en el Diario Oficial de la Fede-
ración, el pasado 15 de febrero del presente año, la Secre-
taría de Energía, a través de la Comisión Reguladora de
Energía (CRE), emitió un cambio en la fórmula de cálculo
del precio del gas que vende PEMEX en México, lo que
implicaría un alza de entre 10 y 15 por ciento del costo de
gas a partir del mes de abril. Según la Secretaría de Ener-
gía, esta acción afectaría a toda la industria, comercios y
usuarios domésticos de la zona norte del país, que es don-
de se realizará la operación. 

Justamente el pasado 21 de marzo, la Confederación de
Cámaras Industriales (CONCAMIN) señaló que dicho

Año I, Segundo Periodo, 14 de abril de 2016 / Apéndice Diario de los Debates de la Cámara de Diputados122



cambio se realizó sin consulta previa ni justificación de la
Secretaría de Economía (SE) ni de las Cámaras Industria-
les y de Comercio.

Según medios informativos locales, la SE confirmó el au-
mento por parte de la CRE a partir de abril, con el funda-
mento principal de que anteriormente PEMEX podía abas-
tecer el gas natural importado en zonas cercanas a la
frontera, pero la demanda ha crecido mucho por lo que la
petrolera necesita ir a buscarlo a zonas más alejadas, im-
plicando mayor costo de transporte, en donde no eran re-
flejados en la fórmula anterior. 

La Comisión de Energía de la Confederación de Cámaras
Industriales (Conacim) estima un aumento de entre 15 y 30
por ciento en el precio del combustible, a partir del mes de
abril, a causa de la nueva fórmula emitida por la Comisión
Reguladora de Energía. 

Según la Ley de Hidrocarburos en su artículo décimo ter-
cero; “…la regulación de las ventas de primera mano in-
cluirá la aprobación y expedición de los términos y condi-
ciones generales, así como la expedición de la metodología
para el cálculo de sus precios. En estas materias, se deberá
observar la práctica común en mercados desarrollados de
Hidrocarburos, Petrolíferos y Petroquímicos y los precios
deberán reflejar, entre otros, el costo de oportunidad y las
condiciones y prácticas de competitividad en el mercado
internacional de dichos productos.”

Cumpliendo con lo dispuesto en la LH, el 15 de febrero del
2016 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el
Acuerdo por la que la Comisión Reguladora de Energía
(CRE) expide la metodología para la determinación de los
precios máximos de gas natural objeto de venta de primera
mano. 

En dicho acuerdo, se establece que la CRE considera nece-
sario expedir una nueva metodología de precios máximos
de Venta de Primera Mano (VPM) que permita:

1. Mayor participación de agentes económicos en el
mercado de gas natural;

2. Que las ventas de primera mano de gas natural, refle-
jen las condiciones de un mercado competitivo y el cos-
to de oportunidad y las condiciones de competividad del
energético en el mercado internacional y en el lugar en
el que se realice la venta;

3. Evitar que exista arbitraje de precios entre las dife-
rentes zonas del país, e

4. Incentivar la mayor producción nacional posible de
gas. 

Atendiendo el considerando anterior, la CRE precisa que
“…realizó un análisis exhaustivo del que se concluyó que
para la nueva metodología de precios máximos de VPM re-
sulta conveniente emplear como referencia una estimación
de las cotizaciones de precio en el sur de Texas”, sin em-
bargo, no hace público los elementos que llevaron a una
modificación de la metodología de establecimiento de pre-
cios máximos de venta de gas natural. De igual forma, que
el precio máximo del Gas natural objeto de venta de pri-
mera mano, incorpora cotizaciones del gas en el mercado
de referencia en Estados Unidos de América, los costos de
transporte entre la zona fronteriza en Reynosa y ductos del
sur de Texas y los costos de transporte en México.

Dicho cambio afectaría gravemente la rentabilidad y com-
petitividad de las empresas del norte del país, según em-
presarios de industrias de fundición y creación de produc-
tos. Asimismo, incrementaría también la tarifa de la luz, ya
que estas empresas utilizan el gas para la generación eléc-
trica, además de la afectación al sector doméstico.

Como se mencionó anteriormente, según la Comisión Re-
guladora de Energía, el ajuste tarifario obedece a un au-
mento en los costos de los transportistas del sur de Texas.
Sin embargo, en un análisis de la Conacim señala que el
aumento de dicho producto no es consistente con el alza de
los inventarios de gas natural en Estados Unidos y su con-
secuente caída a precios mínimos en los últimos 20 años.
Según el mismo análisis de la Conacim, el precio del mer-
cado de referencia de gas natural de uso industrial en Esta-
dos Unidos, ha bajado 31 por ciento en tan sólo los últimos
6 meses, mientras que en México se prevé aplicar un ajus-
te que lo elevaría entre 15 y 20 por ciento. 

Consideramos que al aplicar un cambio de esta magnitud,
se deben considerar las afectaciones que ocasionan en to-
dos los sectores, y derivado de ello, establecer esquemas
que permitan conciliar el propósito con la factibilidad.

En sí, la razón principal del aumento al gas y del cambio de
la fórmula de éste, no es conocida, no son públicas las eva-
luaciones técnicas del cambio de fórmula, ni su análisis.
Los argumentos y razones del alza no son claras. Por lo an-
teriormente expuesto y fundado se presenta lo siguiente: 
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Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente al gobierno federal, a
través de la Secretaría de Energía y a la Comisión Regula-
dora de Energía a incorporar dentro de los considerandos el
establecimiento de la metodología para la determinación
de los precios máximos de venta de primera mano de gas
natural, las repercusiones económicas regionales que una
variación tiene en los diversos sectores productivos y en el
consumo en general, así como los criterios específicos que
motivaron las modificaciones recientes de metodología pu-
blicadas en el Diario Oficial de la Federación el 15 de fe-
brero del 2016. 

Dado en el salón de sesiones del Recinto Legislativo de San Lázaro, a
los 14 días del mes de abril del año 2016.— Diputados: Ximena Ta-
mariz García, Brenda Velázquez Valdez, Carlos Alberto de la Fuente
Flores, Pedro Garza Treviño, José Adrián González Navarro, Baltazar
Martínez Montemayor, Alfredo Javier Rodríguez Dávila, Juan Carlos
Ruiz García (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Energía, para dictamen.

RECAUDACIÓN EN LOS PUENTES INTERNACIO-
NALES DE LA FRANJA FRONTERIZA DEL NORTE
DEL PAÍS, UTILIZANDO EL MODELO APROBADO
EN CIUDAD JUÁREZ, CHIHUAHUA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a gestionar por la SHCP para hacer ex-
tensivo el beneficio de las transferencias de la recaudación
en los puentes internacionales de la franja fronteriza del
norte con el modelo aprobado en Ciudad Juárez, Chihua-
hua, a cargo del diputado Leonardo Amador Rodríguez, del
Grupo Parlamentario del PRD

El que suscribe, diputado Leonardo Amador Rodríguez, de
la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Hono-
rable Congreso de la Unión e integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 3, numeral 1,
fracción XIX; 79, numeral 2, fracción II, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta soberanía el siguiente punto de acuerdo al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El pasado 4 de febrero de 2016, el presidente de la Repú-
blica, hizo pública la formalización del Fondo Ciudad Juá-
rez, argumentando que la ciudad enfrenta un reto en su
competitividad, problemas para elevar su productividad y
generar cadenas de valor, aunado a la falta de un incre-
mento sostenido de los salarios de los trabajadores y de la
vida en general de los ciudadanos. 

Nos parece importante destacar que en el Reporte Econó-
mico de la Maquiladora se destaca que, la inversión ex-
tranjera directa (IED) en manufacturas creció más en los
estados de la frontera norte que en los del Bajío. Agrega
que durante 2015, los seis estados fronterizos, captaron in-
versiones para producir y maquilar por 6 mil 38 millones
de dólares. Esto corresponde a 42 por ciento del total de la
inversión manufacturera que llegó al país en 2015, y un in-
cremento desde 32 por ciento que tenían previamente.

Puntualmente se señala que “Las entidades del norte del
país se vieron especialmente beneficiadas por el proceso de
descentralización de la industria manufacturera, mismo
que las perfiló como potenciales receptores de IED dada su
cercanía con física con el mercado estadounidense y las
ventajas estructurales que representaban sus menores cos-
tos de producción”.

A detalle se describe que de los estados fronterizos, el que
mayor captación obtuvo fue Nuevo León, que llegó a mil
855 millones de dólares, seguido por Chihuahua con mil
762 millones de dólares, Coahuila con 880 millones de dó-
lares, Baja California 624 y Tamaulipas 579 y Sonora con
338 millones de dólares respectivamente.

Datos sobre el crecimiento económico a nivel estatal, de
igual forma refleja la débil situación de las entidades fron-
terizas, lo cual deriva en una serie de problemas con im-
pacto social, a saber: Baja California tuvo en 2015 un in-
cremento de 5.9 por ciento; Sonora un decrecimiento de
-0.2 por ciento; Chihuahua 4.5 por ciento; Nuevo León a
5.5 por ciento y Tamaulipas igualmente decreció en 0.5 por
ciento.

De igual forma, si consideramos los resultados de compe-
titividad estatal, la última medición del Instituto Mexicano
de la Competitividad, los estados fronterizos se ubicaron
entre el sitio 12 y 20 de las treinta y dos de toda la Repú-
blica. Es decir, las condiciones de la región además de
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mostrar una homogeneidad en su problemática, su creci-
miento, desarrollo, competitividad e inversión, son muy
parecidas.

Todos estamos convencidos que la decisión del Ejecutivo
federal, es alentadora. El titular de la Secretaría de Hacien-
da, Luis Videgaray Caso, recordó que se recibió una ins-
trucción para encontrar instrumentos concretos que permi-
tieran acelerar el desarrollo de Ciudad Juárez, potenciar y
multiplicar su competitividad.

Las alternativas propuestas por los sectores involucrados
en la sociedad, los empresarios, el gobierno municipal, es-
tatal y la federación, coincidieron y decidieron que una al-
ternativa importante es que los recursos de los puentes in-
ternacionales obtenidos de los peajes, en lugar de
destinarse al gobierno federal, se destinaran a obras o pro-
yectos que detonaran desarrollo.

En tal virtud, a partir de la fecha señalada, en el mes de fe-
brero, los cuatro puentes internacionales que constituirán el
fideicomiso denominado Fondo Juárez son: Zaragoza-
Ysleta; Paso del Norte-El Paso; Lerdo-Stanton, y el puente
que conecta Guadalupe con Tornillo. Con esta decisión, los
ingresos de los puentes serán patrimonio para Ciudad Juá-
rez.

Dichos recursos, de acuerdo a lo anunciado por el Ejecuti-
vo federal, tendrán como objetivo:

• Inversiones que incrementen la competitividad y que
tengan un impacto patrimonial para la ciudad.

• La determinación del destino de los recursos, tiene que
hacerse de la mano de la sociedad juarense. 

• Y el Fondo, debe ser un modelo de transparencia.

Nos congratulamos de este esfuerzo realizado por todos los
sectores involucrados, pero en mi calidad de presidente de
la Comisión de Asuntos de la Frontera Norte, nos parece
que debiera de extenderse en todos aquellos municipios
fronterizos de la región norte, que no cuenten con dicho be-
neficio.

Durante la discusión del Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración de 2016, se consiguió constituir un fondo deno-
minado, Fondo para Fronteras, con un monto de un mil
seiscientos millones de pesos; sin embargo, los recursos no
pueden ser ocupados en infraestructura y al estar sectoriza-

dos en dos programas específicos, Instituto Nacional del
Emprendedor (Inadem) y Tarjeta Sin Hambre, no existen
los mecanismos más adecuados para incidir directamente
en la población fronteriza. Así, el instrumento implementa-
do por el Ejecutivo, representa una alternativa capaz de in-
yectar recursos extraordinarios capaces de vigorizar la eco-
nomía de los municipios que se encuentran en situaciones
similares a las de Ciudad Juárez. Un esfuerzo similar, sería
un gesto loable de quien está en posibilidad de conceder es-
ta posibilidad y demostraría que existe la voluntad y deci-
sión de tratar igual a todos los ciudadanos.

Por lo expuesto y fundado, me permito someter a conside-
ración de esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente al titular del Ejecutivo
federal, Enrique Peña Nieto, instruya al secretario de Ha-
cienda y Crédito Público, licenciado Luis Videgaray Caso,
realizar las gestiones necesarias para hacer extensivo el be-
neficio de las transferencias de la recaudación en los puen-
tes internacionales de la franja fronteriza del norte del pa-
ís, a todas las entidades donde no exista el beneficio,
utilizando el modelo aprobado recientemente en Ciudad
Juárez, Chihuahua.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputado
Leonardo Amador Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Asuntos Frontera Norte, pa-
ra dictamen.

IMPLEMENTAR ACCIONES PARA EVITAR LA SEQUÍA
Y DESAPARICIÓN DE LA FLORA Y FAUNA ENDÉ-
MICAS DE LOS CANALES DE XOCHIMILCO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
las autoridades ambientales de la Ciudad de México a im-
plantar acciones para evitar la sequía y la desaparición de
la flora y fauna endémicas de los canales de Xochimilco,
suscrita por la diputada Claudia Villanueva Huerta e inte-
grantes del Grupo Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben, Claudia Villanueva Huerta y diputados
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
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la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 1, fracción II, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta honorable asamblea la presente proposi-
ción con punto de acuerdo al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Por su vasta historia y riqueza cultural y ambiental, duran-
te décadas Xochimilco fue uno de los sitios más atractivos
e interesantes de la Ciudad de México. Gracias a ello, el 11
de diciembre de 1987, fue declarado Patrimonio Cultural
de la Humanidad por la Organización de las Naciones Uni-
das para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO).

Parte importante de la conformación ambiental de dicha
zona son los ecosistemas que facilitan los hábitats para es-
pecies de flora y fauna; por lo que hace a la flora, ésta se
compone principalmente por ahuejotes, que producen gran
cantidad de oxígeno en la naturaleza y son sembrados para
fijar las chinampas al fondo del lago.

Respecto de la fauna, existen tres grupos preponderantes:

a) Terrestre: liebres, conejos teporingos, comadrejas,
tlacuaches, ardillas, tejones, zorrillos, tuzas, ratones de
campo, lagartijas, víboras de cascabel y escorpiones, et-
cétera.

b) Acuática: ajolote, la carpa parda, roja, plateada, pin-
ta, israelita, herbívora, barrigona y cristal, apeto, michi-
peto, charal, acocil, cincuate, culebra de agua y pato.

c) Aérea: garza blanca, gris y plateada, gallinas, gallare-
tas, perro de agua, gaviota, pelicanos, búho, lechuzas,
halcones, aguilillas, cenzontle, huitlacoche, gorriones y
calandrias.

No obstante la evidente importancia ecológica de esta zo-
na, hoy en día se enfrentan grandes afectaciones, siendo la
disminución acelerada del nivel del agua, uno de los pro-
blemas más urgentes y preocupantes que deben atenderse
con prioridad.

Las causas aún no son identificadas, sin embargo, diversos
estudios señalan que los asentamientos humanos irregula-
res y las descargas de desechos en sus canales, son los
principales fenómenos sociales que los ponen en riesgo.

Según el Censo de descargas de aguas negras y grises en
los canales de Xochimilco, elaborado por la Universidad
Nacional Autónoma de México (UNAM), el cambio radi-
cal, en cuanto al nivel del agua, se debe a las siguientes ra-
zones:

a) Introducción de presas que no se terminaron de cons-
truir y, por lo tanto, no son eficientes o bloquean el flu-
jo del agua;

b) Mal manejo de residuos sólidos urbanos vertidos al
agua;

c) Uso indiscriminado de plaguicidas;

d) Falta de control en los cambios de uso de suelo; e

e) Invasión del área natural protegida y la desecación de
canales para ampliar parcelas y calles.

Cualquiera de ellas resulta injustificable por tratarse, preci-
samente, de un área con valor ambiental incuantificable,
por lo que su protección debió ser estricta para que las con-
secuencias que hoy se enfrentan no ocurrieran.

Es lamentable el actual estado de conservación, lo que
afecta a la situación económica, ambiental y de salud. Por
lo que hace al aspecto económico, el hecho de que los ca-
nales se encuentren sin agua, impide que desarrollen los
paseos tradicionales en trajinera, afectando los ingresos de
las personas que hacen de ésta su actividad de sustento eco-
nómico diario.

Ahora bien, por lo que hace a las afectaciones a la salud,
derivado del referido estudio elaborado por la UNAM, se
señala que éstas resultan por demás alarmantes debido al
hallazgo de bacterias de origen fecal en las muestras de
agua analizadas.

No menos importante, es la materia ambiental, la serie de
omisiones por parte de las autoridades encargadas del su-
ministro del agua, han llevado a que las poblaciones de es-
pecies de flora y fauna endémicas de esta zona, disminuyan
e incluso desaparezcan.

Dicha situación no es reciente, manifestaciones de vecinos
afirman que la sequía de estos canales tiene ya casi una dé-
cada de antigüedad, y que las autoridades sólo se han com-
prometido de manera parcial a su tratamiento, sin que exis-
ta una solución definitiva a tan deplorable situación.
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Como parte de las aparentes y emergentes soluciones im-
plementadas por las autoridades, en 1998, la Dirección Ge-
neral de Construcción y Operación Hidráulica (DGCOH),
hoy Sistema de Aguas del Gobierno de la Ciudad de Méxi-
co, realizó el Proyecto Ejecutivo para el Control de las
Nuevas Zonas Canaleras de Xochimilco; un año después,
elaboró el Estudio para determinar el balance hidrológico
de la zona lacustre de Xochimilco. Asimismo, se llegó a la
determinación de alimentar de manera artificial (por bom-
beo), con aguas residuales a los canales y lagunas, a través
de las siguientes plantas:

a) Cerro de la Estrella, cuyo aporte aproximado es de
2.01 metros cúbicos por segundo (m3/seg);

b) San Luis Tlaxialtemalco, cuya capacidad de opera-
ción es de 0.060 m3 /seg y un volumen de agua tratada
mensual de 182 mil metros cúbicos (m3) y 

c) San Lorenzo Tezonco, con una capacidad de opera-
ción de 0.035 m3/seg).

No obstante lo anterior, ello no ha ocurrido, y la justifica-
ción de las autoridades a los pobladores, es que una de las
bombas que abastece de agua se averió, sin que hasta el
momento se hayan llevado a cabo actividades para su re-
paración o reemplazo.

La situación es verdaderamente preocupante pues el nivel
del agua en los canales está provocando una severa sequía
y la consecuente mortandad de especies. Por ello, somete-
mos a la consideración de esta honorable asamblea los si-
guientes:

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a las autoridades
ambientales del gobierno de la Ciudad de México, para que
en el marco de sus atribuciones investiguen las causas que
dan origen a la sequía de los canales de Xochimilco y la
muerte de las especies de flora y fauna endémicas de dicha
zona.

Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a las autoridades
ambientales del gobierno de la Ciudad de México para que
en el marco de sus atribuciones, determinen la responsabi-
lidad de la o las autoridades e instituciones responsables de
las referidas afectaciones ambientales; así como para que

interpongan las denuncias ambientales, administrativas y/o
penales correspondientes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputado
Jesús Sesma Suárez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

CANCELAR LA CONSTRUCCIÓN DE LA CARRETERA
TOLUCA-NAUCALPAN Y SE RESPETEN LAS RESO-
LUCIONES EMITIDAS POR EL PODER JUDICIAL
DEL ESTADO A FAVOR DE LOS POBLADORES DE
SAN FRANCISCO XOCHICUAUTLA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobierno del estado de México a cancelar la construc-
ción de la carretera Toluca-Naucalpan y respetar las reso-
luciones emitidas por el Poder Judicial local en favor de los
pobladores de San Francisco Xochicuautla, a cargo del
diputado Mario Ariel Juárez Rodríguez, del Grupo Parla-
mentario de Morena

Quien suscribe, diputado Mario Ariel Juárez Rodríguez,
diputado federal del Grupo Parlamentario de Morena de la
LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6 y 79, nu-
meral 2, fracción III, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea el presente punto de acuerdo de urgente u obvia
resolución, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El 5 de diciembre de 2006, en la administración del enton-
ces gobernador mexiquense Enrique Peña Nieto en el Esta-
do de México se convocó al concurso de licitación pública
SCEM-CCA-01-06 para el otorgamiento de la concesión
para la construcción, explotación, operación, conservación
y mantenimiento de la Autopista Toluca-Naucalpan, la
construcción de la autopista constaba de 39 kilómetros, de
los cuales 30 kilómetros  forman parte de un bosque y un
santuario del agua en la zona otomí. 

En abril de 2007, Autovan “ganó” la concesión para cons-
truir dicha autopista para operarla por 30 años, obteniendo
como ganancia el cobro de peaje, debido a que se catalo-
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garía como una vía privada; hay que destacar que Juan Ar-
mando Hinojosa Cantú es dueño de un gran número de
empresas como son: HIGA, Eolo, Constructora Teya, Pu-
blicidad y Artículos Creativos, Mezclas Asfálticas de Cali-
dad, Señales y Mantenimiento, Consorcio IGSA Medica
del Perú y ahora Ingeniería Inmobiliaria del Centro, Auto-
van también propiedad del empresario Hinojosa Cantú fue
la constructora que recibió el título de concesión para “la
construcción, explotación, operación, conservación y man-
tenimiento” de la autopista.

Con fecha de 10 de Julio de 2007, se dio a conocer un do-
cumento nombrado “Asuntos prioritarios del sector comu-
nicaciones del Estado de México”, donde se establece que
la obra tendría una extensión de 34 kilómetros y tendría un
costo de 4 mil millones de pesos. Sin embargo posterior-
mente se aumentaron los kilómetros que en principio se te-
nían programados aumentando cinco kilómetros para que-
dar en un total de 39 kilómetros lo que abarca la carretera.
En un inicio el proyecto que tenía contemplado el gobier-
no estatal era de casi 3 mil millones de pesos a Autovan
propiedad de Hinojosa Cantú. Además de establecer que el
concesionario debería crear otra empresa, de ahí que el em-
presario Hinojosa Cantú constituyera Constructora Teya ,
asimismo creo un fideicomiso mediante el cual se indem-
nizaría y comprarían las tierras a comuneros propietarios
de las hectáreas afectadas, sin embargo, fue el sistema de
Autopistas, Aeropuertos, Servicios Conexos y Auxiliares
(SAASCAEM) el que conformó el fideicomiso cuyo fina-
lidad fue el realizar el pagó a 320 productores de San Fran-
cisco Xochicuautla. La mayoría de los comuneros afecta-
dos estaban en contra de las obras, atrasando su
construcción, principalmente se presentaron conflictos con
los comuneros de San Francisco Xochicuautla y de Santa
Cruz Ayotuxco, municipio de Huixquilucan.

El 16 de noviembre de 2011 se firmó un convenio de ocu-
pación previa, suscrito ente el SAASCAEM y 301 produc-
tores, donde éstos aceptaban el proyecto de la autopista y
daban su visto bueno a la expropiación por causa de “utili-
dad pública” sobre 235 mil 736.42 metros cuadrados “de
tierras de uso común”, acordado en la supuesta asamblea
general de comuneros celebrada el 14 de agosto del mismo
año, donde el gobernador del Estado de México en ese en-
tonces Enrique Peña Nieto pagaría a los afectados un total
de 55 millones 538 mil 758 pesos con 16 centavos, los co-
muneros recibirían ese dinero como “pago de indemniza-
ción” cuya forma de pago era en una sola exhibición, por
medio de cheque con cargo al fideicomiso constituido para
tal finalidad en un plazo de 30 días hábiles contados a par-

tir de la firma de dicho convenio. A su vez los comuneros
se obligaban a no impedir ni entorpecer las actividades y
trabajos.

Sin embargo, dos años después, el 12 de julio de 2013, los
comuneros recibieron, no del gobierno estatal, sino del go-
bierno federal a través del Fondo Nacional de Fomento Eji-
dal Fondos Comunes (Fifonafe), 40 mil 410 pesos.

De los 441 comuneros reconocidos, 320 votaron a favor y
121 lo hicieron en contra; se impugnó la asamblea por te-
ner irregularidades; eso provocó que la obra se detuviera.
Más tarde, el 15 de mayo de 2014, el Primer Tribunal Co-
legiado en Materia Administrativa de Segundo Circuito
anuló la asamblea. Así se anulaba el “Convenio de ocupa-
ción previa” que algunos comuneros firmaron el 14 de
agosto de 2011 con el gobierno mexiquense y por lo tanto
la indemnización de poco más de 55 millones de pesos.

El 11 de abril de 2016 irrumpieron en el poblado de San
Francisco Xochicuautla elementos de la policía estatal des-
de las 10:00 horas. Aproximadamente trescientos elemen-
tos desplegándose por todo el poblado sitiándolo por com-
pleto, no acatando la resolución de la suspensión definitiva
de los amparos 1117/2015 y 1123/2015, aunado a lo ante-
rior no respetando la sentencia citada y violando las garan-
tías del debido proceso, certeza jurídica y legalidad. La úl-
tima suspensión fue otorgada por el Juez Quinto de Distrito
en materia de amparo y Juicios Federales del Estado de
México, igualmente se desconocieron las medidas precau-
torias otorgadas por la Comisión Nacional de Derechos
Humanos.

Al momento de realizar el desalojo lastimaron a una  po-
bladora de San Francisco Xochicuautla de la tercera edad,
integrante del Consejo Supremo.

Los comuneros de San Francisco a lo largo de estos 5 años
han llevado a cabo una serie de protestas pacíficas contra
la construcción de la autopista Toluca Naucalpan, debido a
que esta construcción atravesaría una extensión considera-
ble del territorio de la comunidad, afectando de manera
irreversible a la comunidad, al bosque otomí, a los pobla-
dores, a sus cultivos, al agua subterránea en la entidad.

Por todo ello, y por considerar que se ha cometido un atro-
pello contra los derechos de los comuneros de San Fran-
cisco Xochicuautla, Morena solicita a la Cámara de Dipu-
tados un enérgico pronunciamiento.
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Por lo antes expuesto, y con fundamento en las disposicio-
nes invocadas en el proemio, solicito que se someta a con-
sideración de esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
exhorta al gobernador del estado de México, Eruviel Ávila
Villegas, a cancelar la construcción de la carretera Toluca-
Naucalpan y a respetar las resoluciones emitidas por el Po-
der Judicial del estado a favor de los pobladores de San
Francisco Xochicuautla.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 14 de abril de 2016.—
Diputado Mario Ariel Juárez Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Infraestructura, para dicta-
men.

SALVAGUARDAR LA ZONA DE AMORTIGUAMIENTO
AMBIENTAL DEL PARQUE, SUS TERRENOS, FLORA
Y FAUNA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Semarnat, Pemex, el gobierno de Veracruz, el ayunta-
miento de Coatzacoalcos y la Unidad Gestora de Servicios
Tecnológicos vinculada al parque Jaguaroundi a redoblar
esfuerzos para salvaguardar la zona de amortiguamiento
ambiental de éste, y sus terrenos, flora y fauna, a cargo de
la diputada María Elena Orantes López, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, María Elena Orantes López, integrante de
la LXIII Legislatura en la Cámara de Diputados del Hono-
rable Congreso de la Unión, vicecoordinadora del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, fracción I, y 79, pá-
rrafos primero, fracción II, y segundo, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno
de esta soberanía proposición con punto de acuerdo por el
que La Cámara de Diputados del Honorable Congreso de
la Unión exhorta de manera respetuosa al titular de la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales del go-
bierno de la República, a la Dirección General de Petróle-
os Mexicanos, al gobierno de Veracruz; al honorable
ayuntamiento de Coatzacoalcos, y a la Unidad Gestora de

Servicios Tecnológicos vinculada al parque Jaguaroundi  a
redoblar esfuerzos en materia de coordinación con la in-
tención de salvaguardar la zona de amortiguamiento am-
biental del parque, sus terrenos, fauna y flora, así como a
mejorar la difusión de información que se dé a la población
de Coatzacoalcos para propiciar que la zona sea cuidada y
se eviten eventos de invasión de tierras o maltrato animal,
con base en las siguientes.

Consideraciones

Durante 2002, Petróleos Mexicanos y la Universidad Na-
cional Autónoma de México, iniciaron los trabajos de pla-
neación para uno de los proyectos ecológicos más impor-
tantes en el estado de Veracruz, entre los complejos
petroquímicos Morelos y Cangrejera, dentro del municipio
de Coatzacoalcos. Este proyecto se empezó a desarrollar
entre 2002 y 2004 e implicaba desarrollar un espacio de
conservación, reforestación e interacción con la naturaleza,
involucrando a una gran cantidad de especialistas en cues-
tiones de mejoramientos y sostenimiento medioambiental.

Para 2013, a la alianza estratégica de Pemex y la UNAM,
se agregaron los esfuerzos de la Universidad Autónoma de
Chapingo y con ello se constituyó una Unidad Gestora de
Servicios Tecnológicos con la cual se planteó la expansión
del proyecto ecológico, iniciado en 2001, para consolidar-
lo como una Zona de Amortiguamiento Ambiental.

Las Zonas de Amortiguamiento Ambiental, implican espa-
cios en los que se desarrollan actividades conducentes al
desarrollo sustentable que permita la conservación de los
ecosistemas a largo plazo. En ellas, se realiza un manejo
especifico a los ecosistemas frágiles; se lleva a cabo inves-
tigación científica, se realizan actividades económicas de
bajo impacto ambiental; se involucra y educa a la sociedad
para que conozca y respete al medio ambiente; se generan
condiciones para la recuperación de especies; se desarro-
llan eco técnicas y se usan materiales ecológicamente ami-
gables; en ocasiones se asegura una explotación sostenible
de auto consumo que permite la viabilidad del espacio de
que se trate,1 y se constituye en un territorio de transición
entre una población o zona industrial y una zona protegida
para “amortiguar” los impactos que la actividad humana
puedan generar en el medio ambiente.

En este sentido, el rol social del parque Jaguaroundi fun-
cionaba como una oferta de desarrollo de turismo ecológi-
co y el primer eslabón para la educación, interacción y de-
sarrollo de la sociedad de Coatzacoalcos con la zona de
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amortiguamiento ambiental. Sin embargo, los cambios ad-
ministrativos y la crisis financiera que atraviesa la industria
petrolera mexicana, concretamente PEMEX, parecen haber
justificado el cierre del parque ecológico, sin que ello im-
plique el cese del rol ambiental que por sí mismo juegan
los terrenos en los que se encuentra.

En consecuencia, este punto de acuerdo se sustenta consi-
derando problemas como las frecuentes invasiones de tie-
rras por parte de líderes sociales y empresariales poco éti-
cos; la denuncia que hemos hecho en esta misma tribuna
sobre hechos como los coyotes a los que la mancha urbana
de Coatzacoalcos confinó en un par de manzanas, y la ca-
da vez más frecuente falta de coordinación entre las ins-
tancias de los tres órdenes de gobierno.

En este sentido, reconocemos que es facultad de Pemex ad-
ministrar su presupuesto por lo que no estamos solicitando
que se destine uno adicional. Sabemos que es facultad del
Ayuntamiento de Coatzacoalcos definir su desarrollo urba-
no, y que es responsabilidad de la Semarnat, proteger nues-
tro medio ambiente. Sin embargo, la información que se ha
dado a la población, los antecedentes de descuido ambien-
tal en la zona de Coatzacoalcos y las prácticas que en oca-
siones vemos en distintas poblaciones en las que inescru-
pulosamente se invaden terrenos ajenos nos han impulsado
a presentar esta propuesta.

En consecuencia, lo que plantea este punto de acuerdo es
exhortar a todas esas instancias a que en el uso de sus fa-
cultades, en el ejercicio de los presupuesto, ya aprobados
con respecto a la zona de amortiguamiento ambiental del
parque Jaguaroundi se coordinen para evitar que se gene-
ren invasiones; para procurar que la flora y la fauna no se
vea afectada u acosada, y para impedir que se lucre preda-
toriamente, mientras tardan en decidir la nueva situación
administrativa de dicha zona de amortiguamiento ambien-
tal.

Como diputada ciudadana, considero preocupante la situa-
ción en que actualmente se encuentra la zona de amorti-
guamiento ambiental del parque Jaguaroundi y los posibles
riesgos que está corriendo. Esta preocupación deriva de la
mala comunicación que se ha proporcionado a la población
y la incertidumbre generada por el cierre del parque. 

La población merece tener certidumbre sobre los espacios
públicos, el patrimonio de las empresas públicas y sobre el
rol del gobierno para la protección del medio ambiente.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único.- La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta de manera respetuosa al titular de la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales del
gobierno de la República, a la Dirección General de Petró-
leos Mexicanos, al gobierno de Veracruz; al honorable
ayuntamiento de Coatzacoalcos y a la Unidad Gestora de
Servicios Tecnológicos vinculada al parque Jaguaroundi a
redoblar esfuerzos en materia de coordinación con la in-
tención de salvaguardar la zona de amortiguamiento am-
biental del parque, sus terrenos, fauna y flora, así como a
mejorar la difusión de información que se dé a la población
de Coatzacoalcos para propiciar que la zona sea cuidada y
se eviten eventos de invasión de tierras o maltrato animal.

Nota:

1 Véase a Xavier Martínez Esponda, Guía para conocer y cuidar nues-

tras áreas naturales protegidas, CEMDA, México, 2015. Pp. 7-9.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.—
Diputada María Elena Orantes López (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

REGULARIZACIÓN DEL USO DEL AGUA EN LAS
ZONAS RURALES

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la regulari-
zación del uso del agua en las zonas rurales, a cargo del
diputado Alex Le Baron González, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

Quienes suscriben, diputados del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional y del Partido Verde
Ecologista de México, integrantes de la LXIII Legislatura
del Congreso de la Unión, con fundamento en lo estableci-
do en la fracción II del artículo 71 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; así como en el ar-
tículo 79, numeral 1, fracción, II; numeral 2, fracciones I,
II y III del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
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ten a consideración de esta soberanía el presente punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

En marzo de 1977, en la Conferencia de las Naciones Uni-
das sobre el Agua, en Mar del Plata, se reconoció por vez
primera el acceso al agua como un derecho humano al que
todos los pueblos, independientemente de su nivel de desa-
rrollo o las condiciones económicas y sociales por las que
atraviesen, tienen derecho. El agua constituye una parte
esencial de todo ecosistema; por tanto la reducción de su
disponibilidad, ya sea en cantidad, calidad, o en ambas;
provoca efectos negativos graves en la supervivencia de to-
das las especies, incluyendo la humana.

La gestión del agua y el manejo de los recursos hídricos
son dos de los problemas que ocupan las agendas mundia-
les de los gobiernos, las instituciones y las organizaciones
de la sociedad civil, ya que tienen una relación directa con
la seguridad nacional y el desarrollo sostenible de los terri-
torios.

De esa manera, el agua es indispensable para la vida del ser
humano, pero también un medio fundamental en las activi-
dades económicas y productivas del hombre; además, es un
elemento estratégico en la definición de asentamientos hu-
manos y un factor determinante de desarrollo.

Según datos de la Comisión Nacional de Agua (Conagua)
la gran mayoría de las cuencas en nuestro país se encuen-
tran en una situación de insustentabilidad, en donde la de-
manda crece día con día conforme lo hacen la población y
sus necesidades. Hasta el año 2012, la demanda total de
aguas nacionales del país era del orden de los 78 mil 400
millones de metros cúbicos, misma que se cubría con un
volumen sustentable de 66 mil 900 millones de metros cú-
bicos de fuentes superficiales.

El mayor porcentaje de la demanda se sigue concentrando
en el sector agrícola. Se estima que en unos veinte años la
demanda llegará a 91 mil 200 millones de metros cúbicos
debido al incremento en las actividades productivas y el
crecimiento de la población, mientras que la oferta puede
llegar a 68 mil 300 millones de metros cúbicos consideran-
do los proyectos registrados en cartera; lo que significa que
la brecha estimada entre oferta y demanda será de 23 mil
millones de metros cúbicos. Ante esta situación es que se
deben generar acciones en pro del uso eficiente, responsa-
ble, ágil y óptimo de los recursos hidráulicos, especial-

mente en el medio rural, ya que ahí es donde se administra
una parte importante de las cuencas para la producción
agrícola, misma que impacta en la alimentación de todos
los mexicanos.

El estado ha instaurado la concesión como un mecanismo
para que los distintos sectores sociales y económicos pue-
dan explotar adecuadamente el preciado líquido y así,
abastecer esa demanda por parte de las familias, producto-
res y la población en general.

La administración del agua, especialmente en el sector ru-
ral, enfrenta una serie de obstáculos que imposibilitan su
buen desempeño, principalmente en los rubros de la buro-
cracia, las capacidades, y el cumplimiento de la ley. Al ser
un sector estratégico para la nación, el sector rural deman-
da las mejores condiciones para operar con el agua, su
principal insumo, y haciendo uso de los procesos más ade-
cuados y eficaces.

Respecto al aspecto burocrático, es necesario que el apara-
to gubernamental se adapte a las nuevas exigencias que de-
manda la ciudadanía, que tenga disposición para adaptarse
a los cambios, y que facilite y flexibilice los procedimien-
tos que pueden generar mejores condiciones en el aspecto
económico y social.

En ese sentido, el sistema burocrático muchas veces está
excedido de trámites y procesos que no contribuyen con los
objetivos del sector, tal es el caso del sector rural; por ello,
es necesario que no se apliquen trámites adicionales a los
inscritos en el Registro Público de los Derechos del Agua
ni emplearlos de forma distinta a como se establece para no
entorpecer las actividades propias del gremio.

Estas medidas deben realizarse mediante dos ejes de ac-
ción; por un lado, siguiendo una lógica de descentraliza-
ción de recursos y actividades que ha venido implementan-
do el gobierno federal desde hace varios años, cuidando
que las decisiones que tomen las autoridades locales sea el
reflejo de las necesidades de cada estado, y por otro, reci-
biendo la asesoría de la Comisión Federal de Mejora Re-
gulatoria (Cofemer), órgano administrativo encargado de
impulsar la política de mejora de las reglamentaciones.

Otra de las medidas que ayudaría al sector rural es la en-
trega de títulos de concesión de agua a las personas que
cuentan con registros dados de alta en el Registro Público
de los Derechos del Agua, con ello se facilitaría y aumen-
taría el proceso de explotación hídrico, ya que más usua-
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rios podrían realizar las actividades vinculadas con el
aprovechamiento y distribución de agua, los cuales, por la
falta de un trámite, no pueden recibir un título que les otor-
ga pleno derecho a diversas actividades del preciado líqui-
do, que como se ha señalado, es un bien estratégico en el
sector rural.

Respecto al ámbito de las capacidades, los recursos huma-
nos son clave en el desempeño de cualquier sector, y en la
burocracia rural no es la excepción. Chihuahua es uno de
los estados que recibe mayor número de trámites vincula-
dos con el agua. De 2011 a la fecha, recibió alrededor de
13 mil 500 solicitudes de diversos trámites, de los cuales
únicamente se han resuelto 8 mil, quedando un rezago de 5
mil 400, y del total de los trámites resueltos hay 2 mil en la
dirección local sin que se haya notificado a los usuarios.
Esto deja al estado en una situación grave, ya que año con
año se incrementa la demanda de trámites, pero la estruc-
tura burocrática se va viendo rebasada en sus capacidades.

Debido a factores como la baja escolaridad y el recluta-
miento bajo criterios políticos o muy laxos las personas en-
cargadas de brindar un servicio burocrático no ofrecen una
asistencia satisfactoria. Una medida efectiva en el corto y
largo plazo en la implementación de una capacitación pe-
riódica por parte del gobierno federal que permita primera-
mente una retroalimentación de experiencias, un intercam-
bio de ideas y un fortalecimiento de habilidades y
capacidades.

Por otro lado, la situación del sector rural suele ser preca-
ria, especialmente en comunidades alejadas de los núcleos
urbanos o la de asentamientos con escasez de recursos co-
mo el agua; por ello, resulta necesario que haciendo uso de
sus facultades constitucionales, el Ejecutivo aplique lo di-
cho en el artículo 41 de la Ley de Aguas Nacionales, el cual
señala que podrá declarar o levantar mediante decreto la re-
serva total o parcial de las aguas nacionales; esta prerroga-
tiva debe aplicarse a los proyectos en las comunidades ru-
rales en las que no se cuenta con agua, de esa manera, se
cumple con la reducción de la pobreza, la inclusión social
y la mejora de la economía familiar y colectiva.

Asimismo, en sintonía con lo anterior, se requiere otorgar
facilidades administrativas para la regularización de permi-
sos precarios. Actualmente los permisos precarios están sin
validez por una circular del 8 de abril de 2011 y se dieron
de baja del Registro Público de Derechos del Agua, dejan-
do a los usuarios en un estado de vulnerabilidad y confu-
sión.

Es necesario también, que se aplique a cabalidad lo que se-
ñala el Reglamento de la Ley de Aguas Nacionales. En él
se señala que respecto a la transmisión de títulos por sim-
ple cambio de titular (artículo 66) bastará un simple aviso
por escrito al “registro”; sin que esto genere mayores trá-
mites y más burocracia, sin embargo, esto no aplica; cada
vez son más los requisitos que exigen en el Centro Integral
de Servicios (CIS), lo que genera más papeleo, burocracia,
corrupción y más expedientes en rezago.

Con un adecuado funcionamiento del sistema hidráulico
mexicano es que se pueden corregir y prevenir muchos de
los problemas de la actualidad, ahorrar recursos y otorgar
un mejor servicio a la población que más lo requiere.

Por todo lo anterior, me permito someter a la consideración
de esta honorable asamblea la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se hace un exhorto para emitir un decreto en el
que se otorguen facilidades administrativas para la inscrip-
ción de títulos de concesión a las personas que cuenten con
registros inscritos en el Registro Público de los Derechos
del Agua.

Segundo. Se hace un exhorto para que se emita un decreto
con el objeto de que no se apliquen trámites adicionales a
los ya inscritos en el Registro Público de los Derechos del
Agua ni que dichos trámites se empleen de forma distinta
a como se establece en la normatividad por parte de las au-
toridades regionales. 

Tercero. Se solicita a las autoridades del gobierno federal
a implementar un programa de capacitación y retroalimen-
tación del personal burocrático del sector rural del agua.

Cuarto. Se exhorta al Ejecutivo para que aplique lo dicho
en el artículo 41 de la Ley de Aguas Nacionales a los pro-
yectos en las comunidades rurales en las que no se cuenta
con agua.

Quinto. Se hace un exhorto al Ejecutivo federal para otor-
gar facilidades administrativas para la regularización de
permisos precarios.

Sexto. Se hace un exhorto para que el Ejecutivo aplique
efectivamente a las zonas rurales lo dicho en el artículo 41
del Reglamento de Aguas Nacionales en lo referente a que
la comisión tramitará y otorgará de oficio el título de con-
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cesión o asignación respectivo y lo notificará al concesio-
nario. Esto debe ser aplicado sobre todo para zonas rurales.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 12 de abril de 2016.— Diputado
Alex Le Baron González (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, para
dictamen.

VIGILAR LA DISTRIBUCIÓN DE APOYOS A LOS 
BENEFICIARIOS DE PROSPERA EN EL ESTADO DE
VERACRUZ

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a efectuar por la Sedesol y la SFP me-
didas para vigilar la distribución de apoyos a los beneficia-
rios de Prospera en Veracruz y estados con elecciones, a
cargo de la diputada Gabriela Ramírez Ramos, del Grupo
Parlamentario del PAN

La que suscribe, Gabriela Ramírez Ramos, Diputado Fede-
ral del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, 79, numeral 1, fracción II, y numeral
2, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración de esta honorable asamblea, el
presente punto de acuerdo al tenor de las siguientes:

Consideraciones

El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desa-
rrollo Social, detalló  en su informe sobre pobreza en Mé-
xico en el 2014 que en el país hay más de 55 millones de
pobres y 11.5 millones en pobreza extrema y los estados
con mayor porcentaje son Chiapas,  Guerrero, Puebla,  Oa-
xaca, Tlaxcala, Michoacán, Zacatecas, Hidalgo, Veracruz
y Durango.

En Veracruz como en otros estados de la República, la si-
tuación de pobreza y vulnerabilidad social se ve agravada
por la delicada situación que en materia de seguridad pa-
decemos.

Aunado a ello, de manera tradicional se han realizado se-
ñalamientos reiterados, en relación al uso de programas
públicos como elemento de incidencia en las Campañas

electorales, para beneficiar a candidatos y partidos en la
contienda electoral.

Son precisamente éstas circunstancias de pobreza, margi-
nación e inseguridad, las que generan una población vul-
nerable, susceptible de ser utilizada mediante la ejecución
de programas sociales asistenciales, para apoyar a un par-
tido político o candidato determinado.

En éste sentido, el pasado lunes 21 de marzo, día inhábil,
se citó a los beneficiarios de Prospera en el puerto de Ve-
racruz, en la explanada de Reino Mágico, y se les ofreció
la inclusión a un programa de apoyo para proyecto produc-
tivo por $40,000 pesos, recurso financiado por el Gobierno
Federal a través de Bansefi, mismos que serían pagado con
el respaldo de los apoyos entregados a los beneficiarios a
través del Prospera. Se le informó a los beneficiarios que la
inclusión a éste beneficio es obligatorio.

Esta acción es preocupante por las implicaciones que con-
lleva. Primero, debido al proceso electoral, y a la obvia in-
tención de incidir en la percepción ciudadana. Segundo, al
otorgar un financiamiento en efectivo, sin un proyecto pro-
ductivo validado, tendrá como consecuencia lógica que el
recurso obtenido por los beneficiarios se aplique a satisfa-
cer deudas u otros compromisos, y no a la ejecución de un
supuesto proyecto productivo inexistente, que únicamente
generará un adeudo a los beneficiarios que comprometerá
su apoyo Prospera durante varios años, agravando sus con-
diciones de pobreza, al hipotecar éste apoyo del gobierno
federal.

Durante todo el proceso electoral en Veracruz para renovar
Gobernador y el Congreso Local, es que solicitamos se ex-
horte al Ejecutivo Federal, para que ejecute las medidas ne-
cesarias, en el marco del blindaje electoral, para vigilar
puntualmente la distribución y ejecución de las acciones de
todos los programas de Sedesol, especialmente lo relacio-
nado a  Prospera a fin de evitar que sean usadas con fines
electorales, supervisando estrictamente la aplicación del
recurso a los proyectos productivos y transparentando los
apoyos a otorgar.

Lo anteriormente considerando violenta el principio ele-
mental de imparcialidad establecido en nuestro sistema
constitucional y legal, específicamente en lo establecido en
el artículo 449 de la Ley General de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales, el cual establece como infracción
para cualquier autoridad y servidor público, de cualquiera
de los Poderes de la Unión, de los poderes locales, de los
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órganos de gobierno municipales, autónomos y cualquier
otro ente público, la utilización de programas sociales y de
sus recursos, con la finalidad de inducir o coaccionar a los
ciudadanos para votar a favor o en contra de cualquier par-
tido político o candidato.

Por lo antes expuesto es que someto a la consideración de
esta honorable asamblea proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión, exhorta al Ejecutivo federal para que a través
de la Secretaría de Desarrollo Social y la Secretaría de la
Función Pública, aplique el blindaje electoral y ejecute las
medidas necesarias para vigilar puntualmente la distribu-
ción y ejecución de las acciones contra la pobreza, en es-
pecífico los apoyos vinculados a los beneficiarios de Pros-
pera en Veracruz y en todas aquellas entidades federativas
con procesos electorales, a fin de evitar que sean usadas
con fines electorales.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de abril de 2016.—
Diputada Gabriela Ramírez Ramos (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Desarrollo Social, para dic-
tamen.

SUBSANAR EL CONTENIDO DE LA LEY QUE 
REGULA EL USO DE LA FUERZA PÚBLICA EN ESA
ENTIDAD, RESPECTO DE DISPOSICIONES QUE
PUEDAN VIOLENTAR LOS DERECHOS HUMANOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
al gobierno del estado de México y la CNDH a subsanar el
contenido de la ley para regular el uso de la fuerza pública
en la entidad respecto a disposiciones que puedan violentar
los derechos humanos, a cargo de la diputada Cristina Is-
mene Gaytán Hernández, del Grupo Parlamentario del
PRD

La que suscribe, Cristina Ismene Gaytán Hernández, dipu-
tada federal, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática, en la LXIII Legislatura
del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo

79 numeral 1 fracción II y numeral 2, fracción II, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a considera-
ción de esta Honorable Cámara de Diputados, la proposi-
ción con punto de acuerdo, al tenor de los siguientes

Exposición de Motivos

1. El pasado 18 de marzo del año en curso, se publicó en el
Periódico Oficial del Gobierno del estado de México el de-
creto número 75, por el que se expidió la Ley que regula
el uso de la fuerza pública en el Estado de México1 y que
entrará en vigor a los noventa días de su publicación. 

2. Dentro de las disposiciones que este nuevo ordenamien-
to contempla, existen algunas que resultan contrarias a los
derechos humanos, como:

Artículo 14. Los elementos podrán emplear la fuerza en
el control de multitudes y disturbios públicos, para res-
tablecer el orden y la paz social, con el fin de evitar ac-
tos de violencia, daños a terceros, propiedades y la inte-
gridad física de las personas. Asimismo, respetarán el
ejercicio del derecho de asociación y reunión de las per-
sonas siempre que éste se efectué en los términos pre-
vistos por el artículo 9 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 15. Cuando en una asamblea o reunión, las per-
sonas se encuentren armadas o la petición o protesta an-
te la autoridad se exprese con amenazas para intimidar
u obligar a resolver en un sentido determinado, se con-
siderará que dicha asamblea o reunión es ilegal y se pro-
cederá de conformidad con lo dispuesto en esta ley.

Artículo 16. La determinación de hacer uso de la fuerza,
en el caso de asambleas, manifestaciones o reuniones
violentas e ilegales será tomada por el mando responsa-
ble del operativo, bajo su más estricta responsabilidad,
debiendo informar de inmediato a su mando superior
sobre tal determinación para los efectos conducentes.

Artículo 17. Siempre que los elementos tengan conoci-
miento que un grupo de personas ejercerán su derecho
de asociación y reunión en lugares públicos harán una
planeación para proteger el ejercicio de dicho derecho,
el de terceros y en su caso reaccionar en caso que la reu-
nión se torne ilegal.

Artículo 38. En el uso de la fuerza y la planeación de
operativos, siempre se tomará en consideración la sal-

Año I, Segundo Periodo, 14 de abril de 2016 / Apéndice Diario de los Debates de la Cámara de Diputados134



vaguarda de los objetivos y principios generales objeto
de la presente ley y demás disposiciones jurídicas apli-
cables, quienes además deberán cumplir con lo siguien-
te:

I. En cada institución de seguridad pública se establece-
rá un centro de coordinación, el cual tendrá por objeto
llevar a cabo las operaciones tácticas y de toma de deci-
sión a efecto de definir las estrategias de solución del
evento.

II. Determinar el mando responsable del operativo, con
las obligaciones siguientes:

a) Reunión de trabajo y coordinación con las diferentes
autoridades participantes y definición de fundamento
jurídico para la actuación de los elementos.

b) Elaboración de planes operativos y logísticos de
acuerdo al evento que se trate.

c) Agrupación de personal y programa de desplaza-
miento de elementos a la zona de concentración.

d) Revista de elementos y equipo.

e) Designación de mandos secundarios con responsabi-
lidad operativa.

f) Organización de la fuerza en el arribo y despliegue
del lugar del evento.

g) Elaboración de informes del o los mandos responsa-
bles del operativo.

h) Grabar y filmar el desarrollo del operativo desde el
inicio hasta su conclusión.

III. Nombrar a los mandos responsables de la comuni-
cación interna y externa que deberán reportar de mane-
ra directa al centro de coordinación, a efecto de realizar
las negociaciones de las asambleas o reuniones.

IV. Conocer el historial y otros factores de riesgo para la
solución adecuada del evento.

V. Determinar la estrategia para repeler acciones de
cualquier tipo de los participantes, en caso que el even-
to perturbe la paz y orden públicos.

VI. Determinar tácticas para aislar a las personas que
dentro de un evento se comporten de manera violenta.

VII. Decidir las operaciones necesarias para restablecer
el orden y seguridad públicos, en este supuesto se evita-
rán las tácticas provocadoras y en todo momento se de-
berán adoptar estrategias de protección a las libertades
constitucionales y derechos humanos.

3. Lo anterior resulta violatorio de DDHH en virtud de que,
al indicar las obligaciones generales de las instituciones de
seguridad pública de administrar el uso de la fuerza, no
quedan explícitas en el caso de reuniones, asambleas y ma-
nifestaciones, el nivel máximo de fuerza que se aplicaría,
así como tampoco la prohibición contundente del uso de
armas letales.

Al no establecer indicadores de uso diferenciado de la fuer-
za para estos supuestos deja al arbitrio de los elementos de
seguridad la aplicación y valoración del tipo y nivel de
fuerza que utilizará, lo que resulta discrecional, abusivo y
limitante de los DDHH, sin que se cumpla con el principio
de proporcionalidad que justifique esto, es decir, para
“controlar multitudes” se deben evaluar otros mecanismos
que no pongan en riesgo la vida de las personas ni vulne-
ren su derecho de asociación; al no saber qué tipo de fuer-
za se desplegará se dejó abierta la posibilidad de que la me-
dida en cuestión dañe más valores jurídicamente tutelados
que el supuesto beneficio que persigue.

4. Estos parámetros violatorios de DDHH inhiben el libre
ejercicio de los derechos de asociación y de manifestación,
el cual como la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos ha indicado, reviste de importancia dado que la parti-
cipación de las sociedades a través de la manifestación pú-
blica es importante para la consolidación de la vida
democrática de las sociedades. En general, ésta como ejerci-
cio de la libertad de expresión y de la libertad de reunión, re-
viste un interés social imperativo, lo que deja al Estado un
marco aún más ceñido para justificar una limitación de este
derecho.2

5. En el caso de reuniones y manifestaciones sociales, re-
sulta subjetivo y jurídicamente inequitativa, además de ale-
jada de la realidad, la responsabilidad que asumirían los
mandos inferiores de las Instituciones de seguridad del
Estado de México al tener que determinar cuando el uso
de la fuerza pública será legal, objetiva y racional. Se
estará fortaleciendo con ello la impunidad, al eximir de
toda responsabilidad jurídica, política y social a los al-
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tos mandos y autoridades administrativas, incluido el
titular del ejecutivo de aquella entidad. Legitimando la
impunidad por acciones policíacas como la de mayo de
2006 en San Salvador Atenco. 

6. Esta ley atenta en contra del derecho a la libre asociación
y reunión de las personas, pues también deja en manos de
mandos operativos la decisión de definir “cuando una reu-
nión o manifestación social se vuelve ilegal”. Así como
también la administración del uso de la fuerza que debe
aplicar y que cause el menor daño posible, recordando que
ese no fue el criterio que prevaleció en Atenco, lo que po-
sibilitó las graves violaciones a derechos humanos que allí
ocurrieron.

7. Asimismo los artículos 15, 16 y 17, deben establecer la
responsabilidad por parte del gobierno del Estado de Mé-
xico, incluyendo a su Secretaría de Gobierno y por supues-
to las Instituciones encargadas de la seguridad pública, co-
mo las que deben, fehacientemente, definir cuándo una
reunión, asamblea o manifestación ha salido de la legalidad
y girar instrucciones estratégicas, tácticas y, en lo general
operativas, para controlar el evento sin que las medidas
hagan mayor el conflicto. No se debe delegar en los man-
dos operativos policiales las decisiones de carácter políti-
co-sociales y menos para que tengan que planear en ese
sentido. Esa es atribución y responsabilidad del Goberna-
dor y su Secretario General de Gobierno.

8. El artículo 38 resulta ser un verdadero galimatías que
pretende seguir con la intención de evadir responsabilida-
des legales y políticas del gobernador de la entidad y se-
cundado por los Secretarios de Gobierno y el Comisionado
de la Agencia de Seguridad Ciudadana del Estado. Al dar-
le vida al Centro de Coordinación para llevar a cabo las
operaciones tácticas y de toma de decisiones para definir
las estrategias de solución del evento.

9. De la ley no se desprende que en una situación real va-
ya a ser posible que los DDHH sean el límite para la ac-
tuación de las fuerzas de seguridad en la entidad dado las
formas y los medios excesivos que contempla, recordando
que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el Dic-
tamen que valora la Investigación Constitucional realizada
por la Comisión designada en el Expediente 3/2006, relati-
vo a los hechos ocurridos en San Salvador Atenco, indicó
para que el trabajo policial esté bien ejecutado, no basta
que la intervención y uso de la fuerza haya estado justifi-
cado, ni si fue bien planeado, ni si se realizaron o no los ob-
jetivos, sino que es preciso considerar los medios y formas

utilizados para ello. En otras palabras, la legitimidad de la
actuación de la policía no tiene como único referente el
cumplimiento o no de los objetivos propuestos en cada
operativo, sino… que ello sea logrado con el concomitante
respeto a sus limitaciones constitucionales, particularmen-
te con respeto a los derechos de las personas que son obje-
to de las acciones de fuerza.3

10. Los noventa días que se contemplan para su entrada en
vigor, no serán suficientes para garantizar que los elemen-
tos de seguridad pública del Estado de México contarán
con la preparación adecuada que asegure que sus actuacio-
nes serán apegadas al espíritu pro derechos humanos que
rige la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; máxime si el ordenamiento que regulará su actua-
ción cuenta ya con preceptos contrarios a ello. 

11. El poder represor, por supuesto, asiste al Estado; pero
en un Estado democrático y civilizado, no se ejerce con
violencia sobre las personas sino a través de instancias es-
pecíficas para ello…4 los límites ambiguos al ejercicio de
los derechos humanos son susceptibles de traducirse en
violaciones a los mismos, por más que se encuentren en
una ley. Es nuestro deber como servidores públicos garan-
tizar que esto no suceda con la Ley que regula el Uso de
la Fuerza Pública en el estado de México y es deber del
gobernador asegurar que ésta no represente la represión en-
carnada en una ficción legal.

12. La Constitución del Política del Estado Libre y Soberano
de México contempla como facultades del gobernador: 

Artículo 59. El gobernador del estado podrá formular
observaciones a las leyes o decretos que expida la legis-
latura y remitirlas para su discusión y, en su caso, apro-
bación durante un mismo período de sesiones.

La nueva votación de la legislatura deberá realizarse du-
rante el mismo período en que se reciban las observa-
ciones. Si concluye el periodo ordinario, la diputación
permanente convocará a período extraordinario de se-
siones.

Para la aprobación de las observaciones enviadas serán
necesarios los votos de al menos las dos terceras partes
de los diputados presentes.

Artículo 60. Cuando un proyecto de ley o decreto sea
devuelto a la legislatura con observaciones del goberna-
dor y no se apruebe con arreglo al artículo anterior, no
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podrá ser sometido nuevamente a discusión sino hasta el
siguiente período ordinario de sesiones.

En este sentido, resulta factible que el titular del ejecu-
tivo estatal, devuelva al Congreso local la ley en co-
mento y se hagan los cambios conducentes. 

13. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos es el
organismo constitucional autónomo encargado de velar por
el respeto y la protección de los derechos humanos en
nuestro país, cuenta con atribuciones legales y constitucio-
nales para presentar acciones de inconstitucionalidad a fin
de plantear la contradicción entre la Ley que regula el Uso
de la Fuerza Pública en el Estado de México y nuestra
Constitución, según lo mandatado en la misma: 

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
conocerá, en los términos que señale la ley reglamenta-
ria, de los asuntos siguientes:

…

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan
por objeto plantear la posible contradicción entre una
norma de carácter general y esta Constitución.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse,
dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha
de publicación de la norma, por:

…

g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en
contra de leyes de carácter federal o de las entidades fe-
derativas, así como de tratados internacionales celebra-
dos por el Ejecutivo federal y aprobados por el Senado
de la República, que vulneren los derechos humanos
consagrados en esta Constitución y en los tratados in-
ternacionales de los que México sea parte. Asimismo,
los organismos de protección de los derechos humanos
equivalentes en las entidades federativas, en contra de
leyes expedidas por las Legislaturas;

Por lo que compete, dado las observaciones presentadas, a
este organismo el dar trámite a una Acción de Inconstitu-
cionalidad para evitar dejar a los habitantes del estado de
México en estado de indefensión frente a una ley que re-
sulta contradictoria a los principios básicos del uso de la
fuerza y al mandato constitucional de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos. 

Por todo lo anteriormente dicho someto a consideración de
esta Soberanía la presente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al gobernador del Estado de México
para que en ejercicio de sus facultades constitucionales, re-
alice al Congreso Local las observaciones pertinentes a los
artículos 14, 15, 16, 17 y 38 de la Ley que regula el uso de
la fuerza pública en el Estado de México, a fin de que sean
congruentes con el respeto a los derechos humanos presen-
tes en la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y los convenios internacionales de los que forma
parte el Estado Mexicano.

Segundo. Se exhorta a la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos a que en uso de sus facultades interponga
Acción de Inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, planteando las contradicciones exis-
tentes entre la Ley que regula el uso de la fuerza pública en
el estado de México y nuestra Carta Magna.

Notas;

1 Disponibles http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edo-
mex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2016/mar188.pdf

2 CIDH, Informe Anual 2005, Capítulo V, párrafo 91, disponible en:
http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/social/1.%20Ca-
pitulo%20V%20del%20INFORME%20ANUAL%202005%201%20E
SP.doc

3 SCJN, Dictamen que valora la Investigación Constitucional realiza-
da por la Comisión designada en el Expediente 3/2006. Disponible en:
ht tp: / /dof .gob.mx/nota_detal le .php?codigo=5110788&fe-
cha=21/09/2009

4 SCJN, Dictamen que valora la Investigación Constitucional realiza-
da por la Comisión designada en el Expediente 3/2006. Disponible en:
ht tp: / /dof .gob.mx/nota_detal le .php?codigo=5110788&fe-
cha=21/09/2009

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputada
Cristina Ismene Gaytán Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.
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PROPONER ANTE LA SESIÓN ESPECIAL DE LA
ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS
SOBRE EL PROBLEMA MUNDIAL DE LAS DROGAS
2016, LA REVISIÓN DE LOS TRATADOS INTER-
NACIONALES SOBRE FISCALIZACIÓN DE LAS
DROGAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a proponer ante la Sesión Especial de
la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre el Pro-
blema Mundial de las Drogas 2016 la revisión de los trata-
dos internacionales relativos a fiscalización de éstas, a car-
go del diputado José Clemente Castañeda Hoeflich, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

El suscrito, Clemente Castañeda Hoeflich, diputado del
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano de la LXIII
Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en
lo señalado en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79
numeral 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, someto a
consideración la siguiente proposición con punto de acuer-
do mediante el cual se exhorta al Ejecutivo federal a pro-
poner la eliminación del modelo prohibicionista ante la Se-
sión Especial de la Asamblea General de las Naciones
Unidas sobre el Problema Mundial de las Drogas 2016, con
base en la siguiente

Exposición de Motivos

I. El 4 de noviembre de 2015, la Primera Sala de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación (SCJN), declaró incons-
titucional la “prohibición absoluta” del consumo de mari-
guana en nuestro país, concediendo un amparo para la
siembra, cultivo, cosecha, preparación, posesión, transpor-
te y consumo de la misma. 

Mediante la aprobación del dictamen elaborado por la el
ministro Arturo Zaldívar, la SCJN ordenó a la Comisión
Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios (Co-
fepris), otorgar permisos a los demandantes para el auto-
consumo de mariguana, aunque sin autorizar su comercia-
lización, suministro y distribución. 

El dictamen aprobado por la SCJN estableció que la Ley
General de Salud, impugnada por los promoventes, resulta
inconstitucional en cuanto a la prohibición absoluta del
consumo de la mariguana, en la medida en que afecta in-
tensamente el derecho al libre desarrollo de la personali-
dad: 

«En claro contraste con las escasas afectaciones en la
salud y el orden público que protege el “sistema de pro-
hibiciones administrativas” sobre el consumo de mari-
huana regulado en la Ley General de Salud, se ubica la
intensa afectación al derecho al libre desarrollo de la
personalidad que supone dicha medida legislativa. Co-
mo se señaló al analizar los alcances de los artículos im-
pugnados, éstos imponen un obstáculo jurídico que im-
pide a los quejosos consumir marihuana y llevar a cabo
lícitamente todas las acciones o actividades correlativas
al autoconsumo (siembra, cultivo, cosecha, preparación,
acondicionamiento, posesión, transporte, etcétera). 

En primer término, hay que recordar que la medida ana-
lizada constituye una intervención en el libre desarrollo
de la personalidad porque conlleva una interferencia en
la autonomía personal protegida por este derecho.»1

Igualmente, el máximo tribunal de la nación, estableció
que el derecho al libre desarrollo de la personalidad que re-
sultaría ejercido mediante el libre consumo de mariguana,
no afecta al pleno ejercicio público del resto de derechos
tutelados por nuestra Carta Magna:

«A pesar de que esta Suprema Corte reconoce que el le-
gislador puede limitar el ejercicio de actividades que su-
pongan afectaciones a los derechos que protege nuestra
Constitución, en el caso de la restricción al libre desa-
rrollo de la personalidad que comporta la medida im-
pugnada, esta Primera Sala no encuentra que tales afec-
taciones fueran de una gravedad tal que ameriten una
prohibición absoluta a su consumo.»2

Desde el histórico fallo de la SCJN sobre el consumo de la
mariguana, se ha posicionado en la escena pública un in-
tenso debate en torno al mismo; y el esquema prohibicio-
nista que anteriormente se consideraba incuestionable hoy
encuentra amplios sectores detractores entre la ciudadanía. 

Resultado de lo anterior, tanto el Senado de la República
como el Ejecutivo federal han convocado a sendos espa-
cios de reflexión sobre un nuevo esquema normativo para
la mariguana en particular y para el resto de sustancias psi-
cotrópicas o estupefacientes en general. 

En tal sentido, el Secretario de Gobernación, Miguel Ángel
Osorio Chong, consideró que la modificación del esquema
normativo sobre la mariguana para su legalización con fi-
nes terapéuticos forma parte de una “opinión mayoritaria”:
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«Se trata de un debate transparente que contribuirá a que
México tome las mejores decisiones en la materia. Pa-
rece haber una opinión mayoritaria, incluso a escala in-
ternacional, sobre sus beneficios terapéuticos.»3

Lo anterior deja en evidencia que la nación mexicana se
encuentra actualmente en un proceso de debate y reflexión
para la modificación del marco jurídico sobre fiscalización
de las drogas, que deje atrás el esquema de “prohibición
absoluta” y genere uno desde una perspectiva de salud pú-
blica y de libre desarrollo de la personalidad. 

II. Desde que en la segunda mitad del siglo XX fue decla-
rada la llamada guerra contra las drogas, tal vez el pueblo
de México ha sido su principal víctima: más de 125 mil ho-
micidios, más de 26 mil desaparecidos y más de 280 mil
desplazados se han generado desde que el ex presidente Fe-
lipe de Jesús Calderón determinó unilateralmente lanzar
una “guerra contra las drogas” con la implicación de las
fuerzas armadas. 

Desde entonces, tal vez ningún conflicto bélico reciente en
Latinoamérica haya arrojado las cifras que en términos de
muerte y violaciones a los derechos humanos ha arrojado
la guerra contra las drogas en México. 

Es en el marco de la reciente ola de muertes y violaciones
a los derechos humanos, producto de la citada guerra cal-
deronista, que la sociedad mexicana evaluó de primera ma-
no las consecuencias tanto del combate frontal y armado
contra al narcotráfico como del propio consumo de estupe-
facientes. Es también debido a ello que el paradigma pro-
hibicionista sobre las drogas ha comenzado a ser franca-
mente cuestionado entre la opinión pública y la
intelectualidad mexicana.

El ex rector de la Universidad Nacional Autónoma de Mé-
xico (UNAM), consideró recientemente a la guerra contra
la drogas como fruto del «mayor cinismo político que pue-
da haber» en el marco de las recientes revelaciones de John
Ehrlichman a la revista Harper’s:4

«Ehrlichman fue el número dos en la Casa Blanca de
Nixon y protagonista estelar en el escándalo de Water-
gate. Lo que cuenta es realmente impactante: “Desde la
campaña de Nixon en 1968 había dos enemigos a ven-
cer, la izquierda que se oponía a la guerra de Vietnam y
los negros. Había que asociar públicamente a los hippies
con la marihuana y a la gente de color con la heroína pa-
ra poder criminalizarlos. Al declararle la guerra a las

drogas podíamos entonces, legalmente, detener a sus lí-
deres, efectuar redadas y cateos, intimidarlos, difamar-
los en los noticieros de la noche... ¿sabíamos que está-
bamos mintiendo al respecto? por supuesto que sí”,
concluye la entrevista. Pues ese y no otro parece ser el
verdadero origen de la guerra contra las drogas. Es la
expresión de mayor cinismo político que puede haber.»5

III. En septiembre de 2012 los gobiernos de Colombia,
Guatemala y México solicitaron a la Organización de las
Naciones Unidas (ONU), adelantar la celebración de la
próxima Sesión Especial de la Asamblea General de las
Naciones Unidas (UNGASS) sobre el Problema Mundial
de las Drogas, que estaba programada para el año 2019. En
tal sentido, mediante la resolución 67/193, la ONU esta-
bleció adelantar dicha sesión para ser celebrada entre los
días 19 y 21 de abril del presente año con el objetivo de
“revisar el progreso logrado hasta el momento, y analizar
los logros y retos pendientes en el combate a las drogas”.6

Desde la celebración de la primera y segunda sesiones ge-
nerales de la ONU sobre el tema en los años de 1990 y
1998, la que será celebrada en los próximos días represen-
ta una oportunidad histórica para modificar el actual siste-
ma de fiscalización internacional de las drogas. 

La primera UNGASS sobre las drogas fue realizada a peti-
ción de Colombia, quien pretendía fortalecer los esfuerzos
internacionales en materia de fiscalización y establecer una
correspondencia entre las distintas políticas públicas de los
países miembros de la ONU. Como resultado fue elabora-
do un Plan de Acción Global de más de 100 puntos que en
su mayor parte quedaron como letra muerta. 

Por otro lado, la UNGASS de 1998 buscó discutir temas
novedosos como incoherencias entre los tratados interna-
cionales sobre fiscalización de drogas, despenalización del
consumo y legalización de determinadas sustancias. Sin
embargo, a pesar de los esfuerzos de la mayoría de las na-
ciones para la modificación del derecho internacional so-
bre política de drogas prevaleció una visión prohibicionis-
ta que se propuso la utópica tarea de conseguir un mundo
libre de drogas para el año 2008.

Al paso del tiempo, los objetivo de la UNGASS 1998 fue-
ron claramente superados y el esquema internacional sobre
política de drogas continúa arrojando saldos desfavorables
para la población mundial. Así lo considera Lisa Sánchez,
directora del Programa de Política de Drogas de México
Unido contra la Delincuencia y quien ha formado parte de
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la delegación oficial de México en el proceso preparatorio
de la UNGASS 2016:

«Volviendo a la línea del tiempo sobra decir que aunque
el eje prohibicionista ganó la batalla política e institu-
cional en 1998, el mundo no logró la meta de “erradicar
o disminuir significativamente la oferta y demanda de
drogas” en los 10 años que siguieron. Por el contrario,
el pobre balance alcanzado durante ese tiempo hizo que
hasta la propia Oficina de las Naciones Unidas contra
las Drogas y el Delito (UNODC) reconociera en su In-
forme Mundial de Drogas 2008 la existencia de “conse-
cuencias negativas no planeadas”4 del régimen interna-
cional de control, entre las cuales: la creación de un
enorme mercado criminal, el desplazamiento de la pro-
ducción y el tránsito hacia nuevas áreas, la desviación
de recursos del área de la salud a la de aplicación de la
ley, el desplazamiento hacia el uso de nuevas drogas y
la estigmatización y marginalización de las personas
que usan drogas.»7

México, como uno de los grandes e involuntarios protago-
nistas internacionales de la llamada guerra contra las dro-
gas, y como el país que seguramente ha sufrido las más
graves consecuencias de la política global prohibicionista,
tiene el deber de ser una voz crítica y fundamental en el de-
bate mundial que se dará en los próximos días en la UN-
GASS 2016. 

En ese sentido, la delegación mexicana tiene la obligación
de transmitir a la comunidad internacional sus conclusio-
nes sobre la aplicación del esquema prohibicionista y su
ominoso fracaso en México, así como de en consecuencia
abogar por una reforma del horizonte normativo interna-
cional en materia de sustancias psicotrópicas y estupefa-
cientes. 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Ejecutivo federal para que a través de
la Secretaría de Relaciones Exteriores, proponga ante la
Sesión Especial de la Asamblea General de las Naciones
Unidas sobre el Problema Mundial de las Drogas 2016, la
revisión de los tratados internacionales sobre fiscalización
de las drogas, con el objetivo de eliminar el modelo prohi-
bicionista, adoptar medidas globales tendientes a eliminar
la criminalización de los consumidores y afrontar el pro-

blema de las drogas desde una perspectiva de salud públi-
ca y de libre desarrollo de la personalidad.

Notas:

1 http://www2.scjn.gob.mx/juridica/engroses/cerrados/publico/pro-
yecto/AR237_2014.doc 

2 Ídem.

3 “Osorio Chong: sí a debatir la mariguana medicinal”, Milenio, 27 de
enero de 2016, http://www.milenio.com/politica/Osorio-Chong-deba-
t i r-mariguana-medicinal-a l ternat ivas-cal idad-vida-enfer-
mos_0_672532769.html 

4 “Legalize it all. How to win the war on drugs”, Harper’s, abril de
2016, https://harpers.org/archive/2016/04/legalize-it-all/

5 De la Fuente, Juan Ramón, “La ONU ante el problema de las dro-
gas”, El Universal, 4 de abril de 2016, http://www.eluniversal.
com.mx/entrada-de-opinion/articulo/juan-ramon-de-la-fuente/na-
cion/2016/04/4/la-onu-ante-el-problema-de-las 

6 Resolución 67/193 de la Asamblea General, “Cooperación interna-
cional contra el problema mundial de las drogas”, A/RES/67/193, del
20 de diciembre de 2012, http://www.un.org/es/comun/docs/?
symbol=A/RES/67/193 

7 Sánchez, Lisa, “La sordera de la ONU”, Nexos, 1 de abril de 2016,
http://www.nexos.com.mx/?p=28044

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Clemente
Castañeda Hoeflich (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Relaciones Exteriores, para
dictamen.

DIFUNDIR LAS TARIFAS Y PRESTADORES DE SER-
VICIOS DE ARRASTRE, ARRASTRE Y SALVAMENTO,
Y DEPÓSITOS DE VEHÍCULOS EN LAS CARRETE-
RAS DE JURISDICCIÓN FEDERAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SCT a implantar acciones y medios para difundir las ta-
rifas y los prestadores de servicios de arrastre, salvamento
y depósito de vehículos en las carreteras federales, a cargo
de la diputada Xitlalic Ceja García, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI
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La que suscribe, Xitlalic Ceja García, diputada federal de
la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión,
e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 3, numeral 1, fracción XIX, artículo 6, nume-
ral 1, fracción I, y 79, numeral 1 fracción II y numeral 2
fracciones I y II, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a la consideración de esta asamblea, el si-
guiente punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secre-
taría de Comunicaciones y Transportes para que
implemente acciones y mecanismos necesarios para una
mayor difusión de las tarifas y prestadores de los servicios
de arrastre, arrastre y salvamento y depósitos de vehículos
en las carreteras de jurisdicción federal, con el objetivo de
evitar irregularidades y cobros excesivos que perjudican la
economía y patrimonio de los ciudadanos, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

De acuerdo a la Ley de Caminos, Puentes y Autotranspor-
te Federal y su reglamento de Autotransporte Federal y
Servicios Auxiliares, la prestación de servicio de arrastre y
salvamento consiste en realizar maniobras mecánicas y/o
manuales que se destinan a rescatar aquellos vehículos ac-
cidentados,  sus partes o su carga.

Este tipo de servicios entra en la clasificación de los servi-
cios auxiliares, los cuales sin formar parte del autotrans-
porte federal, turismo o carga complementan su operación
y explotación. 

El servicio de arrastre y salvamento, mejor conocido como
servicios de grúa, es un servicio indispensable para resca-
tar vehículos accidentados y trasladarlos de un lugar a otro.

Según los reportes que genera la Policía Federal, las causas
principales de los accidentes en las carreteras federales son
por: 

Factores humanos:

Los factores humanos son la causa del mayor porcentaje de
accidentes de tránsito, representando un 80 por ciento, es-
to se debe principalmente a:  

• Conducir bajo los efectos del alcohol, medicinas y es-
tupefacientes.

• Realizar maniobras imprudentes y de omisión por par-
te del conductor, por ejemplo; no respetar los señala-
mientos viales.

• Realizar Conducir a exceso de velocidad (produciendo
vuelcos, salida del automóvil de la carretera, derrapes).

• Salud física del conductor (ceguera, daltonismo, sor-
dera).

• Conducir con fatiga, cansancio o con sueño.

Factor Mecánico:

• Vehículo en condiciones no adecuadas para su opera-
ción (sistemas averiados de frenos, eléctrico, dirección
o suspensión).

• Mantenimiento inadecuado del vehículo.

Factor Climatológico:

• Niebla, humedad, derrumbes, zonas inestables, hundi-
mientos.

Factor estructural de tránsito:

• Errores de señalamientos viales.

• Carreteras en mal estado o sin mantenimiento (baches,
hoyos, pavimento deteriorado).

• La falta de pintura y reflejantes en las líneas centrales
y laterales de la carretera.1

De manera oficial, la Policía Federal, reportó que durante
el 2012 los incidentes ocurridos en la red vigilada por este
organismo (de alrededor de 57 mil 65 kilómetros de longi-
tud): fueron 24 mil 216 accidentes; 24 mil 736 lesionados;
4 mil 548 muertos y daños materiales por mil 374.22 mi-
llones de pesos.2

Sin lugar a dudas la mayoría de los ciudadanos, involucra-
dos en estos accidentes, recurrieron a la utilización de los
servicios de arrastre, arrastre y salvamento y depósito, pa-
ra mover o retirar él o los vehículos involucrados; servicios
que en muchas ocasiones resultan imponderables.
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Para la regulación de tarifas de los servicios de arrastre,
arrastre y salvamento y depósito de vehículos, existen line-
amientos como lo es la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal, en su Título Primero, Capitulo IV, Ar-
tículo 20, que dice: “La Secretaría podrá establecer las
tarifas aplicables para la operación de las Unidades de Ve-
rificación, así como las bases de regulación tarifaria de
los servicios de arrastre, arrastre y salvamento y depó-
sito de vehículos.”

En los supuestos a que se refieren este artículo, en los que
se fijen tarifas, éstas deberán ser máximas e incluir meca-
nismos de ajuste que permitan la prestación de servicios en
condiciones satisfactorias de calidad, competitividad y per-
manencia.

Esta misma Ley, establece en su artículo 8° Fracción III,
que la Secretaría de Comunicaciones y Transportes otorga-
rá los permisos para los servicios de arrastre, arrastre y sal-
vamento y depósito de vehículos,  expidiéndoles a las per-
sonas o empresas, el permiso correspondiente, placas
metálicas, calcomanías y tarjetas de identificación, lo que
permitirá a los usuarios tener la seguridad de que está au-
torizado para operar en todos los caminos y puentes de ju-
risdicción federal y que la SCT cuenta con todos los datos
para su identificación.

Por otro lado existe el Reglamento de Autotransporte Fe-
deral y Servicios Auxiliares, que señalan los requisitos pa-
ra la operación de los servicios en comento, así como la
Norma oficial Mexicana NOM-053-SCT-2-2010, que esta-
blece las características y especificaciones técnicas que de-
ben cumplir los equipos de seguridad de vehículos tipo
grúa de arrastre; arrastre y salvamento.

Si bien es cierto en el artículo 66-A del Reglamento de Au-
totransporte Federal y Servicios Auxiliares, establece que
“las tarifas deberán estar a la vista del público y serán las
máximas, a partir de ellas, los grueros y el usuario pueden
convenir cobros menores, en función del tipo de servicio y
vehículo accidentado”.

En la mayoría de las ocasiones los usuarios, que lamenta-
blemente tienen que recurrir a estos servicios, desconocen
que dichos servicios están debidamente regulados por la
autoridad federal, a través de la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes, con base a tabuladores tarifarios que
determinan con precisión lo que los prestadores de estos
servicios tienen que cobrar. 

Por ello es importante que se implementen mayores meca-
nismos y acciones para hacer del conocimiento de los usua-
rios que desafortunadamente han tenido un accidente, las
tarifas así como la lista de los prestadores de servicios de
arrastre, arrastre y salvamento, y de depósitos de vehículos
en las carreteras de jurisdicción federal, lo que evitará abu-
sos en el cobro excesivo de las tarifas y permitirá a los
usuarios elegir a que empresa o permisionario podrán con-
tratar.

Por lo anterior, someto a la consideración de esta sobera-
nía, la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes para que
implemente acciones y mecanismos necesarios para una
mayor difusión de las tarifas y prestadores de servicios de
arrastre, arrastre y salvamento y depósitos de vehículos en
las carreteras de jurisdicción federal, con el objetivo de
evitar irregularidades y cobros excesivos que perjudican la
economía y patrimonio de los ciudadanos.

Notas:

1 http://cns.gob.mx/portalWebApp/appmanager/portal/desk?_nfpb=
true&_pageLabel=portals_portal_page_m2p1p2&content_id=830068
&folderNode=830052&folderNode1=810277

2 http://imt.mx/archivos/Publicaciones/DocumentoTecnico/dt57.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputada
Xitlalic Ceja García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.
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DIFUNDA LA INFORMACIÓN DEL PROGRAMA
PILOTO PARA ELIMINAR ALIMENTOS PROCESADOS
CON AZÚCARES AÑADIDOS EN GUARDERÍAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al director de Prestaciones Económicas y Sociales del
IMSS a difundir la información del programa piloto para
eliminar de las guarderías alimentos procesados con azúca-
res añadidos, a cargo de la diputada Claudia Sofía Corichi
García, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no

La suscrita, Claudia Sofía Corichi García, diputada inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados somete a considera-
ción del pleno de esta asamblea el siguiente punto de
acuerdo por el que la Honorable Cámara de Diputados con-
voca al director de Prestaciones Económicas y Sociales del
Instituto Mexicano del Seguro Social a hacer pública toda
la información del programa piloto para eliminar alimentos
procesados y con azúcares añadidos en guarderías, al tenor
de las siguientes

Consideraciones

I. El director de Prestaciones Económicas y Sociales del
Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), Juan Loza-
no, anunció que “a partir de mayo, las guarderías del IMSS
eliminarán de la dieta de los menores todo alimento proce-
sado y con azúcares añadidos”1.

II. Se trata de un programa piloto que en poco más de dos
años ayudó a disminuir en 27 por ciento la obesidad y 45
por ciento el sobrepeso en un grupo de estudio, explicó. La
disminución de peso se asoció con la permanencia en el
programa.

III. “En promedio, para el grupo de niños y niñas que asis-
tieron menos de un año, el porcentaje que presenta sobre-
peso se reduce en 4 por ciento y el de obesidad en 7 por
ciento. Cuando asistieron entre 1 y 2 años, estos porcenta-
jes se reducen en 18 por ciento (sobrepeso) y 21 (obesi-
dad), respectivamente, y en 45 y 27 por ciento para los que
han permanecido por más de 2 años”.

IV. El programa alimenticio se aplicó entre enero de 2013
y mayo de 2015, como parte de un plan piloto en algunas
guarderías. 90 por ciento de las guarderías son de propie-
dad privada a las que el instituto paga al mes entre 2 mil
500 y 3 mil 600 pesos por cada menor, dependiendo de los
diferentes sistemas.

V. Lozano explicó que el programa piloto ayudó a deter-
minar si los menús se pueden preparar rápido, detectar di-
ficultades, costos y factores a considerar para lograr que la
incorporación de menús nuevos sean realistas y asequibles.

VI. Considero relevante conocer la información acerca de
este programa piloto que, entiendo, será el punto de parti-
da para un nuevo programa en las guarderías, ya que son
recursos públicos los que se están utilizando y muchas ve-
ces, después de implementarlos, no resultan y resulta en un
presupuesto perdido.

Por todo lo anteriormente expuesto es que someto a consi-
deración de esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo 

Único. La Honorable Cámara de Diputados convoca al di-
rector de Prestaciones Económicas y Sociales del Instituto
Mexicano del Seguro Social a hacer pública toda la infor-
mación del programa piloto para eliminar alimentos proce-
sados y con azúcares añadidos en guarderías.

Nota:

1 Alatorre, Adriana, “Sacarán de guarderías azúcar  y embutidos”, pe-
riódico Reforma, 13 de marzo de 2016.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputada
Claudia Sofía Corichi García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men.
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INCORPORAR EN SUS PLANES DE ESTUDIO Y
OFERTA EDUCATIVA LAS INGENIERÍAS EN ENERGÍA
EÓLICA, ENERGÍA SOLAR Y EN ECOLOGÍA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
las instituciones de educación superior, los rectores de las
universidades y los directores de los institutos tecnológicos
a incorporar en sus planes y oferta de estudios las ingenie-
rías en energías eólica y solar y en ecología, a cargo de la
diputada Edith Yolanda López Velasco, del Grupo Parla-
mentario del PRI

La que suscribe, diputada Edith Yolanda López Velasco,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo
79, numerales 1, fracción II, y 2, fracción I y II, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a consideración
de esta soberanía, la siguiente proposición con punto de
acuerdo, por el que se exhorta con absoluto respecto a la
autonomía de las instituciones de nivel superior, a los rec-
tores de las universidades y directores de los institutos tec-
nológicos a incorporar en sus planes de estudio y oferta
educativa las ingenierías en energía eólica, energía solar,
en ecología, para contribuir al desarrollo sustentable de los
estados que integran la región sur-sureste de México, a fin
de cambiar los esquemas tradicionales, con motivo de la
implementación de las zonas económicas especiales, y sus
egresados sean el capital humano que desarrollen proyec-
tos de mejoramiento de la calidad eléctrica, protegiendo el
medio ambiente y el cambio climático, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El artículo 3, fracción V, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, manifiesta que el Estado, ade-
más de impartir la educación preescolar, primaria, secun-
daria y media superior, señaladas en el primer párrafo, pro-
moverá y atenderá todos los tipos y modalidades
educativos –incluyendo la educación inicial y a la educa-
ción superior– necesarios para el desarrollo de la nación,
apoyará la investigación científica y tecnológica, y alen-
tará el fortalecimiento y difusión de nuestra cultura.

Como es evidente, el rezago del estado de Oaxaca junto
con las entidades que integran la región sur-sureste de Mé-
xico, nos obliga a tomar decisiones que deben ir más allá
de los esquemas tradicionales de asignación de recursos y
de implementación de estrategias de desarrollo. Por ello, es

necesario formar profesionales con visión científica y téc-
nica de la energía solar, energía eólica, en ecología, capa-
citados para realizar investigaciones básicas y tecnológi-
cas; y diseñar, calcular, presupuestar y dirigir la instalación
de sistemas de energía solar, eólica, cuidando nuestro me-
dio ambiente y el cambio climático, logrando así notables
expectativas profesionales en el desarrollo sustentable de
la región y del país.

No podemos aplicar esquemas iguales a condiciones dife-
rentes de rezago, por ello es que la iniciativa de zonas eco-
nómicas especiales que fue enviada por el presidente de la
República a la Cámara de Diputados se inscribe en este
sentido. Ir más allá de los programas públicos estandariza-
dos de combate a la pobreza y de generación de empleos
hasta ahora implementados.

Las zonas económicas especiales serán una nueva historia
en el desarrollo del sureste mexicano. Sin embargo, esto no
será posible sin la participación directa de los sistemas de
universidades públicas de los estados del sureste, con tra-
bajo académico y de investigación. 

La reforma energética abre un gran espacio de oportunidad
para que inversiones del sector privado estén orientadas a
detonar proyectos de generación de energías no contami-
nantes y amigables con el medio ambiente, no sólo a través
de la energía eólica, lo mismo captando la energía solar, la
geotermia y la hidráulica, y por ello va requerir de profe-
sionales capacitados en estas áreas, para que sea personal
y mano de obra contratada de las mismas regiones en don-
de se instalen y promuevan estas inversiones, con la finali-
dad de llevar empleo y desarrollo a los estados del sureste.

Que sea personal regional quien formule proyectos de
energías renovables mediante diagnósticos energéticos y
estudios especializados de los recursos naturales del entor-
no, para contribuir al desarrollo sustentable y al uso racio-
nal y eficiente de la energía, mediante sistemas de ahorro y
calidad de energía eléctrica. 

Esta reforma se está aplicando al inaugurar el presidente
Enrique Peña Nieto, en Asunción Ixtaltepec, Oaxaca, la
Central Eólica Sureste I, Fase II, que tuvo una inversión de
157 millones de dólares de capital privado, destacando que
por la intensidad de los vientos la región del Istmo es atrac-
tiva para construir estos parques eólicos, al manifestar el
mandatario federal: “No son contaminantes, permiten de-
tonar la actividad económica en los lugares en donde se
ubican; no riñen con otras actividades económicas, que
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eventualmente se puedan desarrollar en la zona. Es decir,
donde se instalan estas torres generadoras de energía eléc-
trica es posible que al mismo tiempo otras actividades se
lleven a cabo, sea de la agricultura, de la ganadería y que
además generan ingresos para las comunidades en donde se
ubican estos parques eólicos, estas iniciativas tienen como
gran beneficio que la energía eléctrica llegue a los hogares,
a los comercios y a la industria de forma más eficiente y
barata.”

Con esta iniciativa se aprovecha el viento como recurso na-
tural para reducir la contaminación ambiental y generar
energía renovable a partir de aerogeneradores para dar:

•Un mejor uso de los recursos naturales como el viento
para satisfacer nuestras necesidades, una de ellas el uso
de la energía.

•Conocer los impactos medioambientales de este tipo de
energía y tomar las decisiones adecuadas para atajar di-
chos impactos

Por ello, es necesario que las universidades e institutos de
nivel superior oferten ingenierías en energía eólica, energía
solar, en ecología, para contribuir al desarrollo sustentable
de los estados que integran la región sur-sureste de Méxi-
co, a fin de cambiar los esquemas tradicionales, y colabo-
ren con las regiones en donde se instalaran e invertirán es-
tos proyectos de energía, con la realización de desarrollo de
nuevas tecnologías, la implementación de alternativas de
sistemas energéticos amigables con el medio ambiente, la
investigación en el campo laboral e industrial.

Sabemos que algunas universidades e institutos tecnológi-
cos ya cuentan con algunas de estas áreas de estudio. Sin
embargo, es necesario, que los actuales profesionistas y
egresados de estas instituciones educativas, reconozcan el
papel que desempeñan en la economía social, en el cuida-
do del medio ambiente y en el fortalecimiento de las co-
munidades, la generación de empleo y riqueza, que en su
caso implican una distribución más equitativa, contribu-
yendo a reducir la desigualdad y establecer una estabilidad
económica y social.

Por lo que, es necesario, fortalecer una cultura de conoci-
miento en estas materias, que nuestras principales univer-
sidades de educación superior sean públicas o privadas
analicen y consideren dentro de sus planes de estudio ma-
terias que fortalezcan una cultura energética, medio am-
biente y cambio climático, que privilegie el interés público

y el beneficio general de la comunidad como el aprovecha-
miento de recursos productivos propios, cuidando y con-
servando el medio ambiente.

Fortalecer esa cultura evitara que contraten profesionistas
de otras entidades, y de esta manera se genera fuentes de
empleo en la región, mejorando su nivel de vida.

Por lo anteriormente expuesto, nos permitimos someter a la
consideración de esta soberanía, la aprobación de la si-
guiente proposición con 

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta con absoluto respecto a la autonomía
de las instituciones de nivel superior, a los rectores de las
universidades y directores de los institutos tecnológicos a
incorporar en sus planes de estudio y oferta educativa las
ingenierías en energía eólica, energía solar, en ecología, pa-
ra contribuir al desarrollo sustentable de los estados que in-
tegran la región sur-sureste de México, a fin de cambiar los
esquemas tradicionales, con motivo de la implementación
de las zonas económicas especiales, y sus egresados sean el
capital humano que desarrollen proyectos de mejoramien-
to de la calidad eléctrica, protegiendo el medio ambiente y
el cambio climático.

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, DF, a 14 de abril de
2016.— Diputada Edith Yolanda López Velasco (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, para dictamen.

MODIFICAR LOS LINEAMIENTOS DE LOS HORA-
RIOS DE CLASIFICACIÓN EN TELEVISIÓN

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Segob a modificar los lineamientos de los horarios de
clasificación en televisión, a cargo del diputado Germán
Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano

El suscrito, Germán Ernesto Ralis Cumplido, integrante
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo señalado en los artículos 6, numeral 1, fracción
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I, y 79, numeral 1, fracción II, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración proposición
con punto de acuerdo que exhorta a la Secretaría de Go-
bernación a modificar por la Subsecretaría de Normativi-
dad de Medios los lineamientos de los horarios de clasifi-
cación en televisión, a fin de evitar contenidos que atenten
contra el sano desarrollo, en especial los contenidos vio-
lentos, sexuales y denigrantes, y que se asegure que trans-
mita una programación que promueva el interés superior de
la niñez, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El Instituto Federal de Telecomunicaciones elaboró un re-
porte llamado “Estudios sobre oferta y consumo de progra-
mación para público infantil en radio, televisión radiodi-
fundida y restringida”, en el cual entrevista a seis mil niños
de 6 a 12 años en ciudades como México, Guadalajara y
Monterrey, esto a fin de conocer los hábitos de consumo,
exposición a medios y estilo de vida de los menores.1

En el estudio se realizó un comparativo con ocho países
respecto al tiempo que las personas pasan frente al televi-
sor, donde desafortunadamente el primer lugar lo obtuvie-
ron los mexicanos después los estadounidenses, peruanos,
colombianos, italianos, españoles, franceses y en último
lugar los alemanes que solo ven una hora 33 minutos al día
de televisión.2

Los niños que participaron en el estudio comentaron que 3
de cada 10 tienen televisor en su cuarto y 72 por ciento ve
televisión abierta, siendo lo que más ven novelas, reality
shows y caricaturas.3

La organización A Favor de lo Mejor, en su Consejo de Au-
diencias, indicó que 81 por ciento de los menores ven tele-
visión sin la supervisión de un adulto y que sólo 6 por cien-
to de la programación que se transmite en horario infantil
en la televisión pública puede considerarse “apropiado”
para los niños.4

En la oferta de televisión abierta para menores en el lapso
de febrero a abril de 2015 en televisión abierta de lunes a
viernes de 6:00 a 20:00 horas es considerado un horario A
y clasificado como “apto para todo público”, encontramos
lo siguientes datos:

1. Sólo 13 por ciento de la programación es dirigida al
público infantil.

2. 28 por ciento de la programación es para el público
familiar.

3. 25 por ciento de la programación en horario infantil
es para público adulto.

4. 34 por ciento va destinado a adolescentes y adultos.5

Por ello, de acuerdo con el primer Informe por los derechos
de la audiencia infantil, se indica que “59 por ciento de la
programación a la que tienen acceso los niños, los conteni-
dos no son apropiados ni dirigidos a esta población”.6
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El 4 de noviembre de 2015, en el Diario Oficial de la Fe-
deración se publicaron los “Lineamientos de clasificación
de contenidos audiovisuales de las transmisiones radiodi-
fundidas y del servicio de televisión y audio restringidos”,
quedando de la siguiente manera:

Título Segundo
Criterios de Clasificación

Capítulo I
Horarios específicos

Noveno. Los concesionarios y programadores que pres-
ten servicios de radiodifusión deben transmitir los con-
tenidos clasificados de acuerdo con las siguientes fran-
jas horarias:

I. Para la clasificación (AA) en cualquier horario;

II. Para la clasificación (A) en cualquier horario;

III. Para la clasificación (B) de las 16:00 a las 5:59
horas;

IV. Para la clasificación (B15) de las 19:00 a las 5:59
horas;

V. Para la clasificación (C) de las 21:00 a las 5:59 horas, y

VI. Para la clasificación (D) de las 00:00 a las 5:00 ho-
ras.7

Pese a que establece que estos programas deben contener
la advertencia “Este programa puede contener escenas
de violencia, adicciones, sexualidad o lenguaje no apto
para audiencias menores de 12 (B) o 15 (B15) años de
edad”, la realidad es que esto no impide de ninguna mane-
ra el que un menor de esta edad continúe viendo los pro-
gramas, sin tomar en consideración esta advertencia.

Esta modificación pone al alcance de los niños y las fami-
lias contenidos más duros de violencia, adicciones, escenas
sexuales y cualquier tipo de lenguaje, en horarios en los
que habitualmente las familias o los menores se encuentran
frente al televisor.

La Subsecretaria de Normatividad y Medios debe velar por
el “interés superior de la niñez” y garantizar la protección
de los menores y una manera es evitando poner a su alcan-
ce elementos que perturben su sano desarrollo.

La intención de proteger a los niños de contenidos nocivos
se debe concretar con un horario de mayor protección y no
reduciéndolo. La tendencia internacional gira en torno a
elevar las franjas horarias: Inglaterra termina el horario de
protección infantil a las 21:00 horas, mientras que Estados
Unidos, Argentina, Francia, Ecuador, Perú, Venezuela,
Chile y España a las 22:00.8

Los niños son el futuro de nuestro país, por lo que no po-
demos arriesgar su sano desarrollo a reserva de intereses de
televisoras o publicistas; por lo que proponemos adecuar-
nos a los criterios internacionales y modificar los horarios
para quedar de la siguiente manera:

• “B”, 20:00 horas.

• “B15”, 21:00 horas.

• “C”, 22:00 horas.

Considerandos

La Encuesta Nacional de Lectura y Escritura 2015, men-
ciona que en México, la actividad preferida para pasar el
tiempo libre de la población de entre 12 y 29 años es ver la
televisión; es decir, 52.9 por ciento lo prefiere a leer un li-
bro que ocupa el quinto lugar de la encuesta.9

La organización A Favor de lo Mejor formuló en diciembre
de 2015 una petición para que la Secretaría de Gobernación
cambie los lineamientos de los horarios de clasificación de
la televisión hasta la fecha ya ha rebasado las 21 mil fir-
mas.10

Las conclusiones del primer Informe por los derechos de la
audiencia infantil indican que aún no contamos con una
adecuada programación que promueva el interés superior
de la niñez, esto debido a la baja oferta de televisiva para
este público.11

Las siguientes son las conclusiones del primer Informe por
los derechos de la audiencia infantil 2015:

1. No hay congruencia entre los horarios en que se ofre-
ce programación infantil y aquellos en los que este pú-
blico consume. Es necesario considerar los momentos
reales de exposición de los niños y actualizar los crite-
rios de clasificación de acuerdo a estos horarios.
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2. Se necesita hacer un análisis minucioso sobre los pro-
gramas que sí consume el público infantil, pues en su
mayoría no son los destinados a ellos.

3. Realizar un estudio para conocer los géneros más
atractivos para ellos, y buscar que en esos géneros exis-
tan tramas y temáticas oportunas.

4. La percepción social es coincidente con las cifras de
consumo e incluso con los temas de mayor agrado para
los niños.

5. El público infantil queda expuesto a contenidos mu-
chas veces fuera de su comprensión y, al no contar con
una supervisión adecuada, se corre el riesgo de que ma-
linterpreten lo observado. Hay que tener en cuenta que
son personas en proceso de desarrollo y formación y que
aún no tienen elementos suficientes para diferenciar lo
bueno de lo malo.

6. No hay incentivos para la producción nacional de
programas de calidad para la niñez, lo que genera que
consuman contenidos alejados a su realidad.

7. La oferta programática de los canales públicos es de
mayor calidad que la de los canales comerciales, pero
no tienen la difusión adecuada.

8. La clasificación que otorga la Dirección de Radio, Te-
levisión y Cinematografía para películas y telenovelas
no es respetada muchas veces por la televisión comer-
cial. En el horario considerado “apto para todo público”
se encuentra gran porcentaje de material clasificado en
“B” y “B-15”.12

Por lo expuesto se somete a consideración del pleno de es-
ta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Gobernación para que
mediante la Subsecretaría de Normatividad de Medios,
modifique los lineamientos de los horarios de clasificación
en televisión, a fin de evitar contenidos que atenten en el
sano desarrollo, en especial los contenidos violentos, se-
xuales y denigrantes, y que se asegure que transmita una
programación que promueva el interés superior de la niñez.

Notas:

1 http://www.24-horas.mx/ninos-mexicanos-los-que-ven-mas-tv-en-
el-mundo/

2 http://www.24-horas.mx/ninos-mexicanos-los-que-ven-mas-tv-en-
el-mundo/

3 http://www.24-horas.mx/ninos-mexicanos-los-que-ven-mas-tv-en-
el-mundo/

4 http://www.proceso.com.mx/402494/solo-6-de-contenidos-de-televi-
sion-abierta-son-aptos-para-ninos-afm

5 http://www.afavordelomejor.org/assets/uploads/2015/11/Primer-In-
forme.-Consejo-de-Audiencias-2015.pdf

6 http://www.afavordelomejor.org/assets/uploads/2015/11/Primer-In-
forme.-Consejo-de-Audiencias-2015.pdf

7 http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5414284&fe-
cha=04/11/2015

8 http://www.afavordelomejor.org/novedades/que-se-modifiquen-los-
horarios-de-los-lineamientos-de-clasificacion-de-television/

9 http://www.jornada.unam.mx/2015/11/10/cultura/a04n1cul

10 https://www.change.org/p/que-se-modifiquen-los-horarios-de-clasi-
ficaci%C3%B3n-en-televisi%C3%B3n-firma-xlosni%C3%B1os?re-
cruiter=47706969&utm_source=share_for_starters&utm_medium=co
pyLink

11 http://www.afavordelomejor.org/assets/uploads/2015/11/Primer-In-
forme.-Consejo-de-Audiencias-2015.pdf

12 http://www.afavordelomejor.org/assets/uploads/2015/11/Primer-In-
forme.-Consejo-de-Audiencias-2015.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.—
Diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.
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ADECUACIONES NECESARIAS A LA NORMATIVI-
DAD, CON OBJETO DE FACILITAR EL TRÁNSITO Y
TRANSPORTE DE COMBUSTIBLE POR PARTE DE
LOS PRODUCTORES AGRÍCOLAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SCT a adecuar la normativa para facilitar el tránsito y el
transporte de combustible por los productores agrícolas, a
cargo del diputado Alex Le Baron González, del Grupo
Parlamentario del PRI

Quienes suscriben, diputados del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional y del Partido Verde
Ecologista de México, integrantes de la LXIII Legislatura
del Congreso de la Unión, con fundamento en lo estableci-
do en la fracción II del artículo 71 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; así como en el ar-
tículo 79, numeral 1, fracción II; numeral 2, fracciones I, II
y III del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten
a consideración de esta soberanía el presente punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La pobreza en México incide profundamente en la pobla-
ción rural; de acuerdo con el Consejo Nacional de Evalua-
ción de la Política de Desarrollo Social (Coneval), en 2012,
62 por ciento de la población rural se encontraba en condi-
ciones de pobreza, es decir, 16 millones 700 mil personas.
Debido a estas condiciones adversas, la mayoría de las co-
munidades rurales carecen normalmente de servicios bási-
cos, de infraestructura, de alimentación adecuada, etcétera,
pero más que nada, carecen de oportunidades.

El lugar donde viven las personas es importante porque in-
fluye en el modus vivendi, y determina muchos de los des-
afíos que enfrentan. Ello implica que la ubicación geográ-
fica sea sustancial y esté relacionada con las causas y
consecuencias de la pobreza.

Por otro lado, en México, a pesar de que el sector de la
agricultura no ocupa un lugar muy importante como pro-
porción del producto interno bruto (alrededor de 4 por
ciento), emplea a 10 por ciento de la población y abastece
al país de un producto esencial y estratégico como lo son
los alimentos. La conexión entre la población rural y la
producción agrícola es muy clara, y por lo mismo, ambos
sectores tienen especial influencia uno en el otro. Una con-
secuencia directa de la pobreza en el sector rural son las di-

ficultades para comprar equipo necesario para realizar las
actividades agropecuarias y abastecerse de insumos bási-
cos, siendo las más comunes las destinadas al transporte y
al almacenamiento.

Un gran número de comunidades se encuentran muy aleja-
das de los centros urbanos, además, la orografía muchas
veces dificulta aún más el traslado y el transporte de pro-
ductos, insumos y víveres; por esta razón, muchos agricul-
tores deben transportar grandes cantidades de combustible
en un sólo viaje para almacenarlo y utilizarlo como una re-
serva, con la finalidad de reducir los costos de transporte
de este insumo elemental para la subsistencia. Esta activi-
dad ha generado la renuencia por parte de las autoridades,
las cuales impiden el tránsito de vehículos que trasladan es-
tos insumos en volúmenes grandes argumentando motivos
de seguridad, ya que pone en riesgo la vida del conductor
y la de terceros.

Un caso que ejemplifica esta situación tan extendida en el
país, sucedió recientemente cerca del municipio de José
María Morelos, Quintana Roo, un auto compacto que
transportaba combustible tuvo un percance y se incendió y
el conductor murió calcinado. Al respecto, el director mu-
nicipal de Protección Civil admitió que existen anomalías
en el transporte de combustibles al no cumplirse las normas
dictadas. Agregó que existen ciertos requisitos que los in-
teresados en transportar combustible deben cumplir, por
ejemplo, deben utilizar vehículos descubiertos en el área de
carga, contar con extintores, utilizar únicamente depósitos
seguros etcétera; señaló que hasta ahora había prevalecido
cierta tolerancia hacia quienes transportan gasolina o dié-
sel, pues por lo general es para maquinaria agrícola.

Sin embargo, cabe reconocer que los productores no reali-
zan los trámites pertinentes señalados por las normas de
transporte de materiales peligrosos por diversos motivos,
entre los que destacan la carencia de medios económicos
para adecuar sus unidades de transporte y almacenamiento;
por el desconocimiento y/o ambigüedad en el que se en-
cuentran al tratar de apegarse a determinada reglamenta-
ción, ya que el marco jurídico para transportar combustible
aplica para volúmenes industriales, y en este caso, los pro-
ductores transportan cantidades mayores a las que normal-
mente abastece un consumidor, pero que finalmente no
constituyen una carga a gran escala; por último, el trans-
porte de gasolina y/o diésel bajo esta dinámica es la opción
más viable tomando en cuenta posibilidades, medios y re-
cursos.
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Mientras los incentivos no cambien, es probable que se si-
ga realizando esta manera de abastecimiento de combusti-
bles, aunque sea de manera clandestina. Consideramos que
el marco reglamentario no toma en cuenta esta realidad, ya
que no hay opciones viables ante las dificultades y las prio-
ridades que tienen los agricultores de las regiones margi-
nadas y alejadas de los círculos urbanos.

El Plan Nacional de Desarrollo contiene las Cinco Metas
Nacionales; la segunda habla de Un México Incluyente, la
cual busca conectar el capital humano con el desarrollo de
oportunidades para disminuir las brechas de desigualdad;
la cuarta tiene como meta Un México Próspero, que pro-
mueva el crecimiento sostenido de la productividad, condi-
ciones favorables para el desarrollo económico.

En vista de lo anterior, al ser un problema extendido por to-
do el territorio nacional, resolver esta situación abona a la
reducción de la pobreza, a la igualdad de condiciones de
desarrollo y al impulso del sector agrícola, los cuales son
de interés para esta soberanía.

Por lo anterior, y a fin de facilitar las labores en el campo
en beneficio de su mayor productividad, me permito some-
ter al pleno de esta honorable soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al secretario de Comunicaciones y
Transportes para que realice las modificaciones que resul-
ten necesarias al Reglamento de Tránsito en Carreteras y
Puentes de Jurisdicción Federal, al Reglamento para el
Transporte Terrestre de Materiales y Residuos Peligrosos,
y demás reglamentaciones y normas con el fin de facilitar
el tránsito y transporte de combustible por parte de los pro-
ductores agrícolas, así como garantizar la seguridad de ter-
ceros.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputados:
Alex Le Baron González, César Alejandro Domínguez Domínguez,
Juan Antonio Meléndez Ortega, Fernando Uriarte Zazueta, Carlos Ge-
rardo Hermosillo Arteaga, Ana Georgina Zapata Lucero, Brenda Bo-
runda Espinoza, Ana Laura Rodela Soto, María Ávila Serna (rúbri-
cas).»

Se remite a la Comisión de Transportes, para dictamen.
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